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Sei'ior Secretario: 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en nombre de la Comisión /nteramericana de 
Derechos Humanos con el objeto de someter a /a jurisdicción de la Honorable Corte 
lnteramericana de Derechos Humanos, el caso No. 12.354 respecto de la República de 
Panamá (en adelante "el Estado", "el Estado panameño" o "Panamá"), relacionado con la 
violación continuada del derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indfgenas Kuna de 
Madungandl y Emberá de Bayano y sus miembros, como consecuencia del incumplimiento 
por parte del Estado de Panamá, al dla de hoy, del pago de indemnizaciones económicas 
derivadas del despojo e inundación de los territorios ancestrales de las víctimas. 

El caso también se relaciona con la falta de reconocimiento, titulación y demarcación 
durante un largo periodo de tiempo comprendido dentro de la competencia temporal de la 
Corte, de las tierras otorgadas al pueblo indlgena Kuna de Madungandl, as! como con la 
falta de reconocimiento, demarcación y titulación, hasta el dla de hoy, de las tierras 
otorgadas al pueblo indlgena Emberá de Bayano. El Incumplimiento de estas obligaciones 
estatales en materia de propiedad colectiva de los pueblos indlgenas estuvo acompai'iado a 
su vez de un sistemático desconocimiento de múltiples compromisos legales asumidos por 
el Estado incluso hasta el ai'io 201 O. 

Además de lo anterior, en el presente caso el Estado panameño incumplió con sus 
obligaciones de prevención frente a la invasión de colonos y la tala ilegal de madera como 
corolario de su obligación de protección efectiva del territorio y los recursos naturales de los 
pueblos indlgenas Kuna de Madungandl y Emberá de Bayano y sus miembros. Esta 
situación se recrudeció a partir de la década de 1990. 

Señor 
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La Comisión también concluyó que el Estado de Panamá incumplió su obligación de 
proveer a los pueblos indigenas Kuna de Madungandl y Emberá de Bayano y sus 
miembros de un procedimiento adecuado y efectivo para el acceso a la propiedad territorial, 
asi como para obtener una respuesta frente a las múltiples denuncias de injerencias por 
parte de terceros en sus territorios y recursos naturales. Finalmente, el caso fue analizado 
por la Comisión desde la perspectiva del derecho a la igualdad y no discriminación y la 
secuencia de violaciones cometidas como una manifestación de discriminación de los dos 
pueblos indigenas. Asimismo, esta discriminación se ve reflejada en la vigencia de normas 
que responden a una politica de carácter aslmilacionista que contribuye a las violaciones de 
los derechos a la propiedad del territorio ancestral y a los recursos naturales de los pueblos 
indlgenas. 

El Estado ratificó la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 22 de junio 
de 1978 y aceptó la competencia contenciosa de la Corte el 9 de mayo de 1990. 

La Comisión ha designado al Comisionado José de Jesús Orozcc Henrlquez y al 
Secretario Ejecutivo Emilio Álvarez lcaza L. como sus delegados. Asimismo, Elizabeth Abi
Mershed, Secretaria Ejecutiva Adjunta, y Silvia Serrano Guzmán e Isabel Madariaga, 
abogadas de la Secretaria Ejecutiva de la CIDH, actuarán como asesoras legales. 

De conformidad con el articulo 35 del Reglamento de la Corte lnteramericana, la 
Comisión adjunta copia del informe 125/12 elaborado en observancia del articulo 50 de la 
Convención, asi como copia de la totalidad del expediente ante la Comisión lnteramericana 
(Apéndice 1) y los anexos utilizados en la elaboración del informe 125/12 (Anexos). Dicho 
informe de fondo fue notificado al Estado de Panamá mediante comunicación de 26 de 
noviembre de 2012, otorgándole un plazo de dos meses para informar sobre el 
cumplimiento de las recomendaciones. La información aportada por el Estado tras la 
notificación del informe de fondo se limitó al marco normativo aplicable y a hechos ocurridos 
con anterioridad a la emisión del informe de fondo sin dar respuesta concreta a las siete 
recomendaciones formuladas por la Comisión. 

En consecuencia, la Comisión somete el presente caso a la jurisdicción de la Corte 
lnteramericana por la necesidad de obtención de justicia para las victimas ante la falta de 
información concreta sobre el cumplimiento de las recomendaciones. 

La Comisión lnteramericana somete a la jurisdicción de la Corte la totalidad de los 
hechos y violaciones de derechos humanos descritos en el informe de fondo 125/12. Si bien 
en el maree fáctico definido por la Comisión lnteramericana, se hace referencia a hechos 
ocurridos ccn anterioridad a la fecha de aceptación de competencia, tales referencias se 
efectúan a trtulo de contexto para informar los hechos y violaciones posteriores. 

Cabe mencionar que si bien el incumplimiento de algunas de las obligaciones 
relacionadas con el derecho a la propiedad, si bien tuvieron como fuente un hecho anterior 
- la hidroeléctrica y la inundación de las tierras ancestrales - la ausencia de indemnización 
continúa hasta la fecha. Asimismo, la falta de demarcación, titulación y delimitación tuvo 
lugar durante más de 10 años de vigencia de la competencia temporal de la Corte en el 
caso del pueblo Kuna de Madungandí, y continúa hasta la fecha en el caso del pueblo 
Emberá de Bayano. De esta manera la afectación al derecho a la propiedad de los dos 
pueblos indigenas se encuentra dentro de la competencia temporal de la Corte. Todos los 
demás hechos del caso relacionados con la falta de protección frente a las incursiones de 
terceros y la ausencia de protección judicial respecto de tales hechos, se encuentran dentro 
de la competencia de la Corte. 

3



3 

En ese sentido, la Comisión solicita a la Corte que concluya y declare que: 

1. El Estado de Panamá violó el articulo 21 de la Convención, en relación con el articulo 1.1 
de la misma, en pe~ulclo de los pueblos indlgenas Kuna de Madungandl .Y Emberá del 
Bayano y sus miembros, al haberse abstenido de otorgar una justa y pronta rndemnlzaclón, 
luego de más de cuatro décadas de enajenados sus territorios ancestrales. 

2. El Estado de Panamá violó el derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los articules 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio del pueblo Emberá del Bayano y sus miembros, por no haberles provisto 
acceso efectivo a un titulo de propiedad colectiva sobre sus territorios; asl como por haberse 
abstenido de delimitar, demarcar y proteger efectivamente sus territorios. 

3. El Estado de Panamá violó el derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artlculos 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio del pueblo indlgena Kuna de Madungandl y sus miembros, al haberse 
abstenido de realizar prontamente el reconocimiento, delimitación y demarcación; as! como de 
brindar protección efectiva de los territorios de la Comarca Kuna de Madungandl frente a 
terceros. 

4. El Estado de Panamá violó los articules 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión 
con los artlculos 1.1 y 2 de la Convención, debido a la falta de provisión de un procedimiento 
adecuado y efectivo para acceder a la propiedad del territorio ancestral y para su protección 
frente a terceros, en perjuicio de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano y sus 
miembros. 

5. El Estado de Panamá violó el articulo 24 de la Convención Americana, en conexión con el 
articulo 1.1 de la Convención, por el Incumplimiento de su obligación de garantizar y respetar 
los derechos sin discriminación por origen étnico y de brindar protección Igualitaria ante la ley, 
en perjuicio de los pueblos indlgenas Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano y sus 
miembros. 

En consecuencia, la Comisión solic.ita a la Corte ln1eramericana que disponga las 
siguientes medidas de reparación: 

1. Concluir prontamente el proceso de formalización, delimitación y demarcación flsica de 
los territorios de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano y sus miembros, 
teniendo en cuenta los estándares lnteramerlcanos sefialados en el presente Informe. 

2. Cumplir con otorgar a los pueblos indlgenas Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano 
y sus miembros una pronta y justa indemnización por el traslado, reasentamiento e Inundación 
de sus territorios ancestrales, cuyo monto adeudado sea determinado a través de un proceso 
que asegure su participación, acorde con su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres. 

3. Adoptar las medidas necesarias para proteger efectivamente el territorio de los pueblos 
Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano con el objeto de garantizarles su supervivencia 
flslca y cultural, as! como el desarrollo y continuidad de su cosmovlslón, para qua puedan 
continuar viviendo su modo de vida tradicional, y conservar su ldanlidad cultural, estructura 
social, sistema económico, costumbres, creencias, tradiciones distintivas y sistema de justicia. 
Asimismo, adoptar las medidas necesarias para asegurar a los pueblos Kuna de Madungandl 
y Embará del Bayano el acceso a programas de salud y educación culturalmente pertinentes. 

4. Detener la entrada Ilegal de personas no indlgenas en los territorios de los pueblos Kuna 
de Madungandl y Emberá del Bayano y trasladar a los actuales colonos ocupantes a 
territorios que no pertenezcan a pueblos indlgenas. Asimismo, garantizar el consentimiento 
libre, previo e Informado de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano de los 
planes, programas y proyectos que se pretendan desarrollar en sus territorios. 

6. Establecer un recurso adecuado y eficaz que tutele el derecho de los pueblos lndlgenas 
de Panamá a reivindicar y acoeder a sus territorios tradicionales, asl como a proteger sus 
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territorios y recursos naturales frente a terceros, Incluyendo el respeto del derecho de los 
pueblos indlgenas a aplicar sus normas consuetudinarias a través de sus sistemas de justicia. 

6. Reparar en el ámbito colectivo e Individual las consecuencias de las violaciones a los 
derechos humanos determinadas en el presente Informe. En especial, reparar la falta da 
protección de los territorios ancestrales da los pueblos Kuna de Madungandl y Embará del 
Bayano, la falta de respuesta eficaz y oportuna por parte de las autoridades y el trato 
discriminatorio al que fueron sometidos. 

7. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos 
similares, conforme al deber de prevención y garantfa de los derechos fundamentales 
reconocidos en la Convención Americana. 

Además de la necesidad de obtención de justicia para las vfctimas, la CIDH destaca 
que el presente caso incorpora cuestiones de orden público Interamericano. 

Especfficamente, el caso presenta una oportunidad para que la Corte analice el 
alcance y contenido de la obligación de reparación de los pueblos indfgenas cuando se ha 
determinado que no es posible la restitución de Jas tierras y territorios ocupados y usados 
ancestralmente. La Corte podrá analizar la forma en que el incumplimiento de esta 
obligación de reparación constituye una violación continuada del derecho a la propiedad 
colectiva de los pueblos indfgenas que se ven despojados de sus tierras y territorios 
ancestrales y que, ante la imposibilidad de recuperarlos, el Estado no adopta medidas para 
permitir el ejercicio de su derecho a la propiedad. 

Además, el presente caso es representativo de la relación intrfnseca entre el 
cumplimiento efectivo y oportuno de las obligaciones de reconocimiento, titulación, 
demarcación y delimitación de las tierras y territor'tos de los pueblos indfgenas, y la 
situación de vulnerabilidad y desprotección frente a actos de terceros con impactos 
profundos en los medios de subsistencia tradicional y en la vida social y cultural. 

En virtud de que estas cuestiones afectan de manera relevante el orden público 
Interamericano, de conformidad con el articulo 35.1 f) del Reglamento de la Corte 
lnteramericana, la Comisión se permite ofrecer una declaración pericial: 

1. Perito/a cuyo nombre será informado a la brevedad, quien se referirá al alcance 
y contenido de la obligación de reparar a los pueblos indlgenas cuando se ha determinado 
que no es posible la restitución de las tierras y territorios ocupados y usados 
ancestralmente. El/la perito/a se referirá a la forma en que el incumplimiento de esta 
obligación de reparación constituye una violación continuada del derecho a la propiedad 
colectiva de los pueblos indfgenas. Asimismo, el/la perito/a analizará la relación intrfnseca 
entre el cumplimiento efectivo y oportuno de las obligaciones de reconocimiento, titulación, 
demarcación y delimitación de las tierras y territorios de los pueblos indfgenas, y la 
situación de vulnerabilidad y desprotección frente a actos de terceros. 

Además, la Comisión se permite solicitar el traslado de la declaración pericial a ser 
rendida por el perito José Aylwin en el caso 12.548 (Comunidad Garffuna Triunfo de la Cruz 
y sus miembros vs. Honduras) en caso de que sea aceptada por el Tribunal en el momento 
procesal oportuno. 
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El currfcu/um vitae del! a perito/a propuesto/al será incluido en los anexos al informe 
de fondo 125/12. 

La Comisión pone en conocimiento de la Corte la siguiente información sobre 
quienes han actuado como peticionarios a lo largo del trámite y sus respectivos datos de 
contacto: 

 

 

 
 

 
 

Aprovecho la oportunidad para saludar a usted muy atentamente, 

Elizabeth Abi-Mershed 
Secretaria Ejecutiva Adjunta 
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FONDO 
PUEBLOS INDfGENAS KUNA DE MADUNGANDI Y EMBERA DE BAYANO Y SUS MIEMBROS 

PANAMÁ 
13 de noviembre de 2012 

l. RESUMEN 

1. El 11 de mayo de 2000 la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos (en 
adelante "la Comisión lnteramericana'\ 11 la Comisión" o "la CIDH") recibió una petición presentada 
por lnternational Human Rights Law C!iníc of the Washington Co/lege of Law, el Centro de 
Asistencia Legal ·Popular (CEALP), la Asociación Napguana, y Emily Yozell (en adelante "los 
peticionarios")', en favor de los pueblos indlgenas K una de Madungandl2 y Emberá de Bayano y sus 
miembros (en adelante "las presuntas vrctimas"L en contra de la República de Panamá {en adelante 
"Estado panameño", "Panamá" o "el Estado"). 

2. Los peticionarios alegaron que, a raíz de la construcción de la Represa Hidroeléctrica 
del Bayano entre los años 1972 y 1976, los pueblos indlgenas K una de Madungandl y Emberá del 
Bayano fueron obligados a abandonar su territorio ancestral, el cual fue inundado con el embalse de 
la represa. Afirmaron que, en vista de qúe carecían de otra alternativa, se vieron obligados a 
reubicarse a las nuevas tierras ofrecidas por el Estado como de mejor calidad y cantidad, y a aceptar 
las ·Indemnizaciones económicas que serfan pagadas a cambio de la destrucción e inundación de su 
territorio ancestral. Señalaron que, no obstante, los compromisos no fueron cumplidos, puesto que 
las indemnizaciones no se pagaron en su totalidad y las tierras otorgadas no cumplieron con las 
características ofrecidas. Con relación al pueblo indígena Kuna de Madungandf, afirmaron que si bien 
el Estado reconoció formalmente en 1996 su derecho a la propiedad colectiva sobre las tierras que 
habitan, no ha cumplido con brindar protección efectiva frente a la constante invasión por parte de 
personas no indlgenas. Respecto al pueblo indígena Emberá del Bayano, sostuvieron que el Estado 
no ha cumplido a la fecha con titular, delimitar y demarcar el territorio que ocupan, sino que, por el 
contrario, ha otorgado tftulos de propiedad a terceras personas y ha permitido su apropiación ilegal 
por parte de campesinos. 

1 En nota recibida el 30 de octubre de 2008, lntemationa! Human Rights Law Clinio of the Washington Coflftge of 
l.ew informó que el cacique Félix Mato Mato, representante legal de la Comarca de Madungandf habla designado al bufete 
Rubio, Alvarez, Solfs & Abrego como sus nuevos representantes. Posteriormente, en nota recibida el 1 de mayo de 2009, 
!nternationa! Human Rights J..aw Clinic of the Washington College of Law Informó que se hablan rescindido los servicios de 
dicha firma de ·abogados. En la misma comunicación, se envió el otorgamiento de representación por parte del Cacique 
General del Congreso de Madungandf a "lnternational Hum8n Ríghts Law Clinic of the Washington Co/lege of Law, Centro de 
Asistencia Legal Popular, firma de abogados de Penamá y la Organización Kuna de Madungandi lORKUM)". En escrito de
fecha 17 de octubre de 2011, recibido por la CIDH el 27 de octubre de 2011, los peticionarios presentaron un nota, emitida 
por el Congreso General Kuna de Madungandl y el Congreso Regional Emberá del Alto Bayano, mediante la cual reiteran el 
poder conferido a /nternational Human Rights Law Cfinic of the Washington Coffege of Lew y otorgan pode~ al abogado 
Horaclo Rivera, para su representación en el caso. Medjante nota re-cibids el 2 de marzo de 2012, el Congreso General 
Emberá del Bayano informó que, en !o que respecta a sus comunidades, el peticionario es el CEALP, particularmente el 
abogado Héctor Huertas. En escrito recibido por la CIDH el 13 da julio de 2012, se presentó nota mediante la cual el 
Congreso General de la Comarca Kuna de Madungandf autoriza a Horacio Rivera como su represet1tante para el presente 
caso. 

2 la CIDH toma nota del escrito enviado el 19 de octubre de 2012. por el CEALP, representante de las comunidades 
Emberá del Bayano en el presente caso, mediante el cual comunicó que "de acuerdo a una decisión de las autoridades 
indlgenEls Gunas de Panamá, se aprobó el alfabeto del idioma Guna, en donde se eliminó la [letra] K del mismo por ende los 
documentos oficiales se deben referir de 2010 en adelante a denominar al Pueblo Kuna, con la denominación correcta que es 
GUNA". Asimismo. informó que el 22 de noviembre de 201 O fue promulgada la Ley 88 "Que reconoce las lenguas y los 
alfabetos da los pueblos indfgenas de Panamó y dicta 110rmas para la Educación lntercultural Bilingüe", Según el articulo 2 y 
el anexo de dicha Ley, e! alfabeto de la lengua Kuna no contiene la letra "K". 
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3. El Estado, por su parte, sostuvo que no ha violado los derechos humanos de !as 
presuntas vfctimas, puesto que la construcción de la represa hidroeléctrica estuvo precedida por 
estudios técnicos para reducir su impacto negativo, y la realización de acuerdos con los pueblos 
Jndfgenas Kuna y Emberá sobre su reubicación, otorgamiento da nuevas tierras y pago da 
Indemnizaciones por las pérdidas ocasionadas. Afirma que por e-llo, después de la construcción de la 
represa de Bayano, las tierras de estos pueblos lndrgenas fueron compensadas con otras tierras 
aladanas que fueron declaradas inadjudlcables y para su uso exclusivo, mediante Decreto No. 123 
del B de mayo de 1969. Alegó además que, mediante la Ley No. 24 del 12 de enero de 1996, se 
creó la Comarca Kuna de Madungandf, con lo cual se reconoció legalmente la propiedad colectiva 
del pueblo Jndigena Kuna del Bayano y se restringieron las acciones por parte da personas no 
indfgenas o colonos. Con relación al pueblo Emberá del Bayano, el Estado afirmó que la aprobación 
da la Ley No. 72 del 23 de diciembre de 2008 establece un procedimiento especial pera al 
reconocimiento -de la propiedad colectiva da los pueblos lndfganas, con base en e! cual se encuentra 
en prpceso la adjudicaclón de sus tierras. En cuanto al pago da Indemnizaciones, afirmó que fueron 
comprendidas en al Decreto de Gabinete No. 156 de 1971. Sostuvo que, en virtud a ello, se 
efectuaron pagos a las presuntas victlmas desde 1974 hasta 1978 por parte de le Corporación para 
el Desarrollo Integral del Beyano, entidad estatal encargada de Jos asuntos de compensación. 

4. En el informe No. 58/09, aprobada el 21 de abril de 2009, la Comisión concluyó que 
la petición era admisible de conformidad con Jo establecido en las artículos 46 y 47 de le 
Convenclón Americana sobre Derechos Humanos (en adelante 11 1a Convención Amerícana" o "la 
Convención '), respecto al artfculo 21 de la Convención Americana en conexión can el articulo 1.1 
de la misma. Asimismo, por aplicación del principio iura novit curia, la ·Comisión concluyó que la 
petición ara admisible por la presunta violación de Jos artfculos 2, B, 24 y 25 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos3, 

5. En el presente Informe, tras valorar los alegatos de las partes y analizar las pruebas 
presentadas, la Comisión concluye, en virtud de Jo establecido en el articulo 50 de la Convención 
Americana, que el Estado de Panamá es responsable por la violación de Jos derechos contenidos en 
Jos artfculos 8, 21, 24 y 25 da la Convención, en relación con Jos artfculos 1.1 y 2 del mismo 
Instrumento, en perjuicio de los pueblos indfgenas Kuna da Madungandl y Emberá da Bayano y sus 
miembros. 

11. TRÁMITE ANTE LA CIDH 

6. El 21 de abril de 2009 la Comisión aprobó el Informe No. 58/09, en el que declaró la 
admisibilidad de la petición referente e Jos pueblos indlgenas J<una de Madungandf y Emberá de 
Bayano y sus miembros. La decisión fue comunicada a las partes mediante nota del 27 de abril de 
2009, con la cual se dio Inicio al plazo de dos meses para qua Jos peticionarios presenten sus 
observaciones sobre el fondo. En la misma oportunidad, le CJDH se puso a disposición da Jos 
pettcicmaríos a fin de llegar a una solución amistosa, conforme al artfculo 48.1 .f) de la Convención. 

7. Mediante escrito recibido el 1 de mayo de 2009 Jos peticionarios manifestaron su 
voluntad de renunciar al proceso de solución amistosa y proseguir con el trámite ante la CID H. Tras 
el otorgamiento de una prórroga de un mes, solicitada al 25 de junio de 2009, Jos peticionarlos 
presentaron el 18 de diciembre de 2009 sus observaciones adicionales sobre el fondo, de cuyas 

"'En su Informo No. 58109, fa Com!s:lón declaró Inadmisible la petlc!ón en cuanto se refiere a presuntas violaciones 
a Jos derechos reccmocldos en los artlcu\oa 4, 7, 1 O, 12, 17 y 19 de la Convención Americana esr oomo en los artfc:ulos 1, m, 
V, VI, VI!, XI y XIII 00 la Dootareo!ón Americana. CIDH, Informe de Admlslbllldad No. 58/09, -del 21 de abril de 2009, Petición 
12.364, Pueblos lndlgenas Kuna de Maóungandl y Embara de Bayano y sus miembros. 
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partes se dio traslado al Estado el 19 de enero de 201 O. En dicha oportunidad, la CIDH otorgó al 
Estado un plazo de tres meses para presentar sus observaciones adicionales sobre el fondo, de 
acuerdo con lo establecido en el articulo 37.1 de su Reglamento. Mediante escrito recibido el 3 de 
mayo de 2010, el Estado presentó sus observaciones sobre el fondo del asunto, las cuales fueron 
trasladadas a los peticionarlos por nota del 13 de mayo da 201 O. 
' 

8. Durante esta etapa, la CIDH recibió información adicional de los peticionarlos en las 
siguientes techas: 16 de noviembre de 2010, 14 de enero de 2011.31 de mayo de 2011, 13 de 
marzo de 2012, 16 de mayo de 2012, 20 de junio de 2012, 13 de julio da 2012 y 17 de octubre de 
2012. Por su parte, el Estado envió información adicional a la CIDH en las siguientes fechas: 25 de 
marzo de 2011, 27 de septiembre de 2011, 4 de octubre de 2011, 14 de mayo de 2012 y 24 de 
septiembre de 2012, Las notas enviadas por las partes fueron debidamente trasladas a la 
contraparte. 

9. Entre el 14 y 19 de diciembre de 201 O, la Relatora sobre los Derechos de los 
Pueblos lndfgenas, Dlnah Shelton, realizó una visita de trabajo a Panamá, con el propósito de 
recabar Información en el presenta caso. Durante la visita, la Relatora se reunió con funcionarios del 
gobierno y se desplazó al territorio da los pueblos lndfgenas Kuna de Madungandf y Emberá de 
Bayano. 

10. Durante la tramitación del presente caso ante la Comisión/ se realizaron dos 
audiencias públicas, La primera, realizada en la etapa de admisibilidad de la petición, tuvo lugar el 12 
de noviembre de 2001, durante el 113° periodo ordinario de sesiones de la CIDH4 • En la etapa de 
tondo, se llevó a cabo una segunda audiencia pública realizada con la asistencia da ambas partes el 
23 de marzo da 2012, durante el 144° periodo ordinario de sesiones de la CIDH5, En esta 
oportunidad. \os peticionarios presentaron el testlmonio d$ Manuel Pérez, Cacique General del 
Congreso General de la Comarca Kuna de Madungandl; y de Bolfvar Jaripio Garabato, miembro de le 
comunidad Emberá de Pirtatl y del Congreso General Emberá del Alto Bayano, Asimismo, 
presentaron el peritaje de Alexis Oriel Alvarado Avila y Ultimlnlo Cabrera Chanapi. 

A. Medidas cautelares 

11. El 14 de marzo da 2007 los pueblos indfgenas K una de Madungandf y Emben!i del 
Bey~no, a través de /ntematíonal Human Rights Law Clíníc of the Washington Co!/ega of Law, 
presentaron una solicitud da medidas cautelares requiriendo que el Estado tome las medidas 
necesarias para evitar le Invasión de colonos en sus territorios. Indicaron que en enero de 2007. 
cer:ca de 50 personas no indfgenas Ingresaron a los territorios ind(genas y destruyeron el bosque 
tropical, cortando los árb~les y preparando la tierra para cultivación, 

12. . La CIDH solicitó Información al Estado, el cmil respondió señalando que se habla 
realizado una serie de acciones tefes como inspecciones con· [a participación de diferentes 
institucfones estatales para recabar pruebas, asesoramiento al Primer Cacique de !a Comarca Kuna 
de Madungand( para la presentación de una denuncia, detención de personas por daño ecológico1 y 
firma de un acuerdo da cooperación técnica entre la Comarca l<una de Madungandf y la Autoridad 
Nacional del Ambiente .Para garantizar la protección y manejo raciona! de los recursos naturales. 
Asimismo, los solicitantes presentaron Información adicional el 7 de mayo da 2007, 

4 C!DH, Audiencia Pública de fecha 12. de noViembre de 2001 sobre "Caso 12..364 - KIJna de Mandungandl y 
Embera da Bayano, Panamá", 113°'parlodo ordinario de sesiones de la ClDH. Ver audiencia en http;//www.oaa.org/es/cldh/, 

s CIDH, Aud1encla PCtblica de fecha 23 de marz.o de 201?.. sobre "Caso 12.354 K una de Mandungandl y Cmbera 
de Bayano, Panamá"1 1-44" perfodo ordlnarlo de sesiones. Var audiencia en http:/Jwww.oas.org/es/c!dh/. 
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13. El 15 de marzo de 2011 los pueblos indfgenas Kuna da Madungandi y Emberá de 
Bayano reiteraron, a través del Centro do Asistencia Legal Popular, la solicitud da medidas 
cautelares. En la oportunidad, indicaron que en febrero y marzo da 2011 se habian producido 
Invasiones masivas a los territorios de la Comarca Kuna de Madungandr y que las tierras de las 
comunidades Emberá se encontraban en proceso de titulación a nombre da personas no lndfgenas. 
Afirmaron qua "los colonos a través de la violencia se apoderan y destruyen bosques vrrganes, 
siembras y tierras de los indfgen.as Kunas y Embera de Bayano", sin que e! Estado tome acciones 
para controlar las jnvasiones. Señalaron además que la pérdida de sus tierras amenaza la 
sobrevlvencla de los pueblos indigenas, en tanto pone "en ríesgo la seguridad alimentarla da las 
niñas, nifios, mujeres y hombres indígenas"6• 

14. El 5 de abril de 201lla CIDH otorgó las medidas cautelares solicitadas, conforme al 
articulo 25,1 de su Reglamento, En dicha decisión, la Comisión solicitó al Estado de Panamá que 
adopte "'las medidas necesarias para proteger al territorio ancestral de las com.unidades de los 
pueblos Kuna de Madungandi y Emberá de Bayano de invasiones de terceras personas [y de la] 
destrucción de sus bosques y cultivos, hasta que la CIDH adopte una decisión definitiva sobre el 
caso 12;354"7 • 

15. La CIDH recibió Información de ambas partes sobre al cumplimiento de las medidas 
cautelares otorgadas. Los peticionarios presentaron Información en las siguientes fechas: 20 de abril 
de 2011, 14 de junio de 201 O y 21 de octubre de 2011. El Estado, por su parte, Informó a la CIDH 
en las slguie11tes fachas: 27· da abril de 2011, 15 de junio de 2011, 14 de septiembre de 2011, 1 
de febrero de 2012 y 6 de febrero de 2012. A le techa de adopción del presente Informe, la CIDH 
continúa dando seguimiento a la situación. 

111. POSICIONES DE LAS PARTES 

A, los peticionarlos 

16. Los peticionarios alegaron que los pueblos indígenas Kuna da Madungandí y Emberá 
del Bayano habitaban la Reserve lndfgena del Alto Bayano hasta 1976, cuando fueron trasladados a 
nuevas localidades, a causa de la construcción del Complejo Hidroeléctrico de Bayano. Afirmaron 
que, actualmente, los miembros del pueblo indfgena Kuna de la región de Bayano viven en la 
Comarca Kuna de Madungandf, localizada el este de la Provincia de Panamá. Indicaron que, por su 
parta, los Emberá habitan en las comunidades de lpetr y Plrlatr, las cuales han Intentado obtener el 
reconocimiento legal de sus tierras a través da numerosas gestiones poHtlcas y administrativas, sin 
aún obtener resultado. 

17. Señalaron que, en 1963, el Estado panameño y la Agencia de Estados U nidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID) propusieron un proyecto consistente en la construcción de un 
complejo hidroeléctrico en la Región de Bayano, a través de la creación de una represa de 
"hormigón" en la Intersección de los rfos Cañita y Bayano, croando un embalse que cubrirla 
aproximadamente 350 Km'-. 

18. Alegaron qua, a inicios de 1969l el Gobierno panameño negoció varios acuerdos con 
las presuntas vfctimas, con !a finalidad de trasladarlos a nuevas tierras. Indicaron que su reubicación fue 
forzosa dado que 11nunca tuvieron una opción para prevenir la construcción de la hidroeléctrica y la 

-----·--·-
11 Esorlto de solicitud da modidas ceutalures de fecha 14 de marzo de 2011, reclbldo por la C!DH e! 15 de marzo da 

2011. 

'l CIOH, Medidas C(I;Utelarea. MC 106/11, otorgadas el 5 de abril de 2011, Pueblos lndfgenas Kuna de Madungandf y 
Ernbera de Bayano. 
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lnundaclón da sus tierras". Sostuvieron que, en vlsta de que no tenfan otra alternativa, debieron 
aceptar los términos del Estado consistentes en otorgarles nuevas tierras y pagarles 
compensaciones económicas colectivas e individuales. Afirmaron que entre 1972 y 1976 se llevó a 
cabo la construcción de la hidroeléctrica, y que entre 1973 y 1977 se efectuó el traslado de los 
pueblos ind[genas que habitaban en la zona. 

19. Según los peticionarios. le construcción de la represa ocasionó la Inundación del 
80% del territorio de los pueblos indfgenas Kuna u ocho de las diez aldeas existentes en ese 
momento, suponiendo el desplazamiento de más da 2000 personas. En cuanto al pueblo Emberá del 
Bayano, afirmaron que implicó la inundación de la aldea Mejeclto, desplazando a sus 500 
habitantes. Además, señalaron que el proyecto supuso la destrucción del ecosistema del que 
dependfan para su subsistencia ffsica y espiritual; el incremento de enfermedades causadas por la 
descomposición vegetal y el deterioro cultural de estos pueblos indfgenas. 

20. Alegaron que ·tos miembros del pueblo Kuna de Madungandl fueron reubicados a 
tierras menos fértiles y de mayor altitud, y que el pago de la compensación monetaria colectiva por 
la pérdida de sus tierras, cesó unilateralmente en 1977, mientras que las compensaciones 
individuales por los cultivos y animales perdidos no fueron pagadas en su totalidad. En cuanto al 
pueblo indrgena Emberá del Bayano, los peticionarlos sostuvieron, que el Estado los reubicó en les 
cercanfas del rro Membrlllo. Sin embargo, al comprobarse que este lugar era inadecuado1 fueron 
trashidados nuevamente, ubicándose en sus actuales asentamientos de lpetl y Plrlatf. Informaron 
que igualmente se les prometió una compensación monetaria por la pérdida de sus cultivos, los 
cuales serran entregados por un periodo de tres af\os, compromiso que afirmaron no fue cumplido. 

21. Sostuvieron que, en los años siguientes a !a reubicación, las pr~suntas vfctimas 
realizaron múltiples gestiones para obtener el reconocimiento legal y protección de sus territorios y 
el pago de las Indemnizaciones adeudadas, sin embargo, alagan que el Estado a la techa no habrfa 
cumplido en su totalidad estos compromisos. 

22. En cuanto a! raconocimlento de su derecho a la propiedad colectiva concretamente, 
indicaron que mediante la Ley No. 24, adoptada el 12 de enero de 1996, fue creada la Comarca 
Kuna de Madungandf. Respecto del pueblo Emberá, indicaron que no han recibido hasta la actualidad 
el reconocimiento legal sobre sus tierras. Sostuvieron que es recién con la aprobación de la Ley No. 
72, del 23 de diciembre da· 2008, que se establece un procedimiento pare la adjudicación de la 
propiedad colectiva de tierras lndfgenas que no están comprendidas dentro de las comarcas. En base 
a dicha Ley, Indicaron que en el 2009 presentaron una solicitud para obtener la titulación ante la 
Dirección Nacional de Ralorma Agraria, institución que fue luego sustituida por la Autoridad 
Nacional de Tierras. No obstante~ afirmaron que tal solicitud no fue aprobada. al no encontrarse 
reglamentada la referida ley. Afirmaron que si bien mediante Decreto Ejecutivo No. 223 del 29 de 
julio de 201 O fue aprobado el Reglamento correspondiente, la solicitud presentada por las 
comunidades indfgenas peticionarias no ha dado lugar, hasta la fecha1 al reconocimiento legal, 
delimitación y damarcación de sus tierras. 

23. Asimismo, alegaron qua las presuntas vfctlmas han sido Impedidas de ejercer 
efectivamente su derecho a la propiedad colectiva debido a le constante apropiación de su territorio 
por parte de colonos y a la realización de actividades ilegales de extracción de madera. Al respecto, 
afirmaron que, a rafz de la construcción de la carretera Panamericana, desde mediados de Jos años 
70"s personas no indrgenas iniciaron una invasión continua en los territorios de los pueblos Kuna y 
Emberá del Bayano. Agregaron que, aprovechándose de la pasividad del Estado en realizar le 
demarcac!ón1 tomaron parte de las tierras lndfgenas, junto con sus recursos naturales1 y las 
convirtieron en pastura. Expresaron que estas personas realizan actividades de tala da madera 
dentro de sus territorios, ¡o que repercute negativamente en la conservación del frágil ecosistema de 
la zona. Sostuvieron que~ la Invasión actual de los colonos y !a deforestación ocasionada, amenazan 
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la vida y seguridad de las comunidades lndlganes que dependen de la tierra para sobrevivir, y 
dificulte la preservación de su cultura y tradiciones ancestrales. 

24. So~alaron que, desde 1992, presentaron recursos de carácter administrativo y que, 
desde 2007, Interpusieron denuncias penales para enfrentar la Invasión de los colonos, todas las 
cuales resultaron lnetectivas, puesto .que los colonos han regresado al territorto de los pueblos 
indfgenas y han continuado con sus actividades Ilegales. Según los peticionarlos, las denuncias 
presentadas ante el Ministerio Pdblico todavia están en etapa de investigación, sin que haya una 
persona investigada o aprehendida hasta al momento. 

25. En virtud de tales hechos, los peticionarlos alegaron la violación dal articulo 21 de la 
Convención Americana. En particular, sostuvieron que la pérdida de los territorios ancestrales de las 
presuntas vfctimas a causa de la Inundación generada por la construcción da la hidroeléctrica y el 
consecuente desplazamiento a nuevas tierras, constituye par se una violación del articulo 21 de le 
Convención. Alegaron además que la falta del efectivo y oportuno pago da las indemnizaciones a los 
pueblos Kuna y Emberá constituye la violación del articulo 21.2 de la Convención, en tanto no se ha 
garantizado su derecho a una juste Indemnización. 

26. Igualmente, sostuvieron que el Estado ha Incumplido su obligación de reconocer, 
delimitar, demarcar y proteger los territorios que habitan actualmente los pueblos Kuna y Emberá, 
Con relación al pueblo Kuna de Madungandl en particular, sostuvieron que la existencia de la Ley 
No. 24 que crea las Comarca no es suficiente para cumplir con las obligaciones del Estado bajo la 
Convención, puesto que en la práctica se ha presentado una falta de protección· por la constante 
Invasión de colonos, lo que constituye la violación del articulo 21 da la Convención. 

27. Respecto al pueblo indfgena Emberá, alegaron que la falta de reconocimiento formal 
y protección efectiva de sus tierras colectivas vulnera la obligación contenida en el articulo 21 de la 
Convención. Sostienen qua, si bien la Ley No. 72 provee el marco jurldlco necesario, a la fecha la 
solicitud presentada para la titulación de sus· tierras no ha sido resuelta, pot lo que no cuentan aón 
con el reconocimiento legal de su derecho a la propiedad colectiva. Afirmaron que la Ley No. 72 no 
dispone un sistema para resolver conflictos relativos a la tierra, lo cual en su opinión significa que 
"aunque la solicitud bajo la Ley 72 sea aprobada, los Emberá [seguirán] siendo vulnerables a 
violaciones de sus derechos a la propiedad". Agregaron que "SI Estado tiene que asegurar que los 
Emberá tengan un derecho propletsrlo exclusivo a sus tierras y debe de ínlclar el proceso de 
clarificar los derechos de colonos1

'. 

28. En relación con los artfculos 8.1 y 25 de la Convención, afirmaron que el 
ordenamiento jurfdlco panameño no dispone de un mecanismo efectivo para, da un lado, obtener el 
reconocimiento de la propiedad colectiva da los puablos lndlgenas y de otro, pera proteger los 
territorios de los pueblos indigenas frente a la ocupación ilegal de colonos. En cuanto a lo primero, 
sefialaron que el procedimiento establecido por la referida Ley No. 72 ha demostrado n.o ser 
efectivo, en tanto no ha sido resuelto en plazo razonable, al haber sido presentado en el 2009 sin 
que haya sido concluido hasta la facha. 

29. En cuanto a lo segundo, alegaron qua la Comarca Kuna de Madungandf no contaba 
con un Corregidor, autoridad con rango de pollera administrativa con competencia para ordenar el 
desalojo de Invasoras, y qua no fue sino hasta junio de 2008 que se adoptaron las medidas 
legislativas para permitir el nombramiento de esta autoridad, mediante el Decreto Ejecutivo N" 247. 
Sostuvieron que, no obstante, esta autoridad no ha sido nombrada efectivamente, por lo cual no 
tienen acceso a un remedio adecuado y efectivo para la protección de sus tierras, mediante el cual 
se lmpi(la las Incursiones de colonos y se reubique a los que se encuentran ocupando Ilegalmente las 
tierras indfgenas. Indicaron que, todos los recursos administrativos y judiciales Intentados antes del 

14



7 

nombramiento del Corregidor par~ expulsar a los colonos de sus tierras, han sufrido un retardo 
Injustificado e Incluso algunos de ellos no han siquiera resueltos. 

30. En cuanto a la violación del articulo 24 de la Convención, los peticionarlos alegaron 
qua las dificultades atravesadas por los pueblos indlgenas Kuna de Madungandf y Emberá en el 
acpeso a la justicia y protección de sus tierras colectivas, se deben a su orlgen étnico, puesto que el 
Estado brinda un trato distinto y más favorable a las reclamaciones de propiedad de individuos no 
indfgenas. 

31. En relación a la violación del articulo 2 de la Convención, alegaron que el Estado ha 
Incumplido su obligación de contar con disposiciones de derecho interno que sean efectivas para la 
protección da su derecho al reconocimiento oficial de la propiedad. Agregan que ~.~no basta solo 
tener un proceso para el reconocimiento de tos derechos~', sino que el Estado debe asegurar la 
efectiva protección da los territorios indfgenas, vigilar la aplicación de las normas que los protegen y 
sancionar su Incumplimiento, obligaciones que fueron incumplidas por el Estado de Panamá. 

B. El Estado 

32. El Estado afirmó que la construcción de la hidroeléctrica del 13ayano formó parta de 
proyectos públicos Impulsados para dotar de energfa eléctrica al Estado panamefto, con el fin da 
evitar la dependencia de recursos energéticos importados y costosos. Sefialó que al enfrentar esta 
demanda energética, se procedió a la ejecución del proyecto sin desconocer los derechos 
específicos de las comunidades que v!vran en esa reg¡ón. Alegó que este proyecto se llevó a cabo 
hace 42 años y cumplió con los requerimientos de la época. 

33. En particular, sostuvo que la construcción de la hidroeléctrica estuvo precedida por 
estudios técnicos para !imitar su impacto negativo e Indicó que se realizaron acuerdos con tos 
pueblos lndfgenas Kuna y Emberá sobre su reubicación y las condiciones en que ésta se realizarla. 
Afirmó que por ello se aprobó el Decreto de Gabinete No. 12.3 del 8 de mayo de 1969, mediante el 
cual las tierras de los lndlgenas se compensaron con tierras aledañas que fueron daclaradas 
inadjudicables y para su uso exclusivo. 

34. Según señaló el Estado, el reasentamiento de los Kuna se realizó entre los años 
1973 a 1975, y respondió a la firma del "Acuerdo de Farallón", suscrito el 2.9 de octubre da 1976 
entre el Gobierno de la Rapúbllca de Panamá y los Caciques del pueblo Kuna del Bayano. Afirmó que 
con este acuerdo se garantizó que las comunidades afectadas con la construcción de! Proyecto 
Hidroeléctrico fueran reasentadas en la región de la actual Comarca Kuna de Madungandf. Afirmó en 
el caso del pueblo Emberá, su reubicación estuvo precedida de la firma del "Acuerdo de Majecito" 
del 5 de febrero de 1975, en. virtud al cual se trasladaron a las localidades de lpetl y Pirlatf. 

35. Sobra el reconocimiento legal del territorio de los Kuna de Madungandí, el Estado 
sostuvo que mediante la Ley No. 24 del 12 de enero de 1996, desarrollada mediante Decreto No. 
228 de 3 de diciembre de 1998, se creó la Comarca Kuna de Madungandl, "como muestre de 
política pdblica de seguridad territorial para los pueblos lndlgenas". Afirmó que con ello se 
reconocieron los lfmites de! territorio Kuna y se restringieron las acciones por parta de colonos. 

36. Con respecto a los Emberá, e! Estado indicó que si bien no cuentan actualmente con 
una comarca reconocida legalmente, la aprobación de la Ley No. 72 del 23 de diciembre de 2008, 
permite el reconocimiento de la propiedad colectiva de sus tierras, a través de un procedlmlento 
espacial. Señaló que, con base en dicha Ley1 las tierras de los Emberá se 6ncuentran en proceso de 
adjudicación por parte de la Autoridad Nacional da Administración de Tierras. 
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37. Con relación a la Indemnización de las presuntas víctimas, el Estado afirmó que éstas 
fueron comprendidas en el Decreto de Gabinete No. 156 de 1971. En virtud a ello, sostiene que se 
efectuaron pagos a Jos indígenas desde i 974- hasta 1978 por parte de la Corporación para el 
Desarrollo Integral del Bayano, entidad estatal encargada de Jos asuntos de compensación. De este 
modo, el Gobierno sostuvo que ha cumplido con los acuerdos con los pueblos indfgenas del Bayano. 

38. En cuanto a la Invasión de colonos en territorio Indígena, al Estado Indicó que ha 
prestado grah atención a las solicitudes da las autoridades tradicionales para lograr su desalojo, por 
Jo que ha emprendido acciones en9aminadas a la protección de los territorios ind!genas, realizando 
desalojos de colonos por parte de las autoridades administrativas correspondientes. En particular, 
afirmó que 11esta posición del Estado se enmarca en que aquellos que han Invadido este terrltorio 
posterior a la creación de la Comarca, deban desalojar el territorio de jurisdicción Kuna de 
Madungandi ". 

39. Como muestra de la respuesta que ha dado a estas demandas, indicó el Estado que 
el ordenamiento jur!dico panamefio no autorizaba al Alcalde de Chapo, distrito más cercano a la 
Comarca Kuna de Madungandr, a nombrar un Corregidor para dlcha comarca. No obstante, dado que 
el Corregidor sería le autoridad competente para ordenar el desalojo de los colonos, se adoptaron las 
normas jurídicas necesarias para permitir el nombram1ento de esta autoridad, la cual viene 
ejecutando el desalojo de ocupantes ilegales en los territorios Indígenas. El Estado afirmó también 
que he emprendido la investigación de las acciones realizadas por Jos colonos en contra del medio 
ambiente lo cual ha llevado a la detención de personas en marzo de 2007. 

4-0. En· suma, el Estado señaló que a lo largo de los años, desde qua se acordó la 
construcción de la hidroeléctrica de Bayano, ha mantenido conversaciones constantes y periódicas 
con loa miembros de los pueblos Kuna y Embará cuidando plenamente que, a través de los distintos 
acuerdos y leyes emitidas, se procure su plena Integridad tanto ·en su cultura como al pleno respeto 
de sus derechos Inalienables y al sistema ecológico en que se desarrollan astas diversas culturas. 

41. El Estado no presentó alegatos aspeclficos sobre los artlculos de la Convención 
Americana declarados admisioles por la CIDH en su Informe No. 58109'. 

!V. HECHOS PROBADOS' 

4-2. En aplicación del articulo 43.1 de su Reglamento, la CIDH examinará los alegatos y 
pruebas suministradas por las partes y la Información obtenida durante las audiencias públicas 
realizadas en el 113' y 144-' periodo ordinario de sesiones de· la CIDH. Igualmente, tendrá en 
consideración información de público oonoclmlento10 • 

43. Por otra parte, teniendo en cuenta qua ante la Comisión estuvo en trámite el 
expediente sobre medidas cautelares a favor de los puablos indfgenas Kuna de Madungandf y 
Emberá de Bayano y sus miembros, la Comisión considera necessrio recordar que la Corte 
!nteramericana ha seflalado que .u el acervo probatorio de un caso es único e inescindlble y se integra 

& C!DH, Informa de Adrnlslbll!dad No, 68/09, de! 21 de abrl! de 2009, Petlo16r.12.364, Pueblos Jndfgsnasl<una de 
Madungandl y Embore de Bayano y sus miembros. 

9 En el presente Informe, la CIDH utlllza como medios probatorios dooumentos aportados por las partes qua hacen 
refarencla a "Indios" o "tribus". En virtud del desarrollo del derecho Internacional, la Comisión lnteramar!oana desde hace
décadas se refiere a "pueblos tnd!genas", por lo que no suscribe los términos utiÍizados Por los autores de las oltas 
respectivas. 

10 El artículo 43,1 del Reglamento de la CIDH establece: la .comisión deliberará sobre el fondo del caso, a cuyo efecto 
prepararé un informe en el cual examlhará lO$ alegatos, !as pruebas suministradas por !as partes, y !a lnforma.clón obtenida durante 
audiencias y observaciones in foco. Asimismo, la Comisión podrá tener en cuente~ otta lnformaclón de públloo conocimiento. 
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con la prueba presentada durante todas las etapas del proceso, de manera que !as documentos 
aportados por las partes con resp.acto a las excepciones preliminares y a las medidas provisionales 
también forman parte del material probatorio en el caso" 11 • 

44. En consecuencia,. la Comisión considera que el Estado de Panamá~ como parte en 
ambos procedimientos, ha tenido la oportunidad de controvertir 'y objetar las pruebas aportadas por 
los peticionarios y, por tanto, existe un equilibrio procesal entra las partes. En virtud de ello, la 
Comisión incorpora al acervo probatorio las pruebas aportadas por las partes en el procedimiento de 
medidas cautelares. 

A. Pueblos Indígenas en Panamá y marco normativo aplicable 

46. Panamá es un pafs con una alta diversidad étnica y cultural. En Panamá viven 
actualmente siete pueblos lndfganas: Ng8be, Buglé1 Naso o Teribe, Bri~Bri, Kuna, Emberá y 
Wounaan12• Los Ngabe, Buglé, Naso o Terlbe y BrHlrl se encuentran principalmente en el occidente 
del pafs, mientras que los Kuna, Emberá y Wounaan se ubican mayoritariamente en el orlente13• 

Según el último censo nacional, la población 'lndfgena en Panamá asciende a 417,559 personas, lo 
que representa el 12.26% del total de la población 14• 

46. Cada uno de estos pueblos se distingue por su propia cultura e historia, organización 
socia! y polftica, estructura económica y productiva, cosmovisión, espiritualidad y formas de 
relacionamiento con el medio ambiente. Los pueblos ind!genes de Panamá se organizan 
tradicionalmente a través de los siguientes congresos y consejos: Consejo General Bri-Bri, Consejo 
General Naso Tjer-di, Congreso General Comarca Ngabe-Bugié, Congreso Nacional Wounaan, 
Congreso General Emberá de Alto Bayano, Congreso General Emberá y Wounaan de Tierras 
Colectivas, Congreso General Emberá y Wounaan, Congreso General Kuna de la Comarca 
Wargandl, Congreso General Kuna de la Comarca Madungandl, Congreso General Kuna de 
Dagargunyala, Congreso General de Kuna Y ala y Consejo Regional Buglé. 

47. Ya desde 1938 se reconocieron derechos territoriales al pueblo Kuna de la costa del 
Caribe, a ra(z·de las reivindicaciones que dieroQ Jugar a la Revolución Tule de 1925. Desde esa fecha 
y hasta el 2000, otros pueblos indfgenas en Panamá cuentan con reconocimiento sobre territorios 
ocupados ancestralmente, cuya extensión total alcanza cerca del 20% del territorio naclonat15• 

11 Corte I.D.H., Caso Herrera U/loa. Sentencia de 2 de jul!o de 2004. Seria C No. 107, párr. 68. Véase Jntar alfo 
Caso Pueblo lndfgena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. Sentencía de 27 de junio de 2012. Serie C 
No. 245. pátr, 48. 

12 Los pueblos lndígenes en Panamá provienen principalmente da cinco grupos llngülstloos: m !os Guaymf, del que 
derivan los Ng5be¡ (11) los Bokotá, del que provienen los Bu¡;¡lá; {IU) tos Talamanca, del que provienen los Terlbe y Bri·Brl¡ (!v) 
los Kuna o Tule¡ y {vJ !os Chocoes, de lo:s que provienen los Emberá y Wounaan. Las tres primeros se ubican on la reglón 
orlf.lnUll y tos dos últlmos en la regl6n oocldent~l da Panamá. Reina Torres dG Araíiz. En: Panamá ind/gana. Panamá: Autorlded 
del Canal de Panamá. 1999. p. 58, Disponible en: http://bdlgltnl.binal.ec.palbdP/tomostXVI/, 

13 ALVARAOO, El!glo. Perfil de los P~•eblo.s de Panamá, Panamá, Unidad Regional de Aslstancle Técnica ·(RUTA} y 
Ministerio da Gobierno y Justicia. 2001. p. 14, Disponible en: 
~ibertadciudadana.or9/.archivos/Bibt!oteca%20Virtual/Documentos%201nformes%201ndlqenasJNaolona!es/Juridlco/Perfll 
%201ndlgena%20de%20Panema·.pdf. 

14 Instituto Nacional de Estadfstlca y Cen.so. Rasultadoa Finales del Xl Canso da Población y Vll de Vivlenda, Cuadro 
.20: Poblao16n lndlgena en !a República, pot sexo, ssgún Provlnola, Comarca lndfgena, grupo lndfgena al que pertenaca y 
grupos de edad. 201 O. 

16 Segón cifras o"flcíales, la extensión territorial de Panamá es de 76,617 km2 aproximadamente, mientras que la 
extensión total del área de l~s cinco comarcas asciende a 1 B, 141 km2 aproximadamente. Fuente: Instituto Nacional de 
Eatadfstlca y Censo, Panemli en Cifras: aflos 2006~10. 2010. Disponible en: 
http:flwww.contrelorla.gob.pe/lnec/cuadtoa.aso:<?ID o= 170306. Asimismo, véase Orgenlzac16n lnternaclonal del Trabajo. 

Continúa .. , 
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Dentro de los territorios lndrgenas, las autoridades tradicionales de cada pueblo se ocupan da 
distintos émbitos de gobierno, administración de justicia, educación, uso de recursos naturales, 
entre otros. Sin embargo, en la actualidad, aCin existen en Panamá pueblos indtgenas que se 
encuentran en territorios ancestrales pero no han sido titulados/ demarcados y/o de!imitados1e, 

48, A partir de la Constitución de 1904, reformada en 1925n, se Introdujo en el 
ordenamiento interno panameño la posibilidad de crear "comarcas", áreas geográficas que poseen 
un régimen polltico-adminlstrativo regidas por leyes especiales. Una disposición similar se mantiene 
vigente en el articulo 5 de la Constitución de 1972, reformada en al año 2004". Con base en esta 
figura jurldica, el Estado ha reconocido las siguientes. cinco "comarcas lndlgenas" a través de leyes 
especiales: Comarca Kuna Yala19, Comarca Emberá- Wounaan20, Comarca Kuna de Madungandf21, 
Comarca Ng0be-Buglé22, y Comarca Kuna de Wargandias :24. Esta reconocimiento ha merecido 
valoración positiva por parte de la CIDH y otros órganos internacionales de protección de derechos 
humanos25 

• 

.•. continuación 
Pueblos · lndfgen1:1s y Trlbalas: Panamá. Disponible en: 
http:flwww.Uo.orgllndfgenousiActivltle$byregion/latlnAmerice/Panama/lang~·es/lndex.htm. 

111 El Estado heoo rctaronola, por ejemplo, a las comunidades de "Plríatl Emberá, lpetf I:mberá, Mafe E.mberá y Unión 
Emberá, v otros territorios· lndlgenas (Wounaan) qua se ubican en el sector este de la Provincia de Panamá", Escrito del 
Estado d~ facha 26 de ooptlembre de 2011, recibido por.la C!DH el 27 de septiembre da 2011. Asimismo, véase audiencia 
pública tt:l'mática sobre "El derecho a la propiedad ooleotlva de !as tierras de los pueblos lndfgenas en Panarnéw, realizada en el 
144"' perfodo de sesiones, 23 de marzo de 2012. Ver audiencia en http:/lwww.oaa,orq/es/o!dh/, 

1' Articulo 4 de la Conatltuolón de 1904., reformado por el Acto Legislativo da 20 de marzo de 1925 y de 26 de 
septiembre de 1928.~ El territorio de la República se divide en Provincias y éstas en Municipios, en el número y con los 
lfmltes que las leves vigentes establecen.¡ paro la Asambleo Nacional podrá aumentar o disminuir el mlmero de aquellas o de 
éstos o variar sus lfmltes. La Asemble~ Nacional podrá orear comete as, regidas por leyes espeolalas, con territorio segregado 
de una o más provlnolas. 

10 Artrculo 5 del texto Onloo de la Constitución Política de la Reptlbllca de Panamá, publicado el16 de noviembre de 
2004.~ El terrltorlo del Estado panameño se divide polítk:emente en Provincias, éstas a su vez en DlstrltQs y tos Distritos en 
Correglmlentos. La ley podrá crear otras divisiones polftloas, ya sea para sujetan~~ a reglmenea. especiales o por razones de 
conveniencias admlnlst(atlvas o de servicio público. 

t$ Creadel por LGy No. 2 da! 16 de septiembre de 1938 con el nombre de "Cpmarca de San Slas", mediante Ley No. 
16 del 19 de febrero de 1953 se organiza la Comaraa de san Blae, pasó e denominarse "Comarca Kuna Yala" por lo 
dispuesto en la Ley No. 99 del 2t3 da dlc:Jembre de 1998, y fue declare~de reserva !ndlgena por ley No. 20 del 31 de enero de 
1957. 

~(1 Creada pot Ley No. 2?. del a de noviembre da 1983, mediante Decreto Ejecutivo No. 84 del 9 de abril de 1999 
se adopte la Cnrta Orgánica A.dminlatratfva de la Comarca. 

~1 Creada por Ley No. ?.4 del 1 2 de enero de 1996, a tr&l/és del Decreto Ejecutivo No. 228 de del 3 de dlo!embre de 
1999 ss adopta la Carta O~gánlca Administrativa de la Comarca. 

u Crenda por L.ey No. 1 O óel 11 dq. marzo de 1997, mediante Deoreto Ejecutivo No, 194 del 26 da agosto de 1999 
se adopta la CartD: Orgánica Admlnistretlva de la Comarca, por Ley No. 6 del 14 de febrero de 2006 se .modifican sus lfmltes 
polftlco-edminlstratlvos. 

:a Creada por Ley No. 34 del25 de julio da 200.0, mediante Decreto Ejecutivo No. 414 de! 22 de octubre de 2008 
se fJdopta la Carta Orgánica Admlnlstrat!va. de !a Comarca, 

M Según iniormación otlclal, traa comarcas !ndrgenas {Kuna Yala, Emberá~ Wounaan y Ngtiba ~ Bug!é.J tienen nivel 
de provincia, ya que cuenten con un gobernador comarcal; mientras que las dos comarcas restantes tKuna de Madungandr y 
Kuna de Wargandl} pos&en nivel de corregimiento. Instituto Nacional de ~tadfstica y Canso. Resultados Finales del X\ Canso 
de Población y VI! de Vlvlenda. Defirilolones y explfcacfones. 2010, Disponible en: 
http:lfwww.contra!orla.sob.pa/lnec/Publicec!ones/00·01·03/definlclones.pdf . 

.t& Al respecto, en el comunicado de prensa emitido por la CIDH \uego da !a visita a Paname. realll!lda en Jun1o de 
2001, la CIDH expresó que "valora los avances legislativos re&!ltados en los óltlmos años, especialmente los dirigidos e 
raconocar territorios indfgenas y sus derechoe culturales, en. espeofa!, lae leyes de- creación de comarcas de Madungendl, 
NOgba Buglé V Kuna de Wargandf [ ... } ... !CIDH, Comunicado de Prensa 10/01 ~ C!DH culmina visita a Panama, 6 da junio de 
2001. párr, 35. Dlsponlbte en: http:/Jwww.c!dh.orgfComun1cados.@P.anlshf2001/10·01.htm]. Igualmente, el Comité de 

Continúa ... 
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49. En el ordenamiento Interno se reconocen también "reservas indrgenas ". cal!f!cación 
que permite a les comunidades ind(genas que habitan en ellas la posesión de las tierras y al uso da 
'los recursos natursles26 • A diferencia da una comarca, el reconocimiento como reserva no supone el 
otorgamiento por parte del Estado a la comunidad que la habita de un tftulo da propiedad colectiva 
sobre un espacio geográfico demarcado y delimitado, nl el reconocimiento oficial de sus formas 
tradicionales de organización polftica y toma de decisiones". 

50. De otro lado, el articulo 127 de la Constitución panamefia -disposición qua existe en 
un tenor similar desde la Constitución de í 946213-, reconoce la propiedad colectiva de las 
comunidades lndfganas y establece que se determinarán por ley los procedimientos especfficos para 
su reconocimiento. Dicha disposición establece, a la letra, que: 

El Estado garantizará a las comunidades lndfgenas la reserva de las tierras necesari$.s y la 
propiedad colectiva de las mlsmas p~ra el logro de su bienestar económico y socia!. La Ley 
.regulará los procedimientos que deben seguirse para lograr esta f!naltdad y las delimltaclones 
correspondientes dentro de los cuales se prohíbe la apropiación privada de tierra. 

51. El 23 de diciembre de 2008 fue aprobada la Ley No. 72, "que establece el 
procedimiento especial pare le a<Jjudlcación .de la propiedad colectiva de tierras de Jos pueblos 
lndfgenas que no están dentro de las comarcesn2s, reglamentada mediante Decreto Ejecutivo No. 
223 del 7 da julio da 201 O. De acuerdo a su ertfculo 1, dicha ley ·tiene como objetivo establecer al 
procedimiento espacial para la adjudicación gratuita de la propiedad colectiva de tierras 
tradicionalmente ocupadas por los pueblos y comunidades indfgenas, en cumplimiento del articulo 
127 de la Constitución'0 • Le norma establece como autoridad competente para llevar a cabo el 

... contlnvaclón 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales da Naciones Unidas afim1ó: "El Comité sai'iala con reconocimiento el 
establecimiento, en virtud de !a Ley N° 10 de 1997, le Ley N° 69 de 1998 y el Decrato Sjecutivo NO 124 de 1999 da una 
dema.roaolón territorial {"comarca") para la comunidad lndfget18 da !'U.Ibe~Buglé, tal y como habfa recomendado el Comité a 
rafl de su m!slón de asistencia técnica a Panamá an 1 995", Comité dl'l Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Examen 
da los Informes presentados por los Estados partes con arreglo a los articules 16 y 17 del Pacto Observaciones flna!as. 
E/C.12!1/Add.64, 24 de septiembre de 2001, párr.6. 

16 Al respecto, e! articulo 98 de la Ley General del Ambiente establece: 11Se reconoce al derecho da las comarcas i¡ 
pueblos lnd!genas con releolón al uso, manejo y aprovechamiento tradicional de los recursos naturales renovables, ubicados 
dentro da las comarca$ y reservas lndfgenas creadas por !e y. Estos recursos deberán utlllza(se de acuerdo con los fines de 
Protección y conservo.clón da! ambiente, Sfltablecldos en !a Conat!tucl6n Polftlca, la presente ley y !as demás leyes 
naclonales". 

17 Entra las layes que reconocen "reservas lndlgenasu se encuentran la Ley No. oa del 12 de dlolembre da 1930, 
que dacltl~a como .reservas lndlgenas.'"las tierras Beldfas en la Costa Atlántica"'; la Ley No. 18 da 8 da novfembre de 1934, 
que declara reservas lndlgenas "las tierras baldfas en las Provincias de Bocas del Toro y Panamá .. ; y la ley No. 20 del 31 da 
enero de 1967, por la cual se declara reservas Jnd!ganas la Comarca da San Bias y algunas tlertas en !a Provincia de Darlén. 

23 Véase artlculo 94 de la Constitución de 19.46; artrculo 116 de !a Constltuclón de 1972; artfculo 123 de la 
Constitución da 1972 con reformas. de 1978 y 1983; artfculo 123 de la Constitución de 1972 con reformas de 1978, 1983 
y 1994; y artfculo 127 rle la Constitución da 1972 con reformas de 2004. 

Panamá. 

19 De acuerdo a Información de público conoCimiento, la !..ay No. 72 no fue consultada a los pueblos lndfgenas de 

30 Para los efectos de ~ste L.ey No. 72, Jos slgu\entes términos se entenderán as!: 

1. Pueblos lndfgenas. Colectlvldados humanaa que desciendan da poblaciones que habitaban en el pafs o 
en una reglón geográfica a la que partenecra el pafs desde la época de la conquista o de la colonización o 
del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que, cualquiera que aea ~u situación jurfdlca, 
conservan sus propias Instituciones sociales, econ6micas, culturales, llngilfatlcas y polftlcas, 

2. Ocupación tradicional. Tenencia, uso, conservación, ms.najo, posesión y usufructo de las tierras da los 
pueblos indfgenas definidos en este artfculo, trasmitidas de generación er·.~ generación. 
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mencionado procedimiento a la del Ministerio de Desarrollo Agropecuario". La Ley No. 72 establece 
entre sus normas que el titulo de propiedad colectiva de tierras garantiza el bienestar económico, 
social y cultural de las personas que habitan la comunidad indfgana. Asimismo, que en caso de 
usurpación o de Invasión de las tierras reconocidas a través del titulo de propisdad colectiva, las 
autoridades competentes deberán hacer cumplir los derechos de propiedad de dichas áreas. Además 
establece que las entidades gubernamentales y privadas coordinarán con las autoridades 
tradicionales los planes, programas y proyectos que se desarrollen en sus áreas, a fin de garantizar 
el consentimiento libre, previo e Informado de los pueblos y comunidades lndfgenas32• 

52. Posteriormente, con la adopción de la Ley No. 59, el 8 de octubre de 201 O, la 
Dirección Nacional de Reforma Agraria fue sustituida en sus competencias por la Autoridad Nacional 
de Administración de Tierras (en adelante, "ANATI")33 • 

53. En relación con instrumentos Internacionales/ el Estado panameño ratificó~ el 4 de 
junio de 1971, el Convenio 1 07 de la Organización Internacional del Trabajo sobre poblaciones 
indlgenas y tribales len adelante, "Convenio 107 de la OIT"), adoptado el 26 de junio de 1957. 
Panamá no ha ratificado a la fecha el Convenio 1 69 de la OIT sobre pueblos indfgenas y tribales en 
países Independientes (en adelante, "Convenio 169 de la OIT"), adoptado el 27 de junio de 1989 y 
en vigor desde el 6 de septiembre de 1991. 

B. Los pueblos lndfgenas Kuna de Madungandf y Emberá del Bayano, su territorio 
ancestral y modo de subsistencia 

54. La Cuenca Hidrográfica del Bayono o región del rlo Bayano ocupa gran parte ae la 
superficie del Distrito de Chapo, el cual se encuentra ubicado en la Provincia de Panamá, República 
de Panamá. Este distrito se divida, a su vez, en los siguientes ocho corregimientos: Chapo, Ca~ita, 
Chep!llo, El Llano, Las Margaritas, Santa Cruz de Chinina, Madungandf y Tortf04• 

55. El área del Bayano es une sección del ecosistema de salva tropical lluviosa que se 
extiende desde el sureste del Distrito de Chopo, se prolonga hacia la Provincia de Darlén y penetra 
en Colombia hasta el Departamento del Chocó". 

1. Pueblo lndfgena Kuna de Madungandl 

56. El pueblo indígena Kuna de Madungandl proviene del grupo lingüretlco Kuna o 
también Uamado Tule. De acuerdo al d!timo censo nacional, la población Kuna en Panamá asciende a 

st Ley No. 72, artrculo 4. 

32 Ver artrculos 31 12 y 14 da la Ley No. 12. 

13$ Ley No. 59, de 8 de octubre de 2010, "Ley que crea la Autoridad Nac1onal de Aámlnlstre.clón da Tierras, unlfloa 
las competencias de la Dlreocl6n General de Catastro, la Dirección Nacional de Reforma Agrarh!, el Programa Nacional de 
Admlnlstreclón de Tierras, y el Instituto Geográfico Nacional Tommy Guardia". 

34 be acuerdo a Información aportada por las partes, el Distrito de Chapo cubre 5,311.2 km:2, de los cueles 3,777.5 
Km. corresponden a le cuenca del rlo Beyeno. Anexo 1. Esther Urleta Donos, tesis "lpeti·Choco: Una comunidad lndfgena de 
Panamá afectada por Unl1 Presa Hidroeléctrica". Un!versldad Veracruzana1 Facultad da Antropologfa1 1994. p, 27. Anexo C 
delesc!lto de ob$ervaclones adicionales sobre el fondo de los petlolonar!os, recibido por le CIDH el 18 de diciembre de 2009. 

311 Anexo 1. Esther Urieta Donos, tesis "fpet1 8 Choco: Una oomunldad lndfgena de Panamá afectada por una Prosa 
Hldroelé<::tr!oa". Universidad Veracrutana, Facultad da Antropo!ogfa, 1994. p. 27. Anexo C del e$crito de observaciones 
adfolonalas sobre el fondo da los peticionarlos, recibido por !a ClDH a118 de diciembre do 2009. 

20



13 

80.526 personas, lo que representa el 19,28% del total da la población lndlgena, siendo asr el 
segundo grupo indígena más numeroso de Panamá36• 

57. Desde el siglo XVI, los Kuna habitan la región del Bayano, en lo que hoy es Panamá, 
hasta un érea dentro del ~errltorlo de Colombla37

• Corho consacuancia de la colonización espaflola, la 
mayor parte de los Kuna se desplazaron al archipiélago de San Bias. El grupo que permaneció en el 
área del rro Sayano se denominó Kuna de Madungandf". La población Kuna que se desplazó a San 
Bias fue reconocida como comarca por el Estado panameMo mediante le Ley N" 2 del 16 de 
septiembre de 193839 • Los Kuna de Madungandf no fueron incluidos en esta ley". 

58. La tierra que habitan los Kuna da Madungandf actualmente limita por el norte, con la 
Comarca Kuna Y ala; al sur, con el Corregimiento de El Llano y la Tierra Colectiva Emberá Plrlatr; por 
al este, con la Provincia de Darién; y por el oeste, con al corregimiento de Cañitas y El Llano 41 • 

59. El pueblo indlgena K una de Madungandl está constituido por 1.2 comunidades: Akua 
Y ala, Pintupo, lkantl, lpetl, Kapandl, Diwarsioua, Dian Wardumad, Kulnubdl, Nargandl, Pirra, Arquldl 
y Narasgandi42 • Su cabecera o núcleo principal de población se encuentra ubicada an la cor:nunidad 
de Akua Yala. Segón el censo realizado por el Instituto Nacional de Estadistica y Censo en el afto 
2010, el pueblo Kuna de Madungand( está conformado por 4.271 personas43• 

60. Tradicionalmente, los Kuna practican la agricultura de corta y quema, realizando un 
proceso de reforestación altamente compatible con ta conservación amblental44, Su· modo de 

00 Instituto Nacional de Estadistica y Censo. Resultados Finales del XI Censo de Pobla<llón y VIl da Vlvlenda. Cuadro 
20: Población indfgena en la Reptlbllca, por sexo, sagtln Provincia, Come~rca lndfgena, grupo indfgena at que perténece y 
grupos de edad. 2010. 

31 Anexo 2. tnforme Final de la ComlslM Nacional de Lfmlta$ Po\(tlco~At;!mln!r;;tratlvo sobra la Damarcaclón Flsica de 
la Comarca Kuna de Madungandr da 2000. Anexo 3 da! Escrito de los poticlonarioa dal13 da julio da 2012, recibido por la 
ClOH en la misma fecha¡ Anexo 3. Alaka Wall, "KIIowatts and Crisis: Hydroeleotrlc Powet and Social Dlslooatlon In Eastern 
Panamn", 26 Westvlaw Press, Boutdar, Colorado 1989. Anexo 51 da la petlclón Inicial de lo~ pat!clonarios de fecha 11 de 
mayo de 2000; Anexo 1. Esther Ur!eta Donos, tesls "lpetr~Choco: Una comunidad lndfgane de Panamá afectada por una 
Presa Hidroeléctrica". Unlversldad Veracruzana, Facultad de Antropologfa, 1994. p. 27. Anexo C del escrita de observaciones 
adicionales sobre el fondo da los peticlol'larios, recibido por le CIOH ol18 de diciembre de 2009, 

all Petición Inicial de tos peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000. p. 2. 

39 Creada por Ley No. 2 dal16 00 septlembre de 1938 con el nombre de "Comarca de·san 13!as", mediante Ley No. 
16 del 19 de febrero de 1963 se organiza la Comarca de San Bias, pasó a denominarse "Comarca Kuna Veta" por lo 
dispuesto en la Ley No. 9El del 23 de diciembre de 1998, y fue declarada reserva lndfgena por LeY No. 20 del 31 de enero de 
1967. 

40 Anexo 4. Atenclo Lópaz. "Alto Bayano: cronologia·de In lucha del pueblo !<una", Este Pala, No. 36, 1'992. Anexo 
15 de la Petición lnlclal de las peticionarlos de techa 11 de mayo de 2000. 

41 AhGXo 6. Artrculo 1 da lo Ley No. 24 del 12 de enero de 1996. Anexo 11 de la pstlclón lnlc!al de los 
peticionarios de fecha 11 de mayo de 2000. 

42 Anexo 6, Informa TáÚ1Ico SocloMEoon6m\co sobra la Indemnización e Inversión de la Comarca Kuna de 
Madungandf y de las Twrras Colectivas Emberá Phiatl, IP,eti Y.Maje Cordl!lera del af1o 2002. Apéndice E del escrito de los 
peticionarios da fecha 19 de enero <;le 2007, reclbldo por la ClDH en la misma fecha. 

43 instituto Nacional de Estadfstlca y Censo, Resultados finales del XI Censo da l'ob!ac!ón y VIl de VIvienda. Cuadro 
20: Población ind(gena en la Aepdblloa, por sexo, según Provincia, Comarca lndfgena, grupo lnd!gena al que pertenece y 
grupos de edad •. 2010. 

44 tos petlclonarlos, citando una Investigación académica al respe-cta, explican este proceso del slgu1enta modo: 
"[los Kuna] sembraban plátano y mafz como productos básicos, y fruta como cultlvo para la venta. Generalmente, concedfan 
un período de barbecho da cinco a dlaz años, y no despejaban porciones de terreno euyo tamai\o varlaba entra dos y tres 

.hectáreas, y plantar un oultlvo anual, tal como el malz. Una vez que el mafz era cosechado al campo no se volvta a cultivar 
durante un tiempo, para permitir que los árboles frutales y los plátanos oreoleran. Da esta forma, loa Kuna practicaban la 
reforestaol4n como parte da! ciclo de corta y quema". Anexo 3, Alaka Wali, "Kilowatta and Ctleis: l-tydroelectrlc Powsr and 

Contlnúa ... 
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subsistencia se encuentra estrechamente vinculado con el entorno en el que habitan, pues dependen 
de los recursos naturales que obtlenen45• Esta estrecha relación con la tierra, se refleja en la creent:la 
de los Kune de qua "la selva es la vida madre, y los lndlgenas deben vivir an[ ... ]armonra, como 
hermanos, con todo lo que existe dentro. Oe la salva profunda obtenían alimentos, materlales para 
sus viviendas, hojas y rafees con !as cuales sus curanderos hadan pociones"46 • 

61. La organización poUtica tradicional de los Kuna de Madungandl se caracteriza por 
tener como máxima autoridad un Congreso General Integrado por 11 Sahilas'' o jefes de cada una de 
las comunidades qua conforman el pueblo indígena. La representación del Congreso General ante el 
Gobierno Central y las entidades autónomas recae en un Cacique4

', er cual es elegido por el 
Congreso General. Igualmente, los sahllas pueden conformar Congresos Regionales para las 
coordinaciones a este nivel y Congresos Locales, encargados de la administración de cada 
comunidad48• · 

2. Pueblo lntlfgana Emberá del Bayano 

62, Los Emberá del Bayano se encuentran ubicados en el Corregimiento de El Llano, 
Distrito da Chepa, Provincia de Panamá, en la República da Panamá. 

63. Los Emberá constituyen un subgrupo llngüfstico del grupo lndlgena Chocó, el cual 
proviene de lo que hoy es el Estado colombiano. El segundo subgrupo que deriva de los Chocó son 
los Wounaan, llamados temblén Nonamá49

• 

64. Según el censo realizado por el Instituto Nacional da Estadistica y Censo en el afto 
2010, el total de la población Emberá en Panamá es de 31,284, lo qua representa el 7.5% del total 
de la población lndlgena. Actualmente hacen el tercer grupo lndlgena más grande de Penamá50 • 

65. Entre finales del siglo XVII y principios del XVIII los Emberá y Wounaan migraron 
desde Colombia hacia lo qua as hoy territorio panamefto y se asentaron a orillas de loa rfos de la 
actual Provincia de Darién, en Panamé. A principios del siglo XIX una parte del grupo Emberá se 

.• ,continuación 
Social Dlslocatlon In Eastem Panama", 26 Westvlew Prassr Boulder, Colorado 19B9. p. 33. A11exo 51 de la petición Inicial de 
los peticionarios de fecha 11 de mayo da 2000. 

46 Patlclón Inicial da los peticionarlos de fecha 11 da mayo da 2000. 

40 Anexo 7. Nathanlet Sheppard Jr. lndfgenas de Panemli ctltlcan proyecto como camino hacia la ruina. Chlcago 
Tribuna, 16 de abril de 1992. Anexo 38 de la petición inicial de los pet!olon~rlos da facha 11 de mayo de 2000. Los 
peticionarlo$ describen está relac16n asf: "los Kuna, •• poseen una tradición firma y amor por la tlerra1 los cuales ha guiado 
toda su cosmograffa". Anexo a. David Carrasco. "Panama: lndlgenous Women demand rlghta: & Politícal Space". fnter Press 
Servlce. 9 da julio de 1993. Anexo 43 ele la petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo- de :moa. 

~1 Aooxo 9. 'Tesis doctoral de Petar H. Herlihy titulado "Geogtafía cultural de los lndlgenas Embera y Wounan 
!Choco} .ele! Darién, Panamá, con éntasis en la formulación reciente de aldeas y la dlverslfloaclón ·económlcá" de 1956. Anexo 
1 d~¡~·J~ petición Inicial de los pet\c!onarlos de fecha 11 de mayo de 2000. 

4a Ley No. 24, artfoulos 4 a 7; y Decreto Ejecutivo No. 228, artlculos 6 e 29. 

-te Anexo 1. Esther Urleta Do110s, tesis ''lpeti~Choco: Una comunidad lndfgene de Panamá afectada por una Pr~sa 
Hidroeléctrica", UnlverGidad Veracruzana, Facultad de Antropologfa, 1994. p, 59·60. Anexo C de! escrito de observaciones 
adicionales sobre el fondo de los petlc!onarlos, r~clbldo por la ClDH el18 de diciembre dB 2009, Igualmente, Reina Torres da 
Araliz. "Cunaa.(Tules)", En: Psmunáindfgena, Panamá: Autoridad da! Canal de Panamá.1999. p. 192. 

60 Instituto Nacional de Estadfsth::a y Censo, Resultados Finales del XI Canso dG Población y Vil de VIvienda. Cuadro 
20: Población tndlgenes en la Rapt:lbl!ca, por sexo, segUn Provincia, Comarca lndrgena, grupo lndlgena al que pertenece y 
grupos de edad. 201 O. 
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trasladó a la región de Bayano", ubicándose a lo largo del río con una aldea principal denominada 
Majecitos2 • Los Emberá y Wounaan que permanecieron en la región de Darién fueron reconocidos 
por el Estado como comarca a través de la Ley No. 22 del 8 da noviembre de 198303 • Los Emberá 
que permanecieron en la zona del Bayano no fueron incluidos en esta ley, 

66. Los Embaré del Alto Bayano están actualmente organizados en cuatro comunidades: 
lpetf Emberá, Pirlatf Em berá, Maje Emberá y Unión Emberá54

• La tierra que habitan actualmente los 
Emberá del Bayano l!mlta al norte con la carretera f'anamerlcana, al sur con tierras da colonos~ al 
oriente sigue el curso del Rfo lpetf hacia su cabecera, y al occidente sigue el curso del Rlo Curtl y 
colinda con el perímetro de las tierras del pueblo indfgena Kuna de Msdungandf". 

67. Los Emberá se dedican, tradicionalmente, a la agricultura, en especial al cultivo del 
plátano, el mafz y el arroz. Realizan también actividades da caza y pesca••. Para este grupo la 
madera que proporciona el entorno selvático es uno de los elementos más Importantes, pues "[d]a 
madera son las viviendas y gran parte del mobiliario, los trapiches artesanales y morteros llamados 
'pilón' y la 'mano da pilón' son útiles para descascarar el arroz y triturar el mafz. La madera de balso 

51 Anexo 3. A!aka Wal!, '1Kl!ovatlos y crisis: energra hidroeléctrica y dislocación social en el esta de Panamá", 26 
Weetview Press, Bouldsr. Colorado 1989, Anexo 51 00 la petlolón Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo da 2000. 
Dicha migración sa explica da! siguiente modo: »Estudiosos del tema coincidan en que po( estos mlernos aflos creció la 
corrlente migratoria de los negros colombianos del <:hocó hacia Darlén e lgua.Jmente de campesinos del ocoldente pan!'lmef\o, 
de~plazados a su vez por Jos cu!tlvos de plantaolón y por los tertaten!entes ganaderos. La presión eJercida por estos dos 
grupos humanos sobre las tl~rras ocupadas por los indígenas, probablemente generó otra reacción: ' ... como oarecran de 
tltulos de propiedad, loa lndlgenas no tenfan más recurso.s que oeder y salir a buscar 11arras nuevas .en otros lugares.,/, pero 
consideremos Igualmente válido postular que los ohooóes, en una actitud defensiva de la etnla optó por buscar nuevas <lreas 
dende mantener su estilo tradlclooa! de vJda. Asr fueron ublct\ndosa famlllas da habla embará en la cuenca del rro aavano y 
grupos de habla waunana en el Distrito de Chlmán en la provincia de Panamá (sic)", Ane)(o 1. Esther Urieta Dones, tesis 
~'lpett-Chooo: Une comunidad lndfgena de Panamá afectada por una Presa Hldroe!áctrlca''. Universidad Veraeruzana, flacuhad 
de Antropolog(a, 1994. p. 89. Anexo C del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de Jos peticionarlos, recibido 
por la CIDH al18 de diciembre de 2009. 

62 Sagón un estudio de la Dlrecclón de Colonlzaolón del Proyecto da Desarrollo Integre! del Bayano, realizado en 
1973, los chocoes qua vlvran en la cuenoa del Bayano alcanzaban las 623 pEnsonas1 que conformaban en 115 temmes. 
Específicamente, se sai1a1a que, par.a 1973, habfa un total da 152 personas en la a!daa de Majsc!to, en al Rfo Baya no. Anexo 
1, Esther Urleta Danos, tesis "'lpeti~Choco: Une comunidad lndfgena da Panamá afectada por une Presa Hldroeláctrlca". 
Universidad Verecruzana, Facultad de Antropo!ogfa, 1994. pp. ~1-92. Anexo e del escrito de observaciones adicionales 
sobre el fondo de los petlolonarlos, recibido por la CIDH el 18 de diciembre de 2009. Asimismo, en !a audiencia póbUca arrté 
la· ClOH, el pertto Ultlmlnlo Cabrera Chanapl señaló: 11Antes de construirse la hidroeláctrlca del BayMo, el pueblo Emberá del 
alto eay~;~nQ (...} estaba por todo el rfo, desde la naolente hasta la desembocadura, elloS! ocupaban los territorlos fértiles ( ... ¡ 
hubo [comunidades) en AJo Diablito, hubo en Majaclto, hubo en Rfo Piragua y en todo lo que es, los a-fluentes del R~o 
Bayano". CID~I, Audiencia Pública de facha 23 de mnrzo de 2012 sobra "Caso 12.354- Kuna de Mandungandl y E:mbera de 
Bayano, Panamá", 144~ perfodo ordinario de sesiones. Peritaje da Ultlmlnlo Cabrera Chanap!. Ver audlancia en 
http:l/www .o as ,org/es/ cid h/. 

tl:a La Comarca Emberá - Wounaan fue creada por Lay No, 22 de! 8 da noviembre de 1983, mediante Decreto 
EJecutivo No. 84 del 9 da abrll de 1999 se adopta la Carta Orgánica Administrativa de la Comarca. 

1M Escrito de tos peticionarios de fecha 26 da mayo da .2011, recibida por la C\DH el 31 de mayo de 2011; y escrito 
de los peticionarios del16 de mayo de 2.012, re-olbldo por la CIDH en la mismo fucha. 

s& Escrito de observaciones ad1c1ono!es sobre el tondo da las petlctonarlos., recibido por la CJDH al 18 da d1clembre 
d() 2009. Astmismo, Anexo 1 O. Informe técnico 11<3ira de campo para la revis16n de la l)ropuesta de Tierras Colectivas en la 
provincia de Dar!én, D!strlto de Chepjgana, oorrag!m1entos de Santa Fe y la Provincia de Panamá, Distrito de Chépo, 
corregimiento de Tortl; según ley 72 de 2.3 de diciembre de 2.008". Anexo Esorlto ctal Estado de fucha :3 de octubre de 2011 1 

recibido por la ClDH el 4 de octubre de 2011. 

ss Anexo 1. Esther Urleta Donas, tesis "lpetl·Choco: Una comunidad lndfgena de Panamá afectada por una Presa 
Hldroeléotr!cax, Universidad Va~a.cruzana, Facultad da Antropologfa, 1994. pp. 66·67. Anexo C del escrito de observaciones 
adlc!ona!elS sobre el fondo de tos petlc!onarlos, recibido por la CtDH et 18 de dlclambra de 2009. 
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slrve para los bastones rituales dal curandero y para las figuras antropo y zoomorfas para igual 
fin"n7 • 

68. Como subgrupo del Chocó, Jos Emberá eran tradicionalmente conocidos como un 
grupo que careara de una organización polftica definida y con un hábitat de viviendas dispersa. A 
partir de 1968, cuando tuvo lugar el primer Congreso Nacional lndigena en Alto de Jesús, de 
Veraguas. los chocoes decidieron adoptar el modelo de organización Kuna y se escogieron los 
primeros caciques Emberá68 • 

69. La estructura polftica-administrativa actual consiste principalmente en el Congreso 
General Emberá de Alto Bayano, considerado la máxima autoridad Emberá, que tiene la función 
legtslatlva; los Caciques Generalas/ consideiadas como primeras autoridades Emberá polftioa y 
administrativamente que tienen como funciones coordinar todas las actividades económicas, 
sociales y polfticas en beneficio de las comunidades y representar al pueblo Emberá anta el gobierno 
e instituciones privadas;· y los Nocoes o dirigentes locales, qulenes representan al cacique en cada 
comunidad y encabezan las actividades en sus respt:~ctivas comun1dades59 • 

3, La población no ihdfgena o "colonos" en la zona del Bayano 

70. Al momento de la reubicación o traslado por la construcción de la h[droeléotrica de 
los pue51os indfgenes Kuna de Madungandi y Emberá del Beyano, en la reglón del Bayano estaba la 
presencia de algunos pocos colonos que lograron acuerdos indemnizatorlos con el Estado porque 
también debfan trasladarse. Con posterioridad a la construcción de la hidroeléctrica y con la 
construcción de la carretera panamericana/ la presencfa de colonos en la zona aumentó en forma 
considerable". Dada la diferencia entre el modo de vida cazador y pescador de las comunidades 
indígenas, y la práctica extensiva da los campesinos que sustituyen bosques pot pastizales, 
expandiendo la frontera agricola y degradando su hábitat natural, han surgido conflictos y tensiones 
por causa del uso de la tierra y al acceso a los recursos naturales". Uno de los principales 
problemas planteado por los peticionarios es el de la apropiación de tierras por parte de los 

67 Anexo 1, Esther Urleta Donos, tesis "lpQti~Choco: Una comunidad Indígena da ~anamá afectada por una Presa 
Hidroetéctrlca". Universidad Veraartn:ana, Fncultad de AntrópO!OQfa, 1994, p. 88. Anexo C del ascrito de observaciones 
adlolonales sobre el fondo de los peticionarlos, recibido por la CIDH el 18 de <llcíGmbre de 2009. 

58 Anexo 1. Esther Urleta Danos, tesis "lpeti-Chooo: Una comunidad Jndfgena de Panamá afectada por una Presa 
Hldroeléctrioa~. Universidad Veracruzena, Fooultad de Antropologia, 1994. p. 81. Anexo C del escrito de observaciones 
adicionales sobre et fondo de los petlo!onar!os, reo!bldo por la C!DH el 18 da diciembre de 2009. Tamblén en: Reina Torres de 
Araóz. "Cunas (Tules}". En: Panamá lndfgr:<ne. Panamá: Autorlded del Canal de Panamá. 1999. pp. 239~240. 

69 Aelne. To(ras de Are()z. "Chocoas <Enberá y Wounaan)", En: Panamlf indfgena. Panamá: Autoridad del Canal de 
Panamá, 1999. pp. 239-240. Citando documento dé Ministerio de Justicia y Goblemo. 1967. Inédito. También en: Escrito 
del Estado de fecha 3 da octubre de 2011, recibido por la CIDH el 4 de octubre·da 2011; y Escrito del Estndo de f.eoha 14 de 
mayo de 2012, reclbk:lo por la CJDH en la misma fecha. 

60 Pet1al6n lnlclal de los petlc!onarlos de fecha 11 de muyo de 2000. 

6
' Petición inlclef de los peticionarlos de feche 11 .de mayo de 2000. Los rnl~mbros da las comunidades lndfgenas 

dascrlben esta práctlca como '1davastac!ón..,, la cual supone en sus paklbras 4Jmplar todo, tumbar el bosque !a montarla y 
después luego quemar( ... ) y estab!eceme asf como dueflos, apoderarse de !a tierra'', CIDH, Audlenofa Pública de tacha 23 de 
marzo da 2012 sobre "Ceso 12.354- l<una de Mandungandi y Embera da Bayano, Panamá", 144° parfodo ordinario de 
sesiones. Testimonio de Boffvar Jarlplo Garabato, miembro de te comunidad Emberá de P!rlatf y dGcl Congreso Genere! Emberá 
del Alto 8ayano. 
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colonos52 , Los colonos han conformado las comunidades campesinas de Wacuco, Curtr y Loma 
Bonita, y se organizan en la Federación de Trabajadores Agrfcolas63 • 

C. Situación de la propiedad colectiva da los Pueblos lndfgenas Kuna de Madungandf y 
Emberá del Bayano 

1. Creación de la Reserva lndfgena del Alto Bayano, y de la Comarca del Bayano y el 
Darlén (1930 • 1952) 

71. A principios de la década de 1930, los Kuna ubicados en la zona del Bayano 
realizaron las primeras acciones dirigidas a obtener la dalimltación y reconocimiento de su territorio. 
De acuerdo a la información presentada por las partes, a solicitud de miembros del pueblo lndfgena, 
en 1932 el gobierno envió un agrimensor para tomar las primeras medidas del espacio geográfico 
ocupado por los Kuna04• Especfflcamente consta en al expediente ante la CID H la descripción de la 
expedición, en la cual se señala que: 

Con objeto de medir los terrenos que han de conservarse como reserva para los indfgenas del 
rro Bayano y sus tributarios, se hizo arreglo con los jefes !ságullas) de las reglones de Plntupo, 
Pir!á y Cañazas, pol' el cual los indfgenas mencionados debfan contribuir ·con la suma de Un mil 
quinientas balboas en efectivo (B/. 1500.00) para los gastos que ·causara la expedición de 
agrimensores topógrafos que el Gobierno fba a enviar a aquellos lugares. Era también parte de 
las obligaciones de !os aborígenes suministrar alimentos a todos Jos miembros de la expedición 
y abrlr las trochas necesarias. El Gobierno, por su parte, debfe. contribuir con un mil balboas 
(B/.1.000.00}. 

El dfa 5 de septiembre de 1932 el Gob!emo comunicó [Ueglble] Antonlo Henrfque2 que habfa 
sido designado late de la comisión que debfa seguir al Bayano, distrito de Chapo, a efectuar 
les medidas y [;legible] da los terrenos que ocupen las tribus indfgenas de asa región, por cuyo 
trabajo [Ilegible) la suma de 8/. 290.90 mensuales. [Ilegible] La medición debe constar de 76 
hectáreas para cada jefe de familia. 

El dfa 3 de octubre del mismo af'lo fue reemplazado al señor Henrfquez por el agrimensor don 
Bias Humberto D'Anello. En el mee de diciembre me pidió el sefior José E. (Ilegible] 
subsecretario de Agricultura y Obras Públicas, que en adelante me entendiera con el citado 
señor D1AneUo en lo relativo a la labor que estaba· ejecutando en las tierras del Bayano y 
entonces, después de haber conferenciado yo' con él y con algunos jefes y otros !ndfgenas le 
formulé el siguiente Itinerario: 

A causa de numerosos trastornos e lnconvenientes el Gobierno se v!o obligado a alzar en B/. 
(Ilegible] la suma de Un mil balboas que habla gastado ya para sueldos y otros gastos de la 
expedición. El saBor D'Anel!o y sus ayudantes regresaron a Panamá definitivamente a 
mediados del presente año sin haber podido cerrar el polfgono en el terreno; pero la mayor 
parte del perfmetro quedó levantado y hoy lo está dibujando !a Oficina Técnica da la Secretar(a 
de Agrl.cultura y Obras Póblicas el mismo setior D' Anetlo135 • 

ll2 Petición lniGlal de los potlclonarlos d6 fecha 11 de mayo de 2000; Escrito de observaciones adlolonales sobre al 
fondo Oe loo peticionarlos, recibido por la CIDH e\18 de diciembre de 2009, 

G:l Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de ConcertaCión de Zona Bayano del2 de julio de 1999. 
Anexo 31 de la pet!clón Inicial de los peticionarios de fech.a 11 da mayo de 2000. p. 3. 

64 Anexo 3. Alaka Wall, "'KIIowatts and Crisis; Hydroalectr!c Power and Soclal Dls!ocat!on In Eastern Panama", 26 
Wf){)t v!aw Press. Boulder, Colorado 19B9. p. 31. Anexo 51 de la petición Inicial de los peticionarlos de -facha 11 de mayo de 
2000. 

65 Anexo 12. Descripción de Inspección realizada en 1932. Anexo 7 de la petición Inicial de !os peticionarlos da 
fecha 11 de mayo da 2000. Los peticionarios también presentan artfoulos académicos l)n los qua sa hace rafsrancla a los 
mismos hechos: "By 1931 an englnear had been sant to survey the !and and mark out the boundarles of the reaervetlon. The 

Contlnóa •.. 
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72. El 18 de noviembre da 1934 fue adoptada la Ley No. 18 sobre Reservas lndfganas, 
por la cual el Estado de Panamá declaró "reserva indfgena", le región del Alto Bayano. Dicha norma, 
a la letra, dispuso lo siguiente: 

ARTfCULO 1: Decláranse como reservas !ndfgenas las tierras batdfas en los siguientes lugares 
en las Provincias de Bocas del Toro y Panamá: ( ... ) 

Región Jndfgena del Alto Bayano: Las tierras baldfas que habiten las tribus lndfgenas de Maje, 
Pfntupo, Plrla y Caf'lazas, de conformidad con el plano oilcial levantado en el mes de Octubre 
de 1932, por el Agrimensor Oficial señor Bias Humberto D'Anello, cuyo plano lleva el n(imero 
de orden B 6~442, en el Archivo de la Secretarfa de Institución PóbUca. 

ARTfCULO 2: Las tierras de que tratan loS artrculos anteriores serán posefdas en común por 
las tribus aborfgenes qÚe las habltan y no podrán ser en.sjenadas nt arrendadas. 

ARTfCULO 3: El Poder Ejecutivo está ob\lgado a declarar lnadjudicable una zona de terreno en 
cada una de las Provincias de !e RepóbHc:a donde haya trlbus de Indios y les destinará como 
reservas- indrgenas pare que éstos trabajen en ella gratulta.menie [sic]66

• 

73. La CIDH observa que, como el texto de la ley señala, la calificación como "reserva 
indlgena" de la zona del Alto Bayano, fua realizada en base al trabajo de medición llevado a cabo en 
1932 por el agrimensor Bias Humberto D' Anello, al que hace referencia la citada descripción de la 
expedición. Según información aportada por las partes y otras tuentes de público conocimiento, la 
superficie de la Reserva lndlgena del Alto Bayano consistla entre 87.000 y 87.321 hectáreas"'· 

74. Igualmente, la CIDH constata que, mediante el artículo 2 de la referida ley, el Estado 
panamefío otorgó a los pueblos indfgenas que habitaban la reserva el derecho a la posesión en 
comón da las tierras, las mismas que no podfan ser enajenadas ni arrendadas • 

... continuación 
bollndarles we:rG markar accountlng to natural markers, s'uch as rivera, tributarles of tha Bayano, hlll$, or partloular traes. A 
map was made out of the teglon basad on the survey and f!nally, ln 1935, o pa.th waa cleared to mar!<. reoorva boundary. Ths 
collectlvr;t l<una communlty contrlbuted labor, money and materltd to the del!mitetlon of the work and they contrlbuted 19bof 
to olear the trall. AddltlonaUy, ecoordlng to a wrltten hlstory of the evants pres:erved by the K una In thelr archives, the .K une 
communltles .spent over $16,000 for ths work". Anexo 3. Alaka Wan, "Kilowatts and Crisis: Hydroe!ectrlc Powar and Soolal 
Dlslocatlon ln Eastern Panama", Z6 Wast vlew Press, Boulder, Colorado 1969. p. 31. Anaxo 51 de la petlclón lnlolal de los 
peticionarlos de fecha 11 de mt~yo de 2000. 

66 ley No. 18 dal S de novlambre de 1934, Anexo 7 de ln petición Inicial de los petlolonerlos de techa 11 de mayo 
de 2000; y Anaxo 1 da la comunlcac16n del Estado de fe-oha 29 de junio de 2001. Disponible ant 
http:l/www.asamblea.gob.pa/APPS/LEGISPAN!PDF NORMASJ193011934/1934 092 02S6.PDF. 

&7 Anexo 11. Documento final de dlagl'lóstioo Cie la Mesa de Concartaot6n de Zona Bayano del 2 de Julio de 1999. 
Anexo 31 da la petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000. pp. 20-21J Anexo 13. Informe y 
Recomendación de la ·comisión lntergubernamantal. Anexo 21 da lfl comunicación del Estado de fecha 29 dec junio de 2001. 
Igualmente, dooumentos académicos hacen raferenola a que se trato.rfa de una extensión de cercana a las 87,000 hectáreas. 
Relnl) Torras de Araaz. "Cunns {Tules)'\' En: Pan8m8 indfgtma, Panamá: Autoridad da1 Canal de Panamá. 1999. p. 174~ 
Anexo 1. Esther Urleta Oonos, tesis "lp~ti..Choco: Una comunidad lndfgana do Panamá afectada por una Presa 
Hidroeléctrica". Universidad Veracruzena, Facultad da Antropolog'fs, 1994. p. 32, Anexo C del escrito de observaciones 
·adicionales sobre el fondo de loa peticionarlos, teclbldo por la CIDH el 18 da diciembre de 2009; Escrlto del Estado de fecha 
14 de mayo de 2012, re<:lbldo por la CIDH en la misma fecha¡ y Anexo z, Informe Final de la Comisión Naclonal de Ltmites 
Polftlco~Admlnlstrat!vo sobre la Dsmaroaclón Ffelca da la Comarca Kuna de Madungandf de 2000. Anexo 3 del Escrito de los 
petlclonarlos del1:3 de julio de 2012, recibido por la ClDH en la misma fecha. 
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75. El 14 de febrero de 1962, la Asamblea Nacional de Panamá emitió la Ley No. 18, 
11por !a cual se desarrolla el artrculo 94 .de la Constitución Nacional y se dictan otras med1das"68

• 

Mediante esta ley el Estado dispuso la creación de cuatro comarcas, entre las que se encontraba la 
11Comarca del Bayano y el Dar!én". Asimismo/ se establecieron los territorios por los cuales estarra 
conformada cada comarca. Dicha ley espec(ficamente dísponfa lo siguiente: 

Artículo 2°: Para los efectos administrativos las regiones ocupadas actualmente por !as tribus 
lndlgenas se dividirán en cuatro Comarcas asf: 
Comarca de San Blas, 
Comarca del Bayano y el Oarlén, 
Comarca de fabasará, y 
Comarca de Bocas del Toro 
Artrculo 3°: La Comarca da Sen Bias Integrada por !as reservas Indígenas de San Bias. 
La Comarca del Bayano y el Darlén comprenderá aquellas regiones ocupadas actualmente por 
las tribus nagandfes y chocoes y la reserva lndfgena del Bayano . 
. La Comarca de Tabassrá comprenderá las reglones ocupadas al praserrte por loa grupos 
principales de la tribu de los Guaymfes en las Provincias da Ver.aguas y Chlrlquf. { ... ) 
La Comarca de Bocas del Toro comprenderá !as reservas indrgenas de la f'rovlnc!a de Bocas 
del Toro. 
Los lfmites ffslcos de es1as Comarcas se fijarán cuando se concluyan los trabajos geodésicos 
que se adelantan en la actualidad. 

76. De este modo, quedaron comprendidos en le Comarca del Bayano y el Darlén~ los 
pueblos lndfgenas Kuna que conformaban la· Reserva lndigena del Bayano y los chocoas que ya 
habitaban la zona, grupo al qua pertenecen los Emberá69

• De acuerdo a Información aportada por las 
partes, la Reserva del Darién y del Bayano ocupaba precisamente las tierras donde se produciria el 
embalse del proyecto hldroeléctrlco70 • Sin embargo, a pesar de la ley No. 18 la Comarca del Bayano 
y al Oarlén no fue constituida. 

2. Construcción del Complejo Hidroeléctrico del Bayano y de la Carretera Panamericana; 
Acuerdos da Farallón. Cimarrón y Ma]eclto {1963- 1979) 

77. En 1963 el Estado panameño se propuso la construcción de una represa 
hidroeléctrica en la región del Bayano, llamada también Hidroeléctrica Ascanio Villalaz o Complejo 
Hidroeléctrico de Bayano. La construcción de la hidroeléctrica suponfa la creación de un lago 
artificial en el área del Bayano 71 , consistente en la construcción de un hormigón en la intersección 
de los rios Ca~itas y Bayano, que creaba un embalse que cubrirla aproximadamente 350 km2 del 
área de la superficie". 

so. Anexo 11. Oocurnento flnal de dlagn6stlcc da la Mesa de Concertación de Zona ·sayano del 2 de julio de 1999. 
Anexo 31 de la petición Jnlctal de los peticionarlos de fecha 11 da mayo de 2000. p. 21. p, 20; y Anexo 13. Informe y 
Reoomendactón de la Comistón lntergubernamental. AnGxo 21 de la Comunicación del Estado de fecha 2.9 d~ junio de 2001. 

1111 Anexo 2. Informe final de la Comisión Naclon.at de Umltes Polftlco~Admlnlstratlvo sobre la Demaroac!ón Ffslca de 
la Comarca !<una de Madungendf da 2000. p. 1. Anexo 3 de:~! E.scrlto da tos petlctonarlos del 13 de jullo de 2012, raclbldo por 
la CIDH en le misma fecha. 

10 Anexo 1. Esther Urlata Donas, tesis "lpeti-Choco: Una comunidad Indígena de Panamá afectada por una Presa 
Hidroeléctrica". Universidad Varacruzana, Facultad da Antropologfa, 1994, p. 46. Anexo C dal esorlto de ob~:~ervaolones 
adicionales sobre el fondo de los peticionarlos, recibido por la CIDH el18 de diciembre de 2009, 

11 Anexo 16. Ala ka Wali, "La transformación da una frontera: ralaclones estatales y reglono!es en Panamá~. 1 é72-
1990. Human Organlzatlon, Vol. 52, No. 2 (1994). Anexo 67 d8 la petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo 
de 2000. ?etlc!6n Inicial de los peticionarios de fecha 11 de mayo de 2000. p. 3¡ y Anex.o 3. Alaka Wa\1, "Kilovatios y crtsis: 
energfa hidroeléctrica y dislocación socia! en el -ast1¡1 de Panamá'1, 26 Westv\ew Press, Bou!der1 Colorado 1989. p. 60. Ane)(o 
51 de la petición Inicial dé los peticionarlos de techa 11 de mayo dli 2000. 

'12 Petición Inicial de los petlclonerfos de faCha 11 de mayo de 2000, p. 1 O; y e.scñto del Estado da fecha 24 de 
marzo de 2011, recibido el 26 de marzo de 2011, 
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78. Para llevar a cabo el proyecto, al S de mayo de 1969, el Estado adoptó al Decreto da 
Gabinete No. 123. La CIDH observa que dentro da los considerandos de este Decreto se señala: 
"Que con motivo de la construcción del Proyecto del Rfo Bayano parte de la actual Reserva 
lndfgana, en el Alto Bayeno, será Inundada por la obra da embalse" y "[q]ue es deber del Estado 
proveer el área necesaria para la reubicación de los moradores de la reserva mencionada desalojados 
por la obra de embalsa"". En concreto, el articulo primero del Decreto da Gabinete W 123 dispuso 
lo siguiente: 

· Artfculo primero: ·Establécese <::omo área hecesarla para reserva hidroeléctrica del Proyecto 
Hldroeléctrloo del Bayano1 la comprendida en el poHgono que aparece en el Plano N° PB~T .. 02· 
67 de áreas lnadjudlcables del Bayano y cuya descripción es la siguiente [sic]: Partiendo del 
punto Na 1. cuyas coordenadas aproximadas referidas a la Cuadr(cu1a Universal Transversal de 
Mercator {zona 17), Datum NA de 1927, son: Norte: 1.009.073 Km. y Este: 731.266 Km. Se 
sigue con rumbo al Norte verdadero por una distancia de 10.9 Km. hasta llegar al punto N° 2 
cuyas ooordinadas son: Norte, 1.019.970 Km. y Este 731.286 Km.¡ de esta punto con rumbo 
Esta- verdadero y una distancia de 5.4 Km. se llaga al punto N° 3, cuyas coordinadas son~ 
Norte 1.019.970 Km., Este 736.678 Km., de este punto con rumbo Norte verdadero y con 
una distancia de 4.9 Km. hasta llegar al punto N° 4 cuyas coordenadas son: Norte 1 ,024. 868 
Km. y Este 736.678 Km.¡ de aqul y con rumbo Este verdadero y una distancia de 29.7 Km. se 
lloga al punto Na 5, C\Jyas coordenadas son: Norte 1.024.868 Km. y Este 766.343 Km.; con 
rumbo Sur verdadero y distancia de B.O Km, se llega al punto N.:. 6 cuyas coordenadas son: 
Norte 1.016.666 Km. y Este 766.343 Km.¡ con rumbo Este verdadero y una distancia da 8.6 
Km. se llega al punto W> 7 cuyas coordenadas son: Norte 1.016.866 Km. y Este 774.983 
Km.; con rumbo Sur 45°00'00" Esta y distancia de 19.9 Km. se llega al plJnto N<> 8 cuyas 
coordenadas son: Norte 1.002. 792 Km. y Este 789.028 Km,; con rumbo Sur 46°00'00" 
Oeste y con distancia de 18.6 Km., hasta llegar al punto W 9 cuyas coordenadas son: Norte 
989.708 Km. y ·Este 776.923 Km.; de aquf con rumbo Norte 45~00'00'' Oeste y distancia de 
18.3 Km. hasta Hegar al punto N° 10 cuyas coordenadas son: Norte 1.002.641 Km. y Este 
7.62.960 Km, de aqur con rumbo Oeste verdadero y con distancia de 25,2 Km, hasta llegar al 
punto N° 11 cuyas coordenadas son: Norte 1.002.641 Km. y Este 737.731 Km. con rumbo 
Norte 46""00'00" Oeste y distancia de 9.1 Km. hasta negar al punto N° 1 o punto de- partida 
cuyas coordenadas fueron descrltas anteriormente. El área comprendida en el polígono qua se 
ha descrito es de 1.124.24 Km2• 

79. Observa la CJDH que, mediante el citado articulo, e\ Estado enajenó una superficie de 
1.124.24 Km•, pertenecientes a las "áreas inadjudicables del Bayano•, can el objetivo de destinarlas 
a la construcción de la Hidroeléctrica del Bayano. En compensación por el despojo de sus territorios 
ancestrales, en los ertfculos segundo y tercero del Decreto de Gabinete No. 123 se dispuso el 
otorgamiento de nuevas tierras~ las que fueron declaradas lnadjudicables. Tales disposiciones 
establecieron lo siguiente: 

Artrculo segundo: Declárase Jnadjudlcabtes las tierras adyacentes a la actual Reserva lndCgena 
del Bayano comprendidas entre tos !(mitas de dicha Reserva y los del PoJrgono descrito en el 
Artfculo Primero de este Decreto. El área de cuya lnadjudlcabilldad se establece en este 
Artroulo es de 467.11 Km2. 

Artrculo tercero: Declárase igualmente lnad]udicab(e el área ubicada at Esta de ta actual 
Reserva lndfgena del Bayano comprendida entre los ríos Bayano y Cañazas que se desorlbe a 
continuación: 

73 Anexo 14. Decreto de Gabinete No, 123, del 8 de mayo da 1969. Anexo 8 dé !a petición lnlclal de los 
patlolonerlos de fecha 11 da mayo de 2000; y Anexo 2 de la comunlcacíón del Estado de fecha 29 de junlo de 2.001, 
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Partiendo del Punto ''A" en la población de.i Piriá1 se slgue por e[ Rfo Bayano por una distancia 
aproximada de 45.33 Km. aguas arriba hasta su nacimiento en la Serranfa de San Bias, sobre 
e! lrmite entre la Provincia de Panamá y 1a Comarca de San Bias, punto que se denomina "B"; 
de aquf se sigue hacia el Sur-este a !o largo de la división continental de aguas que constituye 
dicho J(mite, por una distancia aproximada de 14.48 Km. hasta llegar al punto "C" que es la 
Interceptación de lfmltes de la Provincia de Panamá, ia Comarca de San Blas, y la Provincia de 
Darién; de aquf s6 sigue hacia el sur a lo largo del lfmlte polft!co entre Panamá y Darién, por 
una distancia aproxima<;! a da 21.33 Km. hasta encontrar al nacimiento del Rro Caf\azas punto 
que se denomina 110"; de aquf se sigue hacia el oeste por el Rfo Cafíazas1 aguas abajo, por .una 
distancia de 19.91 Km. hasta llegar al punto "E" en donde este rro intercepta el lfm!ta de la 
actual Reserva Jnd(gena del Bayano y por ó!tlmo se sigue a lo largo del límite de la Reserva, 
hacia el Noroeste por una distancia aproximada da 23.28 hasta !legar a la población da Pirlá, 
Punto "A", que fue el l)Unto de partida. La superficie comprendida en e( área que se ha 
descrito es da 426.33 km2. 

Pa"rágrafo: El propósito de !a tnadjudloabl!ldad de estas tierras es el de compensar e[ área de la 
actual Reserva lndfgena que será Inundada por el ambalsB del Proyecto Hidroeléctrico del 
Bayano74• 

80. La CIDH !lama la atención sobre el último parágrafo citado, puesto que muestra qua 
!as comunidades indrgenas que fueron reubicadas a causa del proyecto hidroeléctrico del Bavano 
efectivamente se encontraban dentro de la Reserva lndfgena del Alto Bayano". A partir de lo 
anterior, la CIDH da por probado que la construcción da la Hidroeléctrica de Ascanio Villalaz supuso 
el despojo de los territorios que ocupaban los pueblos indfgenas Kuna de Madungandf y Emberá del 
Bavano. su traslado a nuevas tierras y la posterior Inundación de sus territorios ancestrales7&. 

81. Da acuerdo a la información al alcance da la CIDH, en 1969, representantes del 
Estado panamefto -en· particular, el Jefa de Gobierno General Omer Torrijas Herrera"- llevaron a 
cabo reuniones oon autoridades del pueblo Kuna de Madungandf y algunos de los miembros da las 

74 Anexo 14. Decreto de Gablnate No. 123, del 6 de mayo de 1969. Otros dlsposlc:lonas relevantes de esta norma 
son el artfoulo quinto, qua dispone! "Se reconocerán los derechos de Jos propietarios de tierras debidamente inscritas eh el 
Registro Póbllco y que se encuentren dentro da las. áreas que se deolan¡n lnadjudJcables, con las limitaciooea contenidas en la 
Ley"; y el artículo sexto, qua establece: "Se haca obl!getorta la Implantación de prácticas de con!:latveclón de suelos y da la 
explotación racional de los bosques de toda la Cuanca del Afo Bayano~>. 

78 Da Igual moda, en Jos oonslderandoa del Decreto de Gabinete No- 166, del 8 de ju!lo de 1971, al que se hará 
referencia posteriormente, se reconoce de modo expreso que: "[L]os grupoa ind(genas que habitan en la actual Reserva 
lndfgena del Bayano tendrán que abandonar las tlerfas que ocupan debido a la ejecwolón da las obras del Proyecto 
Hldroaléctrioo del Bayano". Asimismo, 4e sefla!a que "estos grupos tendrán que ubicarse en las 6reas establecidas como 
lnadjudlcables por el Deorf;lto de Gabinete NO 128 del 8 da mayo de 1969 .en compensación del área de la actuol reserva 
lndfgena que será Inundada [sic]". Anexo 15. Consldarandos del Decreto de Gabinete W 166 del8 de julio de 1971. Anexo 
1 O da la petición lnlolal de los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 3 de la comunicación del ·t::stado da 
fecha 29 <re junio de 2001, 

n Además del texto de los Decretos de Gabinete N° 123 y N" 166, en escritos presentados en e! proceso ante la 
CIDH, el Estado se refirió expresamente e estos hechos. Al respecto, señaló que "con la construcción ele la Hldroeléctr!ca 
Ascanlo Vlllalaz, fueron reasent&das 12 comunidades en la reglón de ln Comarca Kuna dEl Madungandfn [Escrito de! Estado de 
fecha 26 de septiembre de 2011, r~c!bldo por la CIDH el 27 de septiembre de 2011}, Aalmismo, indicó que que "Los Emberá 
con la construcclón de la Hidroeléctrica Asoanlo VH!alaz fueron reasantados". (Escrito del Estado de fecha 26 de septiembre 
de .2011 1 recibido por la CIDH el 27 de septiembre de 2011}. Otras fuentes hacef'l referencia al desp!azam!ento de 2000 
lndlvlduos Kuna y 600 Emberá, Anexa 16. A!aka Wa!!, 11La transformación de una frontera: relaciones estatales y regionales 
en Panamá". 1972- 1990. Human Org01nlzatlon, Vol. 52, No. 2 119$4}, Anexo 16 de la petlclOn ln!c!al de los pat!c!onar!os 
de feche 11 de mayo do 2000; y escrito del Estado de facha 24 de marz.o de 2011, recibido el 25 de marzo de 2011. 

11 CIDH, Audlenola Púb!!ca de fecha 2:3 de marz.o de 2012 sobre "Caso 12.364- Kuna de Mandungandl y Smbera 
de Bayeno, Panamá", 144° perfodo ordinnrio dG sesiones. Testimonio de Manuel Páre::, Cacique General del Congreso General 
de la Comarca Kuna de Madungandf. Ver audiencia en http://www.oas.arq/esJeldh/. 
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comunidades Emberá ubicadas en la cuenca hidrográfica del Bayano76
, en las cuales les 

manffestarot'l que debían abandonar !os terrltorlos que ocupaban. A cambio, les ofrecieron al 
otorgamiento y titulación de nuevas tierras, de mejor calidad y mayor cantidad; y el pago de 
indemnizaciones económícas por la pérdida de tierras, cultivos y animales79

, Según la información 
aportada por las partes, las presuntas vfctlmas no fueron Informadas, de un modo e Idioma que 
comprendieran, sobre las consecuencias de la construcción de la hidroeléctrica en la región del 
Bayano80 • 

82. Derivado de lo anterior, el Estado acordó pagar una Indemnización económica a las 
comunidades lndfgenas que tendrfan que "abandonar las tierras que ocupan debido a la ejecución de 
las obras del Proyecto Hidroeléctrico del Bayano"", A este efecto, se promulgó el Decreto de 
Gabinete No. 156, del 8 de julio de 1971, por el cual el Estado estableció un Fondo Especial de 
Compensación de Ayuda para los Indígenas del Bayano6'. La CIDH destaca que, con relación al 
motivo por .el cual se astabtaoló el pago da una compensación económica, el considerando cuarto de 
dicho Decreto estableció que: 'TLJa mudanza a nuevas áreas implica para los indrgenas grandes 
esfuerzos, acompañados de erogaciones económicas considerables, todo lo cual Justifica, por 
razones de humanidad, las ayudas que el Estado acuerde en su fevor"83 , 

78 En su peritaje, U!tlm!nlo Cebrete ·Chanap1 sef'ialó al respecto que: "{ .•. } [Se hlcler<m] consuftas lncllvlduales, 
$Oiamente a las famlHas qua pudieron tener acceso da conversación con el general Torr]Jos Harrera v a lo mejor quizás 
Indemnizaciones para aquellos que fueron oonsultad[os) ~n aquel momento. Pero eln embargo muchas familias desaparecieron 
del río Baysno •. ( ... ) [A}I no existir la consulta con las comunidades baJo afg(Jn llderaz:go con las comunidades, bajo varios 
liderazgos, porque el rfo es extenso y las familias &e encontraban dispersadas por todo el rlo Bayano", CIDH, Audienc:ía 
Pública de fecha 23 de mflrzo de 2012 sobre "Caso 12.354 - Kuna de Mandungendl y Embera de Bayano, Panamá", 144(1 
periodo ordinario da sesiones. Peritaje de Ultlmlnlo Cabrera Chanapl. 

7~ Petición Inicial de loo pat!clon!lrloe de taoha 11 de mayo de 2000. p. 11; y escrito del Estado de. feche 29 de 
junio de 2001, p. 2. En la audiencia ante la CIDH, el perito Ultlmlnlo Cabrera Chanapl sefialó q.ue: "! ... ) [L)a consulta 
solamente era OK, usted quiere ooupar otro territorio porque nosotros le vamos a dar otras tierras da mayor caltdad y 
cantidad. Esa era la pregunta en squel mome11to, pero no decfan a ciencia clert~ cuales serfen las CDnsecua:nclas de asta 
reubicación, si nas Iban a ofrecer tierras de calidad de producción o si es que alrededor Iban a desplazar a colonos, Solamente 
era sef\alando qua la Iban a garantizar las tierras. Que le Iban e hacer !as Indemnizaciones, que le Iban a construir las 
escuetas, las v1vlendas". ClDH, Audiencia Póbllca de fecha 23 de marzo da 2012 sobre "Caso 12.354 - Kuna de 
Mtmduhgendl y tmbera de Bayano, Panamá", 144° periodo ordinario da sesiones. Peritaje de Ultlmlnlo Cabrera Chanapl. Vet 
audiencia en http://www .oas.ors/esfcldh/. 

00 Bolfvar Jerlplo Garabato, miembro de la comunidad E:mberá de Pldatl, describe el prooeso del slgu!ent~¡~ modo: 
"{ ••• j en ese momento ouando nuestra gente, nuestra iamllla, fUEiron desalojado forzosamente, porqU9 enterlor a esto no ex!atló, 
para mi, una consulta hacia los pueblos lndfgenas. Aunque Se habla de algunos Hcuerdos, como nuestros ancestros no maneJaban, 
no aran gente preparada, .en esa momento lo agarraron para de!:!alojar!o, hacer en su propia forma, para desplazar de ese lugar. 
{ ... } Mo me sentaba con ml abuelo <¡ua fue caolque, é! estaba presente an ese momento y él dacta que la gente lo esté plntando 
bien, ml abuelo no sabfa leer nl escribir la deofan que usted va a tehat derecho ·de su tierra y nadie va a molestar a ustedes, nadie 
les quitar la tlerra o ustedes, ¡:>or aso como mi padra no sabia leer ni asor!blr, ellos dac!an el gobh!l1no nos esté ofreciendo esto, asr 
es qua: en una reunión dectan ellos podemos trasladarnos, pero no esto no$$ ha cumplido". CIDH, Audiencia Pública de fecho 
23 da marzo do 2012 oobr~ "Caso 12.354- Kvne ele Mendungandl y !:mbera de Bayano, Pen~má", 144° perrodo ordinatlo 
de sesiones. Testimonio de Bo\lvar Jariplo Garabato, míambro de la comunidad Emberl• da Plrlatl y de! Congreso General 
.Embará del Alto Bayano. Ver aud!encla en: http:/fwww.oas.org/es/cldh/. 

'¡u Anexo 16. Cons1de-rando sagundo del Decreto de Gabinete 156 del 8 de julio de 1971. Anexo 10 de la petlc\.ón 
ln!clal de los petlolonarlos da feoha 11 da mayo de 2000; y Anexo 3 df! la comunlcaoi6n del Estado de fecha 29 de junio de 
2001. 

82 En part1cular1 el articulo primero disponfa lo siguiente: "Establécese dentro del Fondo Forestal del Estado, un 
Fondo Especial de Compensación y Ayuda para !os lnd/genas que habitan dentro del área de la actual Reserva lndlgena del 
Bayano y dentro de las áreas declaradas lnadjudlcables por el Decreto de Gabinete No. 123 del 8 de mayo da 1 969" [sic]. 
Anexo 16. Decreto de Gabinete 156 da! 8 de julio de 1971. Anaxo 1 O de la petición !nlc!ai de los peticionarlos de faohe 11 
do mayo de 2000; y Anexo 3 da la comunioac16n da! Estado de facha 29 de junio de 2001. 

03 Anexo 16. Consldarandos del Decreto de Gabinete 156 del 8 de julio de 1971. Anexo 1 O de la petición Inicial de 
los peticionarlos de iecha '1 da mayo de 2000¡ y Anexo 3 de la comunicación del Estado de teoha 29 de junio de 2001. 
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83. Según lo establecida en el articulo 2 del Decreto de Gabinete N" 156, el Fondo 
Especial estar[ a formado por el 30% del monto total de los ingresos del Fondo Forestal del Estado, 
incorporados a partir del 1 de enero de 1971 y por aquellos que ingresen desde la promulgación del 
mencionado Decreto hasta los tres años posteriores. Estos Ingresos serian obtenidos de los permisos 
o concesiones otorgadas por el Servicio Forestal del Ministerio de Agricultura y Ganaderla para la 
extracción de madera en el área de la Reserva lndlgena del 6ayano84 . En cuanto a las condiciones en 
que el pago debfa realizarse, el artículo 3 establecla que el Servicio Forestal del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería entregarfa el monto correspondiente a Jos representantes oficialmente 
reconocidos de los lndfgenas cada seis meses, e partir del 30 de junio de 1971 66 • 

84. Asimismo, el Estado se comprometió con los pueblos Kuna de Madungandí y Emberá. 
del Bayano al otorgar una compensación monetaria individual que cubrirla los cultivos perdidos y la 
carga de la reubicación. El pago debla hacerse mensualmente durante un plazo de tres a~os". 

85. En 1972 el Estado inició la construcción del Complejo Hidroeléctrico de Bayano, que 
culminó e116 de marzo de 1976". En marzo de 1973, cuando la obra estaba en marcha, el Instituto 
de Recursos Hidráulicos y de Electrificación (en adelante, "IRHE") creó un proyecto de emergencia 
para el Bayano, de car~cter temporal, con la finalidad de "evitar que los residentes de la cuenca 
salieran de modo desordenado y sin control del área cuando llegara al momento de la lnundaoión 1168• 

86. Une vez iniciada la construcción de la hidroeléctrica, los pobladores se opusieron a 
abandonar. le zona89 • Para hacer frente a esta situación, el Estado creó el Proyecto de Desarrollo 
Integral del Bayano, mediante el Decreto No. 112 del 15 de noviembre de 197390

• En lo que 

1.14 Anexo 15. Art(cuto segundo del Decreto de Gabinete 166 del 8 de julio de 1971, Anexo 1 O da la petición Inicial 
de los pettclonarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 3 da le c<:~munloaclón def Estado ele tacha 29 de junio de 2001. 

us Anexo 16. Artrculo tercero del Decreto de. Gabinete 156 deiS de julio de 1971. Anexo 10 de la petición Inicial 
de los peticionarios de fecha 11 da mayo de 2000; y Anexo 3 de la comun!caolón del Estado de facha 2.9 de Junio de 2001. 

0 ~ Anexo 3. Ala!<a Wall, "KHowatts and Crisis: Hydroelectrlc Power and Socitll Dlslocatlon In Eastern Panama", 26 
Waatvlaw Press, aoutder, Colora~o 1989, Anexo 51 de la petición !niel-a! de los peUclonarlos de fecha 11 de mayo da 2000. 
Anexo 17. Declaración Jurada de los caciques K unas, Anexo 17 de la petición !nieta! de !O$ peticionarios de fecha 11 de mayo 
de 2000. Anexo 6. Informe Técnico Soc!o~Económ!co sobre la lndemntzaclón a Inversión de la Comarca l<una da Madungandf 
y de las Tierras Colectivas Em·berá Plrlatr, lpett y Maje Cordillera de 2002. Anexo E del escrito de los peticionarlos de fecha 
19 da enero da 20071 reclbldo por la CIDH en la misma fecha. 

&'1 Petición Inicial da los pe11c!onarlos de facha 11 da mayo de 2000. p. 11 y 16. Anexo 1. Esther Urleta Donoa, 
tesis "'lpatl-Choco: Una comunidad lndfgena de Panamá afectada por una Presa H!droeléctrlealf, Universidad Verecruzana, 
Facultad de Antropologfa, 1994. p. 37. Anexo C del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de los peticionarlos, 
reolbldo por la CIDH el 18 de dlclambre de 2009¡ Escrito del Estado de fecha 24 da marzo de 2011, reclbldo el 2.6 de morzo 
de 2011. 

.aa Anexo 1. Esther Urleta Oonos, tesis ~'lpeti-Choco: Una comunidad lndfgene de Panamá afectada por una Preso 
Hldroeláetriea". Universidad Veracruzana, Facultad de Antr<lpologfa, 1994. p. 40. Anexo C del escrito da abserveolanes 
adicionales sobre el fondo da los patlolonarlos, recibido por la CIDH el 18 de dlclembre de 2009. 

rw El perito Ult!lnlnio Cabrera Chanapt afirmó quo: "No le quedaban más remedio ·a los lnd[ganas que reubicarse 
porque ya estaba subiendo e! agua, y no les quedaba otra cose que reubicarse en otro sitio". CIOH, Audiencia Pública de 
fecha 23 de marz.o de 2012 sobre ncaso 12.354- Kuna <le Mandungandl y Embera de Bayano, Panamá11

, 144~ perfodo 
ordinario de seslones. Peritaje de Ult!mlnlo Ca'brera Chanapl. Ver aud!encla en http:/lwww.oas.org/estcldh/. 

90 Artfculo 1 del De.creto No. 112.- Crease el proyecto para el Desarrollo del 13ayano, sujeto a la VIgilancia e 
lnspeoo\ón del ÓrgDno Ejecutivo por oonduoto del Ministerio de Desarrollo Agropecuario y el Mlnlsterio da Planificación y 
P-olftlca Económica, con sede en la población da Chapo, La Contralorfa de la Republloa ejercerán las funciones de tlecallz.aclón 
y control que la Constitución y las layes establecen. Decreta t12 del 15 da noviembre de 1973, Gaaste Oficie/ NfJ 17,621 da 
24 de junio de 1974. Fuente: Asamblea Nacional de Panamá. t.eglepan: Basa da Datos de la Leglslaelón de la flepúbl!ca de 
Panamé. Dlsponlble en: http:/twww .asamblea.gob.pafAPPS/LE.G!SPAN/PDF NORMAS/1970/1973!1 973 026 2086.PDF. 
Respecto a la creación del Proyecto de Desarrollo Integral del Bayano, en prueba documental aportada se señala que: "·Ante la 
problemática humana y la urgencla de ree!tzar !os estudios ecológicos y delimitar el área. de protección del lago, ato, e-! 
Goblarno, [a) mediados de 1973 creó el· Proyecto de DesMrollo lntiilgra! da! Bayeno". Anexo 1. Esther Urlata Danos, tesis 

Contlmía ... 

31



24 

respecta a los pueblos lndlgenas que habitaban el área, el articulo 5.b) del mencionado decreto 
dispuso "[r]ealizar traslado y reubicación de las comunidades ubicadas en las áreas del embalse, en 
las áreas criticas da la cuenca y otras áreas especiales que requieran mantener una cubierta vegetal 
protectora (sic)n 91

• 

87. De 1973 a 1975 se realizó el traslado de los pueblos Kuna y Emberá del Bayano". 
La CIDH note qua el proceso de reasentamlento se dio e p~rtir de 1973, cuando ya habla Iniciado la 
ejecución del proyecto. 

88. El pueblo Kuna de Madungandf fue reubicado en las partas no Inundadas de la 
reserva indfgana. Sagl'in la Información que obra en el expediente ante la CIDH, el Estado celebró 
dos acuerdos con las autoridades tradicionales del pueblo lndlgena Kuna de Madungandf; el Acuerdo 
de Farallón de 1976 y el Acuerdo de Fuerte Cimarrón de 1977. El primero de ellos, fue firmado el 
29 de octubre de 1976 entre el Jefe de Gobierno Omar Torrifos y representantes autorizados del 
pueblo l<una. En este acuerdo se estableció, entre otros puntos, que: 

1 ,- El Gobierno Nacional se compromete a demarcar la reserva y reubicar los colonos e Indios 
Chocoes que se encuentran en el área que perjudique a los Kunas, esta reublcación se hará 
prevía consulta con los grupos afectados. 
Loa sitios que serán isletas y que conformarán las aguas de !a represa no serán utlltzadas sin 
el previo consentimiento de los Kunas93 • 

89. Respecto a este acuerdo, el Estado afirmó en el procedimiento anta la CIDH que· 
"constituyó un Instrumento )urfdlco de carácter vinculante por medio del cual el Gobierno de la 
Rapóbllca de Panamá, se obligó con los indlgenas Kuna de Bayano e demarcar la tierra y reubicar a 
los colonos entra otros"94• La CIDH da por probado q~e. al menos desde 1976, el Estado se 
comprometió, de modo expreso e Irrefutable, a la demarcación de las tierras de los Kuna de 
Madungandf y al desalojo de los demás ocupantes en éstas. 

90. Con el "fin de .dar cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo de Farallón, el 29 de 
enero de 1977, fue firmado el Acuerdo de Fuerte Cimarrón entra representantes de la Corporación 
del Bayano, la Guardia Nacional y representantes del pueblo Kuna de Medungandí". En el punto 2 
de dicho Acuerdo se establecló un nuevo cronograma da pago para actualizar !os compromisos 

... continuación 
"!peti~Choco: Una Comunidad lndfgena de Panamá afectada por una Presa Hldroetóctrice". Universidad Veraoruzana, Facultad 
de Antropologfa, 1994, p. 40, Anexo C del escrito de observaciones adtctona!es sobré el tondo de los petlclonarios1 recibido 
por la CIDH el1 a de diciembre de 2009 . 

.Sl Oeoreto 112 del 15 de noviembre da 1973, Gaceto Oficio/ N° 17,621 de 24 de junlo de 1974. Fuer:rte: Asembles 
Naclonal de Panamá. Leglspan: Base de Datos de la Legislación de la Rf.lpúb!!ca de Panamá. Disponible en: 
http:/Jwww.asamb!sa.gob.pa/APPSfLEGISPANfPDF NORMAS/1970!1973{1973 026 2086.POF, Anexo 4. Atenclo Lópa'l., 
"Alto Boyal'\0~ cronologra de la lucha de! pueblo Kuna", Este Pafs, No. $6, 1992. Anexo 16 de !a Petición lnlcl¡¡¡l de tos 
pettolonarlos da feche 11 de mayo de 2000. 

92 Petición lnlclaf de Tos peticionarles de techa 11 da mayo de .2000; y escrito del Estado de fecha 24 de marzo ele 
2011 , recibido e! 25 de mar2o de 2011. 

9~ En al Acuerdo de Farallón s~ alcanzan compromisos más especff!cos referidos a le rcevaluac!ón de los ,permisos 
de ex.plotaclón de madera dejados para los Kuna (punto 21, compromiso de llevar agua ·potable a les comunidades (punto 3), 
cancelación 00 todo permiso de cacería jpunto 4}, creación de una pollcfa ioresta\ y da caza nombrada de común acuerdo 
entre el Jefa da Gobierno y los caciques kunas {punto 7), y oonstrur.cl6n da un Centro de Salud (punto 8). Anexo X. Acuerdo 
de Faral!ón del 29 da octubre de 1978. Anexo 13 ele la petlolón ln!oial de los petlolonarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y 
Anexo 6 de la oomunlcac!ón de! Estado de fecha 29 de junio de 2001 , 

94 Escrito de\ Estado de facha 26 de [o!&pt!embre de 2011, recibido por la CIDH el 27 de septiembre de 2011, 

00 Anexo 19. ·Acuerdo de Ftlerte Clrnarrón del 28 de enero de 1977. Anexo 12 de la petición lnlc!al de los 
peticionarlos de teche 11 de mayo de 2000. · 
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atrasados en concepto de Indemnización y construcción de viviendas96
• Asimismo, en el punto 5, la 

Corporación del Bayano se comprometió a reconocer una suma de dinero a las comunidades 
tndfgenas para la extracción de madera97 . 

91. Por su parte, las comunidades Emberá que habitaban en la zona del Bayano fueron 
trasladadas cerca al rfo Membrillo, en la reglón de Darién". Sin embargo, este asentamiento Inicial 
resultó ser inadecuado, por lo que fueron reubicados a dos aldeas, lpetf y Piriatf, en el Distrito de 
Chapo, Provincia de Panamá. El 5 de febrero da 1975, se firmó al Acuerdo da Majeclto, mediante el 
cual se reconoció su reubicación a estas dos nuevas localidades". 

92. Terminada la construcción de la hidroeléctrica, el Estado panamefto promulgó la Ley 
N- 93 del 22 de diciembre de 1976, mediante la cual creó la "Corporación pare el Desarrollo Integral 
del Bayano" (en adelante "le Corporación del Bayano" o ula Corporación"), empresa de propiedad 
enteramente estatal creada para administrar la hidroeléctrlca100

• En el artfculo 14 de dicha ley se 
dispuso que la Corporación del Bayano subrogue al Proyecto para el Desarrollo Integral del Bayano 
en todos sus derechos y obllgaciones101 • Con relación al patrimonio de la Corporación, el artfculo 16 
de la Ley No. 93, del 22 de diciembre de 1976, estableció lo siguiente: 

Artfculo 16." Derógase el Decreto No. 123 de 8 de mayo de 1969 y se crea como área 
foresta!, todas las aguas arriba del sitio de presa, tierras que comprenden la Cuenca 
Hidrográfica del R(o Bayano, qu-e pasan a formar parte del Patrimonio de la Corporación para el 

96 Articulo 2. del Acusrdo de Fuerte Cimarrón,~ la Corporación Elayano sa comprom!ilt~ y los Representantes 
trn:lrgenas aceptan el siguiente programa de pago para actualizar los compromisos atrasados an concePto da Indemnización y 
construcción de vivienda: Febrero (cancatar los masen da se-ptiembre y octubre]. rnarzo {cancelar los meses de oovlembre. y 
diciembre}, abr11 lcance!ar los meses de enero y febrero de 19771, m.ayo (oancelar Jos meses de marzo y ~brlJl, Anexo 19. 
Acuerdo de Fuerte Cimarrón del 29 da enero de 1917. Anexo 12 de la petición Inicial de los petlclonarlos de fecha 11 de 
mayo de 2000. 

67 Art!culo 6 del Acuerdo de Fuerte Cimarrón.~ La Corporación Bayano se compromete a reconocerle una suma de 
dinero a las comunidades lndfgenes por extracción de madera. Eiste porcentaje será establecido teniendo en cuenta los 
lntare:ses e Inversiones de la Corporación Bayano y los intereses de los lndfgenas. Los dirigentes Kuna da a11o Bayano 
designarán un representante para qua coordine con !a Dirección da Planificación y Finanzas de la Corporao16n el monto de 
esta .suma (slc1. Anexú 19. Acuerdo de Fuerte Cimarrón del 29 de enero da 1977, Anexo 12 de la petición Inicial de los 
petlolonarlos de fecha 11 de mayo de 2000. 

"Anexo 1 • Esther Ur!eta Donas, tasJs "lpetl-Choco! Una comunidad !ndlgena de Panamá afectada por una Presa 
Hidroeléctrica". Unlversidad Veracruzana.. Facultad da Antropologfa, 1994. Anexo C del escrito de observaciones adlolonalas 
sobre el fol\do de los petlolonarlos, recibido por !a CJDH el 18 doa diciembre de 2009. Anexo 20. Informe Anal de 
Conclusiones y Plan de Acción de la Mesa de Concertación da la Zona Bayano del 25 da ngosto de 1999. p, 6, Anexo 32 de 
la petición Inicial de los petlclonarloa de fecha 11 de mayo de 2000 y anexo 20 de la comunlc:aoión do! Estado de fecha 29 
de junio dl3 2001; y Anexo 21. Resumen ejecutivo de la Mesa de Concertación da Zona Bayano del 2 de julio de 1999. 
Anexo 31 cJe. la petición lnlolal de los peticionarlos de facha 11 de mayo de 2000. 

!1& De acuerdo a Información aportada por las partes: "Correspondfe al IRHE (Instituto de Recursos Hidráulicos y 
E!eotrifloaolónJ, conjuntamente wn la Corporación para el De~arro!lo Integra! da Bayano, hacer la demarcación de las tierras 
para !os Emberó, asignando a la comunidad de P!tlat( 2.650 hectáreas y a le~ comunidad de lpet(, 2.490 hSctáreas, globos da 
terreno qua se encuentran ubicados a la orilla de la carretar.a Panamericana". Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la 
Masa da Concertación de Zona Bayano da! 2 de julio de 1999. Anexo 31 de la petición Inicial de los petlclonar!os de fecha 1 i 
de mayo de 2000. p. 8¡ y Anexo 2.0. Informe Final de Conclusiones y Plan da Acción de la Mesa de Concertación da !a Zona 
Bayano del 26 de agosto da 1999. p. 6. Anexo 32 de la petición lnlclal de los peticionarlos da fecha 11 da mayo da 2000; y 
Anexo 20 de fa comunicación del Estado de facha 29 de junio de 2001, 

' 00 Artfculo 1 da la Ley No. 93 del 2.2: da diciembre de 1976. Fuente: Asambla.a Nacional de Panamá, Leg!sPan: 
Base de Datos de la l.egislací6n de la Rapdb!lca de Panamá. Disponible en: 
http:/fwww.asambi2Y:ob.pe/APPSA.EG!SPAN/PDF NORMAS/1970/1976/1976 025 1251 .PDF. 

101 Artrculo 14 de la Ley No. 93 del 22 de diciembre de 1976.· La Corporación para el Desarrollo Integral dGI 
Bayano subroga al Proyecto para al Desarrollo Integral de! Bayano en todos sus derechos y ob!lgaclonas, Para estos efectos, 
todos !os contratos celebrados por el Proyecto para el Oesarto'llo Integra! del Bayano se tendrán por celebrados oon la 
Corporación p~:~ra al Oasarto!lo Integral del Bayano. 
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Desarrollo Integral del Bayano, con excepción de las tierras destinadas a Reservas 
indfgenas 10~. 

93. De otro lado, a inicios de los años 70's el Estado decidió llevar a cabo la 
oonstrucci6n de un tramo de la carretera Panamericana, sistema de vras que buscaba conectar el 
continente americano. En concreto, se propuso la construcción del trecho entre el puente sobre el 
rfo CaRitas, en el Distrito de Chepo, Provincia de Panamá hasta la frontera con Colombia. Por esta 
razón, se emitió la Ley No. 71 del 20 de septiembre de 1973, reformada por la Ley No. 53 del 1 de 
septiembre de 1978. Mediante estas disposiciones se estableció lo siguiente: 

Artfculo 1. Declárase de lnterés social urgente la construcción del tramo de la Carretera 
Panamericana comprendido entre el puente sobre el rro caf'lltas en el Distrito de Chepo, 
Provincia de Panamá y la frontera con la Repllbllca de Colombia, asr como al uso de las tierras 
estables comprendidas en una faja hasta de ocho (SKms) kilómetros de ancho a cada lado de 
la !fnea central de dicha carretera. { ... ) 
Artfcu!o 4. El Órgano Ejecutivo, conforme a las necesidades de utilidad pública o social o en 
basa a los proyectos de desarrollo socloeconómloo podré reglamentar la adjud\caolón de las 
tierras comprendidas en la zona descrita en el Artfculo 1 que en la actualidad sean propiedad 
del Estado. Hasta tanto al Órgano Ejecutivo no dicte la reglamentación a que se refiere el 
presente artrou\o, la adjudicación se regirá por las disposiciones 103

• 

94. La CIDH observa que si bien los pueblos lndfgenas fueron trasladados a nuevas 
tierras~ en años posteriores el Estado no reconocl6 jurídicamente su propled~;id colectiva nf demarcó 
ffsloamenta su territorio. Ello, sumado a la migración de campesinos atrafdos por la construcción de 
la carretera Panamericana, dio lugar a que se Iniciara la Invasión de personas no lndfgenas a los 
territorios en los que habfan sido reubicadas las presuntas vfctlmas ' 04• Asimismo, de acuerdo a la 
Información presentada por las partas, a pesar de la promulgación del Decreto de Gabinete No. 156, 
el Estado no cumplió con pagar efectivamente el total de las compensaciones económicas 
acordadas, sino que cesó unilateralmente el pago de las mlsmas'O!S, 

' 02 Posterlormente1 mediante Ley No, 6 del ·3 de febrero de 1997 se tra~pa~an todos los bienes de la Corporación 
Bayano a la Empresa da Generación Eléctrica Bayano S. A. Ley No. 6 dal 3 de febrero de 1997. Fuente: Asamblea Nacional 
de PaMmá. Legispen: Base de Datos d~ la Legislación de la República de Panarná. Disponible en: 
http:l/www.esamblea.gob.pa/APPS/LEGISPAN/PDF NORMASl1990/1997/1 997 146 1'786.PDF. 

103 Ley No. 71 del 20 de septiembre de 1973, teformada por !a Ley No. 53 de 1 de: septiembre de 1978. Fuente: 
Asamblea Nacional de Panamá, leg!span: Basa de Datos de la Leg!slactón de la RapOb!loa de Panamá, Disponible 
en:http:l/www.asamblea,gob.pa/APPS/LEG!SPAN/POF NORMAS/1970/1973/1973 027 2252.PDF. Anex.o 13. Informe y 
Recomendación do la Comisión lntergubernementat, Anexo 21 de la comunicación del Estado de fecha :29 de Junio de 2001. 
p. 1; y petición Inicial de loe peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000. p. 15. 

104 Anexo 11. Documento final da diagnóstico da la Mesa de Concatteclón de Zona Bayano del 2 de julio de 1999. 
Anexo 31 de la petición inlclel da los peticionarlos de feche 11 da mayo de 2000. p. 2.2. 

10~ Petición Inicial de !os peticionarlos de fecha 11 de mayo de .2000. p. 15; Anexo 22. Diagnóstico de la sltuaclón 
legal de las tlarras de la.s comunidades lndfgenas de Alto Boyano, 11 parte, 1999, p, 22.. Anexo 23 dol resumen de la 
Intervención de los petlclonarlos durante la audiencia de admlslb!Udad del 12 de noviembre de 2001. Asimismo, afirmaciones 
posteriores del Estado confirman el Incumplimiento de tos pagos, En la segunda reunión para tlt~gar a un acuerdo de solución 
amlstcaa, aa afirma "[H]ay que verificar Jos pagos realizados a tos lndfgenas y campesinos, con motivo de !a construcción de 
la Hidroeléctrica del B&yeno, y sobre asa !nfonnac!ón avanzar hacia soluoiones viables. Una evaluación similar se requiere 
porE'l los Emberá de lpatt y Plrlatl". ·Eacrlto del Estado de feche 18 de febrero de 2.002, rec!bldo por la CIDH el 26 da febrero 
de 2002. 
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3. Comisión lntarinstitucional, Decreto 5-A y Convenios de Acuerdo Mutuo (1980 -
1990) 

95. Debido al Incumplimiento de los compromisos iniciales, los pueblos lndlgenas 
debieron llevar a cabo nuevos acuerdos con el Estado. La CIDH observa que este proceso de 
renegociación estuvo marcado por el constante incumpHmfsnto por parta del Estado de !os 
compromisos alcanzados, seguido por la realización de manifestaciones públicas y actos de 
descontento, como bloqueos de carreteras y embargos de madera, los cuales daban lugar a que el 
Estado realice nuevos acuerdos, otra vez lncu~plidos. 

96. En cuanto al pago de las indemnizaciones, en 1980 el pueblo Kuna logró llegar a un 
acuerdo con relación a los pagos de compensación suspendidos, firmado por el Vicepresidente de la 
Repdb!ica, Ricardo De La Esprlella. Según lo pactado, el pago da las indemnizaciones se prolongar[ a 
por cinco años más, por lo que debran pagarse durante un total da ocho años, Sin embargo, este 
nuevo compromiso tampoco fue cumplido en su totalldad 10s. 

97. De otro lado, desda al año 1981, se llevaron a cabo una serie de reuniones entre las 
autoridades del pueblo Kuna de Madungandl y Emberá, líderes de los diferentes asentamientos de 
campesinos ya existentes, representantes de ta Corporación del Bayano e instituciones estatales 
relacionadas con la tenencia de [a tterra107 • Como resultado de estas reuniones1 se constató que se 
trataba de una situación compleja, por to que se constituyó una Comisión de carácter 
interinstltuclonal que se encargara 11del Ordenamiento y Manejo integral de la Cuenca Hidrográfica 
de Alto Bayano" ""· Dicha Comisión se planteó como objetivo realizar un censo de población en las 
comunidades Emberá de lpetf y Piriatf; además da hacer un primer estudio de la situación de la 
tenencia de la tierra en algunas áreas que ya se consideraban conflictivas, estudio que pretendra 
definir los lrmltes entre las tierras de los Kuna de Madungandl y los colonos. Asimismo, la Comisión 
realizó una listado de los colonos que debfan desa\ojar !a zona. No obstant-ef éstos se opusieron al 
desalojo, lo que dio !nielo a una serie de situaciones de conflictividad entre índfgenas y colonos109 , 

98. El 23 da abril de 1982, el Gobierno promulgó el Decreto 5-A, por el cual se 
reglamentó la adjudicación a ocupantes y colonos de las tierras que fueron declaradas como 
propiedad estatal por la citada Ley No. 71 de 20 de septiembre de 1973, modificada por Ley No. 53 
de 1 de septiembre de 1978. A través del Decreto 5-A se dispuso la adjudicación da parcelas, a 
t[tulo de venta, ubicadas en la franja de hasta ocho k,ilómetros da ancho a cada lado de la línea 

109 Petición lnlo!al dEJ los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000. p. 19; y escrito del Estado de fecha 24 de 
marzo da 201 L recibido el 25 de marzo de 2011. p, 2. Otras pruebas documentales presentadas por las partes hacen 
referencia también a le prolongación por ocho años del pago de las 1ndemn!:z.aclonas acordadas: ., Antes de que se Inundare el 
lago, al Gobierno otorgó permisos para explotar las maderas dtll área, con lo obtGnldo por este recurso se lndamniz-año por a 
años a los productores afeotados ílndfgenas y colonos)". Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de 
Concettactón de Zol'la Bayano del 2 de Julio de 1999. Anexo 31 de la petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de 
mayo de 2000. p. 21. Asfm!smo, véase Anexo 6. Informe Téonloo Soclo-Eoonómlco sobra la Indemnización e Inversión dG lo 
Comarca K una de Madungandí y da las Tierras Colectiva$ Emberá Plriatl, lpetl y Maje Cordillera del a fío 2002. Apándlce E del 
escr1to da los peticionarios de fecha 19 de enero de 2007, recibido por la CIDH en !a misma fecha; y Anexo 23. Informe 
Técnico Soclo~Económloo sobre la lndemnl;aacíón e lnvetsión da fa Comarca Kuna de Madungandf y de lea Tierras Colectivas 
Emberá Plr!atl, lpatl y Maje Cordillera de julio de 2009. Anexo F de( escrito de observaclones adicionales sobre el f<mdo de los 
patlclonarlos, recibido por la CIDH el 16 de diciembre de 2009. 

107 Anexo 11. Documento final do diagnóstico de la Mesa de Concertaclón da Zona Bayano del 2 de julio de 1999. 
Anexo 31 de la petición Inicial de los petiolonerlos de fecha 11 de mayo da 2000, p. 22. 

wa Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de Concertación da Zona Bilyano del 2 de }ul!o de 1999. 
Anexo $1 de la petición !n!cfal de los pet!cloMrlos de fecha 11 da mayo da 2000. p. 2$, 

108 Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de Concertación de Zona Beyano del 2 de julio da 1999, 
Anexo 31 de !a petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo dG 2000. p, 23. 
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central da! tramo de la carretera Panamericana, comprendida entre la quebrada Guayabo, paralela at 
rlo Waouco, en el Corregimiento de El Uano, Distrito de Chepa, y la frontera de Colombia110

• Con 
relación a las tierras y recursos naturales de los pueblos indlgenas del Bayano, dicho Decreto 
dispuso lo siguiente: 

Artfculo 2. Queda prohibida la adjudicación a cualquier tftulo de las tierras estatales 
comprendidas y descritas: ( ... ~ e}. En las áreas de las comarcas lndrgenas Kuna y l::mberá ouya 
demarcación esta a cargo de la Dfrecclón Nacional de Política lndlgen!te y Jos dirigentes de 
esas comunidades. Mientras determina dloha demarcación trslca Las Comunidades Kuna y 
Emberá Podrán vetar las solicitudes de ad/udlcaclón de parcelas que pertenecen a los 
territorios de esas comarcas [stoJ. { ... ) 
Articulo 5. En el territorio de las Comarcas, corresponderá a la Dirección Nacional de Recursos 
Naturales, Renovables da! Mlnlsterlo de Desarrollo Agropecuario, conjuntamente con las 
comunidades Jndfgenas Kuna y Emberá, valar por la conservación y ut!llzac16n racional de los 
recursos naturales, renovables, tales como la flora, o cubierta forestal, tos suelos, la fauna y 
las aguas. 
Para el caso de utilizarse un uso no racional de tales recursos naturales renovables, lill 
autoridad tradicional indígena lo hat:,á esr saber al funcionario competente da RENARE para 
impetrar que se cumplan las medidas correctivas necesarias. ( .. ,) 
Artrculc 9,w El Funcionario Sustanciador de fa Reforma Agrarla rechazará la presentaclón de 
solicitudes de adjudfcaclón cuando se refiera a parcelas comprendidas dentro de las áreas 
inadJudlcables, que se nombran en los artroulos 2, 3, y 4 de este Decreto, e indicará al 
peticionario, verbalmente y por escrito1 la prohibición absoluta de iniciar trabajos desmonta en 
esta áreas bajo apercibimiento de ordenar· su desalojo, con el auxilío de la fuerza pública) y 
adamé'isj con las pérdida de sus mejoras, para el caso de contravención. Cuando se trate de 
persones que deriven su sustento únlcamr:!nta de la actividad agrfcola o ganadera, estará 
obligado1 además, el Funcionario Sustanciador de la Reforma Agraria a lndfoarle laS áreas 
disponibles de ocupación agrfoola, o ganaderfa, o agroforestel. 

99. La CIDH observa que si bien el articulo 2 del Decreto 5-A dispuso la exclusión de las 
áreas pertenecientes a los pueblos Kuna y Emberá, al otorgamiento de ·facultad a la Dirección 
Nacional da Reforma Agraria para adjudicar parcelas a ocupantes y colonos en las zonas aledañas, 
supuso el agravamiento de la situaclót'! de riesgo en que se encontraban sus territorios, sumada a la 
falta de demarcación de los mismos, reconocida expresamente en el texto de la disposición 
cltadan1 • 

1 OO. Ante la permanencia da la problemática, en los a~ os siguientes, los pueblos' 
indlgenas continuaron los esfuerzos. dirigidos a titular, delimitar y demarcar sus territorios. El 6 de 
septiembre de 1983 se firmó un acuerdo entre el pueblo Kuna del Bayano, la comunidad Emberá da 
Plrlatr y el Ministerio de Gobierno y Justicia, mediante el cual se acordó el establecimiento da los 
limites entre ambos pueblos lndlgenas"'. Posteriormente, el 3 de agost? de 1984 el Estado y el 

110 Deoreto S~A da 23 de abril da 1 B82.. "'Po' él cual se reglamenta !a AdJudloE~c!ón da Tierras Estatales Rurales, da 
la Quebrada Guayabo paralela el Rfo Wocuco, es el Corregimiento de El Llano, Distrito de Chepa, hasta re Ftontera con 
COiomblaH. Fuente: Asamblea Nacional de Penama. Leglspan: aase de Datos de la Leg!slaclón de la Repl1b!!ca de Panamá. 
Disponible en: http://www.asamblea.gob.pa/APPS/LEGISPAN/PDF NORMAS/1980/198211982 019 153S.PDF. 

m Oacreto No. 6~A del 23 de abril de 1982. "Por el cual se reglamente la AdjudlcllOión da Tierras Estatales Rurales, 
de la Quebrada Guayabo paralela al R!o W¡:¡ouoo, as el Corregimiento de El Uaho, Distrito de Chapo, hasta la f:rontera con 
Colombia". Fuente: Asamblea Nac!on;;~l de Panamá. Leglspan: 13ase de Datos: de la Legl1$lacl6n da la Rapdblioa de Panaf!!á. 
Disponible en: http;f/www.asamb!oa.gob.ea!APPS/LEGISPAN/PDF NORMAS/1980/199.2/1982 019 153S.F'DF. 

112 Dicho acuerdo, a la letra, estableció lo siguiente: 

1. 8 Umlte entre la Comarca Kuna del Sayano y la Comunidad lndfgena de Plrlatf, lo constituirá la 
antigua trocha de la Comarca Kuna; · 

2. Para realizar la ubicación ffelc~ de !a trooha que servirá de lfmlte, sólo se hará mediante la 
part!ctpaclón de representantas de ambos grupos lndfgenas conjuntamente con la reprasantac:!ón Estatal; 

Continlia •.• 
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pueblo Kuna de Madungandí firmaron un compromiso titulado "Convenio de Acuerdo Mutuo". En el 
punto primero de dicho acuerdo, el Estado reiteró, a través de la Corporación para el Desarrollo 
Integral del Bayano, su obligación de crear una comarca para el pueblo Kuna"'. 

101. Por su parte, el 15 da agosto da 1984, les autoridades da las comunidades Emberá 
de Plrlatf e lpet(, y la Corporación del Bayano firmaron un "Acuerdo Mutuo", en el que se estableció 
que ésta última se comprometía a "realizar todos aquellos pasos que sean ne~esar!os a fin de que se 
vean realizadas las aspiraciones lndfgenas en lo que respecta a la demarcación plena de la Reserva 
Emberá en las áreas de lpetf y Piriatf"114• 

102. Dado que tales compromisos no fueron cumplidos, la tierra permaneció sin límites 
reconocidos y protegidos, lo que generó que continuara la lnvasi6n de colonos hacia tierras 
indfgenas. A pesar de esta. situación, la C!DH observa que el Estado realizó pocas o casi nulas 
acciones dirigidas a retirar a les personas no lndfganas da los territorios da Jos Kuna da Madungandf 
Y Emberá del Bayano 11 ' • 

..• oontln~ación 
3, El mantenlmle.nto de la trocha en mención se hará mediante la participación conjunta de ambos 
grupos lndfgenas, según como lo estimen conveniente; 

4. Los lndfganaa emberás de la ComLinldad de Plrlatf, tendrán Ubre acceso al lago para desarrollar sus 
actividades cotidianas tales oomo transportación, caza, pesca, etc.; 

Esta globo de terreno se les asignará a la Comunidad !ndlgena mediante tftulo colectivo y se tomará para tales 
efectos loa lfmltes aquf acordados. 

Anexo 24. Acuerdo del 6 de setiembre de 1983. Anexo 14 de la petlclón inicial de los peticionarlos de facha 11 de 
mayo do 2000; y Anexo 7 de la comunleaclón del Estado da feche 29 de juNio de 2001, 

Wl En concreto, el artfculo prlmaro dispuso: La Corpor(lclón para el Desarrollo Integral del Bayano se compromete 
con la Comunidad Kuno de Madungandf a poner todo su empeño, a fin de proceder en forma inmediata, ~;~ ver realtc:ados las 
asplraolonea de la comunidad mencionada, a fin da quo sea creada la Comat'oa. A través da este Convenio, se establecen 
también acuerdos oon relación a la ~onservaclón, protección y utl\lzaolón racional de los recursos naturales renovables, tales 
como la flora, fauna y aguas; para lo cual se exige la aprobación por parte de la Corporación Bayano, la Dirección Nacional de 
Recursos Renovables (RENARE) y las autoridades da los Kuna d~ Medungandf. Anexo 25. Convenio da Acuerdo Mutuo del 3 
do agosto de 1984. Anexo 16 de la petición lnlcltll da los peticionarlos de techa 11 de mayo de 2000; y Anexo 8 de la 
comunlcaclón del f:stado de fecha 29 de junlo de 2001. 

114 Dicho Acuerdo, a la latJa, dispuso: Prlmero: La Cotporac[ón Bayano se oompromete a reali<:or todos ~quellos 
pasos qua sean necesarios a fln de qua sa vaan reellledaa las aspiraciones lndfganas en la que respecta a la demarcación 
plena de la Reserva Emberá en las áreas de lpatf y Plriatf. Segundo. Los trabajos que se real!oen en el sentido de cumplir lo 
anterior estarán encaminados an función de que dichas thmas S(lrtin a tftulo colectivo, con lo que oonstltulrd un patrimonio de 
la población !ndfgena mencionada ( .. ,)Anexo 26. Convenio de Acuerdo Mutuo del 1 !5 de agosto de 1984. Anexo del resumen 
de la lnterven<:lón da los peticionarias durante la aud!enola de admisibilidad del 12 de noviembre de 2001. 

115 Consta en el expedlanta anta la CIDH el acta de una reunión llevada a cabo con las autoridades del pueblo 
Jndfgena Kuna y la Corporación dél Bayano, el 7 da agosto de 1984, an la que se haca referencia al pago de lndemn!zaclones 
a colonos para qua desalojen las tierras Indígenas [Anexo 27. Acta da r.¡¡unión reaflzada el 7 de agosto de 1984. Anexo 16 da 
la petición Inicial de los petlclonarlos de focha 11 da mayo de 2000J y Anexo 9 de la comunicación del Estado de feche 29 
de junio de 2001]. Asimismo, consta en el expediente ante la C!DH un telegrama oficial enviado por la ·Gobernación da la 
Provincle de Panamá fll Alcalde del Distrito del Chapo, el 18 da julio d~;~ 1995, mediante el cual se notifica qve "en caso lpetf
Emberá y Kuna, Goblerr"IO nacional tomo decisión desalojar de colonos áreas !ndfgenas desde abrU de 1992. Los señores 
Enock Ponte y Guadillupe de Pineda deben cumplir esta disposición de Inmediato" [Anexo 28. Telegtama of!clal del 18 de 
julio de 1996. Anexo 25 de [6 petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de maya de 2000].1gualmente, obra ante 1& 
ClDH le Resolución No. 4 adoptada por la Corporación dal Bayano el 16 de marzo de 1989, mediante la cual proh!bló "la 
cacería, la taJa lndiscriminada, la:s quemas y rozas en el área de patrimonio de la Corporación para e! Desarrollo Integral del 
Bayano", bajo sanciones monetarias. la CIDH nota que si blen se reconoce la llega[[dad de las actividades !\evadas a cabo por 
los Invasoras en la zona, esta medida estaba dlr!glda a proteger el patrimonio de la Corporación, antes que el de los pueblos 
lndfgena.s. [Anexo 29. Resolución No. 4 emitida por el Dlractot de 111 Corporación de la Represa con fecha 16 da matzo de 
1989. Anexo 17 da la patlcló('l inicial da los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 10 de la comunicación del 
Estado de fecha 29 de junio de 2001]. 
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103. De acuerdo a Información aportada por las partas, en 1989 Jos K una de Madungandl 
elaboraron un Anteproyecto de Ley para que se reconozca su terrltorlo bajo la figura jur(dics de 
"comarca indlgena", el cual fue presentado al Ministerio de Gobierno y Justicia, y en 1990 a la 
Asamblea Legislativa"'. 

4. Agravamiento de la Invasión de personas no indígenas, manifestaciones públicas y 
creación de la Comarca Kuna de Madungandl (1990- 1996) 

1 04. la adjudicación de parcelas a colonos en las zonas aledañas, a si como las nulas 
acciones efectivas dirigidas a proteger el territorio de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá 
entre los a~os 1980 y 1990, llevó a que en la década de los 90's se agravara la invasión de colonos 
a las tierras indfgenas117 y se intensificara la situación de conflictividad en la zona119

• 

105. La respuesta del Estado tus la creación da un "Equipo lntardisciplinario 
Gubernamental", integrado por la Dirección Nacional de ·Gobiernos Locales, la Direcclón da Polftioa 

Indigenista del Ministerio de Gobierno y Justicia, el Director de la Corporación del Bayano, entre 
otras entidades estatales, El equipo tuvo a su cargo la elaboración de un acuerdo, firmado el 23 de 
marzo de 1990, con dos comisionados indígenas, además de las autoridades del Estado, en el que 
se señala: "[L)os derechos posesorios del sector lndfgena del área de Bayano, asl como el equilibrio 
ecológico tan necesario para la vida de la Represa de Sayano se ven hoy [perjudicados por] la 
incursión de los colonos en la zona11119

• Por ello, en el articulo 1 del acuerdo, se prohibió !a quema 
en las zonas de protecélón y an el articulo 2 sa resolvió que: "Los Colonos que estén dentro de los 
limites de la Comarca, y en la parte alta de la cuenca de protección del rfo, asf como también los 
que llegaron después del 20 de diciembre da! presente año tienen que salir del área en conflicto"120• 

106. Para dar concreción al pacto firmado el 23 de marzo de 1990, los pueblos indígenas 
firmaron el 16 de julio de 1991 al "Acuerdo de TrabaJo para el Reordenamlento Territorial del Alto 
Bayano suscrito entra al Gobierno Provincial de Panamá y el Pueblo Kuna de Wacuco, lpatl y otras 
Comunidades ti, en et cual los órganos estatales involucrados se comprometieron a u realizar 
esfuerzos para reubicar a los colonos ínvasores de las tierras protegldas pera la conservaclón de la 
flora y fauna de la cuenca hidrográfica del [B)ayano". Para ello, se estableció el 15 da septiambre de 
1991 como Umlte para que se cumpla lo dlspuesto121 , Sin embargo, no tuvo lugar la reubicación en 

11B Ansxo 11. Documento final de diagnóstico de la Mes~ de Concertación de Zona Baynno del 2 de jUlio de 1999, 
Ane:xr;¡ 31 de la petloiOn lnlolal de los peticionarios de fecha 11 de mayo de 2000. p. 2.3 y 25. 

117 Según Información presentad~ a la C!DH, en esos años, "[los oo\onos) llegan a la zona lndlscr1mlnadnmente y sin 
control debido a re falta da autoridad en al área y empiezan de esta tormtl a nacer !!sentamientos a ortllas da la carretera 
Panamericana". Anexo 21 , Resumen ejecutivo de la Mesa de Concartaclón de Zona Bayeno del 2. de Julio de 1999. Anexo 31 
de la petlolón lnlclal de los p!:)tlclonarlos de techa 11 de m~yo de ?000. p. 4. 

118 l.a situación M descdta por !nformanlón aportada por las partes del siguiente modo: "Este momento es 
·considerado clitlco dentro de la historia reciente da loa acontecimientos 'sucedidos en lí'! cuencá del Bayano: los lndfgenas 
denuncian nuevamente ante. el Gobierno ls intromiSiót'l en sus tierras, los colonos alegan qua esos terrenos 'son da propiedad 
del Estado y especiflcamente de la Corporación Bayano' y el Goblarno responde creendo una nueva Comisión Integrada por 
las Instituciones part\nantas y los representantas d~;~ los sactoras indfgene.s y campesinos, la comisión !e corresponde 
encargarse da estudiar el problema de las Invasiones denunciadoo". Anexo i 1. Documento fino! de diagnóstico de la Me$a de 
Concertación da Zona Bayano del 2. de julio de- 1999. Anexo 31 de la petición Inicial de los petlo!onerlos de fecha 11 da 
mayo de 2000. p. 24. 

l1S Anexo 30. Acuerdo del 23 de marzo de 1990. Anexo 18 de la petición lnlclal de los petlolonarlos de fecha 11 de 
mayo de 2000; y Anexo 11 da la comunicación del Estado de fecha 29 da junio de 2001. 

120 Anexo 30, Acuerdo de[ 23 de marzo de 1990, Anexo 18 de la petición ih!cla\ de los peticionarlos de fecha 11 de 
mayo de 2000; y Anexo 11 de la comurtloaclón del Estado de fecha 29 de junio de 2001. 

111 Anexo 31. Acuerdo de Trabajo para él Reordenarnlento Terrltorlal del Alto Bayano suscrito entre el Goblemo 
Provlnt:la.l de Panamá Y el Pueblo Kuna de Wacuco, !patf y otras Comvnldades de\1 6 de- julio de 1991. Anexo del resumen de 
la Intervención de los peticionarlos durante fa aud!encln de odm!sib11ldad de\12 de noviembre de 2001. 

38



31 

la techa Indicada. Como consecuencia de este nuevo Incumplimiento, el pueblo Kuna bloqueó la 
carretera que rodea el Lago Bayano. 

107. El resultado de esta acción fue la emisión de la Resolución 002 y Resolución 63. La 
primera de elles, fue adoptada el 24 de enero de 1992 por el Director General de la Corp.oraclón del 
Bavano, disponiendo la reublcación de los "colonos lpetí Emberá a áreas de no conflicto" y la 
'
1recuperación da todas las tierras que son Patrimonio de la Corporación Bayano y que hayan sido 
indemnizadas o raooupadas"122

• De otro lado, en la Resolución 63, del 17 de marzo de 1992, 
adoptada por el Ministerio de Gobernación y Justicia, se resolvió conferir a la Gobernación de le 
Provincia de Panamá y a la Alcaldfa de Chepa, las facultades, y apoyo económicos y logfsticos 
necesarios para disponer la reubicación de los colonos en las áreas de conflicto a las que sa refiere 
la Resolución 002. Igualmente, se brindó Instrucción a la policfa para facilitar la movilización y 
protección de los colonos y preservar el orden dentro del área 123

• 

108. A pesar da tales reso!ucfones, nuevamente no se ejecutó el desalojo de los colonos. 
Ante esta situación, en mayo de 1993 los Kuna y los Emberá realizaron' manifestaciones públicas 
extgiendo el cump!lmfento de los acuerdos alcanzados con el Estado, lo cual desembocó en una 
huelga nacional organizada por lfderes indfgenas de diferentes partes del pafs' 24• 

109. A causa de la presión generada por estas manifestaciones públicas, el Presidente 
Guillermo Endara creó una Comisión Mixta, a cargo de un delegado presidencial, Miguel Batista, y 
conformada por representantes estatales e lndfgenas. Esta Comisión elaboró un estudio sobre las 
reformas que debfan ponerse en práctica para enero de 1994. Entre ellas se encontraba "la creación 
de una reserva de comarca para los Kunas de Madungandf y de la reglón de Bayano" y la 
"demarcación de las tierras colectivas de las 42 comunidades Emberá que estuvieran fuera de le 
Con'larca de Emberá - Drua, la cual fue creada por la ley 22 de 1983"120• El Estado no llevó a cabo 
las acciones necesarias para dar cumplimiento efectivo a estos compromisos. 

11 O. El 6 de diciembre de 1994 la Corporación del Bayano emitió una resolución 
prohibiendo el establecin'llento de nuevos asentamientos humanos, la tala, queme y la expansión da 
las fronteras agropecuarias en las explotaciones existentes"'. El 13 de diciembre de 1994 el 
Ministro de Gobierno y Justicia, a través de la Dirección Nacional de Gobiernos Locales, instruyó al 
Alcalde del Distrito de Chapo para .que cumpliere con la citada resolución'"· La ClDH no fue 
informada sobre acciones efectivas para el cumplimiento de taf resolución. 

122 Anexo 32. Resolución 002 del 24 de enerq de 1992. Anexo 19 da la petición !niela! de los peticionarlos de 
fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 14 de la comunlcacfón de.l Estado da fecha 2.9 de junio de 2001. 

1~ Anexo 33. Resolución 63 d1:1l 17 de marzo da 1992, Anexa 20 de ta patlcldn Inicial de los petlolonartos de techa 
í 1 da mayo de 2.000; y Anexo 13 de !a comunicación del Estada de fecha 29 da junio da 2001. 

124 Petición Inicial de los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000, p. 2.3, Anexo X. Notas tituladas "P;mama: 
lndians say blood w!l! flow unless they get land rights"', lnter Press Serv!ce, 18 de mayo de 1993; "Antlmotlnes enfrentan a 
los indígenas que se toman Puerto Obatdra", El Siglo, 29 de mayo de 1993¡ y "Panama: Tanslons Betwaen Government and 
Amertndfans Subsidas", lntar Press Service 3 de Junio de 1993. Anexos 401 41 y 42 de la patlción lnlc.!al de los peticionarlos 
de feche 11 de mayo de 2000. 

' 25 Petición Inicia! de !os peticionarlos de techa 11 de mayo de 2000. pp. 24·25. 

126 Anexo 11. Docvmento t!na! de d!agnóst!co de la Mesa de Concertación de Zona Sayano del 2 da julro de 1999. 
Anexo 31 da la petición lolclal de los pettcionarios de feoha 11 de mayo de 2000. p. 26. 

121 Anexo 36. Comun!oe.oión del Mtnlstro de Gobierno y Just!c!a del 13 de d!clembrs de 1994. Anexo 14 del 
resumen de la lnterveoclón do los pottclonarlo.s durante la audlencla de adm!slblUdad del 12 da noviembre de 2001. 
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111. El 31 de marzo de 1995 fue suscrito un acuerdo entre les autoridades indfgenas y 
los colonos que habitaban en ese momento tlerras de los Kuna de Ms:dungandf, refrendado por las 
autoridades del Gobierno nacional. En dicho acuerdo se estableció que: 

Tomando en consideración los antecedentes de otras propuest9s d~ Comarca, los colonos se 
quedan donde están bajo ciertas condiciones especiales: 
• No podrán expandir sus fronteras agrrcolas más allá de donde se encuentran actualmente, 
• Las tierras que en este momento usufructúan, no podrán ser cedidas nl permutadas1 ni 
vendidas a tareeros. 
• SI hace lo lndloado anteriormente o salen del área, estas tierras revierten al patrimonio de la 
comarca. 
• Todo esto se hará bajo las condlcfones acordadas y por documentos firmados con les 
autoridad~s y las partes afeotadas126• 

112. El 29 de diciembre de 1995, se aprobó la ley que crea la Comarca Kuna de 
Madungandf, la misma que fue refrendada como Ley No. 24 el 12 de enero de 1996. Los artículos 1 
y 2 de esta ley disponen: 

Artfculo 1. Créase la Comarca Kuna de Madugandf, constltulda por un área geográfica sobre la 
provincia de Panamá, distrito de Chepo, corregimientos de El Llano y Cañitas, ubfcada dentro 
de los siguientes flnderos: [ ... ].El polfgono descrito tiene una superflo1e aproximada de mi! 
ochocientos {1800) kilómetros cuadrados o ciento ochenta mil (180,000) heotáreas12f.l. 

118 Anaxo 21. Resumen ejecutivo de .la Mea e de Concertaolón de Zona Baya no del 2 de julio de 1 999, Anexo 31 da 
la potlclón inlcla'l de loo peticionarlos de fecha 11 de mayo da 2000. p, 6. 

1211 El artfcu!o 1 de la Ley No. 24 describe los siguientes linderos de la Comarca:[ ... ] partiendo del punto No. 1, 
ubicarlo a 400 mctro&c más allá de la lnterQ~CQión de la Carretera Panamericana y la que conduce a la presa Viejo Pedro, 
ubicoda a 34.4 Kms. de te. Garlta do Chepo, se sigue por la Carretera Panamericsna hacia DarMn hasta encontrar el 
monumento C.R. 1·07C tfnea 3 del Instituto Geográfico iommy Guardia. De aste monumento C.A. 107C lfnea 3, se eontlnóa 
por la. Carretera Panamericana hacia Darlén 200 metros, haeta encontrar el punto No. 2. De esta punto so sigui), por la 
trocha, en dirección Suroest~ hasta !lagar al lacho de !a quebrada de Sardlan o Caracollto; se contlnóa por ee.ta quebrada, 
aguas abaJo, hasta a u desembocadura on al lago Bayano, distinguido como punto No. 3. Da este punto se sigue (i';n línea recta 
Imaginarla, con rumbo Suroeste, atravesando el lago Beye.no¡ hasta la Punte. Mafecito {Isla Maie), dls,lnguldo como punto No, 
4. D& este punto, más al Este1 se sigue hasta Punta Read, distinguido como punto No, 5. Da este punto se continúa en lfnea 
recta lmaglrwrla stravesando el lago 8ayano, con rumbo Sureste, hasta llegar a ta Punta Pueblo Nuevo, distinguido como e! 
punto No. 6. De aquf se slgua por la curva de n!ve! 63 metros (nlval máximo del lago Bayano), <'.On dlrecclón Este hasta la 
Punta Ugandl o Punta Nilo, distinguido oomo punto No. 7, Do este punto se sigue, por una trocha, oon rumbo Sureste, hasta 
llagar al punto No. 8, localizado en el poblado Quebrada Cal/, a una distancia aproximada da 2,125 metros del puente sobra 
el rfo Aibir. De equf $9 sigue 683 metroa por la Carretera Panamericana hacia Darlén, hasta encontrar la Intersección con la 
trocha qua queda a mano Izquierda, dlstlnguldo como punto No. 9. De aqur se sigue la trocha con rumbO Sureste1 una 
distancia de 9.1 Kms., hasta encontrar la desembocadura de! rfo Catrlgandl en el lago Bayano, distinguido oomo punto No, 
10, colindando del punto No, 9 al punto No, 10, con las tierras oolactlvas Emberá- Plrlatl. Luego de s!gue al tío Catrlgand!, 
aguas errlba, a una dlstt:tncla de 3.1 kms. hasta encontrar el P. l. No. 117, donde se localiza e! punto No. 11. De aqul se 
continúa por la ttocha hasta el ño Curtl, Identificado como punto No. 12. Da e:Ste punto se slgua, aguas arriba, haste (lr! 
puente sobro el rfo Curtl en la Carretera Panamericana, .ldentlt!cado como punto No. 13, Luego se sigue por la Carretera 
Panamericana hacia Darlán hasta al puante sobra el rro Wacuco o Dlanwardumad, Identificado como punto No, 14. De este 
punto se sigue por el rfo o Dlanwardumad, agues abajo, y a una distancia de 70 metros ee llega a la trocha, ldentlfloado 
como punto No. 16. De aqur se sigue por dicha trocha en dirección Sur 71<> Este y a una distancia de 11.1 Kms. se llega al 
punto No. 16, ubicado en el rlo Pteva Chuso o Dlb!rc,lírrale. De este punto Con rumbo Sur 79" Este y a una distancia da 9 kms. 
se llega al punto No. 17. De aquf se 5lgue por dicha trocha en dlreoclón Sur 39" Este y a una distancia de 3.1 Kms., se !lage 
al punto No. 18. Oa este punto con rumbo Sur franco, a una distancia de 600 metros, se llaga al 'Punto No. 19, ubicado en la 
quebrada H!guerona! o Olrud!. De e$te punto a una distancia aproximada de 5.1 Kms., se llaga at punto No. 20, ubicado en la 
lnterseoc16n con al camino que conduce del poblado de La Ocho a Plngad!clto. Oe este punto con rumbo Norte 66° Esta, a 
una distancia de 15.6 kms., se llega a! punto ND, 21, ubicado en el rro Plngadlclto. De este punto slguiando la trocha en 
dlrtiiCCión Noraste, pasando el r(o ?lngandl. se llega al punto No, 22. De este punto con rumbo Norte 36° Esta, se llega al 
punto No, 23, ubicado a uno dlstonc!a de 400 metros del camino, que comunica a tos pueblos Sábalo y Wala. Da este punto, 
con dirección Norte 86" Este, se llaga al punto No. 24, ubicado sobre el camino que va de Sábalo a Wa!a.. De este punto en 
dirección Sur 60° Este, se reoorfe una distancia aproxlmode de 2.6 Kma. hasta el punto No, 25, ublcodo sobre el camino qua 
va de Sábalo a Wa!a. Siguiendo el camino encontramos el punto No. 26, ubicado en Jos lfm!tes de fas provincias de Dnrlán y 
Panamá. De .all( se contlntla por dlcho lhnlte en dlreoclón Norte hasta. el punto No. 27, ubicado en la sGrranfa d6 San Bias. De 

Cont!njja,., 
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Artfoulo 2. Las tierras desc~ltas en el artfculo anterior son de propiedad colectiva de la 
Comarca Kuna de Madungandi, ouya tenencia, conservación y uso, se reglamentará de 
acuerdo con la Constitución PolCtica, las leyes nacionales vigentes y ras disposiciones de la 
presente ley. 
El subsuelo, que pertenece al Estado conforme al Artfculo 254 de la Constitución Polftica, 
podrá ser explotado en la forma que determina el numeral 5 del precltado artrcu!o, las leyes 
qua rigen la matarla y mediante acuerdo de las autoridades y comunidades de la Comarca 
Kuna de Madungandl {Congreso General} 130

, 

113. El artfculo 21 de dicha ley estableció Jo siguiente: "Se respetara el Acuerdo del 31 de 
marzo da 1995, suscrito entre lnd[genas y campesinos que habitan la Comarca Kuna de Madugandl 
y refrendado por las autoridades del Gobierno nacionel'1131

• 

5. Masas de Concertación del Programa de Desarrollo Sostenible del Darlén y nueva 
Comisión lntergubernamental (1996 - 2001 l 

114. A pesar de la aprobación de la Ley No. 24 continuó la Invasión en territorios de la 
Comarca"'· Ello llevó a que, en agosto 1986, miembros del pueblo Kuna de Madungandf 
obstaculizaran la Carretera Panamericana, lo que desencadenó en un enfrentamiento con fa Poticfa 
Nacional, con et resultado de varias personas heridas133

• 

116. En vista da ello, el 8 y 29 de agosto de 1996 se convocó a indfgenas y campesinos 
a reuniones en las Instalaciones del IRHE, en las que se acordó crear una Comislón lnterinstltuctonal 
para verificar los cambios ocurridos a rafz de la llagada de nuevos colonos 134• Una vez obtenidos Jos 
resultados, se llevó a cabo el 16 de diciembre de 1996 una reunión entre el Ministro y Vice Ministro 
de Gobierno y Justicia, la Gobernadora de la Provincia de Panamá, el Alcalde de Chapo y Jos 
representantes de la Comarca Kuna de Madungandr; En dicha oportunidad, se concluyó: 

... oontlnuacfón 
aquf se sigue en dirección Noroeste por todo allfmlte de San Bias y la provincia de Panamá, h-astª al punto No. 2B, ubicado al 
Norte del r!o Espavé o Bunorgandl. De aquf se sigue ·con rumbo Sur franco hasta ts cabecera del rfo Eapavé o Bunorgandl, 
luego por dicho do, ·aguas abajo, recorriendo una distancia, desde la eerranfa, de. 9.9 kl'l)s., para llagar al punto No. 29. De 
este modo, con rumbo Sur 47° Oeste, a una distancia aproximada de 6 kms., se llega al punto No. 30 en el rfo Playlts o 
Dlnnlugandt. Oe este punto, oon rumbo' Sur 82° Oeste, a una distancia aproximnda do 4.1 !(me., se llega al punto No. 31, 
ubicado en el rfo Chulugantl. De aquf se IJigve por dicho río, aguas ebajo, hasta el punta No. 32, ubicado en la 
desembocadura de la quebrada Emlllo o Acueslbudian en el lago Bayano. De este punto S$ $lgue el contorno del lago en 
dlrecci6n a la presa Viejo Pedro1 a una distancia aproximada de 3.7 Kms, hasta llegar al punto No. 33, ubicado en la 
desembocadura de la quebrada F.m!llo o Acuaslbud!an en el lago Bsyano. De este punto en lfnea recta al punto No. 1, que 
sirvió de partida para esta dascripcl6n. 

ISO An~xo 6. Ley No. 24 del 12 de enero de 1996. Anexo 11 de la petlolón Inicial da los petlclonat!os de facha 11 
de mayo de 2000; Anexo de escrito presentado por lo-s petlolonarlos el 19 de enero de 2001; y Anexo 15 da la -comunicación 
del Estado de fecha 29 de juniG da 2001. 

llt Anexo 21. Resumen ejeoutlvo de la Mesa de Concertación da Zona 8ayano del 2 de julio de 1999. Anexo 31 da 
la petición.· lnlclal de los peticionarios de fecha 11 da mayo de 2000. p. 6. 

132 Anexo 21. Resumen ejecutivo de la Mesa de Conoertaclón da Zona Bayano del 2 da julio de 1999. Anexo 31 de 
la petición Inicial de los peticionarlos de iecha 11 de mayo de 2000. p. 5. 

1 <1~ Anexo 36, Nota titulada "Choque armado entre Indios y Po!!claa" Periódico Ctftlca, 7 de agosto de 1996; 
"Dafenderem.os a muerte le Comaroa", la Prensa, 8 de agosto· de 1996; "indfger'ltls denuncian maltrato de pol!cfas y tlrman 
tregua", El Unlvers.al da Panamá, 10 de agosto de 199ft Anexos 47. 48·.y 49 de la petición Inicia! de tos petlclonarlo.s da 
fecha 11 de mayo de 2000, respectivamente. 

134 Anexo 11. Documento Tina! da diagnóstico de la Mesa de Concertación de Zona Sayano del 2 da jul!o de 1999. 
p. 28. Anexo 31 de la petlclón ln!cia! de los petlolonarros de techa 11 de mayo da 2000. 
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Mantener el compromiso de respetar la Ley No. 24 de 1996, al igual que examinar la 
apllcaclón del acuerdo a que se refiere dicha fey en al artfoulo 21 de establecer su 
cumplimiento. 
El Goblerno se comprometió a realizar las d!llgencias y esfuerz.os legales con el fin de qu& las 
personas ldentfflcadas como colonos, que Ilegalmente se encontraban dentro de la comarca, 
fueran desalojadas e\30 de enero de 1997 13~>. 

116. En seguimiento a este acuerdo se realizó une nueva reunión en diciembre de 1997 
en el Concejo Municipal de Chapo. En presencia de distintas entidades estatales ·como Reforma 
Agraria, INRENARE e lRHE· lideres indígenas dieron a conocer la continuidad de la situación 136

, 

117. Frente e la permanencia de la invasión de colonos y el sistemático Incumplimiento 
por parte del Estado de los acuerdos alcanzados, el 13 de junio de 1999, el Congreso General Kuna 
Extraordinario de Madungandl emitió la Resolución N' 1 en la cual se dispone: 

Exigir a las autoridade-s panamef\as el cumplimiento de la Ley 24 de 1996, sujeta a las 
$lgu!entes acciones: ( •.• } 
2. A los colonos · 
a. Desalojo total de los colonos qua se encuentran dentro de la Comarca Kuna de Madugandi 
por el incumplimiento de tos acuerdos pactados entre las autoridades de Madugendl y colonos, 
y sobre todo .la Ley 24 de 12 de enero de 1996. 
b. De1ermlnar la. autorldad de la conegidurfa, alcaldía, gobemao!ón que serán encargada de 
velar por el cumplimiento de Jos acuerdos pactados'37

, 

118. Luego de dicha resolución, se realizó una reunión el 21 de julio de 1999 en la 
Dirección Nacional da Polftlca Indigenista, con la presencie de le Autoridad Nacional del Ambiente, el 
Alcalde de Chapo, la Dirección de Reforma Agraria, la Gobernación de Panamá, entre otras 
entidades. El propósito era "buscar una solución definitiva ante el conflicto de tierra entre la etnia 
lndfgena Kuna de Madungandf los Campesinos emigrantes de las provincias centrales, asentándose 
en las Comunidades de Wacuco, Loma Bonita y Curtr'' 138 • 

119. Posteriormente, el Ministerio da Economfa y Finanzas, a través del "Programa de 
Desarrollo Sostenlble de Darién.., ffnancíado por el Banco Interamericano de Desarrollo, llevó a oabo 
el proyecto de 11Mesas de Concertación de Zona Bayenou139

, En el marco de este programa se 
realizaron reuniones de diálogo con las autoridades del pueblo Kuna y de las comunidades Emberá 
de lpetr y Pirlatf140• De acuerdo a la información aportada por las partas, al 18 de agosto de 1999, 

13~'~ Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de Coooertaolón de Zona Bayano dc\2 de julio de 1999. 
p. 28. Anexo 31 de la petición inicial da los peticionarlos de fecha 11 da mayo de 2000. 

1111~ En particular, Gl entonces Caclque General de la Comarca, José Dller, axpresó qua.: "los problemas se han 
agravado porque los colonos están construyendo casas de concreto dentro de las tle!1"8s de la Comarca, además de afectar la 
producción lndfgana quemando cafetales, cortando Jos plátanos y siembras de árboles frutales, y de otras violaciones a los 
acuerdos suscritos como el uso da medios mecanizados en sus cultivos, { ..• ) destruyendo las cercas de alambre por los lados 
de Wacuco". Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de Concertación de Zona Baya no del 2 de julio de 1999. 
p. 29. Anexo 31 ·de la petición Inicial de los peticionarlos d$ fecha 11 do mayo do 2000. 

137 Anexo 37. Resolución Nr. 1 del Congreso General Kuna Extraordlnarh;> de Madungandl de fecha 13 da junio de 
1999, Anexo E del escrito de observaolones adicionales sobre al fondo de !os petlclonarloa, reolbldo por la CIDH el 18 de 
dlclombre de 2009. 

tsrs Anexo 38, Acta de reunión celebrada el dra 21 de Jul1o de 1999 en la Dirección Nacional de Polftlca Indigenista. 
Anexo del escrito del Estado de fecha 9 de julio de 2001, recibido por la CJDH el 13 de julio de 2001. 

139 Anexo 11. Documento final de dlag~óstlco de la Mesa. de Concertación de Zona Sayano del 2 d& julio de 1999. 
Anexo 31 de la pet!c16n Inicial de los petlclonedos de facha 11 de mDyo de 2000. p. 3. 

140 Anexo 21. Resumen ejecutivo de la Mesa de Concertación de Zona Bayano del 2 de jul!o de 1999. Anexo 31 da 
la petición lnldal de los peticionarlos de fecha 11 de mayo da 2000. 
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se realizó una reunión en la qua participaron las autoridades lndfgenas; dirigentes de los campesinos 
asentados en Loma Bonita, Curti y Waouco; y autoridades gubernamentales. Como resultado da 
dicha reunión, el 19 de agosto de 1999, se firmó un "Acuerdo de Compromisos" en el que se 
estableció lo siguiente: 

1. Que se realice un estudio rápido de tenencia de las tierras y avalúo de las tierras en 
conftlcto. 

2. Este estudio debe ser presentado ante [a Secretarfa de Coordlnaclón lnterinstltucional 
del Programa de Desarrollo Sostenible a través da un equipa Multldlsclptinarlo oon la 
participación de Reforma Agrarla, tácnicos y comisionados de la Comarca Kuna de 
Madugand( y del sector campesino. 

3. Solicitar a la Coord{naclón Técnica, asr como al Banco Interamericano de DesarroUo 
(B!D) la consecuoi6n de tos fondos necesarios para la realización del estudio tenencia! 
de la tierra. · 

4. El estudio tomara <.>omo base los otros estudios reallzados oon anterioridad a la fecha 
y deba hacerse de forma príoritarla. Además, da tomar en consideración a !os censos 
acordados por ambas partes con anterlorldad141

• 

120. Adicionalmente, el 25 de agosto de 1999, el Ministerio da Economra y Finanzas, a 
través del Programa de Desarrollo Sostenible de Darlén, emitió un "Informa Fina\ de Conclusiones y 
Plan de Acclón"142• Como parte de las recomendaciones, se concluyó que: 

A partir de los resultados obtenidos por !a consultorra en el proceso de diagnóstico y 
jerarquizaclón de los conflictos por la tenencia de !a tierra en la cuenca Alta del rfo Bayano, se 
considera fundamental que el Gobierno asuma la responsabilidad que !e corresponde y 
establezca unas reglas y criterios claros para el uso del territorio an esta frágil área. ( ... ) 
Se considera necesarlo entrar a Implementar un Plan de Ordenamiento Terrltorlal en la :zona 
desde una perspectiva holrstloa, prospectlva, democtátlca y particlpativa. {, .• ) 
Por otro lado, se considera fundamental establecer un marco normativo que cobiJe la figura de 
'Tierras Colectivas' para las comunidades indfgenas1 en la que se regule las acciones que se 
deben seguir con estos globos de terrenos que son propiedad de las comunidades Indígenas 
que se enouentran ubicadas por fuera de las Cornaroas ya establecidas, como es el caso de 
los compromisos adquiridos desde 1975, con las comunidades Emberá de !pet{ y P\rlat(143• 

121 • Dicho programa del Ministerio de Economía y Finanzas, recomendó. como plan de 
acción lo siguiente: (!) la demarcación, delimitación y seftallzación del globo de terreno de cada 
comunidad indígena llpetf, Piriatí y Comarca de Madugandf), y el cumplimiento de \os compromisos 
adquiridos en los Acuerdos de Majeclto y Farallón; (1!} con relación al saneamiento de la comunidad 
de lpetí, Impulsar una compra de las mejoras de los colonos; (lill con relación al saneamiento de la 
comunidad de Pirlatí, realizar un estudio por parte de la Reforma Agraria, de Manuel Ppveda y Jasó 
Marra Garcia Gulnteror una inspección ocular y la consulta de recibir una compensación; (iv} la 
emisión por parte de la Dirección de Reforma Agraria de una resolución para reconocer los derechos 
de usufructo colectivo de los Emberá da lpetf y Piriatí, mientras que se Impulsa la ley que reconozca 
los derechos de las Tierras Colectivas; y (v) la realización de un Estudio tenencia! de la tierra 

141 Anexo 20. Informe Fina! de Conclualones y Plan de Acción de la r~esa de Concertación de ln Zona Bayano del 
26 de agosto de 1999. Anexo 32 de la petición Inicial de los petlcionaños de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 20 de la 
comunicación del Estado de foch~ 29 de junio de 2001. 

142 Anexo 20. Informe Final da Conclusiones y Plan de Acción de !a Mesa de Concertao!6n de la Zon~ Bayano del 
2.6 de agosto de 1999. Anexo 32 de la pet!clón ln!ala! de los pet!olonartos de fecha 11 de mayo ele 2000; y Anexo 20 de la 
comunicación det Estado de focha 29 de junio de 2.001. 

143 Anexo 20. Informe Final de Conclusiones y Plan de Acción de la Mesa de Concertación de le Zona 8ayano del 
25 de agosto de 1999. pp. 20~21. Anexo 32 de la petición Inicial da !O$ peticionarios da fecha 11 de mayo da 2000; y 
Anexo 20 de la comunicación del Estado de fecha 29 de jun!o d'i:l 2001. 
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ocupada por las comunidades de Loma Bonita, Curti y Wacuco dentro de la Comarca Kuna de 
Madugandl para tener claridad de la situación f!sica de las tierras144• 

122. Luego del diagnóstico del Programa de Desarrollo Sostenible se creó una nueva 
Comisión lntergubernamental con el objetivo de resolver el conflicto de tierras. En su "Informe y 
Recomendacl6n 11

, presentado al proceso ante la CIDH, se plantearon posibles soluciones, las cuales 
fueron puestas a consideración de! Goblerno NaclonaP45• 

123. La ClDH observa que como resultado de las meses de concertación con los pueblos 
indfgenas se elaboró un plan de acción que recomendaba medidas concretas que resolverran el 
conflicto da tierras, e Igualmente la Comisión lntergubernamental recomendó acciones a tomar para 
solucionar la problemática en las tierras lndlgenas. La medida da la cual tiene conocimiento la CIDH 
es la demarcación ffslca da la Comarca Kuna de Madungandl, por parte de la Comisión Nacional de 
Limites Polftlco-Adm!nistrativo148

, llevada a cabo entre abril y junio de 2000. Al respecto, la 
Comisión observa que esta acción fue realizada ~S~I considerarse una condición para mitigar el 
Impacto de la pavimentación de la carretera del Puente Bayano a Yavlza, obre que formaba parte del 
Programa de Desarrollo Sostenible de Darlén. Asimismo, la Información al alcance de la CIDH Indica 
que el proceso de demarcación fue realizado en coordinación con las autoridades tradicionales y 
miembros de la Comarca 147

, 

124. En suma, para la fecha de presentación de la petición, el 11 de mayo de 2000, 
segulen sin cumplirse en su totalidad los compromisos adquiridos por el Estado de Panamá sobre la 
titulación, demarcación y delimitación de los territorios de las comunidades Emberá del Bayano; se 
encontraba en proceso la demarcación de la Comarca Kuna de Madungafldf, reconocida como tal en 
1996¡ además de la persistencia en ambos casos de ta ocupación de colonos en los territorios 
lndlgenas. Asimismo, a asa fecha, el Estado no habla cumplido los compromisos asumidos con 
relación al pago de las indemllilaciones originadas con la construcción de la hidroeléctrica¡ 
adquiridos a través de los Decretos y los múltiples acuerdos mencionados 148 • 

144 Aoaxo 201nforme Anal da Conoluslones y Plan da Acción da la Mesa da Concertación de la Zona Bayano del 26 
de agosto de 1999. p. 21. Anexo 32 de la pat!olón lnicial da tos peticionarlos da fecha 1 1 de mayo de 2000: y Anexo 20 da 
la comunicación del Estado de fecha 29 de junio da 2001 , 

145 Seg~n señaló af Estado, talas alternativas se resumen del siguiente modo: "Indemnizar a tos colonos y devolver 
las tlorras a los lndfgenas; {pJermut&r las tierras ocupadas por tos colonos; (o qua) se queden los colonos según los términos 
del acuerdo del 31 de enero de 19$6, es decir, que estaban antes de eae fe-cha, y qua debBn sal!r todos los qua entraron 
después", Escrito del Estado da facha 29 de junio da 2.001, reclbtO.o por la CIDH al 2 de ju!lo da 2001. p. 6, Anexo 13. 
Informo y Recomendación de la Comisión lntergubernamental. Anexo 21 ele la Comun\oaclón del Estado de fecha 29 de junio 
da 2001. 

144 La Comisión Nacional de. Umftes Po!ftlco-Adm!nlstrat1vo fue creada por Ley No. 58 del 29 de jul!o da 1998. 
Segtln los artfculos 101 y 102 de dicha ley, la Comisión tlens un catáotel' permanente y está fecultad.a para "asesorar y 
rS'Comendar le solución conveniente y deflnltlva a los oon1Uctos y discrepancias que exlstan entre lfmltes de corregimientos, 
distritos y provlnolas de la República. En cuanto a la demarcación de com¡:;rcae Indígenas, coordinará con la Dlrecclón rle 
Política Indigenista dGI Ministerio de Goblemo y Justicia".· 

147 Anexo 2. Informe Final de la Comisión Nacional de Lfmltas Po!ftlco·Admin!strat!vo sobr~ la Demarcación Ffslca de 
la Comarca Kune d¡¡¡ Madungandf de 2000. Anexo 3 de! escrito de los patlc\onarlo.s del 13 de julio de 2012, recibido por la 
CID~ en la misma fecha 

148 Es por ello que, en dicha fecha, los petlcionorlos afirmaron que: "Durante velnttolnco añoa, los pueblos lndfgenas 
Kuna y Embera hnn Intentado mantener su Integridad cultural al negociar y ra·nagoclar pocif!camente con el gobleri'IO de 
Panamá, con ellln de prevan1r nuevos daños y el creciente riesgo de anlqul!aclón de su cultura, causados por la construcción 
dé la Represa Hidroeléctñca de Bayano. Durante veinticinco al'los, el gobierno panameño ha Ignorado los protestas da los 
Kunas y los Enibera, ha ti!IMgado de su obUgac\6n para oon ellos y, del!baradamanta, ha tratndo sus Intereses y derechos 
como lntr¡¡¡sctmd~ntes. Los Kunas y los Embert~s ahora buscan presentar esta !n}ustlc!a er.te la Com!slónfl, Petlolón into!a! de 
los petlclonarlos de fecha 11 da mayo de 2000. p. 4. 
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6. Búsqueda de un acuerdo de solución amistosa ante la CJOH: La Comisión lndfgena ~ 
Gubernamental (2001-2006) 

125. En mayo de 2000 se presentó la petición ante la CIDH. En su escrito de fecha 12 de 
diciembre de 2001, los peticionarios manifestaron su disposición de alcanzar un acuerdo de solución 
amistosa. A partir de este momento, hasta inicios del año 2007, se desarrolló una fase de solución 
amistosa, con varias Interrupciones en las negociaciones producto de diferencias entre las partes. Al 
inicio de esta etapa, las presuntas vfctimas presentaron la Resolución No. 0028-01 de 24 de 
noviembre de 2001, adoptada por el Congreso General de la Comarca, en la cual daban a conocer 
los puntos més Importantes de sus reclamaclones149• 

126. Con el fin de llevar a cabo la solución amistosa, se estableció una Comisión lndlgena
Gubernamantal con la participación de autoridades tradicionales de los Kuna y Emberá del Bayano, y 
da autoridades del Gobierno nacional, provincial y local. En el marco de esta Comisión, sa dispuso la 
conformación de tres subcomisiones: (l) Subcomisión sobra Tierras y Territorios, 11encargada de 
coordinar el saneamiento de las tierras de la Comarca Kuna da Madungand( y de las tierras 
colectivas de las comunidades de lpet!, Plraltf y Alto Bayano"; (ii) Subcomisión sobre 
Indemnizaciones y Gastos, con !Je! propósito de revisar las indemnizaciones para la Comarca Kuna 
de Madungandf y de cuantificar las nuevas Indemnizaciones a los Kuna y Emberá en forma 
Individual, comarcal y comunitaria"; y {iil) Subcomisión sobre Inversiones Sociales, "encargada de 
determinar el monto de inversiones sociales para la comarca Kuna de Madungandí y las 
coniunidades indígenas como Indemnización colectiva"150, 

127. En esta etapa, el Estado realizó algunas acciones, tales como la circulación de 
cartelas con advertencia para Invasores firmados por el Ministro de Gobierno y Justicia 151 ; la 
capacitación por parte de la Autoridad Nacional de Ambiente a treinta lndfgenas como 

14& En dicha Resolución se dispuso lo slgLi!e:nte: 

Qua Gl GobJemo de Panamá reconozca pllbl!oamente al daño a los darechos humanos de !os pueblos lndfgenas 
Kvnes de Madungandr y los Emberá por la construcción de la H1drce!áctriea de Bayano. 

Quo el Gobierno de Panamá se comprometa a cumplir con los acuerdos de Fa.ra'l!ón y sube/gulentes, tales cornos: 

1. El saneamiento .de las tierras de la Comor.ca Kuna da Madungandl y de las tierras colectivas de las 
comunidades de !pa1(, Pirlatf y Atto Bayano. 

2. La aprobación de urgencla notarla de una ley de tlertas colectivas para las comunidades Emberá, en 
aapaclal !petl, Plrlat( y Alto Bay¡mo. 

3. El pago de las lndemnlzaclones a que tene/l'los dereoho por pérdidas de tierras, bosques, fauna, y 
alteración del ecosistema relacionado a nuestros estUo.s de vida; los cuales deben ser Individual 
comunitarios y comarcales. 

4, 1:1 pago de los gastos de !as comunidades lndfgenas Kunas y Emberá de gestiones para el cumpl!mlento 
de lo.s acuerdos Incluyendo fa demanda. 

6. El pago de gastos, costos y honorarios a nuestros representantes o apcxlerados legales. 

6. El compromiso de rnverslones anuales a favor de las comunidades de la comarca Emberé de Plrlat!, lpatl 
y Alto Bayano. 

Ademá$ de las ottas que consideren los representantes. 

Escrito detEstado da techa 14 de diciembre de 2001, recibido por la CJDH el 19 da dlctembra de 2001. 

150 Escrito de los petictonEtrios d& 16 de enero de 2002, recibido por la CIDH e! 18 de enero da 2002. 

161 Anex<l 39. Nota titulada ''Advertencia", firmada par el Ministro da Gobierno y Justicia. Escrlto del Estado de 
fecha 18 de junio de 2002, reolbldo por la CIDH el 1 de julio de 2002. p. 14. 
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guardabosques152
; y la coordinación entre !a Autoridad Nacional -de Ambiente y autoridades 

lndrgenas para el otorgamiento de permisos de aprovechamiento comunitarios de los bosques en 
beneficios de la Comarca de Madungandi'"· 

128. Entra las acciones realizadas para lograr un acuerdo de solución amistosa, los 
peticionarios encargaron la elaboración del "Informe Técnico Socio-Económico sobre la 
Indemnización a Inversión de la Comarca Kuna de Madungandi y de las Tierras Colectivas Embenl 
Piriatr, lpetf y Maje Cordillera", presentado al Ministerio de Gobierno y Justicia el 12 de mayo de 
2003154• En este Informe se detalla el monto da Indemnizaciones pendientes de pago, que ascendfa 
a $7,824,714.19 (Siete millones, ochocientos veinticuatro mil setecientos catorce y 19/100 dólares 
americanos!. Además, en dicho informe se presentó un diagnóstico sobre las diferentes necesidades 
de la Comarca l<una de Madungandf y las comunidades Emberá del Bayano ""'. 

129. Asimismo, durante esta etapa fue adoptado el Decreto Ejecutivo No. 267 de 2. de 
octubre de 2002, por el cual se extiende el ámbito de aplicación del referido Decreto, 5-A de 23 de 
abril de 1982, cuyo artfculo segundo díspuso158; 

Quedan exceptuadas de la aplicación del presente Decreto, las siguientes tiertas: 
1. la Comarca de Madungandf, 
2. Las tierras oo!ect!vas de la poblar.l6n Emberá de lpetf y Piriatí1 en el Distrito de Chepo, 
Provincia de -Panamá, 
3. Lss tierras declaradas lnadjudicables mediante Decreto de Gabinete Número 123 de 8 de 
mayo de 1969. 

130. El proceso de negociación culminó definitivamente el 19 de agosto de 2006, fecha 
en que las autoridades de los pueblos Kuna y Emberá del Bayano emitieron un comunicado 
manifestando su voluntad de continuar con el trámite de la petición ante la CIDH, en vista de que 
"[e]l gobierno nacional no tiene ninguna Intención de resolver nuestras justes demandas""'. Eata 
decisión fue comunicada a la CIDH por escrito recibido el 19 de enero de 2007168

• 

HIZ Anexo 40. Certlflcaclón de la Autoridad Nacional del Ambiente ARAPE-01v631v02 de 8 da noviembre de 2002. 
Anexo del Escrlto del Est~;~;Qo de fecha 25 de noviembre de 2002, recibido por la CIDH el 2 de diciembre de 2002. 

163 Escrito del Estado de iecha 26 de noviembre de 2002, recibido por fe CIDH el 29 de: noviembre de 2002; y 
escrito de Jos peticionados da fecha 8 de julio de 2003, recibido por la CIDH e! 4 de agosto de 2003. 

164 AnBxo 41. Carta de autoridades de la Comarca Kuna de Madungandl al VIce Mlnlstro de Gobierno y Jw~tlcla por 
IEl cual hacen entrega del Informe Técnico Soclo~Económico sobre la lndamnizao!ón e Inversión da la Comarca Kuna de 
Madungandl y de las Tierras Colectivas Emberli Pi~iat!, !petl y MaJe CordUiora, Escrito de los pet1clonar!os de fecha 8 da julio 
de 2003, recibido por la CIDH el 4 de agosto de 2003. 

166 Anexo 6. Informe Técnico Socto-Econ6mlco sobre fa lndemn!:t:aolón e Inversión de la Comarca Kunn de 
Madungandf y de las Tierras Colectivas Emberá Plrlatf, tpetf y Maja Cordlllera de 2002. Anexo E del escrito de los 
peticionarios da fecha 19 de enero de 2007, recibido por la CIDH en la misma fecha:. 

ISB Anexo 42. Decreto Ejecutivo 267 de 2 de octubre de 2002, "por el oual se extiende el ámbito de aplicación del 
Decreto 15~A de 23 de abril de 1982, para la AdJudloactón, a Título Oneroso, de (as Parcelas Estatales comprendidas en la 
parte del Territorio Nacional que va desde la Quebrada Ca11, hasta la Quebrada Guayabo, en el Corregimiento de Tortr, Distrito 
de Chepo, Provlnc!.a de Panamá'', (G.O, 24,652 de 3 de octubre de 2002). Escrlto del Estado de fecha 3 de octubre de 2011, 
recibido por la CIDH el 4 de octubre de 2.011, 

m Anexo 43. Comunicado de las comunidades lndfgenas da Bayano f~ente a la tuJns"trucción de la hldro$léctr!ca de 
Beyano, da techa 19 de agosto d$ 2006, Anexo del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de los petlclonarlos, 
recibido por la ·CIDH el18 de dlolembre de 2009, 

ltiS EscrHo de !os petlolonarlos de facha 19 de enero de 2007, recibido por la C!OH (In la misma lecha. 
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7. Creación de Comisión de Alto Nivel Presidencial, y establecimiento da procedimiento 
para adjudicación de propiedad colectiva de tierras indfgenas (2007- 2012} 

131. En los años siguientes, la CIDH observa que siguieron sin cumplirse los acuerdos 
adoptados por el Estado. Ante la falta de atención a sus reclamos por parte del gobierno, en octubre 
da 2007, miembros del pueblo indígena Kuna realizaron una protesta pilblica, la cual fue reprimida 
por agentes policiales, con el resultado de varías personas lndlgenas heridas y detenidas"'. 

132. Mediante Decreto Ejecutivo No. 287, del 11 de julio de 2008, se "crea la Comisión 
da Alto Nivel para atender los problemas de los Pueblos lndfgenas de Panamá'""· Según la 
Información al alcance de la CIDH, esta Comisión realizó en mayo de 2008 una gira a las áreas de la 
Comarca Kuna de Madungandf Invadidas por colonos'". Asimismo, dicha Comisión propuso una ley 
marco para la titulación colectiva de la propiedad de los pueblos lndfgenas, la cual fue acogida por el 
Consejo da Gabinete y presentada a la Asamblea legislativa, contenida en el Proyecto de Ley 411. 
El 23 de diciembre de 2008 fue aprobada la propuesta del Gobierno, mediante la ley No. 72 "Qua 
establece el procedimiento especial para la adjudicación de la propiedad colectiva de tierras da los 
pueblos indígenas que ·no están dentro de las' comarcas"182 , la cual fue reglamentada mediante 
Decreto Ejecutivo No. 223 del 7 de julio de 201 O. 

133. De otro lado, el 26 de enero de 2009 el Gobierno promulgó el Decreto Ejecutivo No. 
1, por el cual se modificó el articulo 2 del mencionado Decreto No. 5-A da 23 de abril de 1982, 
relativo a la adjudicación de tierras estatales rurales en el Distrito de Chapo. En lo que respecta a los 
pueblos indígenas del Bayanq, el Decreto Ejecutivo No. 1 estableció: 

Artfculo 2: Queda prohibida la adjudicación, a cualquier tftufo, de las tierras estatales 
comprendidas y descritas: ( ... ) 
e} En las áreas de las Comarcas indfgenas Kuna y Emberá, cuya demarcación está a cargo de 
la Dirección Nacional de Polftlca Indigenista y los dirigentes de esas comunidades. Mientras se 
termina dicha demarcación ffsica, las comunidades de Kuna y Emberá podrán vetar las 
solicitudes de adjudicación de parcelas que penetren en los territorios de esas comarcas1e3 , 

134. Con relación a las Indemnizaciones debidas, en julio de 2009 fue elaborado, a 
solicitud de las autoridades de la Comarca Kuna da Madungandí y del pueblo Emberá del Bayano, el 
"Informe Técnico Socio-Económico sobre la Indemnización e Inversión de la Comárca Kuna de 
Madungandf y de las Tierras Colectivas Emberá Piriati, lpetl y Maje Cordillera"'"· Da acuerdo a la 
Información recogida para la elaboración de esta informe, el monto total da Indemnizaciones por las 

tlUI Anexo 44. Notas de prensa an anexo 2 del,escrlto de fecha 13 de noviembre da 2007, (ecibldo por !e. CIDH en 
la misma feaha. 

160 De: acue(do a información de público conocimiento, como antecedente de esta decisión se encuentra la 
adopción, al2B de abril da 20071 de la Declaración de los Pueblos l!'ldfgenas de Panamá. 

161 Observaciones adicionales sobr.e el tondo presentadas por el Estado mediante escrito del 27 de abrl! de 2.01 O, 
recibidas por la CIDH el 3 de mayo de 2.01 O; y audiencia temática sobre derecho a ia propiedad privada de los pueblos 
Indígenas en Panamá, llevada a cabo en el 133"' perfodo de se8iones, 29 de octubre da 2008. 

l$1: Ley No. 72.~ "que establece e! procedlmlento a~ pecio! para la adjudlcación de la propled1;1d colectiva de tierra da 
los pueblas lndfgenas que no están dentro de las coman:.:aa", publicada en la Gaceta afiela! No. 26193 el 30 de diciembre de 
2006. 

163 Decreto Ejeeutlvo No. 1 de! 26 de enero de 2009, "Por la cual se modifica el artfou!o 2 del Decreto No. SwA de 
23 de abril de 1982". Fuente: Asamblea Nao!onal de Panamá. Laglspan: Base da Datos de la Leglslao!ón de la República de 
Panamá. Dlsponlbls en: http:.J/www.asamblea,gob.p_a!A?PS/LEGISPAN/PDF GACETAS/2000/2009/26238 2009.PDF. 

tíl4 Anexo 23. Informe Técnico Socio-Económico sobra la Indemnización e Inversión de le Comarca Kuna de 
Madungandf y de las Tierras Colectivas Emberá Plr!atl, lpetl y Maje Cord!!lera da jul!o de 2009. Anexo F dol escrito de 
observaclonas adíolonales sobre e! fondo dr:e los pet!c!onar!os, reo!bldo por la ClDH e! 18 de dlclembra de 2009. 
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.pérdidas ocasionadas con la construcción de la hidroeléctrica pendientes de pago ascandfa a 8/. 
9,512.804.30 (Nueva millones quinientos doce mil ochocientos cuatro 30/100 balboas)"'. 

135. Posteriormente, con base en la mencionada Ley No. 72. las comunidades Emberá de 
Plrlatl e lpetl presentaron una solicitud de adjudicación de tierras el 27 de octubre de 2009, la cual 
fue reiterada el 26 de enero de 2011, sin que a la fecha hayan sido resueltas' ... 

136. A raíz de la demora en al reconocimiento de su propiedad colectiva, los pueblos 
lndlgenas Embará y Wounaan, Incluyendo las comunidades Emberá del Alto Bayano, realizaron actos 
de protesta167• Como resultado de ello, el18 de noviembre de 2011, las respectivas autoridades de 
estos pueblos firmaron un "Acuerdo de Acción y Decisión" con representantes de ANATI y del 
Ministerio de Gobierno y Justicia. Según observa la CIDH, mediante dicho acuerdo las autoridades 
estatales se comprometieron a titular las tierras colectivas de las comunidades de los pueblos 
Emberá y Wounan, entre las qua se encontraban las comunidades Emberá de Piriatf e lpetl1". 

137. El 30 de enero de 2012 se produjo una Invasión de colonos de entra 150 y 185 
personas a la comunidad Emberá de Piriatr16•. En consecuencia, miembros del pueblo Emberá del 
Bayano llevaron a cabo actos de protesta y sus autoridades tradicionales denunciaron públicamente 
la continuidad de las Invasiones de colonos en sus territorios y la falta de atención a sus solicitudes 
por parte de las autoridades competentes17o. 

138. En virtud a ello, el 8 de febrero de 2012 el Estado suscribió un nuevo acuerdo 
denominado N Acuerdo de Piriatf Emberé.", en 'el cual se establece la creación de ,una comisión de 
seguimiento a los procesos de titulación colectivas hasta su total adjudicación" y se #reftarfa] a la 
ANATI el compromiso adquirido mediante acuerdo firmado al 18 de noviembre de 2011 a fin da 
tramitar da forme expedita todas las solicitudes de titulaciones colectivas y entregar los primeros 
títulos colectivos a más tardar en el mes de marzo de 2012"171 • Según le Información al alcance de 

ure Anaxo 23. Informe Técnloo Socio-Económico sobre la lnrlemnlzaclón e Inversión de la Comarca Ktma de 
Madungandi y de las Tierras CQ!ectlvas Emberá P!rlstl, !pett y Maje Cordillera da julio d& 2009, Anexo F del escrito de 
observaciones adic-ionales ¡;¡obre el fondo de los peticionarlos, recibido por la CIDH el1 8 de diciembre de 2009. 

1116 Anexo 45. Solicitud de Adjudloaclón de Tierras Culeetlva$ da las cornunldades Plrlatr e lpetf, presentada por el 
Congreso General Emberé dB Alto Bayano con fecha 26 de enero de 2011. Escrito de los patlclonarios del 22 de mayo de 
2012, recibido por la CIDH a! 20 de jVI'llO de 201 2. 

1n Escrito de los petlclon"rios dfll 13 de ¡ullo de 2012, recibido por la ClDH en la misma fecha. 

166 Anexo 46. Acuerdo dR Ac:clón y Decisión~ ANATIJMINGOa/Pueblo dt'l Tierras Colectivas Emberá y Wounaan del 
18 de noviembre de 2011, Esnrl~o de los peticionarlos del 2.2 de mayo de 2012, recibido por la CIDH el 20 de junio de 2012 
y Anexo 6 del escrito de los peticionarlos del13 de julio de 2012, recibido por la CIDH en la rnlsrna fecha. 

169 Bo!lvar Jarlplo Garabato, miembro de dicha comunidad, describe los hechos de .este modo: "2012 este año el 30 
de enaro se Introducen más de 160 personas en nuestra comunidad. fue lmpactante para nuestra comunidad, tuvo que recurrir 
hasta abogado que t10sotros no tenemos para hacer esto, porque si no reoutrlmos en esa forma no podemos dese.tojnr a esta gente 
( .•• }".CIDH, Audleno!a Póbllca de fecha 23 da marzo de 201 2 sobre "Caso 12.364 - l<una de Mandungandl y Embera de 
Bayeno, Panamá", 144° perfodo ordinario de ses!ones. Tastlmonlo de Bolívar Jarlplo Garabato, miembro de la comunidad 
Erriberá de Plrlntr y del Congreso General Emberá del Alto Bayano. Ver audiencia en http:/lwww.oas.org/es/cldhf. AefmlsmCl, 
escrito da tos pattclonsrlos del 22 de mayo de 2012, recibido por la CIDH el 20 de junio de 2012. y ascrlto de los 
peticionarios del13 de lul!o de 2012, recibido por la CIDH en la misma facha. 

11° Comul'llcado del Pueblo Embera Y Wounaan de Panamá, aglutinado en tos Congresos Generales de lB Comarca. 
Embara y Wounaan, Congreso General da Tierra Coteotlva Embera y Wounaan, Congreso Naclonal·del Pueblo Wounaan, el 
Congreso General Embera ·de Alto Bayano, Consejo General Brlbrl, y Congreso General Bugle. 31 de enero de 2012. 
Disponible sn: http:/lwww ,prensalndlgena.org,mxf1g • content/panam%C3%A 1·comun!cado-del-pueblo·embera. Asimismo, 
escrito de los petlclon&rlos del 22 de mayo de 2012, recibido por la CIDH el 20 da junio de 2012. 

rn Anexo 47. Acuerdo de Plr!etf Emberá da\ 8 de febrero de 2012, Escrito de los peticionarlos del 22 de mayo da 
2012, recibido por la CIDH e-l 20 de jun!o.de 2012. 
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la CIDH, a la facha al Estado no ha otorgado la titulación colectiva de las tierras reclamadas por las 
comunidades Plrlatr e lpetr del pueblo Embaré del Bayano. 

139. De otro lado, durante el trámite anta la CIDH, los peticionarios afirmaron 
reiteradamente que el Estado vanra otorgando trtulos da propiedad a personas no lndfganas sobre las 
tierras reclamadas por las referidas comunidades Emberá del Bayano. El Estado, por su parte, no 
rechat:ó tal afirmación ni presentó información que permita controvertirla. Por el contrario, obra en el 
expediente ante la CIDH información que indica que el 26 de enero de 2009 un particular solicitó a 
la Dirección Nacional da Reforma Agraria la adjudicación individual a trtulo oneroso de una porción 
del terreno reivindicado por le comunidad Emberá de Plriatl, ubicado en la localidad de Quebrada 
Cal!, institución que no rechazó tal pedido"'. Frente a ello, el B da septiembre de 2009 autoridades 
de la mencionada comunidad presentaron un escrito de oposición ante ·¡a referida institución, e( cual 
fue remitido al Juzgado Decimoquinto del Circuito de lo Civil del Primer Circuito Judicial. En el 
procaso se presentó un recurso de apelación/ el cual se encuentra en conoc\mlento del Prlmer 
Tribunal Superior173

• 

140. Sumado a lo anterior, la CIDH observa que, mediante diversos actos, el Estado se 
comprometió a la suspensión del reconocimiento y adjudicación de derechos posesorios solicitados 
por terceras personas. Al respecto, destaca que en el referido Acuerdo de Acción y Decisión del 18 
de noviembre de 2011, las autoridades indlgenas requieren "[s]e suspenda el reconocimiento de los 
Derechos Posesorios qua están siendo solicitados por personas indígenas y no~lndfgenas ajenas al 
lugar". En este mismo sentido, en el punto 3, el Administrador General de ANATi manifiesta "[q)ue 
a partir de aste momento suspenderá el reconocimiento y adjudiceción de los derechos posesorios 
dentro de los poligonos que comprendan las tierras colectivas solicitadas por el pueblo a través de 
sus autoridades tradlcionales"114• La CIDH nota también que en el punto tercero del "Acuerdo de 
Piriatí Emberá", del 8 de febrero da 2012, suscrito por autoridades estatales, se se~aia: "Que a 
pesar de las solicitudes de adjudicación da títulos colectivos por parte de las comunidades Emberá y 
Wounaan las tierras consideradas para la titulación se encuentran invadidas por colonos o personas 
no autorizadas aduciendo derechos posesorios emitidos por las autoridades municipales de las 
provincias de Darlén y Panamá"m. En virtud a lo anterior, la ANATI emitió resoluciones pera 
suspender la tramitación de solicitudes de adjudicación de títulos privados en las áreas reclamadas 
por las comunidades Emberé del Bayano 1". En vista de la información a su alcance, le CIDfl da por 
probado al otorgamiento de titulos de propiedad a personas sobre tierras reivindicadas por las 
comunidades Emberá de lpati y Piriati. 

111 Anexo 48. Solicitud presentada ante la D!recolón Naolonal da Rato(ma Agrarla. Escrito de los peticionarlos del 
16 do meyo de 2012, recibido por la CIDH en la misma fecha. 

173 Anexo 49. Oficio No. 824 daf 23 da marzo de 2012, mediante el cual el Juzgado Decimoquinto d&l Circuito de 
lo Civil del Primer Circuito Judicial remita Expediente 2010~5622. Escñto de los petlolonarl<:~s da! 16 de mayo de 2012, 
molbldo por la CIDH en [a rnlema feche. 

1111 Anexo 46. Acuerdo de Acción y Declslón- ANATI/MINGOB/Puablo de Tierras Colectivas ~mberá y Wounaao óel 
18 de noviembre de 2011, Sscrlto de los peticionarlos del 22 de mayo de 2012, recibido por la CIDH al 20 da junio de 2012. 

116 Anexo 47. Acuerdo da P\rletf Emberá del 8 de febrero de 2012. Escrito de los peticionados del 22 de mayo de 
.2012, recibido por la ClDH el 20 de junio da 2012. 

17e Anexo 50. Resolución de ANATJ No. ADM<3~068-2011 dal1 de dlclembre de 2011, artrculo primero; Anexo 51. 
Rosoluolón de ANA TI No. ADMG~001 ~20 12 del 8 de febrero de :2012, artfculo primero; y Anexo 62, Certlflcac!ón emitida por 
la ANA TI del 12 de marzo de 2012. Escrito de los patlclonarlos del 22 de mayo de 201.2., recibido por la ClOH el 20 de junio 
de 2012. 
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D. Accionas administrativas y judiciales llevadas a cabo por Jos pueblos lndlgenas Kuna 
y Emberá para le protección de sus tierras y el pago de la indemnización debida por 
la pérdida de sus territorios anoestrales 

141. A lo largo del proceso de reclamaciones antes descrito, los pueblos indfgenas Kuna 
de Madungandf y Emberá del Bayano dirigieron, a través de sus autoridades tradicionales y/o 
representantes legales, múltlptes comunicaciones a autoridades de nivel nacional, provincial y local; 
asf como también Interpusieron numerosas acciones de carácter administrativo y penal1 con el 
objetivo de ob'tener el reconocimiento legal de sus territorios, lograr el pago de las indemnizaciones 
debidas y alcanzar la protección efectiva de sus territor1os frente a la Invasión de personas no 

. indfgenas y el daño ocasionado por éstos a sus recursos naturales. 

1. Comunicaciones y gestiones ante autoridades ~ nivel nacional, provincial y 1ocal 

142. De acuerdo a la Información aportada por las partes, al menos desda 1990, las 
presuntas vfctimas remitieron una gran cantidad de comunicaciones, cartas y solicitudes a distintas 
autoridades del gobierno, buscando que se hicieran efectivas las promesas de formalizar la 
propiedad colectiva de sus territorios y se retirara a los ocupantes ilegales dentro de sus linderos. 

143. Según consta en el expediente ante la CIDH, con el objetivo de requerir la creación 
. de una comarca para al pueblo Kuna da Madungandl, sus autoridades tradicionales, además de 
realizar múltiples gestionas para firmar Jos acuerdos con el Estado antes sefíalados, enviaron 
numerosas comunicaciones a las más altas autoridades estatales, tales como el Presidente de la 
Repúbllca177, y el Ministro de Gobierno y Justicia"'. 

144. Asimismo, las autoridades de la Comarca Kuna de Madungandf enviaron numerosas 
cartas y comunicaciones exigiendo la protecc-Ión da sus t!erras frente a la ocupación ilegal por parte 
de campesinos. En el expediente ente la CIDH, obran cartas enviadas a la Procuradora General de la 
Admlnlstraclón119, a la Gobernación de la Provincia de Panamá180

, al Alcalde del Distrito de Chepo181
, 

entre otras autoridades estatales ~ 82 • 

177 Anexo 53. Carta del Congreso Reg!ona.IJ<una al Presidente Gulllermo Endara del 11 de junio de 1990 en la que 
requiero el cumpllmlento d~l Decreto 166 y la cre;;o!6n de la Comarca l<une de Madungandf. Anexo E del escrito de 
ob$arvaclunes adicionales sobre el fondo ele los patlclonartos, recibido por la CIDH &1 18 de diciembre da 2009. 

178 ~nexo 54. Carta del Cacique General, Segundo Cacique y Secretario General Kuna al Ministro de Gobernación y 
Justicia del 21 da junio de 1991, mediante la que sa solicita la oreao16n de la Comarca !<:una da Madungandf. Anexo l1 del 
resumen de In Intervención de los peticionarlos durante la audiencia de admisibilidad del 12 de noviembre de 2001 ¡ Anexo 
65. Carta del Cacique General. Segundo Cacique y Secretario General Kuna el Ministro de Gobernación y Justicia del 20 da 
enero de 1992, medlante la que se solicita t>us buenos oficios para solucionar el problema de la Cuenca del Bayano, Anexo 
12 del resumen de la fntarvenolón de los patfolonarios durante la audiencia de admisibilidad de112 de noviembre de 2001; 
Anexo 56. Carta del Congreso General Kuna al Ministro de Gobernación y Justlcla de! 12 de marzo de 1992 solicitando se 
agl!!oen las accionas dirigidas a la protección de fa Comarca. Anexo 13 del resumen de la Intervención de los peticionarlos 
durante la audiencia de admlslb11!dad del 12 de noviembre de 2001. 

17e Anexo 57. Carta del CEALP, en nombre de la Comorcn Madungandf, a la Procuradora General da la 
Administración, solicitando el cumplimiento de la Ley 24 de 1996 y el acuerdo de 16 de diciembre de 1996 suscrito entre el 
Ministro de Gobierno y Justicia y autoridades de le~ Cornatce K una, sin fecha. Anexo 17 del resumen de la Intervención de lo~ 
pet!clont~rlos durante la audiencia de admlslbllldad del 12 de noviembre de: 2001. 

\11(1 Anexo 65. Carta del Congr!'!sO General Kuna de Madungandf a la Gobernadora de la Provlrmla de Panamá del 27 
de abril de 1997 el'\ la que denuncia la ooupac!6n Ilegal de tierras en !a zona de Wacuco. Anexo 18 del resumen de la 
Intervención da los petlo!onar!os durante !a aud!encla de admlslbllldad del 12 de noviembre de 2001. Anexa 69. Carta a la 
Gobernadora de la Provlnola de Panamá por partG de la Comarca Kuna de Madungendf del 13 da febrero de 2003, mediante 
la que Informan que oolonoe que viven dentro de la comunidad en VIejo Pedro, amenazan !l miembros del pueblo lndfgena con 
arm¡¡.s de fuago, por lo que le solicita que aott.le en calidad de Gobernador¡:¡. Anexo D del escrito de observao!ones adlclonalas 
sobre el fondo de los peticionarlos, recibido por la ClDH el 18 de diciembre de 2009; Anexo 60. Carta del Congreso General 
!<una de Madungandf a la Gobemadota ds Panamá det 8 de julio de 2003 so!foltando la sotuc16n de la problemática de la 

Cont!nóa ... 
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145. De Igual modo, la CIDH observa que las autoridades tradicionales de la Comarca 
Kuna de Madungandf enviaron en numerosas ocasiones cartas a la Presidencia de la República 
solicitando se tomen acciones con relación a la invasión de colonos183 y se cumpla con el pago de la 
indemnización por los daños de la construcción de la hidroetéctrica184 . igualmente, obra en el 
expediente prueba de fas numerosas acciones Intentadas ante el Ministerio de Gobierno y Justicia 
para lograr la protección de sus tierras 185

, 

146. A lo anterior, se suman las múltiples gestiones realizadas para la suscripción de los 
acuerdos, resoluciones y decretos mencionados en la sección precedente. Sin embargo,. estos 
acuerdos o compromisos fueron Ignorados reiteradamente por el Estado 1116 

• 

... continuación 
Invasión de colonos. 5xpedlente 212, foflo 39. Anexo da\ escrtto de fos peticionarlos da facha 7 de mayo de 2007, reclbldo 
por la CIDH el 1 O de mayo de 2007. 

181 Anexo 64. Carta de las autoridades de ta comunidad !petrel Aloalde del Distrito de Chepo del 6 de octubre da 
1997 en le que le Informan la Invasión por part~ de colonos en le reglón de CUrtl. Anexo 20 del resumen de le Intervención de 
los peticionarios dur6nte la audiencia de admisibilidad del 12 de noviembre de 2001. 

1Sl Anexo 60. Comunicación a!IAHE, Alcald!a de Chepo, Reforma Agraria y Gobern6ción de la Provincia de Panamá, 
del 19 de julio da 1990. Expe<tlente 2t2, fallos 42·43. Anexo del asorlto da Jos peticionarios da fecha 1 de mayo de 2007, 
recibido pot la CJDH e11 O da mayo de 2007. 

t!'l3 Anexo 63. Comunicación del Congreso Genera! de !e Comarca Kuna de Madungandf a la Presidenta da 1~ 
Repóbllca del 21 da febrero de 2000. Anexo O del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de 1<1s peticionarios, 
reolbldo por la CIDH el 18 de dlciombre de aoca. Anexo 63. Comunicación al asesor pres!denai~l del .28 de septiembre de 
2002 en la que solicitan ta raalizae!ón da un canso para datermlnar la cantidad de oolonos en tierras de la Comarca. Anexa O 
del escrito de obsa!Vaclones adicionales sobre el fondo de los petlc!onar!os, reclbfdo por !a CIDH el '!8 de diciembre de 2009. 
Anexo 63. Comunicación a la Presidenta de la Repi.'Jblloa dal 2 de diciembre da 2002. Anexo D del aacrito de observaciones 
adicionales sobre el fondo da los peticionarlos, recibido por la CJDH al 18 de dlo!embre de 2009. Anexo 63. carta a! 
Presidente de la Repóbllca del t 8 da noviembre de 2004. Anexo O dal escrito de oh!>arvaclonee adicionales sobre al fondo de 
los peticionarlos, reclbldo por la CIDH el 18 de diciembre da 2009. Anexo as. Comunicación de le comunidad Wacuco al 
Presidente da la Reptlbllca del17 de marzo da 2006. Anexo del escr11o del Estado de fecha 16 de junio de 2007, rf.'lclbldo por 
la CIDH el 18 de junio de 2007. 

11'"" Anex.o 63. Comunicación a la Presidenta da la Repúb!lca det 2 de diciembre de 2002. Anexo D de! escrito de 
obsei'Vaciones adicionales sobre et fondo de los peticionarlos, reolbido por la CJOH al 18 de diciembre de 2009. Anexo 63. 
Carta al Presidente de la Rept:lb!lca del 1 S da noviembre da 2004. Anexo D da\ escrito de obaerva.olones adicionales sobra el 
fondo de los peticionarlos, recibido por la CJDH e118 de dk:lambre de 2009. 

18~ Anexo 69. Carta de las autoridades de la Comarca Kuna de Madungandt al Ministro de Gobierno y Justicia del 
13 de febrero de 2003 acusando a varios Individuos da ayudar a los colonos non transaoolones Ilegales para compr<:lr y 
vender tierras de la Comarca. Anexo O del escrito de observaciones adicionales .sobre el fondo de los petlo!onarloa, recibido 
por la ClDH e! 18 de diciembre de 2009, Anexo 60. Carta del Congreso General Kuna de Madungandf al Ministro de Gobierno 
y Justfcla del14 de agosto de 2003 en la que se soUclta que bt1sque solución a la Invasión de colonos. Expedlentl;1 212, follo 
39, Anexo del escrito da tos peticionarios de fecha 1 de mayo de 2007, recibido por la C!DH a110 da mayo de 2007. Anexo 
61. Comunloaclón a la Vlcamlnistra de Gobierno y Justicia del 1 O de enero da 2006. Anexo D del escrito de observaciones 
adicionales sobre el fondo de los peticionarios, recibido por la CIDH e! 18 de diciembre de 2009. 

laa Esto se expresa en la Resoluclón "Por medio de la cual al Congreso General Extraordinario de Madungand! en 
uso da sus tacultades legales aprueba la presentación da la demanda contra el Estado PanameMo ante la Comisión da 
Derechos Humanos, organls:mos da la Or-ganización de Estados Amerl<:anos", de septiembre de 1999, en cuyo con$lderandos 
séptimo y octavo se sefiata: "Que en estos 2.3 años las .autoridades Tradicionales de la Comarca da Madungandl han .realizado 
cientos de r~S~unlones, ssf como acuerdos con tus distintas autorldades gubernamentales nacionales, provtnclales y locales 
pera la solución y respuestas a los problemas de la Comarca da Madttngandl", "Que ha sido una burla sistemática y una 
denegación de justlcra de p~;~rte de las entidades gubernamentales el no cumplimiento de los acuerdos firmados para la 
solución da los problemas da invasión d~ tierras. Además de que la Hidroeléctrica Asoanio Vlllalaz no ha significado beneficio 
alguno a nuestras comunidades sino problemas". Anexo 62. Resolución del Congreso General Kuna 5~traordlnarlo de 
Madungandl de septiembre de 1999. Anexo E del escrito de observaciones adicionales $Obre el fondo da los petlclonar!os, 
recibido por la CIDH el 1a da d!elembra de 2009. 
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147. En suma, la CIDH constata que, mediante sus instituciones representativas, desde 
hace más da cuatro décadas las presuntas v!ctimas han realizado gestiones de distinta fndola ..nte 
autoridades del gobierno nacional, provincial y local, solicitando la compensación por su 
reasentamlento, el reconocimiento legal de sus tierras y la protecclón de las mismas frente a las 
Invasiones de personas no indfgenas. 

2. Proce~lmlentos administrativos seguidos por las presuntas víctimas 

a) Procedimientos administrativos de desalojo de ocupantes Ilegales 

148. De otro lado, en los documentos aportados por ros peticionarios que forman parte 
del expediente ente la CIDH, constan numerosas gestiones de carácter administrativo con el 
propósito de contrarrestar las acciones de los colonos. 

149. En efecto, el 5 de abril de 2002, las autoridades tradicionales de la Comarca Kune de 
Madungandf iniciaron un proceso administrativo de desalojo de ocupantes ilegales ante el Alcalde del 
Distrito de Chepa, con base en el artículo 1409 del Código Judicial de Panamá187• Ante la falta de 
respuesta luego de transcurrido cerca de un año desde la presentación de la solicitud, el 17 de 
febrero de 2003 las autoridades de la Comarca Kuna de Madungandf dieron inicio a un proceso 
administrativo de desalojo ante la Gobernadora de la Provincia de Panamá'"'. En el marco de dicho 
proceso, el 7 de marzo de 2003 los representantas de la Comarca Kuna de Madungand! presentaron 
un escrito reiterando el inicio del procedimiento 189 y el 12 de marzo da 2003 aporta'ron al proceso la 
certificación emitida por la Dirección Nacional da Polftlce Indigenista que acreditaba la 
representatlvldad de les autoridades de la Comarca Kuna de Madungand! que Iniciaron el proceso de 
desalojo 190• 

150. De acuerdo a la información que obra en el expediente ante la CIDH, el primer acto 
que realizó la Gobernadora de la Provincia de Panam~. fue dictar la Resolución del 6 de junio de 
2003, ordenando la corrección de la demanda de desalojo con el !In de Incluir la información relativa 
a loe Caciques Generales de la Cornarce Kuna de Madungandl181

• Dicho requerimiento fue 
contestado por los solicitantes e los pocos dlas, por escrito del 26 da junio de 2003192• 

151. Posteriormente, las autoridades de la Comarca informaron acerca de nuevas 
Invasiones en les zonas de Wacuco y Tort! Abajo'" y presentaron une solicitud de Impulso procesal 
requiriendo se ordene a les autoridades correspondientes proteger le propiedad de la Comarca !<una 

161 Anexo 63. Anexo D del escrito de observaciones adicionales sobre el 'fondo de los peticionarlos, raclb!do por la 
CIDH el18 da diciembre de' 2009. 

11111 Anexo 63. Anexo D d&l escrito de obseNac!ones adicionales sobre e! fondo de los peticionarlos, recibido por la 
CIDH el 18 da diciembre de 2009. 

,es Anexo 63. Anexo del escrito de los peticionarios de feoha a de julio de 2003, recibido por la CIDH el 4 de 
agosto de 2003¡ y anexo D del aacrito de observaciones adicionales sobre el fondo de los peticionarlos, recibido por la CIDH 
el18 de diCiembre de 2009. 

1110 Anexo 63. Anexo D de! escrito de observaciones adicionales sobra el fondo de !os petlcionai-!os, recibido por le: 
CJOH el18 de diciembre de 2009, 

un Anexo 63. An.exo O del escrito de observaciones adlolonalf~¡;¡ ¡;;obre el iondo de los peticionarlos, recibido por la 
CIDH el18 de dlclarnbre de 2009. 

1112 Anexo 63, Anexo del escrito da Jos peticionarlos de- f&eha S de Julio de 2003, recibido poi' ta CIDH el 4 da 
agosto de 2003; y anexo D del escrito da observaciones adicionales sobro el fondo de los pGtlclomnlos, recibido por la CIDH 
el 1 8 de diciembre de 2009, 

t&:~ Anexo 63. Anexo D del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de los peticionarlos, recibido por la 
C!DH e11 8 de dlolambra de 2009. 
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de Madungandf. Igualmente, en dicho escrito se solicitó la remisión a la justicia penal al Secretario 
General de la Federación da Trabajadores Agrfcolas, quien estarfa promoviendo la invasión de nuevas 
tierras y repartiendo volantes que instlgaban a la Invasión de la ComarcaH14

• 

152. El 1 O de marzo da 2004, tras un afio de presentada la solicitud de desalojo, la 
Gobernación envió le nota consultiva N' 033-04 a la Procuradurfa ·de la Administración requiriendo 
su opinión legal sobre la competencia de la Gobernación para conocer la solicitud presentada"'· 
Mediante nota C-N' 73 del 31 de marzo da 2004, la Procuraduría de la Administración respondió a 
la consulta realizada, concluyendo que la competencia correspondía e la Presidencia de la República 
por ser el máximo jefe de Pollera de la nación"'. 

153. En vista de ello, mediante resolución de agosto de 2004, la Gobernación de la 
Provincia da Panamá se declaró como no competente y ordenó el archivo del expedienta, 
considerando que correspondfa su remisión a la Presidencfa de la República. Sin embargo, tras cinco 
meses de emitida esta decisión, :el expediente no habfa sido remitido a la Presidencia197• Por tal 
motivo, el 24 de enero de 2005, las autoridades tradicionales de la Comarca Kuna de Madungendí 
presentaron la solicitud de desalojo .de ocupantes ilegales ante le Presidencia de la República'"· 

1 
154. Según la información aportada por las partes, el Presidente refirió el asunto al 

Ministerio de Gobierno y Justicia, lo que generó que el 16 de febrero de 20015, las autoridades de la 
Comarca Kuna presentaran una carta rechazando esta decisión, dado que el asunto había sido 
puesto a conocimiento de esta autor!dad anteriormente, sin que logre darle solución a! problema. 
Posteriormente, mediante nota presentada a la Presidencia el 31 de OC'tubre de 2006, las 
autoridades de la Comarca solicitaron información sobre el estado del procedimiento y las accionas 
realizadas, comunicación que no obtuvo respuesta según la lnformación at alcance de la CIDH 199• 

155. Posteriormente, con al fin de n·ombrar una autoridad administrativa para la Comarca, 
el 4 de junio de 2008 se adicionaron, a través del Decreto Ejecutivo No. 247, los artfculos 66a y 
66b al artfculo 66 del Decreto Ejecutivo No. 228 de 1998, Carta Orgánica da la Comarca de 
Madungandl"'0• El Decreto Ejecutivo No. 24 7 dispuso lo siguiente: 

154 Anexo 63. Anexo O del esc:rlto de observaciones adiclonalas sobre el fondo de los. petlclonar!oa, raclbldo por 1~ 
ClDH e118 de dlclambra de 2009. 

195 Anexo 63. Escrito de Interposición de proceso administrativo presentado ante el Presidente de la Repúbllcf::1 d¡¡:¡ 
Panamá, el 24 da enero de 2001.;;. Anexo D del escrito de observaciones adicionales sobre el fondo de los pet!c1ono.rios, 
recibido por la CIDH al 18 de diciembre da 2009. 

156 Anexo 60. Expedierrte 212, folios 44 a 64. Anexo del ascrh:o da los peticionarlos de iecha 7 da mayo de 2007, 
recibido por ta CIDH el 1 O da mayo de 2007, 

t97 Anexo 63. Escrito de lnterposlclón de proceso administrativo presentado ante al Prasldenta de la República de 
Panamá, el 24 de enero de 2.006. Anexo D del escrito óe obaervac!ones adlolonafes sobre el fondo de los patlcfonarios, 
recibido por la CIDH el 18 de diciembre de 2009. 

198 Anexo 63. Anexo O del escrito de observaclones adicionales sobre el fondo de Jos patlclonarlos, recibido por la 
CIOH s!18 de diciembre de 2009, 

199 Anexo 66. Comunicación al Presidente de la Rep(lbl!co del 15 da febrero de 2006. Anexo E del escrito de 
observaciones adicionales sobre el fondo de los peticionarios, recibido por la. CfDH el 18 da diciembre de 2009. Anexo 67, 
Comunicación al Prealdente de la Repóblica del 26 da octubre de 2006, presentada el 31 de octubre de 2006. 'Escrito da tos 
peticionarlos del 16 de mayo de 2012, recibido por la ClbH en la misma fecha; y escrito de Jos peticionarlos d9l 13 de julio 
de 2012, recibido por la C!DK en la misma fecha. 

rot~ Anexo 68. Anexo B del esorlto de los peticionarlos da facha 25 de mayo da 2011, roclb!da por la ClDH el31 ·da 
mayo de 2011; y escrito del Estado de fecha 3 de octubre da 2011, recibido por la CIDH el 4 de octubre da 2011. 
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Artfculo 1. Se adiciona el Artfou\o 66a a! Decreto Ejecutivo 228 de 3 de diciembre de 199S, 
asr: 

Artfou!o 66a. La adrninlstraolón de justicia adm!nlatrativa de policfa, dentro de la división 
polftioa espeolal de la Comarca t<una de Madungandf, estará a cargo de un Corregidor da 
Pollera, el eual deberá cumpllr los requisitos que· establece la Ley para el ejercicio de dicho 
cargo y tendrá las funciones y atribuciones que establece la Ley para loa Corregidores de 
Pollc(a, y contará con la colaboración de la Pollera Nacional cuando ésta sea requerida, Las 
decisiones del Corregidor de PoUcra serán apelables ante el Ministro de Gobierno y Justicia, 

Artfculo 2. Se adiciona el Art(culo 66b al Decreto EJecutivo 2.28 da 3 de diciembre de 1998, 
asf: 

Artrculo 66b. E! Corregidor de Policfa de la Comarca Kuha de Madungandf será nombrado por 
el Presidente de la República, conjuntamente oon al Ministro de Gobierno y Justicia. La sede 
de la Corragldurfa será en ta cabecera de la Comarca y los gastos de funcionamiento serén 
cargados al presupuesto del Ministerio de Gobierno y Justicia. 

166. Después de la emisión de esta norma fua nombrado un Corregidor para la Comarca 
Kuna de Madungandf, quien ejerció funciones, entre el 2008 y el 2009'0'. Según la Información 
aportada por las partas, en el 2008 se presentaron dos acciones de desalojo ante esta autoridad y el. 
23 de marzo da 2009 la Corporación de Abogados lndfgenas presentó, an nombre de la Comarca 
Kuna de Madungandr, una acción admlnlstrat1va de j'protecclón de tierras" en contra de las personas 
que se encontraban invadiendo áreas de (a Comarca~2• Los peticionarlos y et Estado coincidieron en 
que esta autoridad realizó algunas acoJones de desalojo con relación a la invasión de cotonos203

• Este 
corregidor fue removido en el año 2009 y en octubre de 2011 tue nombrada una nueva persona en 
el cargo204• 

im Consta en el expediente ant~ la CIDH qua, al 29 da ju\lo de 2008, el Direootor Nacional de PoUtlca Indígena envió 
al Ministro da Goblemo y JU$tlcla una comunloaclón solicitando "sea presentada { ... ~.la terMa de candidatos {l oouper el cargo 
de Corregidor de la Comarca Kuna de Madungandl", Anexo 69, Anexo del escrito de solicitantes en prooedlmlanto de 
medidas cautelares de fecha 14 de ju11\o de 2010, reo!bldo por ls CIDH el 14 de junio de 2011. 

102 Anexo 70. Acción admlrt!strat!va de protección de tierras, presentada el 2.3 de marzo do. 2009. Anexo del 
escrito de aollc1tantes an prooedlmlento de medidas cautelares da fecha 14 de junio da 2010, teclbldo por la ClDH el 14 de 
junio de 2011. 

203 Los petlolonar!oa afinnaron que ''durante su gestión se realizaron algunos desalojos" [Escrito de los pet!clonarlos 
de116 de meyo de 2012, recibido por Ja CIDH en le misma fecha], y qoo "se presentaron dO$ acciones de desalojo una en.el 
área de Tortl Abajo v otra en Wacuoo, ambas en el at1o 2008. ·Con esas acolones se desalojaron algunes personas, no la 
mayorfa, y eso pudo controlar' la entrada de más colonos (ocupantes Ilegales), Al terminar el plazo de prlmer corregidor, se 
reiniciaron las invesloMs" [Esorlto de Jos petlolonartos del13 de }ullo de 2.012, recibido por la CIDH en la miema fecha]. Por 
su parte, el Est-ado sei'ia!ó que el Corregidor "ha Impedido la lnvas!ón mnslva de los campesinos proveniente de Tortl, 
Margarita dé Chapo, Chlman y Provincias centrales entre otros" (Escrito del Estado da fecha 14 de mayo de 2012, reclbldo 
pnr la CIDH en la misma fecha]. 

204 En ~scrito presentado el 14 de- Junlo de 2011, Jos peticionarlos sef'ialan 'que, luego de su remoción, na se ha 
nombrado un Corregidor para la Comaroa. (Esorlto de so!lohantes en procedimiento de medidas cautelares de fecha 14 de 
junio de 2010, reolbldo por la ClDH el14 de junio de 2011]. Posteriormente, en escrito del 12 de octubre da 2011, loa 
peticionarlos reiteran qua aún no se ha real\z:ado el nombramiento del Corregidor [Escrito de loa peticionarlos de facha 25 da 
mayo de 2011, reclbldá por la CIDH el 31 da mayo de 2011. p. 4. ]. Tales hechos no fu0ron negados por el Estado sino que, 
por el contrario, en &acr\to presentado al 27 de SOPtlembre da 2011, señaló que fue nombrado un corregidor pota el periodo 
2008 a 2009, y que a dicha fecha, .por d!a.tlntos motlvos, no habfa s!do nombrado un nuevo Corregidor para la Comarca Kuna 
de MadungaMdl [Escrito del Estado de fecha 26 de. septiembre de 2011, recibido por la CIDH el 27 de septiembre de 2011; y 
esctlto del Estado de fecha 3 de octubre de 2011, reCibido por la CIDH el 4 de octubre de 2011]. Según afirmó el Estado 
postedormente, &1 20 de octubre da 2011 fue nombrada una persona an el cargo de Corregidor. (E.ecrlto del Estado de fecha 
17 de e:eptlembre da 2012, reclbldo e! 24 de septiembre de 20121. 
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157. De acuerdo a la información aportada por las partes, los peticionarlos presentaron 
ante el nuevo corregidor al menos dos sol\c[tudes de lanzamlento~05 • En virtud a e!lo, se !levaron a 
cabo giras de campo en enero de 2012 en diferentes sectores de la Comarca, diligencias en las 
cuales se constató ta presencia de colonos; asf como también se reaHzaron audiencias 
administrativas en diciembre de 2011 y enero da 201220

'. La Información obrante en al expediente 
Indica que se alcanzó un acuerdo con los colonos para desalojar las tierras Invadidas, a más tardar el 
31 de marzo de 2012. Ante la falta de cumplimiento de la fecha pactads, mediante Resolución No. 
5 de 2 de abril de 2012, el Corregidor ordenó "el lanzamiento por intruso de las persones que 
ocupan ilegalmente tierras comarcales en el sector de Lago, Rro Piragua, Río Seco, Rro Bote, 
Wecuco, Tortf y otras de la Comarca Kuna de Madungandf'1, contra la cual los colonos presentaron 
un recurso de apelación, admitido al 31 de mayo de 2012; y remitido al Ministerio de Gobierno, de 
conformidad con el articulo 1 del Decreto Ejecutivo No. 247. Mediante Resolución No. 197-R-63 de 
22 de agosto de 2012, dicho Ministerio resolvió "lmlantener, en todas sus partes, le Resolución No. 
5 de 2 de abril de 2012 [ ... ]"207 • Según lo afirmado por el Estado en su último escrito ante la CIDH, 
actualmente se vendrfa ejecutando et desalojo con base en esta decisión. 

b) Procesos administrativos por dafio ecológico seguidos ante la Autoridad Nacional del 
Ambiento 

158. De acuerdo a la Información aportada por las partes, las presuntas vlctimas llevaron 
a cabo procedimientos ente le Autoridad Nacional del Ambiente (en adelante, "ANAM"), en vista de 
los daños ecológicos producidos por tas actividades de colonos en diferentes zonas ubicadas dentro 
de sus territorios. 

169. En concreto, a Inicios de enero de 2007, miembros de la Comarca Kuna de 
Madungandl denunciaron a la Administración Regional de Panamá Este de la ANAM la realización de 
actividades de socuela dentro de su terrltorlo'08

• La ANAM raallzó una visita de inspección el 30 de 
enero de 2007, en la que constató !os hechos denunciados, según consta en el Informe de 
Inspección No. 006-2007200• En vista de ello, concluyó la violación de la Ley No. 1, del 3 de febrero 
de 1994, "por !a cual se establece la legislación forestal en la República de Panamá, y·se dictan 
otras disposiciones" (en adelante, "Ley Forestal"). Por Providencia No. ARAPE-ALR-008-2007 del 8 
de febrero da 2007, la Administración Regional de Panamá Este de la ANAM admitió !a denuncia 
presentada por loa miembros de la Comarca Kuna de Madungandl y dio Inicio a una investigación 
administrativa. Mediante Resolución ARAPE-AGICH-030-2007, del 21 de mayo de 2007, se 
consideró a las personas encontradas en la visita de Inspección, como responsables de socue!a de 
bosque sin autorización, por lo que se les sancionó al pago da una suma de 8/. 600.00 (Quinientas 
balboas), e pegar entre cuatro personas de modo solidarlo"'· Sin embargo, la C!DH no fue 

zar; Escrito de los peticionarios del 16 de mayo de :2012, reolbldo por la CIDH en la misma fecha; y escrito de los 
peticionarlos de113 de julio de 2012, recibido por la CIDH en 16 mlsma fecha. 

:toa Anexo 71. Anexo 13 del escrito de los petlclonarlos del13 de julio dG 2012, recibido por !a CIDH en la misma. 
fecha; y e.nexo 4 del eacrito del Estado de fecha 17 de Mptlembre da 2012, recibido por la CIDH el 2.4 de septiembre de 
2012. 

207 Anexo 72. Resolución No. 5 da 2 de abril do 2012 emitida por el Corregidor Especial de la Comarca Kuna da 
Madungand!. Anexo 4 del escrito del Estado de facha 17 de .septiembre da 2012, recibido por la CIDH el 24 de septiembre de 
2012; y Anexo 73. Resolución No. 197~R~63 de 2Z de agosto de 2012 emitida por el Mlnlsterlo de Gobierno. Anexo 1 del 
esortto del Estado de fecha 17 de septlárobre da 2012, recibido por la ClDH el 2.4 de septiembre da 2012. 

108 Anexo 74. Comunloactón del Alcalde de Chepo a la Ministra de G:oblamo y Justicia de 8 da anero da 2007. 
Anexo del Escrito del Estado da fe<:ha del 1 5 de junio de 2007, recibido por la ClDH el 18 de junto de 2007, 

20t Anexo 76, Informe de Inspección No. 006~2007 emitido por !a Autorldad Nacional del Ambiente el 30 da onero 
de 2007. Anexo del Escrito del Estado de fecha 15 de junio de 2.007, recibido por la CIDH el 18 de jur.lo de 2007. 

210 Dicha aancl6n se dio en base ~ le Ley 1, del 3 de febrero de 1994, "por la cual se establece la legislación 
forestal en la República de Panamá, y se dictan otras dlspo.s!ciones" y a le Resolución de Junta Directiva No. 05~98 del 22 de 
enero de 1998. En particular, al artfculo 108, numeral 21 da asta Resolución, establece que: ucuando le talo o destrucción de 

Contln(le ... 
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Informada qua dicha sanción se haya hecho efectiva. Por el contrario, seglln lo afirmado por los 
peticionarios y no controvertido por e! Estado, ésta no habrra sido ejeoutada211

• 

160. Posteriormente, la Corporación de Abogados lnd!genas Interpuso una denuncia ante 
la ANAM por tala Ilegal en el área de la Playlta, Playa Chuzo, en la Comarca Kuna de Madungandf. 
La ANAM realizó una visita el 14 y 15 de marzo de 2007, en la que observó tres áreas da bosque 
secundario taladas con una superficie aproximada de tres hectáreas, por lo que concluyó en el 
Informe Técnico No. 18 que ea habla violado el articulo 80 de la Ley Forestal y se recomendó 
reforzar la fiscalización por parte de la ANAM y la Policfa"'. No obra en el expediente prueba sobre 
la aplicación de una sanción frente a la mencionada trasgresión de la Ley Forestal. Por el contrario, 
ante al requerimiento de Información al respecto efectuado por la CIDH, los peticionarios afirmaron 
que: 11Por más que requerimos a la Anam información no nos suministro si ellos sancionaron a los 
señores lrlneo, lván y Arnulfo Batista y Pascual Abrego (sic)" y "en cuanto al informe técnico no se 
nos provee información sobre el mtsmo"213 • 

e) Procedimientos administrativos para la adjudicación de la propiedad colectiva 

161. Los Emberé del Bayano realizaron una serie de gestiones a lo largo de los a1\os, 
particularmente ante la Presid.encia de la República, con el fin de obtener el reconocimiento de la 
propiedad colectiva sobre sus tierras. Ciertamente, en los documentos aportados por las partes que 
forman parte del expedientE> ante la CIDH consta que, con el propósito de obtener el reconocimiento 
legal de sus tierras, las comunidades Emberá .de lpetr y Pirletí presentaron el 13 de junio de 1995 
una solicitud da demarcación y titulación de tierras colectivas ante el Consejo de Gabinete del 
Presidente de la República de Panamá. Dicha solicitud fue presentada al amparo del articulo 12 del 
Código Agrario, el cual disponfa que: "Para las adjudicaciones o traspasos qua excedan de 500 
hectáreas será necesaria la aprobación del Consejo de Gabinete""'· 

162. En respuesta a esta petición, el Director de Asesorfa Legal de la Presidencia emitió la 
Nota No. 159-95-LEG del 2 de agosto de 1·995, mediante la cual, haciendo referencia al articulo 
123 de la Constitución -artrculo 127 da la constitución vigente· exigió el cumplimiento de 
determinados requisitos, no expresamente oontenldos en esta norma215

, En virtud de. e!lo, Aresio 

••• contlnunclón 
lo& recursos forestales Impida evaluar el volumen de madera y/o el número de árboles afectados, sa aplicará una sanción 
mfnlma de ... para bosque secundario jóvenes (rastrojo) ... (6/,1,000.00). Cuando la Infracción consista en la destrucción del 
sotobosque las multes corresponderán al 60% da las cifras anterloras ... ". Anexo 76, Resolución ARAPE- AGICH~030·2007 
emltlda por la ANAM el 21 de mayo da 2007. Escrito del Estado de fecha 17 de julio de 2007.1 recibido por la CIDH el14· de 
agosto de :2:007 • 

.m EscrltD da los petlclonarlos d-e:! 13 da julio da 2012, recibido por la CJDH en la misma fecha. 

:H.t Anetxo 77. Informe Téonlco No. 18 emitido por le Autoridad Nacional del Ambiente. AMxo del Escrito del Estado 
<le fecha 15 de Junio de 2007, recibido por la CIDH el 1 S de Junto de 2007. 

213 Escrito de los peticionarlos del 16 de mayo de 2012, recibido por la CtPH l;)n la misma feche. 

~14 Anexo 78, Solicitud de demarcación y tltulacl6n de tierras colectivas de fecha 13 dé Junio de 1995. Anexo 28 
de la petición inicial da los peticionarlos da facha 11 de mayo de 2000. 

2111 En concreto, sa sefle.la que la sollcltud debe cumplir con Jos siguientes requiSiltoa (!) tramltao!ón atinente a 
mensura de extensión suporficíerle a tll'i dé lograrla expresión oartográflca; rm trámites, formalidades y demás requisitos de
los tftulos da propiedad que otorga administrativamente la Oh·acción de Reforma Agro:rta la que debe dictar la Resolución da 
Adjudicación .si lo estima pertinente; UU} cantidad de miembros reubicados de !a Comunidad lpetl - Emberá sobre todo su 
pobleclOn productiva y {lv) certiflcaol6n del salior Bonarge Pachaco como cacique de la comunidad Jpeti·Embará. Anexo 
96.Nota No, 159-96-lEG del 2 de agosto da 1995 ernltlda por el Director de Asesoría Legal de la Presidencia. Anexo 27 de la 
petlc16n lnfc!al de los pet!clonarlos da fecha 11 de mayo da 2000. 
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Valiente, miembro del Programa lndfgena de CEALP, solicitó una cita para tratar dicho asunto, pero 
no obtuvo respuesta, seglln la información al alcance de la CIPH218

, 

163. Pe acuerdo a información aportada por las partas, el 27 de enero de 1999 se 
presentó a la Presidencia de la República una nueva solicitud de reconocimiento de las tierras de !a 
comunidad Emberá de lpetf, a nombra de la "Organización de Unidad y Desarrollo de lpetf· Emberá", 
asociación que cuenta con personerfa jurfdica otorgada par el Ministerio de Gobierno y Justicia 
mediante Resolución No. 118-PJ-35217 • En la misma facha, fue presentada una solicitud de 
reconocimiento de las tierras de la comunidad Emberá de Plrlatr, ante el Consejo de Gabinete da la 
Presidencia de la Repdbllca. Mediante este requer[miento se solicitó la titulación a nombre de la 
"Asociación para el Desarrollo de la Comunidad de Plrlatr- Emberé Alto del Bayano", organización 
representativa de la comunidad de Piriatl con peraoner[a )urfdlca otorgada por el Ministerio de 
Gobierno y Justicia mediante Resolución No. 583-PJ-256"'. No consta en el expediente ante la 
CIDH respuesta a ninguna de estas dos solicitudes. 

164. Como se mencionó, el 23 de diciembre de 2008 fue aprobada la Ley No. 72 "Que 
establece el procedimiento especial para la adjudicación de la propiedad colectiva de tierras de los 
pueblos Indígenas que no están dentro de las comarcasll219

• De acuerdo a su artículo 4, la autoridad 
competente pare llevar a cabo el mencionado procedimiento era la Diracción Nacional de Reforma 
Agraria del Ministerio de Desarrollo Agropecuarlo220

, 

165. En basa a dicha normativa, los representantes de las comunidades Indígenas Emberá 
de lpetí y Plrlatr presentaron, el 27 de octubre de 2009, una solicitud de adjudicación de tierras ante 
la Dirección Nacional de Reforma Agraria, mediante la qua requirieron la titulación colectiva de 
3,191 hectáreas a nombre de la comunfdad lpetl y de 3,754 a nombre de la comunidad Plrlat12

". En 
la oportunidad, se soHcitó también que "de acuerdo al artrculo 111 del Código Agrario y bajo la 
figura de previo especial pronunciamiento se ordene la suspensión en cualquier estado da toda 
solicitud o trámite da tftulos de propiedad o certificación de supuestos derechos posesorios sobra las 
tierras o cualquier solicitud administrativa que pretenda obtener tftulo de propiedad sobre dichas 
tierras" 222

• 

%1& Anexo 79. Corta del 8 da septiembre de 1996. Anexo 28 Qa la petición Inicial de los P$tlolonartos da fecha 11 
de mayo <le 2000. 

m SagOn se afirma en dicha comunlcación, se acompaM como sustento da! raquarlmlento {1) prueba de P9rsonerfa 
jurfdlca da le Organlt.aclón de unidad y Desarrollo de la Comunidod ·da lpeti-Emberá, (11} censo de la población y (Ul) plano 
levantado por personas con autorl7.aclón para este tipo de trebaJo técnico. Anexo 60. Carta del 27 de enero d¡;¡ 1999 envleda 
por Maroe!lno Jaén, en nombre de la comunidad lpetl - Embera. Anexo 29 de la petición lnlcial de los petlclonatlos de fecho 
11 de m(lyo de 2000. 

2111 Como sustento de dicha solicitud, se presentó _U) prueba de personarra jurldlcB de la Organización de unidad y 
Desl'!rroUo de la Comunidad de lpetl·Emberá, {U) censo da la población y {ii1) plano levantado por personas con autorización 
para este tipo de trabaJo técnico, Anexo 80, Carta del 27 dG enero de 1999 enviada por MarcsUno Jaén, en nombre de la 
comunidad Plrlatl- Embera. Anexo 30 de la petición lnlc!el de los petlo!onar!os de feoha 11 de mayo de 2000, 

2UI Ley No. 72, "que establece $1 procedimiento especial para la adjudicación cie la propiedad colectiva de tierra de 
los pueblos indfgenas qvo no están dentro de lea comarcas", reglamentada mediante Decreto Ejecutivo No. 223 del 7 de jullo 
de 2010. 

220 Ley No. 72, artfculo 4. 

22' Anexo 81. Pro<.:eso de so!lcltud de adjudicación gratuita de la propiedad colectiva de tlerras otorgadas en 
compensación a las comunidades de !petf y Plrlatf por su desplazamiento para la construcción de la. Represa def Bayano. 
Anexo del tll:scrfto de loa patlclonatlos del 16 de mayo de 2012, recibido por la CIDH en la misma fecha. 

222 Anexo 81. Proceso de solicitud de adjudicación gratulta de la propiedad colectiva da tierras otorgadas en 
compensación a lae comunidades de lpetf y Pldatf por su desplazamiento para !a construcclón de la Represa de! Bayano. 
Anexo del QSQrlto da los peticionarlos del 16 de mayo de 2012, roclbldo por la CIDH en la misma ·feoha. 
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166. El 8 de octubre de 201 O se adoptó la Ley No. 59 por la cual se dispone que la 
Dirección Nacional de Reforma Agraria sea sustituida en sus competencias por la ANA TI'"· El 26 de 
enero cte 2011 el Cacique General del Congreso General Emberá de Alto Beyano reiteró ante la 
ANA Tila solicitud de adjudicación de tierras a favor de las comunidades Emberá de Piriatf e lpetf"'· 

167. En el proceso de titulación se realizó, en agosto de 2011, una gira de campo por 
parta del Ministerio de Gobierno, la Dirección Nacional da Gobiernos Locales, la Comisión Nacional 
sobre Umite Polftico Administrativos, la Dirección Nacional de Polftica lndfgena, y las autoridades 
tradicionales de las comunidades Emberá de Piriatf e lpetf226

• De acuerdo a la Información al alcance 
de la CIDH, a la fecha este procedimiento de titulación no ha concluido, sino que ha sido necesario, 
como se hizo referencia anteriormente, la suscripción de dos nuevos acuerdo$226

• 

3. Procesos penales seguidos por la invasión de campesinos y delitos contra el 
ambienta 

168. Asimlsmo1 las presuntas vrctimas iniciaron acciones penales en contra de colonos 
por delitos ecológicos e Invasión a sus territorios. En los docun'lentos aportados por las partes que 
forn'lan parte del expediente ante la CIDH constan cinco denuncias penales en contra de colonos por 
diferentes delitos, algunas de las cuales fueron acumuladas. 

a) Denuncia por delito de asociación ilícita para delinquir~ usurpación, daño a la 
propiedad, enriquecimiento mclto, delito ecológico y otros seguido ante la Quinta 
Fiscalía de Circuito 

169. El 20 de diciembre de 2006 la Corporación de Abogados indfgenas de Panamá 
prasentó, en nombra da los Caciques Generalas da la Comarca Kuna de Madungandf, una querella 
panal ante la Procuradora General da la Nacional en contra de 127 persones, por el delito de 
asociación ilícita pera delinquir, usurpación~ daño a la propledad, enriquecimiento llfolto, delito 
ecológico y los demás que resultan da la ocupación Hegel sobre las tierras de la Comarca. Mediante 
dicha querella se denunció también a los Corregidores de El Llano y Tortf, al Alcalde da Chapo, al 

223 Ley No. 69, de S de octubre de 201 O, ...,ley que crea la Autoridad Nacional de Administración de Tierras, unifica 
las competencias de la Direcclón General de Catastro, la Dirección Nacional de Reforma Agraria, e! Programa Nacional de 
Adrnln!straclón de Tierras, y e! Instituto Goográflco Nacional Tommy Guatdla". 

:t:t4 Anexo 46. Sol!cltud de Adjudicación de Tierras Coleetlvas de !as comunidades Plrlatf e lpetf, presentada por el 
Congreso General Emberá de Alto Bayano con fecha 26 de enero da 2011 . Escrito de los peticionarlos del 22. do mayo de 
2012, recibido por !a CIDH al 20 de junlo de 2012 y Anexo 4 del escrito de los peticionarlos del 13 de julio do 2012, rec!bldo 
por le CIDH en la misma fecha. 

225 Anexo 1 O. Informe técnico "Glra de campo para le revlstón de la propuesta de Tierras Colectivas en la provtnc!a 
da Darlén, Dlstrlto da Cheplgana, corraglmlentos de Santa Fe y la Provincia de Penamá, Distrito de Chapo, corregimiento da 
Tortr; sagOn ley 72 de 23 de diciembre .de 2008" e Informe tacn!co "Gira de campo para In revisión del ante proyecto y 
aprobación de tierras colectivas a nlve! nacional segtJn ley 72". Anexo Escrito del Estado da fecha 3 da octubre de 2011 1 

reoibldo por la C!OH el4 de octubre de 2011, 

126 En el escrito del Estado presentado al14 de mayo de 2012, afirma que:"[ ... ] la feoha de·antrega de los Tftuloa 
de Propiedad Colectivas de Jos Terrltortos de lpetf Embera, Plrlatl Emberá y Maje Emberá Drua [se acordó] para dfa 17 de 
mayo de 2012[ ... ]. Además, la Autoridad Nacional de llenas emitirá una certlflcaclón sobre Jos territorios lndfganas de Plrlatl, 
!petl y Maje·Emberam que están en proceso de adjudloaoión[ ... )". Escrito del Estado do fecha 14 de mayo da 2012, raolbldo 
por la CIDH en la. misma fecha. En su último escrito ante la CtDH. el Estado afirmó que se encuentra en "trtimlte de 
adjudicación" una solicitud presentada el 13 de cgosto de 2012 por las outorldades del pueblo Emberá del Bayano &nte la 
ANAT!, 1'sag~n acuerdo entre el Estado y la Autoridad Tradicional de esta reglón", Escrito del Estado de fecha 17 de 
septiembre de 2012, recibido el 24 de septiembre da 2012. Igualmente, de acuerdo a lo Informado por Jos peticionarlos en su 
escrito del 20 da Junio da 2012, no se han realizado las adjud!cactonas solicitadas. En particular, seflalnron que: "hasta la 
feche no se ha entregado ningún título coleotívo, no se. han desalojados los colonos nl se le ha dado protección a los 
territorios lndlgenas <le Darlén ni mucho menos a los Emberá de Alto Bayano [sic)". Escrito de los petlclonarlon dG! 2.2 de 
mayo de 2012, recibido por la C!DH el 20 dG Junio de 2012. 
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Gobernador da la Provincia de Panamá y al Presidente de la República por delito de abuso de 
autoridad e infracción de los deberes de los servidores púbficos 22

'. 

170. Por resolución del 29 de enero de 2007 la Procuraduría General da la Nación dispuso 
remitir la Investigación a la Fiscalía de Circuito del Primer Circuito de Panamá'"· Mediante resolución 
del 13 de febrero de 2007 la Fiscalla Decimoquinta del Primar Circuito da Panamá se avocó al 
conocimiento de la denuncia y declaró abierta le investigación"'. El 28 de febrero de 2007 la 
Fiscalía Decimoquinta remitió la Investigación a la Fiscalfa Especializada en Medio Ambienta, por 
razón da aspacialldad230

• El 14 de marzo da 2007 la Fiscalía Quinta da Circuito, especializada en 
medio ambiente, se avocó al conocimiento del sumario en averiguación 231 • El Estado en respuesta a 
la solicitud hecha por la Comisión sobre esta investigación informó qua "la Procuraduría General de 
la Nación, Informó que no se ha ubicado [esta] querelle penal[ ... ]"232 • 

b) Proceso penal por delitos contra el amblente seguido ante la Undécima FTscaUa del 
Primer Circuito Judicial 

171. El 16 de enero de 2007 los Caciques Generales de la Comarca Kuna de Madungandí 
presentaron una denuncia por delito contra el ambiente ante la Unidad Especializada del Delito 
contra el Ambiente de la Pollera Técnica Judicial, la misma que recibió al ndmero 002-07. Ésta se 
basó en el articulo 394 de la Ley No. 5 del 28 da enero de 2005, el cual sanciona con prisión de 2 a 
4 a~os y con 50 a 150 dfas-multa, a "[q]ulen Infringiendo las normas de protección del ambiente 
establecidas destruya, extraiga, contamine o degrade los recursos naturales, causando efectos 
adversos, directos o indirectos, Irreversibles". Concretamente, denunciaron que personas 
desconocidas se encontraban devastando áreas boscosas da la Comarca Kuna de Madungandf, en 
especial las áreas de Lonia Bonita, Curtí, Wacuco y Tortf Abajo. Se identificó en la denuncia a las 
dos personas qua llderarran el movimiento da campesinos hacia el territorio de la Comarca"''· 

172. El 23 de enero de 2007 el JS'fe de la Unidad de Delitos contra al Ambiente cursó 
diligencias para determinar la identidad de los presuntos responsables, requerimientos respondidos el 
25 da enero de 2007234• Igualmente, al 23 de enero de 2007 envió una solicitud de información a la 
ANAM, a fin de determinar si la Comarca era parta de la Cuenca Hidrográfica del Bayano, entidad 

u' Como antecedentes de esta denuncia se menciona la falta de respuesta en el ámbito administrativo, dado que 
para el 20 de dtolembre de 2006 no sa había admitido o raoha~ado la demanda presentada al Presidente da la República el 24 
de enero de 2006. Anexo 60. Expediente 2121 folios 1 a 1 O. Anexo del escrito de tos peticionarlos de fecha 7 de mayo da 
2007, reolbldo por la CIDH el10 de mayo de 2007. 

:us Anexo 60. Resolución de la ?roouradurra General de le Nación del 29 de enero de 2007. Expediente 212, fallos 
74 y 75. Anexo del escrito de los petlclonatlos d¡;¡ facha 7 de mayo de 2007, rec1bldo por la CIDH el 1 O da mayo da 2007. 

~za Anexo 80. Expedienta 212, follo 77. Anexo del escrito de tos petlclon.arlos da facha 7 de mayo de 2007, 
reolbldo Por la CIOH el 1 O de mayo de 2007, 

1130 Anexo 60. Expediente 2'12, folios 78 y 79. Anexo da! escrito de los petlolonarlos de fecha 7 ·de mayo de 2007, 
rectbldo por la CJDH e11 O de mayo de 2007. 

:m La Oltlma acción de la que CIDH tiene conocimiento es que el 9 de abril de 2007 el Fiscal Undécimo del Ckculto 
se comunicó con la Fi.sceHa Quinta del Pric'ner Circuito Judlolal para Informar que ante su despacho mantiene una denuncia 
realizada Por los Caciquea Generales de la Comarca Kuna da Madungandi por dtversoa delitos. En su última comun!caclón 
Héctor Huertas afirmó que se habla IJCumulado can el proces-o penal descrito a cont!nut~clón.) Anexo X. Expediente 212, follo 
81. Anexo del escrito ·de los peticionarías da fecha 7 de mayo da 2:007, recibido por la CIDH el1 O de mayo de 2007. 

2:n Escrito del Estado de fecha 17 de septiembre de 2012, recibido el 24 de septiembre de 2012. 
233 Anexo 82. Expediente 0118, tol!os 1 a 2. Anexo del aacrlto de los peticionarlos de fecha 7 de mayo de 2007, 

raclbldo por la CIDH el10 de mayo de 2007. 

234 Anexo 82, Expediente 0118, folios 12.· 14 y 17 a 26, Anexo del escrito de los peticionarios de fecha 7 de mayo 
da 2007, recibido por la CIDH el10 de mayo de 2007. 
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que respondió afirmativamente"'· Mediante resolución del 25 de enero de 2007, el Jefe de la 
Unidad de Delitos contra el Ambiente dio Inicio a la instrucción sumarial correspondiente"'· 

173. Luego de tomar declaración de ampliación al primer y segundo cacique de la 
Comarca Kuna de Madungandl, por resolución de facha 30 de enero da 2007 se dispuso remitir lo 
actuado a la Fiscalla Especializada de Delitos Ambientales, por considerar que el conocimiento de la 
denuncia correspondla a los Jueces de Circuito, conforme al articulo 169 del Código Judicial. La 
denuncia fue remitida en la misma fecha"'· 

174. Paralelamente, el 1 de febrero de 2007, la Corporación de Abogados lndfgenas de 
Panamá, en representación del Congreso Kuna de Madungandf, presenló ante el Fiscal Undécimo de 
Circuito de Panamá una querella penal por delito contra el ambiente, en contra de tres personas238

• 

El 2 de febrero de 2007 se dispuso la asignación a la Fiscal! a Undécima del Primer Circuito Judicial 
de Panamá de la instrucción seguida en el marco de la mencionada denuncia 002-07239• Por ello, el 
28 de febrero de 2007, la Flscalfa Undécima admitió como querellante el Cacique General de la 
Comarca y el 24 de abril de 2007 incorporó a tres personas como querellados"0 • De acuerdo a la 
Información aportada por las pertas, el 22 de agosto de 2007 y 7 de de setiembre de 2007 dicha 
Fiscalfa realizó inspecciones .oculares"'. Según la prueba ante la CIDH, el 29 de mayo de 2008, la 
Flscalfa Undécima emitió Vista Fiscal No. 151 en la cual concluyó que: 

[ ... ) pe;se a las dlferentes evaluaciones téontcas realizadas por !os peritos de la Autoridad 
Nacional del Ambienta, no se puede sellalar a los Iquerelladoa1. como responsables de esta 
hecho, ya que los peritos han dejado de manifiesto que estas' devastaciones han ocurrido 1 O a 
15 aíios aproxlmad!;l;mente por lo que no puede responsabilizar a nadie a pesar que a los 
mismo{s] se le halla encontrado en el sector de Curte abajo e Igualmente se deJó de manifiesto 
que em este lugar no hubo afectación ambiental y en el área donde se encontró algt:in grado de 
afectación ambiental playlta Playa Yuso y VIejo Pedro no existe elemento probatorio alguna 
que determine 1a responsabilidad de los querel!ados(s!c1242• 

2n Anexo 82. Expediente 011 S, follo 16. Anexo dei escrito da los peticionarios de facha 7 de mayo de 2007, 
recibido por la CIDH el 1 O de mayo de 2007. 

2311 Anexo 82, E.xpadlente 0118, follo 30. Anaxn del escrito de los pat!clonarios de fecha 7 d& mayo de 2007, 
recibido por In C!DH el 1 O de mayo de 2007, 

n'l Anexo 82. Expediente 011 S, follo 44 y 46. Anexo de! escrito d~ los peticionarios de fecha 7 de mayo de 2007, 
recibido parla C!DH el10 de mayo de 2007. · 

23e Anexo 8.2. Expediente 0118, foHos 49 a 50. Anexo del escrito dé los pétlclonerlos de fecha 7 de mayo de 2007, 
recibido por la ClDH el 1 O de r'flayo de 2007, 

230 An!))CO 82, Expediente 0118, follo 47. Al'l9xo del escrlto de loa peticionarlos de facha 7 de mayo de 2007, 
recibido por lo C!DH el 1 O de mayo de 2007, 

240 An&xo 92. Expadlonte 011 S, foUos 67~68 y 86, Anexo del ascrlto de !os peticionarlos de fecha 7 de mayo da 
2007, recibido por la ClDH el 10 de mayo de 2007. 

241 La prlmera de alfas se realizó en el sector de VIeJo Pedro, Correglmientc del Llano; en la Comunidad d€1 l.oma 
Bonita, Distrito de Chapo: y en el COTr(1:gimtento de Tortr, Plstrlto de Chepa. [Anexo X. Transcripción da Dlllgencia da 
Inspección Ocular realizada por la F!scalfa Undécima de Circuito del Primer Circuito Judicial de Panamá del 28 de ~etlembre 
da .2007, follo 464-466. Escrito da los patlclonarlos d& fecha 13 de noviembre de 2007, recibida por la CIDH en la misma 
fecha]. La segunda se realfz.ó en los aectores de Playa Chuz:o, Tortf Abajo, Cuttf y Wecuco. [Anexo X. Transcripción de 
D11!gencla de Inspección Ocular realizada por la Flscalfa Undécima de Circuito del Primer Circuito Judicial de P.;!namá del17 de 
setiembre de 2007, folios 461~462.. Escrito da los peticionarlos de fecha 13 de noviembre de 2007, reclblde por la CIDH en 
la misma fecha]. 

~~t Anexo 85. VIsta Pisca! No. 151 del 29 de mayo de 2008 emltlda por la Flscal!a Undécima de Circuito del P¡lmer 
Clroulto Judicial de Panamá. AnexQ 3 del escrlto del Estado de fecha 17 de septiembre de. 2012, reolbldo el 24 de septiembre 
de 2012. 
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175. Por lo anterior, dicha Fiscalfa solicitó al Juzgado Segundo de Circuito del Primer 
Circuito Judicial de la Provincia de Panam~ ordene el sobreseimiento provisional de la investigación. 

e) Proceso penal ante Fiscalfa Quinta Especializada del Primer Circuito de Panamá 

176. El 30 de enero de 2007 Héctor Huertas, abogado de las presuntas vfctlmas, 
denunció ante la Policia Técnica Judicial del Distrito de Chapo que ese mismo die se encontraba 
haciendo un recorrido por la Comarca con personat de ANAM, cuando sorprendieron en la zona de 
Tortl Abajo a cuatro personas talando árboles indiscriminadamente. La denuncie recibió la 
Identificación CHE-029-2007243

• El mismo 30 de enero de 2007 estas personas fueron detenidas de 
modo preventivo por funcionarios de la Pollera de Tortr y al dfa siguiente fueron puestas a 
disposición de la Policfa Tócnlca Judicial244• 

177. Luego de realizar una serie de diligencias'"", el 31 de enero de 2007, la Palie fa 
Técnica Judicial de Chapo remitió lo actuada a la Parsonerfa Municipal da Chapo, agencia da 
instrucción del Ministerio Público, indicando que los sindicados se mantenfan aprehendldos246 • La 
Personera Municipal tomó declaraciones a las personas detenidas y mediante resolución del 1 de 
febrero de 2007 dispuso la aplicación de medidas de comparecencia en lugar de la detención 
prevantiva247• El 12 de febrero de 2007 la Personera Municipal de Chepa dispuso que, por falta da 
competencia, sea remitido el sumario a la Agencia del Ministerio Pób\lco correspondlente248, 

asignándose a la Fisca!ra Quinta Especializada del Primer Circuito de Panamá mediante resolución del 
23 da febrero de 2007249 • Según información proporcionada por las partes, la Fiscalla Quinta llevó a 
cabo diligencias entre marzo y abril de 2007'". 

24' Anexo 86. Expediente 258, tonos 1 a 6. Anexo del escrito de los peticionarlos de fecha 7 da mayo da 2007, 
recibido por la CIDH el10 de mayo ds 2007. 

2~" Anexo 86. Expediente 268, fo!los 14 a 32. Anexo del escrlto da toa peticionarios de techa 7 de meYa de 2007, 
recfbldo porta CIDH al10 de mayo de 2007. 

240 Anexo 86. Declaract6n de Emesto CastlUo Castillo, administrador regional dal ANAM. Expediente 258, folios a a 
12. Anexo del escrito de los peticionarlos de fecha 7 de mayo de 2007, recibido por la CIDH el10 de mayo de 2007, Anexo 
S6. Declsreción de Miguel Bonilla, sargento de la' zona de Po/lefa de Chapo que detuvo a las cuatros personas. Expediente 
268, folios 33 a :34. Anexo del saorlt<1 de los petlcfonarlos da fecha 7 de mayo de 2007, reclbldo por la CtDH al 1 O de mayo 
de 2007. A~xo 86, Solicitud a la Dirección Rl;lglonal del ANAM del Jnfor.me completo y las vistas fotográficas del lugar 
donde sa encontraron las zoouelas en el sector Torti Abajo. Expediente 268, 1oUo 14· y 36. Anexo del escrito de los 
peticionarlos de fecha 7 de mayo de 2007, recibido por la CJDH el 10 da mayo da 2007. Anexo 86. Solicitud de 
ldentlfioaolón de los presuntos responsables al Departamento de ldent!1Joaclón Judicial. Ex.pedtente 258, follo 35. Anexo del 
escrito da I<Js peticionarlos de fecha 7 de mayo Qe 2007, recibido por la ClDH el10 de mayo dfl2007. Anexo as. Dlllgenola 
en el sector de Tortl Abajo, junto con funcionarios de la ANAM, Expediente 258, fallos 64 ~ 86. Anexo del escrito de los 
peticionarlos de fecha 7 de:;:, mayo de 2007, recibido por !a ClDH e110 de mayo de 2007. 

24S Anexo 86. Expediente 268, folios 68 ··es. Anexo del escrito de los pettclonarlos de f(l;cha 7 de mayo de 2007, 
recibida por la CIDH al 1 O de mayo de 2007. 

247 Anexo 86. Expediente 268, folios 76 - 87 y 88 ~ 91, Anexo del eecrlto da los peticionarlos de fecha 7 da mayo 
de 2007.- recibido por lll CIDH al 10 de mayo de 2007. 

248 Anexo 86. Expediente 268, folio 124. Anexo del escrito de !os peticionarlos da facha 7 de mayo de 2007, 
recibido por la CIDH e.l 1 O de mayo de 2007, 

2AS Anexo 86. Expedienta 258, fol!o 126. Anexo del escrito de !os peticionarlos de techa 7 de mayo da 2007, 
recibido por le CIDH e! 1 O de mayo da 2007. 

250 En el expediente constan solicitud de lnformadón a !a Dirección Nacional de Po!lt!ca lnd!genlsta del Ministerio de 
Gobierno y Justicia, follo 139; solicitudes de informl'lclón a la Administradora General de la Autoridad Naolona! de! Ambienta, 
follo 161~163¡ toma de declaraciones a testigos, folios 164~169; diligencia de trabajo socia! a! domlcll!o da las personas 
procesadas, folios 174 a 219. Anexo 66. Anexo dal escrito de los peticionarlos de fecha 7 de mayo de 2007, raclbldo por la 
CIDH Ell 1 O de mayo de 2007, 
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178. La Información al alcance de la CIDH indica que, mediante Vista Fiscal No. 140 del 
29 de julio de 2007, dicho agente Instructor recomendó al juez de la causa, Juzgado Décimo de 
Circuito de lo Penal del Primer Circuito Judicial de la Provincia de Panamá, se dicte auto de 
sobreseimiento provisional. De acuerdo a la informacf6n aportada por las partes, el 27 de diciembre 
da 2007, el titular de dicho Juzgado dictó al sobreseimiento provisional No. 436-07, con base en el 
artrculo 2208, inciso 1 del Código Judiclal2" 

252
• 

d) Proceso penal ante la Sub-Dirección de Investigación Judicial de la Agencia de 
Chapo 

179. El 16 de agosto de 2011 Tito Jiménez, sahila administrativo da la comunidad de 
Tabardl, presentó une denuncia por delito contra el patrimonio ante le Sub-Dirección de 
investigación Judicial, Agencia de Chapo. La denuncia, Identificada con el mlmero AID-FAR-CHE-
298-11, refiera la invasión y tala de madera en las comunidades Kuna de Tabardl, lkandi y Pintupu, 
en un área estimada de 400 hectáreas"'· De acuerdo a le información al alcance de la CIDH, Tito 
Jiménez rindió posteriormente declaración y presentó una ampliación de la denuncia ante nuevas 
invasiones en el sector de Tabardl 254• La autoridad a cargo del proceso realizó dos inspacclones a 
las zonas materia de la denuncia, en agosto y septiembre de 2011 255 • 

180. El 26 de septiembre de 2011 el expediente fue remitido a la Personerfa Municipal de 
Chepo255 , ante la cual Tito Jiménez presentó una nueva ampliación de la denuncia o\ 17 de octubre 
de 2011 257• Segtln la Información al alcance de la CIDH, este proceso sigue en trámite, sin qua se 
hayan esclarecido los hechos denunciados y sancionado, en su caso, a los responsables258 , 

.E. Impacto de le Hidroeléctrica del llayano y la Carretera Panamericana en los pueblos 
indfgenas Kuna de Madungandr y Emberá de Bey ano. y en sus miembros 

181. Como ha dado por probado la CIDH en párrafos precedentes, la construcción de la 
represa significó la Inundación y consacúanta destrucción del territorio qua habitaron ancastraimenta 
los pueblos Kuna y Emberá del Bayano, y de cuyo ecosistema depandfan para su supervivencia ffslca 

261 Artrculp 2208, Inciso 11 del Código Judicial.- ''Será provisional el sobreseimiento: 1. Cuando los medios de 
justificación, acumulados en el proceso, no sean suficientes para comprobar el hecho punible[ ... ]", 

252 Anexo t37. ,Juzgado Décimo de Circuito de lo f'lenal del Primer ·Circuito Judicial de. la Provincia de Panamá. 
Sobrea:elmlf:l:nto provlslona.l No. 436·07 de 27 de dlo!embra de 2007. Escrito de los peticionarlos del 22 de mayo de 2012, 
recibido por la CIDH al 20 de junio de 2012. 

usEn particular, se denunció a ''un grupo da personas quo ingresaron a la Comarca. Kunn da Madungandl y en la 
cual se han establecido, hwadldo y dañado cuatrocientas hectáreas aproximadamente y que han derribado gran cantidad de 
árboles maderables, espectflcamente ESPAVE, de Igual forma han quemado y talado gran cantidad de Recursos Naturales, y 
da Igual forma se encuentran residiendo en el lugar", Anaxo 88. DenuMla del 16 de agosto de 2011 presentada por Tito 
Jlménez ante la Sub~Dlreoolón de lnvestlgaolón Judicial, Agencia de Chapo. Anexo del t~scrlto de solicitantes en 
proo@dfmlento de medldas cautelares de fecha 12 de octubre de 201 1, reolbldo en la misma fecha. 

lG4 Anooco 89. Proceso segui<kl ante denuncia A10..FAR..CHE~29S-11, folios 8-9 y 22-24, Anexo 16 del escrito de 
los peticionarlos del 13 de julio de 2012, recibido por la CIOH en la mlsma fecha, 

25
' Anexo 89. Proceso seguido ante denuncia AID·fAR·CHE~298~11, folios 11·12 y 29·31. Anexo 16 del escrito de 

los petlclonariM del13 da julio da 2012, f$Cibido por la CIDH en !a misma fecha, 

2611 Ant,;~xo 89, Proceso ·seguido ente denuncia A!D~FAR-CHE·298~t 1, follo 37. Anexo 16 del escrito da los 
peticionarlos del13 de julio de 2012, recibido por \a CIDH en la misma fecha. 

:t&? Aosxo 89. Proceso seguldo tinte denuncia AID-FAR·CHE~29B·11, folios 46-48. Anexo 16 del escrito de los 
peticionarlos del 13 de julio de 2012, recibido por la CIDH en la ml.sma fecha. 

:asa Al respecto, el Estado afirmó en su último escrito ante !a CIDH que "(e)n estos momentos, segón lnformacf6n de 
la Personerft~ Municipal, sa va a .eol!cltar la reapertura da dloha lnveatlgaolón toda vez que se cuenta oon nuevas pruebas qua 
asf lo sustentan", Escrito del Estado de fecha 17 de septiembre de 2012, recibido el24 de .septiembre de 2012, 
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y espiritual, lo cual representó por sr mismo un grave impacto en el modo de vida tradicional de las 
presuntas víctimas"'. Este hecho es descrito por un miembro de la comunidad Emberé del siguiente 
modo: 

( .. ) [Y]o sufrí un cambio brusco como nlf'\o también en ese momento y sé que toda mi fam!Ua 
sufrieron lo mismo en ese momento cuando venfan !a represa subiendo, Inundando las casas, con 
mis propios ojos lo v!, fuimos la últlma famma e11 abandonar ese lugar. Desde ese entonces estaba 
esperando al otro tado del rfo para trasladamos al lugar donde fuimos reubicados primero, cuando 
llegamos a ese lugar, nuestra comunidad estuvo enferma, que Jamás me voy a olvidar, y ml 
comunidad se enfermó se volvieron loco, mi familia salfa huyendo a la calle, a \aa montai'\as, son 
cosas que nos queda ( ••• ) hasta los niños, como que se volvieron !oco1 quizás por el mismo 
impacto que s4frlmos nosotros. Quizás no ten(amos como vivir con nuestra naturaleza { ••• ) 
(sic)2ao. 

182. L..a construcción de la hidroeléc1;rica supuso además el Incremento de enfermedades 
en las comunidades indígenas, generadas principalmente por la descomposición de la vegetación 
cubierta a causa de la creación del lago artificial261

• Según la información aportada, "e! lago también 
es responsable de la proliferación de malaria por medio de mosquitos transmisores y otras moscas 
que causan piquetes en el área, un problema de salud Importante para los pueblos lndfgenaa'262• Al 
respecto, obra en el expediente ante la CIPH un Informe epidemiológico, realizado el 12 de mayo de 
2009 en comunidades de la Comarca Kuna de Madungandf, en el que se constata la presencia de 
"enfermedades parasitarias de origen hídrleo" tales como "la malaria ( ... ), la fiebre amarilla, [y) la 
!elshmaniasism plasmodium vivax263• Igualmente, en un informe médico realizado a partir, de una 

visita a tres comunidades de la Comarca Kuna el 1 O de mayo de 2009 se constató que, entre las 
patologfas más frecuentes, se encuentran les da tipo respiratorio, gastrointestinales y 
dermetológloas26*. 

:m& Al respecto, los pGtlclonarios sef\alan: "La Inundación de sus tierras ancestrales ya no permite a cualquier tribu 
continuar su marwra de vida tradicional, y les previene pasar su conoclml<mto cultural a generaciones futuras. Por estos 
grupos da !ndfgenaa, sitios religiosos y cu!turala$ son unidos con las tierras ya Inundadas debaJo del lago Bayano que no 
pueden ser sustituidos~<. t:scr1to de observaciones adicionales sobre el fondo de loa patlelonarlos, recibido por la CIDH el 18 
de diciembre de 2009. p. 23, 

.aeo C!PH, Audiencia Pljb!lca de fecha 23 de marzo da 2012 sobre "Caso 12.364- Kuna da Mandungandl y embere 
de Boya.no, Panamá", 144° periodo ordinario ele sesiones. Testimonio de Bolfv~r Jarlplo Garabato, miembro de la comunidad 
Emberá de Plrlatl y del Congreso General Emberil del Atto Beyano. en similar sentido, el CaclqtJe General de la Comarca Kuna 
de Madungandl saf'ta!O sobre este hecho que: "'{ ... f sentf el sentimiento de la Invasión del Bayano y además ( ••• ) me siento 
muy triste por illtlmamento y además que yo ( ... } vlvf, sentf el dolor con este embalse del rfo Sayeno { ... ) ha perdido sltlos 
sagrados, oementerlos, entre otros y falta de valores culturares" CIDH, Audiencia P1.'ibl!ca da fecha 23 de marzo da 2012 
sobra "Caso 12.364- Kuna de Mandungandi y embera de Bayano, r'anamá", 14411 p$rlodo ordlnarlo da l'Jasfones. Tea1lmonlo 
de Manuel Pérez, Cacique General del Congreso General de la Comarca Kuna de Madungandf. Ver audlancla en 
http:/lwww .oas.orgtes/ cldh/ 

2'61 Petición Inicial da los petlclonarlos da fecha 11 de mayo de 2000. pp. 3·4. Anexo 17. Declaración jurada da los 
caclques Kunas. Anexo 17 da la petición Inicial de los petlclonarfos de fecha 11 de mayo de 2000. p. 26; y escrito de los 
peticionarlos de techa 21 de septiembre de 2001, reclbldo por la ClDH e! 24 de septiembre da 2001. pp. 7~8. 

2s2. Anexo 17. Declaración jurada de las caciques Kunas. Anex.o 17 de la petición inicial de los peticionarlos de 
fecha 11 de mayo de 2000. p. 26; ye Escrlto de los peticionarios de fecho:t :2.1 de septiembre de 2001 1 recibido por !a CIDH el 
24 de septiembre de 2001. pp. 7-8. 

2M Anexo 90. Informe epidemiológico rea!lzado el 12 de mayo de 200$. Anexo F-3 del escrito de observaciones 
adiciOnales sobre Gl fondo de tos pat!cionurios, recibido por la C!DH e118 de d!olembre do 2009. 

m Anexo 90. lhforme médico realizado al 1 O da mayo de 2009. Anexa F-3 del escrito de observaciones adicionales 
eobn;~ el fondo da los petlclonarios1 recibido por [a CIDH el 18 de diciembre de 2009. Igualmente, seg6n Información aportada 
por las presuntas vfctlmas, "En la actualidad después de más da 30 años fas enfermedades de la pfe!1 granos, malaria tlabre, 
·tos, entre otras ha seguido y solo se h.a construido un puesto da salud en dos comunidades, las giras médicas es esporádica 
y solo van por per de horas ( ... )(sic)". Anexo 23. Informe Técnico Soclo-Económlco sobre la !ndemnlzacfón e tnverslón de la 
Comarca Kuna de Medungandf y de laa Tierras Colectivas Emberá P.irintl, lpeti y Maja Cordillera de Julio de 2009. Anexo F del 
escrito de observaciones adlcione!ea sobre el fondo de los patíclone~rlos, recibido por fa CIDH e118 de diciembre da 2009. 
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183, La CIDH observa también qua la construcción de la hidroeléctrica tuvo un impacto 
perjudicial an las formas da subsistencia tradicionales de los pueblos indfgenas del Bayano. Con la 
Inundación de sus tierras ancestrales se destruyó el ecosistema del que depéndfan pare realizar 
actividades de caza, pesca y agricultura, así como para obtener medicinas tradicionalesMs. Según 
Información aportada por las partes, "la mayorfa da los suelos de le reglón [del Bayano], con 
excepción hecha da los entisoles aluviales (suelos formados por las crecidas da los rlos] son de poco 
o limitado valor agrícola ( ... ). Gran parte de los mejores suelos, los aluviales, se han perdido bajo las 
aguas del embalse"266 • Sobre el particular, en el citado informe epidemiológico, del 12 de mayo de 
2009, se seftala que: 

Loa terrenos de caza, ·que ahora constituyen el cause del lago bayano, fuente de protafnas 
para la alimentación de la población, cambio drásticamente al consumo de vegetales, con un 
escaso consumo de carnes. A esta situeclón se ha afladido, que los terrenos que han quedado 
disponibles para la agricultura poseen escasos nutrientes o mlnerafes {rocosos y calizos sln 
materia orgánica en la superficie), lo que imposlbl!lta que la agricultura reemplace la demanda 
nutrlclonal motivando estados de desnutrición severa entre niños y adultos mayores de 50 
aflos [slcl201

• 

184. Da modo coincidente, según un informe del· Ministerio de Salud relativo a le Comarca 
Kuna da Madungandf aportado por el Estado, pare diciembre de 2001, existía desnutrición en un 
80% de la población Infantil menor de 5 años"'· En igual sentido, los peticionarlos afirmaron que 
"[l]a mela calidad de la 1ierra intide en la seguridad alimentaria de los indfgenes lo cual afecta la 
salud de la población, enfermedades como la malaria, diarreas, desnutriciones, y la tuberculosis son 
comunes"269 • 

185, Adicionalmente ... de· acuerdo a información presentada por las partes, las presuntas 
vfctimas no cuentan con servicios básicos, como agua270 y eleetricktad271 • La CIDH observe qua, 

266 Escrito <ie ]o¡¡ patlclonar!os de fecha .2.1 de septiembre de 2001, roclb!do por la CIDH el 24 de septiembre de 
2001. pp. 7~8¡ y escrito de los patlcfonar'los de fecha 19 da enero de 2007, recibido por la C!DH en la mlama f-echa. 

266 Anexo 1, EsthElr Urleta Donos, tesla ~lpeti~Chooo: Una comunidad lndrgena de Panamá afectada por una Presa 
Hldroeléctrlcatt, Universidad Veracruz:ana, Facultad de Antropología, 1994. p. 29. Citando a Salamfn Agulla, Edlth Arge!la, La 
Represa dal aayano y las 1ransformflclones Geoaconómicas de la Reglón (Panamá). Tesis de grado. UNAM. México. 1979. p. 
2.3. Anexo C del escrito de observaciones odiclonG!es sobra el fondo de los petlclonarlos, recibido por la CIDH el 18 de 
diciembre de 2009. Asimismo, BoHvar Jerlp!o Garabato en su testimonio ante le ClDH se~aló: (, .. ) cuando nuestra tierra fu.IJ 
Inundada, las mejores tierras que fueron fértiles y que a travéa de asa pérdida, en este momento, nosotros quizás no tenemos 
la mejor calidad de vlda, nuestra poblactón no puede producir la tierra oomo lo producfe antee. Hay muchas plagas, los 
plátanos, un ejemplo, no producen como producran antes, hay que estar sembrando todos los a.i'ios, cuando nosotros en ese 
territorio sembrábamos una sola vez y tenfamos da generación en generaclónn, ClDH, Audiencia, PQbJica de feoha 23 de 
marzo de 2012 sobre "Caso 12.354 - Kuna de Mandungandl y EmbflrR de Bayano, Panamli", 144° parfodo ordinario de 
sesiones. Testimonio de Bolfvar Jarlp!o Garabato, miembro de la comun!ded Emberá de Plrlat( y del Congreso GeMral Emb(,lrá 
del Alto Bayano. 

261 Anexo eo. informe epidemiológico realizado el 12 de mayo ds 2009. Anexo F-<3 del escrito da observaciones 
adicionales sobre el tondo de los petlclonerk>s, recibido por la C!DH el 18 de diciembre da 2009. 

265 Anexo 91. Informe del Ministerio de Salud relativo a las actividades realizadas en la Comarca l<una de 
Madugand! en al af'\o 2000·2001. Anexo del Escrito del Estado de fecha 16 da junio de 2007, recibido por la CIDH el 18 de 
junio de 2007. 

269 Escrito de los petlcíonarlos de fecha 21 de septiembre de 2001, reclbldo por la CIDH el 24 de septiembre de 
2001. p. 7. 

270 Anexo 92. Informe ejecutivo pre!lmlnar de las ·ac~lvldades realizadas por el Gobierno da Paoomá en ia Comarca 
Kuna de Madugandl y las Comunidades Plrlatl Empara e lpeti Embera hasta el al'io 2001. Anexo da! Escrito del Estado da 
fooha 25 de novletnbre de 2002, reclbfdo por la ClOH el 2 de dlc!etnbre de 2002. 

¡¡71 Escrito da los petlc1one.rlos de feoha 21 de septiembre dé 2001 1 reolbldo por le CIDH el 24 de septiembre da 
2001, p. 7; y escrito de los peticionarlos de fecha 19 de enero de 2007, recibido por la C!DH et'lla mlsma fe-cha. 
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paradójicamente, el Proyecto Hidroeléctrico de Bayano no beneficia a los pueblos indfgenes que 
fueron despojados de sus tierras y trasladados para que esta construcción sea posible, quienes 
deben adquirir generadores de luz a su propio costo para contar con servicios de energfa eléctrica"'. 

186. Asimismo, como ha sido señalado, la construcción de la hidroeléctrica y de la 
carretera Panamericana, dio lugar a la llegada a la región del Bayeno de grupos da personas no 
indfgenas que comenzaron a estabtecerse en los extremos de la cuenca213, Una vez: terminada la 
carretera que atravesaba las tierras lndfgenas, esta nueva vfa facilitó la migración interna de colonos 
que se apropiaron de los territorios indfgenes, produciendo cambios drásticos en la composición 
saciar del érea2' 4• La posesión de tierras y el uso de recursos naturales por parte .de personas no 
indlgenes generó un clima de tensión permanente que persista hasta la actualidad. La CJDH observa 
que Incluso se han generado en varias ocasiones enfrentamientos entre personas indfgenas y 
colonos, hechos que Impiden el normal deserwolvímíento da las presuntas víctlmas2715

• De este 
modo) la presencia de personas no lndfgenas representa una constante amenaza en la vida 
tradicional y la identidad cultural de los pueblos Kuna y Emberá"'. 

187. A su llegada los colonos Iniciaron la deforestación de áreas boscosas para sembrar 
cultivos, llevando a cabo una práctica extensiva por la cuaL mediante la tala y quema, sustituyan 
bosques por pastizales, expandiendo la frontera agrrcola y despojando a las tierras indfgenas de sus 
recursos naturales para convertirlos en pastura277

• lric!uso, según la Información aportada por las 
partes, muchos colonos no viven en tierras de la Comarca, sino que realizan actividades económicas 
dentro de su territorio o las alquilan a otras personas para obtener mayores gananclas2.78 • Las 
prácticas de eliminación de la vegetación natural para la siembra de cosechas, son 'diametralmente 
contradlctorl[a}s a los modos de conservación y protección de los recursos naturales de los 
petlcionarios"279

• 

272 Al respecto, el Cacique General de la Comarca Kuna de Madungandf S$fiSló: "en este- pj.oblema de embalse qué 
apareció. también apareció nuevas-enfermedades a la población y últimamente quiero menifestarla taita eléctrica de luz. en el 
área lndfgena porque el ·beneficio está en quien es el pueblo panamei'lo { ... )" CIOH, Audiencia Pób!ica de fecha 23 de marzo 
da 2012 sobr& "C~so 12.364- Kuna da Mandungandl y Embera de Bayano, Panamá'', 144° perfodo ordinario da sesiones. 
Testimonio de Manuel Pér-oz, Caolqua General del Congreso Génaral de la Comarca KuM de Madungllndf. Ver audiencia en 
httP:I/www.oas.org/es/c!dhf. Véase también escrito da loa petlclonartos de fecha 21 de septiembre de 2001, recibido por !a 
CIDH al24 de septiembre de 2001. p. 7. 

273 Anexo 11. Documento final de diagnóstico da la Mesa de: Concertación de Zona 6ayano del 2 de jul!o de 1999. 
Anexo 31 da la p$tlc16n tnlclal de los patlclonartos de fecha 11 de mayo de 2000. p. 22. 

214 Loe peticlonertos afirman qUel "En el momento da lll construcción de la represa1 oeroa de 2000 colonos ya se 
habfan asentado en la región de Bayano. Atrafdos a te zona por la extanelón de la Carret-era Panamedcana en loo años 60, 
estos oo/onO$ ha.bfan venido a la rag!ón da Bayano deada el oesta de Panamá e.n busca da tierras para cultivar. { .. )Además, e! 
fncrememo en la construcción de la carretera en Jos 70 acetaró ln lnvastón11

• Petición inicia.! de Jos peticionarlos de fecha 11 
de mayo de 2000. p. 1 S y pp. 25~26. 

m Anexo 11. Documento fina! de diagnóstico de !e. Mesa de Concertación de Zona Bayano da! 2 da Julio de 1999. 
Anexo 31 de la petición inicial de -!os patlolonadas de facha 11 de mayo de. 2000. p. 21. pp. 29~30. 

276 Petición lniclal de los peticionarios de fecha 11 da rnayo de 2000. 

m Petición !niela! de los paticlonarlos de fecha 11 de mayo de 2000. C!DH, Audiencia Pública da "f$Cha 23 de 
marzo da 2012 sobte 4 Caso 12.354 - l<una de Mandungand! y En'lbera de Bayano, Penamá11

1 144° parfodo ordtnarlo de 
sesiones. Testimonio de Bolfvar Jaripio Garabato, miembro de la comunidad Emberá de Plrtat! y del Congreso General Embará 
del Alto Baya no; y Anexo 11. Documento final de diagnóstico de la Mesa de Concertación da Zona Bayano del 2 de julio de 
1999. Anexo 31 da la petlclón !nic!al de !os petiCionarlos de fecha 11 de mayo de .2.000. p. 22. 

2111 Anexo 93, Encuesta reallzada en la comunidad de Curtf de 21 de nov!embra de 1996. Anexo 17 de la 
.comunlcaQión del Estado de fecha 29 de junio de 2001. recibida por la CIDH el 2 da Julio de 2001 ¡y CIDH, Audiencia PClb!lca 
de facha 23 de marzo de 2012 sobre "Ceso 12.304 - Kuna de Mandungandl y Ember~ de Bayano, Panamá 11

, 144° perfodo 
-ordinario de ses tones. Peritaje de Ulttrriln!o Cabrera Chanap!, 

:m Escrito de tos petlclon.arios de facha .23 de septiembre de 2002, rsc!bldo por !a CIDH el 26 de septiembre da 
2002. Segrin Información aportada por las partes: "(c]omo existe una fntlma relación entre los procesos naturales da la vida, 

Continúa ... 

65



58 

V. ANÁLISIS DE DERECHO 

A. Cuestiones previas 

1. Dellmltacl6n de la controversia jurfdica relativa a los terrltorios de las presuntas 
vrctimas 

188. La presencia ancestral o tradicional de los pueblos lndfgenas Kuna de Madungandf y 
Emberá en la zona del Bayano no ha sido controvertida por el Estado, ni ha presentado ésts pruebas 
que contradigan o Impugnen las qua acreditan su vinculación de larga data con la tierra, Por el 
contrario, e! Estado ha reconocido expresamente que los pueblos lndfgenas presuntas vfctlmas 
tienen derecho a la propiedad sobre las tierras que ocupen. Asf, el Estado ha manifestado en forma 
recurrente -aunque interrumpida- su voluntad expresa de adjudicar formalmente dicha propiedad en 
el caso que sé encuentra pendiente y de brindar "seguridad territorial" a los pueblos lndfgenas, en 
cumplimiento de las disposiciones de la Constitución, la legislación doméstica y !os compromisos 
explfcitamenta adquiridos con las presuntas víctimas, En este sentido, la CIDH entiende que lo qua 
está en discusión en el presente asunto no es al derecho de propiedad de estos pueblos indfgenas 
sobre los territorios que ocupan, sino la entrega de un tftulo jurfdlco -en el caso de las comunidades 
del pueblo Emberá-, asf como la delimitación,. demarcación y protección efectiva de los mismos. 

189. De otro lado, la CIDH observa que un aspecto en torno al cual han girado los 
alegatos de las partes se refiere a los derechos que podrfan tener personas no indfgenas que ocupan 
territorios reivindicados por las presuntas vfctimas, con base en el acuerdo del 31 de marzo de 1995 
suscrito con autoridades tradicionales del pueblo Kuna de Madungandf y refrendado por al Gobierno 
nacional, y en al artículo 21 de la Ley No. 24 el 12 de enero de 1996 que crea la Comarca Kuna de 
Madungandf. No corresponda a la CIDH determinar los derechos de .los habitantes no indfgenas del 
área que no son parte del presenta proceso, ni pronunciarse sobre el modo concreto en que debe 
llevarse a cabo el proceso de desalojo y reubicación de las personas no lndfgenas que permanecen 
en la zona. Lo que la CIDH considera procedente Indicar es que compete al Estado de Panamá 
garantizar a las presuntas vfctirnas del presente caso un territorio exclusivamente indfgena 
reconocido formalmente, demarcado, delimitado y protegido efectivamente, de conformidad con sus 
obligaciones Internacionales. 

2. Cons1deraciones relativas a la competencia ratfone temporls 

190. A lo largo de los a~os matarla del presente caso, como se verá en los párrafos 
siguientes, el Estado de Panamá tenía obligaciones relativas al derecho a la propiedad lndfgena tanto 
en el ámbito internacional, baJq la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Convenio 1 07 de la OIT sobre poblaciones 
lndfgenas y trlbafes; as( como también en el plano Interno, en virtud a sus propias normas legales y 
constitucionales • 

... continuación 
flora y fauna cooxleten y se reproducen. Con una vegetación exuberante y rica, la vida animal es lgualmants variado y 
abundante. SI la flora se destruye, las asp~cles animales sucumben también. La selva provee refugio y alimento a la fauna 
dentro de su entorno. Eata unión simbiótica y funcional, ~olamenta as alterada por los hombres. (.,.) Flora y fauna fueron por 
sl.glos fuente de sustentación de la vtda de los grupos lndrgenas qua habitaron la cuenca, stn embargo, su presencia no causó 
ruptuta del ecosistema por su bajo nlvel tconológlco que les parmitre. conservar la salva", Anexo 1. Esther Urleta Donos1 tesis 
"!pati·Choco: Una comunidad Indígena de Panamá afectada por una Presa Hidroeléctrica". Universidad Vereoruzana, Facultad 
de Antropolosra, 1994. pp, 30-31. Anaxo C del escrito de observaciones adicionales sobre e-1 fondo de los patlclooarlos, 
recibido por la C!DH el 1 B de dlclernbr~ de 2009, 
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191. Con base en la prueba obrante en el expediente, la CIDH ha dado por probado un 
conjunto de hechos ocurridos con anterioridad al 8 da mayo da 1978, fecha en que Panamá ratificó 
la Convención Americana, los cuales se refieren principalmente al despojo e inundación de los 
territorios ancestrales de las presuntas vfctlmas. La CIDH considera que si bien tales hechos se 
produjeron antes de la ratificación de la Convención Americana por parte del Estado, les 
obligaciones a las que dieron lugar consistentes en el pago de Indemnizaciones económlcas y el 
reconocimiento de derechos sobre las tierras otorgadas, persisten aún después de esa fecha y han 
sido complementadas por actos estatales posterlorés a los que se ha hecho referencia~ así como por 
compromisos Internacionales asumidos por el ~stado. Por lo anterior, el presente caso se centra en 
la falta de cumplimiento de tales obligaciones como asimismo en la falta de respuesta estatal ante 
las afectaciones al territorio indígena posteriores a los acuerdos y reconoclm!entqs Iniciales. 

B. Derecho a la propiedad indfgena - Artículos 8. 2.1 y 2.5 de la Convención, en relación 
con los artfculos 1.1 y 2 del mis m o Instrumento 

1. Los derechos territoriales de los pueblos indfgenas en el sistema interamericano de 
derechos humanos 

192. La jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos humanos ha reconocido 
reiteradamente el derecho de propiedad de los pueblos indrgenas sobre sus territorios ancestrales, y 
el deber de protección que emana del artroulo 2.1 de la Convención Americana y del artfculo XXIII de 
la Declaración Americana, interpretadas a la luz de las normas del Convenio 169 de la Organización 
Internacional de Trabajo, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 
Pueblos lndfganas, del Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
lndfgenas y otras fuentes relevantes/ conformando un corpus luris coherente que define las 
obligaciones de los Estados Miembros de la OEA en relación con la protección da los derechos de 
propiedad indfgenas280 • Al respecto, la CIDH ha afirmado que los pueblos lndfgenas y tribales tienen 
un derecho de propiedad comunal sobre las tierras que han usado y ocupado tradicionalmente, y "'el 
carácter da ase derecho está en función de las modalidades da uso de la tierra y la tenencia 
consuetudinaria de la tierra" 2a1• En este mismo sentido, la Corte lnteramericana ha señalado que 
uentre los indrgenas existe una tradición comunitaria sobra la forma comunal de la propiedad 
colectiva en el sentido de que la pertenencia de ésta no se centra en un Individuo sino en el grupo y 
su comunidad "282 

• 

.2.ao VáasG lnter ella CIDH, Informe No. 76/02, Caso 11.140, Mary y Carrle Dann (Estados Unidos), 27 de dlciembte 
de 2002, párr. 127; CIDH, Informa No. 40/04, Caso 12.05:3, Comunldadsslndlge-nas Mayas del Dlstrfto de Toledo v. Bel!ce, 
12 de octubre de 2004, pátr. 87; C!OH, Derechos da lo$ pueblos !ndfgenss y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos 
naturales. Normas y Jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA{Ser.LN/!l.Doc.56/09, 30 de 
diciembre, 2009, párr. 6. Corte !.D.H. Caso Comunidad lndfgena Yakya Axa Vs. ParaguQy, Fondo Reparaciones y Costas. 
Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No. 1251 párr. 127-129. 

aal C!OH, Informa No. 40/04, Caso 12.063, Comunidades ln.dfgenas Mayas de! Distrito de Toledo v. Balice, 12 de 
octubre de 2004, párr. 161. Véase inter alía C!DH, Informe No. 76/02, Caso 11.140, .Mary y Carrle Dann (Estados Unidos), 
27 de diciembre de 2002, párr. 130; ClDH, Informe de Seguimiento- Acceso a la Justicia e Inclusión Soc!e!: El camino hacia 
o! fortalecimiento de la Democracia en Bol!vfa, Poc, OEA{Ser{L/V/11. 136, Doc. 4.0, 7 da agosto de 2009, párr. 160. CIDH, 
Derechos de los pueblos lndfgenas y tribales sobre .sus tierras atl.CestraleS y recursos nstura!es. Normas y jurisprudencia del 
Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.LJVJH,Ooc.58/09, 30 de diciembre, 20091 párr. 76. 

as2 Corta I.D.H. Caso dfl la Comunidad Mayagne (Suma) Awas Tfngnl Vs. Nicaragua. Sentencia de 31 da agosto de 
2001. Serie C No. 79. párr. 149. Caso Comunidad lndfgena Yakye Axa Vs. Paraguay. fondo Reparaciones y Costas, 
Sentancla 17 da junto de 2006. Serie C No. 125, párr. 131; Caso Comunidad lndfgsna Sawhayamexa Vs. Paraguay. Fondo, 
Repuraciones y Costas. Sente-ncla de 29 de m:;~n.o da 2006. Sarle C No. 14.6. párl'. 118; CIJso Comunlded lndfgena Xákmok 
Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Repa~acl<mes y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010 Ssr!e C No. 214, párrs. 86-87: 
Caso del Pueblo Seram;;ka. Vs. Surlno.m. Excepciones Prel!mlnaras, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 2.8 de 
noviembre da 2007. Seria C No. 172, pért. 86; Caso Pvsblo Indígena Klchwa de Sarayaku V$. Ecuador. Fondo y 
reparaciones. Sentencia da 27 de junto de 2012. Serie C No. 246, párr. 146. 
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193. Además de la concepción colectiva de la propiedad, los pueblos indfgenas tienen una 
relación especial, ón!ca e internacionalmente protegida con sus territorios ancestrales, que esté 
ausente en el caso de los no indígenas. Esta relación especial y única entre los pueblos lndfgenas y 
sus territorios tradicionales tiene proteaclón jurfdica Internacional, Según han afirmado la CIDH y la 
Corte lnteramerlcana, le preservación de la conexión particular entre las comunidades indfgenas y 
sus tierras y recursos se vincula a la existencia mlsma de estos pueblos, y por lo mismo "amertta 
medidas especiales de protección"203 • El derecho a la propiedad de los pueblos indfgenas y tribales 
protege esta vinculación estrecha que guarden con sus terrl1:orlos y con los recursos naturales 
Ugados a su cultura que allf se encuentran284

• 

194. El derecho al territorio comprenda al uso y disfruta da sus recursos naturales, y tiene 
vinculación directa1 incluso como pre~requíslto, con los derechos a la existencia digna, a !a 
alimentación, al agua, a la salud y a la vldam. Por esta razón, he señalado la CIDH que "la relación 
que cada comunidad lndfgena mantiene con sus tierras y recursos se encuentra protegida bajo otros 
derechos contemplados en la Convención Americana, talas como el derecho a la vida, le honra y la 
dignidad, la libertad de conciencia y de religión, la libertad de asociación, la protección a le familia, y 
el derecho de circulación y resídencia" 206

• 

195. Asimismo, tanto la CIDH como la Corte lnteramarioana han establecido que los 
pueblos indrgenas, como sujetos colectivos distintos a sus miembros individuales, son titulares de 
derechos reconocidos por la Convenclón Americana. Al respecto, en su reciente sentencia en el 
Caso Pueblo lndfgena Kiohwa de Sarayaku 'Vs. Ecuador, la Corte lnteramerlcana advirtió que "la 
normativa Internacional relativa a pueblos y comunidades indfgenas o tribales reconoce derechos a 
los pueblos como sujetos colectivos del Derecho lnternaclonal y no únicamente a sus m1embros1

', 

Además, la Corte precisó que "[p]uesto que los pueblos y comunidades lndfgenas o tribales, 
cohesionados por sus particulares formas de vlda e identidad, ejercen algunos derechos reconocidos 
por la Convención desde una dimensión colectiva, la Corte sefiala que las consideraciones de 
derecho expresadas o vertidas en !a pressnte Sentencia deben entenderse desde dloha perspectiva 
colectiva11ze7• En tal sentido, será desde una perspectiva colectiva que, como en casos anteriores~88 , 
la CIDH analizará el presenta asunto. 

2118 C!DH, Informe No. 75/02, Caso 11.140, Mary y Carrle Dann v, Estados ·un!dos1 27 da dlolcmbre da 2002, párr. 
128. Corte I.O.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo} Awas Tlngnl. Sentencla de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 
79. Párr. 149. Váaso también en: Corta I,D,H., Ceso Comunidad !ndlgena Sawhayarnaxa, Sentencia da 29 de marzo da 
2006. Serie C No. 146, párr. 222. 

294 CID H. !nfo~me de Seguimiento .. Acceso a !a Justicia e lnclualón Social: El camino hacla el fortalecimiento de la 
Democracia en Bolivia. Doc. OEA/Ser/LN!II.135, Doc. 401 7 de agosto da 2009, párr. 156. Corte lO H. Caso de la Comunidad 
Mayagna (Sumo) Awas Tingnl Va. Nicaragua. Fondo, Reparaciones V Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C 
No. 79, pán. 148, Corte IDH. Caso Comunidad lndfgena Vakye Axa V$. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
17 de junio de 2005. Serie C No.126, párr. 137. Corte lDH. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Va. Paraguay. Fondo, 
Rapnrnclones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No, 146, pérrs. 11 S, 1 21. 

m CIDH, Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 2009. Doc. OEAJSer .LN/11, Doc. 64, 30 de diciembre de. 
2009, párre. 1 076~1 060. 

2.M CIDH, "Derechos de los pueblos lndfgonas y tribales sobre sue tierras ancestrales y reour$os naturales - Normas 
y jurisprudencia del sistema lnteremerlcono da derechos humanos", 2010. párr. 164, 

287 Corte IDH. Caso Pueblo lnd!gena K!chwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y raperadcnes. Sentencia de 27 de 
junio de 2012. Sede C No • .2.46. párr. 231. 

289 Al respecto, véase CIDH, Demanda pre:aentada ante le Corte /OH en al Cli!SO da la Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingnl Vs. Nlcaraguf!, 4 de junio de 1998; CIDH, Demanda presentada ante le Corte \OH en el Caso Comunidad 
!ndfgena Yakye Axa Vs • .Paraguay, 17 de morzo de 2003; CIDH, Informa No. 40/04, Caso 12.063, Comunidades lndlgenes 
Mayas del Distrito de Toledo v. Balice, 12 de octubre da 2004; CIDH, Oernande presentada ente ta Corte IDH en el Caso 
Comunidad lndfgena Sawhoyamexa Vs. Paraguay, de febmro de 2005; ClOH, Demanda presentada ante la Corte IDH en el 
Caso del Pueblo Sara:maka, Vs. Sur!nam, 23 de junio de 2.006; CIDH1 Demanda presentada ente la Corte !OH en el Caso 
Comunidad lnclrgena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay, 3 de julio de 2009¡ CIDH, Demanda presentada ante la Corte IPH en el 
caso del PUeblo Kl(lhWa de ,Serayaku y sus miembros Vs. Ecuador, 26 de abril de 201 O. 
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2. El reclamo territorlat fndfgena en el caso bajo examen 

196. La CJDH observa que, en virtud a los instrumentos internacionales y normas internas 
ya seftaiados, Incluso al momento de la construcción de la Hidroeléctrica del Bayano, Panamá estaba 
obligado a no despojar de la propiedad Incluso con fines da Interés público, sin el pago de una justa 
y debida Indemnización, y sin discriminación. 

2.1. Incumplimiento deJ deber da pagar una justa y pronta indemnización por la 
enajenación de los territorios ancestrales de los pueblos lndfganas Kuna da 
Madungandf y Emberá del Bayano y sus miembros ·Articulo 2.1 de la Convención, en 
relación con el 1.1 artfculo de la misma 

197. La CIDH y la Corte han reconocido que los pueblos lndfgenas y tribales tienen 
derecho a la reparación en aquellos casos excepcionales en los que existan razonas objetivas y 
justificadas que hagan imposible al Estado restaurar sus derechos territoriales. Asr lo ha explicado la 
Corte interamerioana: 

[c}uendo el Estado se vea imposibilitado, por motivos objetivos y fundamentados, de adoptar 
medidas para devolver las tierras tradicionales y !os recursos comunales a las poblaciones 
indfgenas, ·deberá entregarles tierras alternativas de Igual extensión. y calidad, que serán 
escogidas de manera consensuada con los miembros de los pueblos lndfgenas, conforme a sus 
propias formas de consulta y declslón 289 . 

198. En el presente caso, la CIDH ha dedo por probado que el 8 de mayo de 1969 el 
Estado adoptó el Decreto de Gabinete No. 123 mediante el cual enajenó una superficie de 1.124.24 
Km2, pertenecientes a las áreas inadjudicables de la Reserva del Bayano. al cual constltu[a el 
territorio ancestral de los pueblos Kuna de Madungandr y Emberá del Bayano. Entre 1972 y 1976 el 
Estado llevó a cabo la construcción del Compleio Hidroeléctrico Ascanlo Vlllelaz que conllevó a la 
creación de un lago artificial de aproximadamente 350 Km'. 

199. De !a información a su alcance y como ha sido afirmado de modo coincidente por las 
partes, la CIDH observa qua tal proyecto supuso la Inundación del territorio ancesval de los pueblos 
Kuna de Madungandf y Emberá en la zona del Bayano. En tal sentido, la CIDH entienda que no seria 
materialmente posible la restitución de tales territorios, los cuales yacen bajo el lago artitlclal creado 
con el embalse de la represa. De estar frente a fa Imposibilidad de restituir e los pueblos lnd[genas 
del Bayano sus territorios ancestrales, cobra particular relevancia la obligación estatal de otorgarles 
una reparación a través de tierras alternativas y/o mediante al pago de una iuste y pronta 
Indemnización. Según se determinó en los hechos probados del presente Informe/ el Estado se 
comprometió precisamente a otorgar tales compensaciones. La CIDH se referirá a la reparación 
económica en el presente punto y al cumplimiento de sus obligaciones con relación a las tiarras 
otorgadas en la sección siguiente. 

200. Como ha sido dado por probado, el Estado acordó r~petidamente pagar 
Indemnizaciones individuales y colectivas a los pueblos Kuna de Made~ngandl y Emberá del 8ayano y 
sus miembros. No obstante, frente al alegato da los peticionarlos relativo a la falta de pago de tales 
lndemnizaciones, el Estado no demostró el cumplimiento de este compromiso, sino quo por el 
contrario 1 la lnformaclón al alcance de la CIDH la lleva a concluir que dichos montos no fueron 

2~~ Corta !OH. Coso Comunidad lnd/gena Sawhoyqmaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia da 
29 de marzo da 2006. Serie C No. 146, párr. 135, 
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efectivam&nte pagados, Incumpliendo constanteme!'lte !os compromisos legales asumidos entre 
1973 y 2010. 

201. Al respecto, la CIDH observa que el 8 de julio de 1971 fue promulgado el Decreto de 
Gabinete No. 156, por el cual se estableció un "Fondo Especial de Compensación de Ayuda para los 
lndfgenas del Bayano" que establecfa el pago del 30% del monto total de Jos Ingresos del Fondo 
Forestal da! Estado, incorporados a partir del1 da enero de 1971 y por aquellos qu¡¡Jngresen desde 
la promulgación del mencionado Decreto hasta los tres afíos posteriores. Asimismo, como ha sido 
dado por probado, el punto 2 del Acuerdo de Fuerte Cimarrón -firmado entre representantes de la 
Corporación del Bayano, la Guardia Nacional y representantes del pueblo Kuna de Madungandf
esteblecló un nuevo cronograma de pago para actualizar los compromisos atrasados en concepto de 
Indemnización. Adicionalmente, en 1980 el pueblo .lndfgena Kuna de Madungandf firmó un acuerdo 
con el entonces Vicepresidente da la República, Ricardo Da La Esprlella, mediante el cual se 
prolongó a. ocho años el pago de las indemnizaciones, La CIDH entiende que la suscripción de 
posteriores acuerdos da cuenta del Incumplimiento de los primeros. 

202. En este mismo sentido, durante la etapa de solución amistosa en el procedimiento 
ante la CIDH, se estableció una Comisión lndfgena-Gubernamental con la participación de 
autoridades tradicionales de los pueblos Kuna y Emberá del Beyano, y de autoridades del Gobierno 
nacional, provincial y local. La CIDJ-1 nota qua una de las subcomisiones formadas se refería 
precisamente a las "Indemnizaciones y Gastos"~ cuyo objetivo era "revisar les Indemnizaciones para 
la Comarca Kuna de Madungandf y da cuantificar las nuevas indemnizaciones a los Kuna y Embará 
en forma Individual, comarcal y comunitaria". 

203. Asimismo, según ha dado por probado la CIDH, como parte de las acciones 
realizadas para alcanzar un acuerdo de solución amistosa, Jos petlclonarlos encargaron la elaboración 
del "Informe Técnico Socio-Económico sobre la Indemnización a Inversión de la Comarca Kuna de 
Madungandf y de las Tierras Colectivas Embera Plriatf, lpetr y Maje Cordillera", presentado al 
Ministerio de Gobierno y Justicia el 12 de mayo de 2003. Posteriormente, en julio de 2009 fue 
elaborado, a solicitud de las autoridades de la Comarca Kuna de Madungandf y de los Emberá del 
Bayano, un nuevo estudio denominado "Informe Técnico Socio-Económico sobre la Indemnización e 
Inversión da la Comarca Kuna de Madungandf y de las Tierras Colectivas Emberá Piriati, lpetl y Maje 
Cordillera". 

204. La Comisión nota además que el Estado Indicó, con basa en un Informe del Director 
General de la Corporación del Bayano, que fueron pagadas indemnizaciones entre 1974 a 1978 a 
siete comunidades (Maje, Plntupo, Aguas Claras, Río Diablo, Saderhulla, lbebslgana e lpetl)'"· 
Agregó además que en 1999 "el programa de desarrollo sostenible del Darlén, por ejemplo, constató 
que las Indemnizaciones fueron pagadas por tres af'ios, de los 8 qua fue prometido"291 , 

206. En virtud a lo anterior, la CIDH considera que la relación entra las presuntas vlctlmas 
y las autoridades estatales en materia del pago de la indemnización era una relación mediada por 
derechos legalmente reconocidos. Más aún, observa que la misma Constitución de Panamá de 
1946, en su artrculo 4629:~, y posteriormente, la Constitución de 1972 en su artfculo 44 contenían la 
obligación estatal de pagar una indemnización por la expropiación de la propiedad privada293 • No 

29° Comunicación del Estado de fecha 29 de junio de 2001, p, 6, 

Z&1 Comunloación da! Estado de fecha 29 de junio de 2.001' p. a. 

:m Constitución da 1846, articulo 46.· Por motivos de utilidad públlca y do Interés social definidos en la ley, puede 
haber expropiación, mediante sentencia jud!olal e lndemn!zaofón previa. 

291 Constitución da 1972, articulo 44.· La propiedad privada implica obligaciones para su dueño por razón de la 
·función social que debe IIGnar. Por motivos de utilidad públlca o de Interés social definidos \Jn la Ley, puede haber 

Cantlnl3a ... 
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obstante, como ha sido probado, estas obligaciones legales, con los derechos qua de ellas se 
derivaron, no fueron cumplidas, sino que el Estado no ha demostrado que~ luego de cuatro décadas, 
haya sido pagada en su totalidad una justa y pronta indemnización a las presuntas vfctlmas. 

206. La CIDH recuerda además que, aunque en el ámbito de la propiedad Individual, la 
Corte lnteramericana ha explicado que una 11justa indemnización" supone que ésta sea "adecuada, 
pronta y efectiva""'· Asimismo, .ha entendido la Corte que frente a la expropiación de la propiedad 
privada -sea Individual o colectiva, indfgana o no· por parte del Estado el pago de una justa 
Indemnización constituye no solo un derecho bajo el artfculo 21 de la Convención Americana, sino 
también un principio general del derecho Internacional, ampliamente reiterado por la jurisprudencia 
internaclonal295 • , 

207. No corresponde a la CIDH determinar el monto a ser pegado a las presuntas 
vlctimas, sino recordar que, como ha señalado la Corte lnteramericana, 111a elección y entrega de 
tierras alternativas, el pago de una justa indemnlzacíón o ambos no qüedan sujetas a criterios 
meramente dtscrecionales del Estadou296 • Corresponde en cambio que tEll decisión sea consensuada 
con los pueblos indfgenas afectados, garantizando su participación efectiva coni·orma a sus propios 
pr.oc.edimientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario. 

208. Según los estándares del sistema intaramericano, a este efecto debe considerarse 
que la enajenación ·de los territorios ancestrales de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del 
Bayano supuso la pérdida de ·lugares sagrados, bosques, viviendas, cosechas, animales, plantas 
medicinales, que tenfan para estos pueblos lndfgenas, no solo una valoración material, sino que 
constlturan para esencial de su Identidad cultural y modo de vida tradicional. Con base en los hechos 
probados del presente Informe, entiende la CIDH que ello trajo consigo no sólo pérdidas materiales, 
sino también pérdidas culturales y espirituales Imposibles da recuperar, cuya compensación es 
debida. 

209. Por lo tanto, la Comisión concluye que la falta de otorgamiento de una reparación en 
los términos antes descritos a las presuntas vfctlmes, luego de más de cuarenta años de enajenados 
sus territorios ancestrales, constituye una violación del articulo 21 de la Convención Americana, en 
relación con el articulo 1.1 de la misma. · 

2.2. lncumpllmleoto de obligaciones relativas a los derechos territoriales de los pueblos 
indígenas Kuna de Madungandí y Emberá del Bayano, y sus miembros - Artrculo ·21 
de la Conv.ención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma 

a} Obligación de tituiacfón, demarcación y dellmitación de la propiedad colectiva de los 
pueblos lndfgenas Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano, y sus miembros 

.•• continuación 
exproplaolón mediante juicio especial e indemnización. La CIDH observa que -al equivalente de este dlapos!clón fue Incluida en 
las posteriores Constituciones, a saber: Articulo 46 da la Constitución de 1972 con reformas de 1978 y 1983; artfculo 46 de 
la Constitución de 1972 con r<.'lformas de 1978, 1983 y 1994; y artrculo 48 de la Const!tuolón de tS72 con refor.mas dl:l 
2004, 

2s4 Corte IDH. Caso Salvadot Chldboga Vs, Ecvador. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 
2008. Serie C No. 179. párr. 96. 

295 Corte IDH. Caso StJ!vadar ChfribOf/8 Vs. Ecuador. E.xcepc¡dn Preliminar y Fondo. Sentencia da 6 de mayo de 
2008, 5erla C No. 179. párr.s. 96~97. 

taa. Corte IDH. Caso Comunidad Indlgena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia da 17 
de junio de ·2006. Ser1e C No. 126, párr, 161. 
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210. La Constitución Polftica de la República de Panamé de 1972, reformada en 2004, 
reconoce en su articulo 90 la diversidad étnica de la población paname~a297 , aunque se refiere a la 
existencia histórica de los pueblos indlgenas en sentido folclórico, según lo dispuesto en el artfculo 
87m. Asimismo, la Constitución contempla un conjunto de normas especificas sobre pueblos 
indfgenas referidas, en particular, al estudio, conservación y divulgación de "tradiciones 
fo1olórlcas"299¡ al estudio, conservación y divulgación de las "lenguas aborígenes1

' y e la 
"alfabetización bí!ing0e"300

; a! desarrollo de programas de educación y promoción para lograr su 
participación activa en la función cludadana301 ; y a recibir especial atención para su participación 
económica, social y potftlc-a en la vida naclona\302• 

211. El articulo 127 de le Constitución panamefia reconoce la propiedad colectiva de las 
comunidades lndlgenas y establece que se determinarán por ley los procedimientos especfficos para 
su reconocimiento'"". Igualmente, el articulo 126 de la carta fundamental, referido al régimen 
agrario, establece en lo pertinente que: 

Para el cumplimiento de los fines de la polrtlca agraria, el Estado desarrollará las siguientes 
actividades: 
1. Dotar a los campesinos de las tlerras de labor necesarías y regula:r el uso de las aguas. La 
Ley podrá e~:tablec:er un régimen especial de propiedad colectiva para las comunidades 
campesinas que lo soliciten. 
( ... ) 
4. Establecer medios de comunicación y transporte para unir las comunidades campesinas e 
tnd(genas con Jos centros de almacenamiento, distribución y consumo. 
5. Colonizar nuevas tierras y reglamentar la tenencia y el uso de las mismas y de las que se 
Integran a la economfa como resuttt:ldo de la aonstruoaión de nuevas carretaras. 
6. Estimular el desarrollo del sector agrario mediante asistencia ·técnica v fomento de la 
organización, capacitaolón, protaccl6n, teonlffcación y demás formas que la Ley determine. 
( ... ) 
La polftlca establecida para este Ca¡lftulo será aplicable a las comunidades Indígenas ·da 
acuerdo con los métodos clentfflcoa de camb!o cultural. 

212. SI bien le Constitución panamefta reconoce la diversidad étnica y protage ciertos 
derechos fundamentales de los pueblos indfgenas, como su propiedad colectiva, mantiene normas 
que evidencian una visión integractonlsta que contrasta can la tendencia constitucional generada en 
las últimas décadas en América y el desarrollo a nivel Internacional de los derechos humanos de los 
pueblos lndlgenas. 

213. Adicionalmente, como se ha señalado, Panamá es uno de los Estados para los que 
continúa vigente el Convenio 107 de la OIT, dado que no ha ratificado el Convenio 169 de le OIT. El 
articulo 11 del Convenio 1 07 dispone: 

Artfoulo 11. Se deberá reconocer el derecho de propiedad, coleotlvo o Individual, a favor de 
los miembros de las poblaciones en cuestión sobra las tierras tradicionalmente ocupadas por 
ella a. 

m Constttuc!ón !='olft!o~;~ da 11:1 Repúbllce de Panamá. Artrcu!o 90. 

:me Constltuclón Polftloa de la República de Panamá, Artrculo 97. 
299 Constitución Po!ftlca de la República de Panamá. Artfculo 87. 

30° Constltuolón Polftlca de la República d5 Panamá, Artrculo 88. 

301 Constitución Polftlca de ta República da Panamá. Artfculo 108. 

302 Constttuoión Politice de la República de Panamá. Articulo 124. 

:roa Constitución Po!rtlca da la Repóbllca de Panamá. Articulo 1 Z7. 
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214. Además del reconocimiento constitucional de derechos fundamentales da los pueblos 
Jndrgenas de Panamá, existe una serie de normas en el orden jurfdlco Interno sobre dichos derechos/ 
en especial, las cinco layes comarcales que reconocen la propiedad colectiva a ciertos pueblos 
lndlgenas sobre sus territorios ancestrales. 

215. La Comisión consldsra qua an este caso el derecho de propiedad consagrado en el 
articulo 21 de la Convención comprende el derecho de propiedad comunitario, de conformidad con 
lo estipulado en la Constitución y legislación panameña. Esta consideración es acorde con lo 
expresado por la Corte lnteramerlcana qu~ al respecto señala lo siguiente: 

Haciendo uso de los crltadoa seflalados, esta Tribuna! ha considerado que la estrecha 
vinculación de los integrantes de !os pueblos lndfgenas con .sus tierras tradicionales y los 
recursos naturales llgados a su cultura que ahf se encuentren, asr como !os elementos 
incorporales que -ae desprendan de ellos, deben ser salvaguardados por al artículo 21 de la 
Convención Americana. La cultura de los miembros de las comunidades lnd(¡;¡enas corresponde 
a una forma de vida particular de ser, ver y actuar en el mundO, constltuido a partir de su 
estrecha relación con sus 11erras tradicionales y recursos naturales, no sólo por ser estos su 
principal medio de subsistencia, sino además porque constituyen un elemento Integrante de su 
cosmovlslón. rellglosidad y, por ende, de su identidad culturat3Q

4• 

216. En virtud de lo arrterlor, queda establecido que el ordenamiento Jurídico paname~o 
reconoce expresamente y obliga al Estado a garantizar el derecho de propiedad de los pueblos 
Indígenas, Incluidos los pueblos indigenas Kuna de Madungandf y Emberá del Bayano. En virtud de 
los articulas 21 y 29 de la Convención Americana, dicha regulación adquiere tutela convencional. 

217. En el presente case, el Estado de Panamá suscribió, durante cerca de tres décadas, 
una seria da acuerdos con los pueblos indfgenas Kuna de Madungandi y Emberá del Bayano, asi 
como también promulgó decretos y resoluciones formalizando el compromiso de reconocer a su 
favor un tftulo de propiedad colectiva sobre las tierras otorgadas en compensación por la 
enajenación de sus territorios ancestrales. 

21 B. En concreto, con relación al pueblo indigena Emberá del Bayano, el reconocimiento 
por parte del Estado del derecho de propiedad colectiva sobre sus tierras y el compromiso de 
reconocer formalmente esta derecho se plasmó, al manos, en {i} el Acuerdo de Majeclto de 1975, 
que dispuso el reasentamlento da las comunidades Emberá que habitaban la reglón del Bayano antes 
de le construcción de la represa e les localidades de Plrlatf a lpetí; llil el articulo 2.e} del Decreto 5-A 
de 1982, que excluyó la adjudicación de parcelas dentro de sus territorios y estableció que su 
"demarcación está a cargo de la Dirección Nacional de Polftica Indigenista""'; llill el acuerdo del 6 
de septiembre de 1 983 entre los Kuna de Madungandi, Emberá de Piriatf y un representante del 
Ministerio de Gobierno y Justicia por el cual se acordó el establecimiento de límites entre los 

304 Corte IDH, Caso de la Comvnídod Maya{JnfJ (Sumo) Awas Tlngnl Vs, Nicaragua. Fot1do, Reparaciones y Costes. 
Sentencia de 31 de. agosto de 2001. Serie C No. 79, párrafo 149. Corte I.D.H., Caso Comunidad lndlgene Yakye Axa Vs. 
Parog/JlJY· Fondo Reparaciones y Costas. Sentencia 17 de junio de 2005. Serie C No, 126, párrafo 137. Corte !.O.H,, Caso 
Comunidad lnr:lfgen8 Sawhoyamaxa Vs, P;;raguey. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia de 29 da marzo de 2006. Serie 
C No. 145, párrafo 118. 

:ws Artroulo 2 Inciso el del Decreto No. S~A del 23 de abril de 1982.· Ouedu prohibida !a adjudicación a cualquier 
tftulo de las Tierras estatales comprendidas y descritas: ( ... ) e'f, En las áreas de las comarcas lndfgenas Kuna y Emberá cuya 
demarcación está a cargo de !e Dlrecc!ón Nacional de Polrtlca Indigenista y los dirigentes da esas comunidades. Mientras 
determina dicha demarcación ffslca las Comunldade.s Kuna y Etnberá podrán vetar las so!ioltudes de adjudicación de parcelas 
que pertenecen a los territorios da asas comarcas. 
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territorios ocupados por tales pueblos indígenas'"; {iv) el Acuerdo Mutuo del 15 de agosto de 1984, 
en el cual le Corporación Bayano se comprometió a "realizar todos aquellos pasos que sean 
necesarios a fin de que se vean realizadas las aspiraciones indfgenas en lo que respecta a la 
demarcación plena de le Reserva Emberá en las áreas de ipetr y Plrlatf"307

; {v) el Plan de Acción 
adoptado en 1999 por el Programa de Desarrollo Sostenible de Darién, adscrito al Ministerio de 
Economía y Finanzas, en el cual se recomendó le demarcación, delimitación y eeñelización del globo 
de terreno de las comunidades Indígenas de lpetl y Plrlatí; {vi) el artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 
267 de 2002, por el cual se extiende el ámbito de aplicación del Decreto Ejecutivo No. 267 que 
exceptóa la adjudicación de las tierras colectivas de la población Emberá de Piriatf e lpetf'08; (vil) la 
Resolución No. D. N. 132-2003 de la Dirección Nacional de Reforma Agraria de 2003 que suspende 
todas las tramitaciones de solicitudes da adjudicación y traspasos de derechos posesorios de 
terrenos ubicados dentro del área ocupada por las poblaciones Emberá de lpetí y Piriatf"; y (vlli) el 
"Acuerdo de Acción y Decisión" suscrito en noviembre de 2011, entra las autoridades del pueblo 
Emberá y representantes de la ANAT y el Ministerio de Goblemo y Justicia, mediante el cual las 
autoridades estatales se comprometen a la titulación colectiva de sus tierras. 

219. La CIDH no puede dejar de notar que, a pesar de la existencia de actos que 
reconocían -directa e Indirectamente- el derecho a la propiedad colectiva de las comunidades 
Emberá sobre las tierras de Plriatf e lpetí, el Estado mantuvo a lo largo del procedimiento ante la 
C!DH posiciones contradictorias que pasaron de reconocer expresamente sus derachos territoriales, 
a negar le existencia de un "régimen especial para efectos de su tenencia, conservación y uso por 
parte de la población lndfgena"310• Esta ambivalencia es reflejo de su actuar a nivel Interno que, 
como ha podido observar la CIDH, se ha caracterizado por la suscripción de compromisos, y la 
posterior denegación de los mismos, lo qua ha dado como resultado la situación de desconocimiento 
formal de su derecho a la propiedad en la que permanecen, incumpliendo constantemente los 
compromisos asumidos. 

220. Adicionalmente, se ha dado por probado que el 27 de octubre de 2009 las 
comunidades Emberá del Bayano presentaron una solicitud de adjudicación de tierras ante la 
Dirección Nacional da Reforma Agraria, con base en la Ley No. 72. Según ha constatado la CIDH, si 
bien se realizaron algunas diligencias por parte da los órganos administrativos encargados da dar 
trámite a dicha solicitud, transcurridos. aproximadamente tres años desde que se iniciaron los 

306 Anexo 24. Acuerdo del 6 d131 sEttlembre de 1983. Anexo 14 de !a petici6li. Inicial de los peticionarlos de fecha 11 
de mayo de 2000: y Anexo 7 de la oomunlcaclón del Estado de fecha 29 de junio de 2001. 

!K17 Anexo 2(L Convenio ele Acuerdo Mutuo del 16 de agosto de 1984. Anexo del resumen de la Intervención de los 
petlclonarkls durante !a aucllGnc1a da admla!bl!idad del 12 de noviembre de 2001 . 

308 Ane:xo 42. Articulo 2 del Decreto Ejecutivo 267 de 2 de octubre de 2002.· O.uedan exceptuadas de la apUcao16n 
del presenta Decreto, las siguientes tierras: ( ... ) 2. Las tierras colectivas da la poblacl6n Emberá de !petr y Plr!atf, en al 
Distrito da Chepo, Provincia da Panamá. 

S09 Mediante Resolución No. O. N. 132w2003 de 18 da marzo de 2003, la Dlreoclón Nacional da Reforma Agrarla 
del Mlnlsterto de Dessrrotlo Agropecuario, estableció lo siguiente "Suspender toci1.1e las tramitaciones de solicitudes da 
adjudicación V de los traspasos de derechos posaaortos de terrenos t.Jbicados dentro del área O(l'U¡)ada por ras poblaciones 
Emberá da !petf v Plriatr, en el distrito da Chepa, Provincia de Panamá". Escrito del ~tado de fecha 3 de octubre da 2011, 
recibido por la C! DH el 4 de octubre de 2011. · 

310 En concreto, el Esto.dQ en escrlto!:l ante la CIDH afirmó que "El pueblo Emberá de Bayano, habita en tlerras 
estatales y dlohas tierras no tienen un régimen especial para efectos de su tenencia, oonservaoión y uso por parte de la 
población lndfgena". Comunlcaclón del Estado da f6cha 18 de mayo de 2007, recibida por lo ClDH el 22 de mayo de 2007; y 
Observeo!ones adklonates sobre el tondo presentadas por el Estado mediante escrito del 27 de abril de 2010, recibidas por la 
CIDH el 3 de mayo de 201 O, En otro esctlto el Estado señaló: "El oaso de los Emberá de lpatf y Plrlatt es muy diferente 
porque son doa comunldade.a que conjuntamente con otras comunidades Emberá están tratando de def!nlr su sltuaolón 
jurldlca sobra th;ma, admlnlstrac!ón y organización, propuesta que se encuentra en la Asamblea Legislativa por propia 
Iniciativa de loa Interesados. La deflnlclón Jurldlca ha Involucrado a moradores de la [etnia] negra[,] y campesina que 
comparten con los l:mberá el área conocida como provlnole dG Darlán". 
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·trámites requeridos, a la fecha no se ha tutelado efectivamente su derecho a la propiedad sobre su 
territorio tradicional. 

221. Pero además de .Incumplir con los compromisos adquiridos de reconocer formalmente 
sus derechos territoriales, como ha dado por probado la CIDH, autoridades estatales adjudicaron a 
terceras personas parcelas ubicadas en el territorio reivindicado por el pueblo Emberá del Bayano, 
otorgándoles tftulos de propiedad Individual. En opinión de la CIDH, ello supone un desconocimiento 
total de las obligaciones legales asumidas por el Estado y el agravamiento de la situación de 
Inseguridad Jurldica en la que se encontraban estas comunidades. Como ha sa~alado la CIDH, el 
ordenamiento Jurldico debe proveer a las comunidades indlgenas la seguridad efectiva y le 
estabilidad jurldica de sus tierras'"· La Inseguridad )urfdlca sobra estos derechos hace a los pueblos 
indfgenas y trlbafas "particularmente vulnerables y proclives a conflictos y violaciones de 
derechos"'"· la existencia de tftulos de propiedad que están en conflicto con trtulos ha sido 
precisamente identificado por la CIDH como un factor que causa Inseguridad Jurfdlca a las 
comunidades indfgenas313• 

222. En suma, la negación unilateral de los derechos legales contenidos en compromisos 
·asumidos por al Estado desde 197 5 y su propia Constitución, leyes y obligaciones internacionales, y 
el consiguiente desconocimiento del derecho que tenlan las comunidades lndlganas del pueblo 
Emberá del Bayano al cumplimiento e lmplem entación efectivos da los acuerdos que reconocfan süs 
derechos de propiedad, constituyó una violación del articulo 21 de la Convención Americana, en 
conexión con los articules 1.1 y 2 de la misma. 

223. Con relación al pueblo indlgena Kuna .de Madungandi, la CIDH observa que el 
reconocimiento del derecho de propiedad colectiva sobre sus tierras y la obligación del Estado de 
reconocer formalmente este derecho se expresó, al menos~ en: {i} el Decreto da Gabinete No. 123 
da 1969 que dispuso el otorgamiento de nuevas tierras, al ser enajenada una superficie de 1.124.24 
Km2, pertenecientes a la Reserva lndfgene del Bayano para la construcción de la represa 
hidroeléctrica; (li) el Acuerdo de Farallón da 1976 en el que al "Gobierno Nacional se compromete a 
demarcar la reserva y reubicar a los colonos e Indios"; (lli) el artrculo 2.a} del Decreto 5-A da 1982, 
qua excluyó la adjudicación de parcelas dantro de sue territorios y estableció que su "demarcación 
está a cargo de la Dirección Nacional de Politice lndlganlsta"314; (lv) al acuerdo del 6 de septiembre 
de 1983 entre los Kuna de Madungandl, Emberá da Plriatl y un representanta del Ministerio de 
Gobierno y Justicia por el cual se acordó al establecimiento de limites entre tales pueblos 
lndígenas315

; (v) el "Convenio de Acuerdo Mutuo" .de 1984 en cuyo punto primero el Estado reiteró, 
a través de la Corporación para el Desarrollo Integral del Bayano, su obligación de crear una comarca 

31 1 C!DH. Segundo Informe sobra fe Situación de los Derer;hos Humanos en el Perú. Doo. OEA/Ser.LJV/1!.106, Doc. 
59 rev., 2 de junio de 2000, plirr. 19. 

312 CIDH, Quinto Informe sobre Ja Situación de los D-9rechos Humanos en GutJtemslfJ, Doc. OEA/Ser.L!V/11.111, 
Doc. 21 rev., 6 de abril da 2001, Capftulo XI, .párr. 57. 

313 C!DH, Quinto Informe sobre la Situeción de los Derechos Humanos en Guatemala. Doc. OEA1Ser.LN/U.111, 
Doc. 21 rcv., 6 da abril de 2001, párr. 57. C!DH, Derechos de los pueblos Indígenas y tribales sobre sus tierrt:ts ~:~ncestrales y 
recursos naturales. Normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OENSer.LJV/I!.Doc,BS/09, 
30 de diciembre de 2009, párr a. 

314 Artlculo 2 'inciso ·e) del Decreto 5·A del .23 da abril de 1982.· Queda prohl\:llda la adjudicación a cualquier tftulo 
de las Tierras estatales comprendidas y descrltt~s; ( ... ) e). En las áreas de las comarcas indfgenas Kuna y Embani cuya 
demarcacl6n está a cargo de la O!recclón Nacional de Pol(t!ca lndlganlsta y los dirigentes de esas oomunidadaa. Mientras 
®termina dloha demarcación frs\ca !as Comunidades Kuna y .Emberá podrán vetar las solicitudes de adjudicación de parcelas 
que pertenecen a ·ton tetrltor!os da esas comarcas. 

315 Anexo 24. Acuerdo del B d<3 setiembre de 1.983. Anexo 14 de la petición lnfclal de los petioionartos de fecha 11 
.de mayo de 2000; y Anexo 7 de la comunicación del Estado de fecha 29 de junio de 2001. 
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para el pueblo Kuna del Bayano. Asimismo, como 11a sido probado, se dieron múltiples acuerdos Y 
resoluciones que estipulaban el compromiso de desalojar a las personas no indfgenas que ocupaban 
Ilegalmente sus territorios, los cuales reconocfan un derecho a le propiedad colectiva oponible frente 
a terceros::ne, 

224. Los tftulos y derechos que se derivaron de los acuerdos suscritos con el Estado, de 
acuerdo con la Constitución y obligaciones Internacionales, no fueron reconoc!dos formalmente sino 
después de treinta a~os, a través de la Ley No. 24 de 12 de enero de 1996. La CIDH nota que este 
largo proceso de reivindicación territorial indfgena estuvo marcado por la suscripción sucesiva de 
compromisos y su sistemático desconocimiento e incumplimiento por parte del Estado. Además de 
generar estos acuerdos derechos legales, dieron lugar a una serle de expectativas legttimas en los 
lfderes y miembros del pueblo indfgene, constantemente frustradas. 

225. Asimismo, la CIDH observa que si bien mediante la Ley No. 24 se otorgó 
reconocimiento formal al derecho a la propiedad colectiva del pueblo indfgena Kuna de Madungandf, 
no se demarcaron ni delimitaron ffslcamente tos Hmltes de la Comarcar sino después de cuatro años. 
Al respecto, la CIDH recuerda que, como ha se~alado la Corte, la falta da delimitación y 
demarcación efectiva de tos territorios indígenas, atín cuando exista un reconocimiento formal del 
derecho a ía propiedad comunal de sus miembros, causa "'un cllma de Incertidumbre permanente" en 
el cual los miembros de las comunidades 11no saben con certeza hasta dónde se extiende 
geográficamente su derecho de propiedad comunal y, consecuentemente, desconocen hasta dónde 
pueden usar y gozar libremente de ~os respectivos bienes(/317 • 

226. De Igual modo, como ha sefíalado la CIDH, con base en el artfculo 2 de la 
Convención Americana, los pueblos lndfgenas tienen derecho a una Implementación efectiva de la 
ley. En virtud de esta disposición, los E:stados deben dar una Implementación práctica efectiva a las 
normas constitucionales, legales y reglamentarias de su derecho Interno que consagran derechos de 
los pueblos lndfganas y tribales y sus miembros, para asf asegurar al goce efectivo de tales 
derechos31 a. SI bien valora positivamente la consagración de disposiciones normativas sobre los 
derechos colectivos de los pueblos indfgenas, la CIDH ha Insistido en que la adopción de normas no 
basta para dar cumplimiento a las obligaciones Internacionales de los Estados319

• En sentido slmllar, 

1116 Anexo 30. Acuerdo del 23 de marzo da 1990, Anexo 18 de la petición iniolal de los petlclonarlos de fecha 11 dé 
mayo de 2000; y Anexo 11 de !11 comunloaolón del Estado da fecho 29 de Junio de 2001; Anexo 31. Acuerdo de T~abajo 
para ol Re.otdenamlento Territorial del Alto Bayano suscrito entre el Gobierno Provincial de Penamt:i y el Pueblo Kuna de 
Wacuco. lpetr y otras Comunidades del 16 de julio de 1991. Anexo del resumen de !a lntervenoión de lo5 petlcfonartos 
durante la audiencia de admlslbllldad del 12 de noviembre de 2001; Anexo 32. Resolución 002 .del .24 da enero de 1992. 
Anexo 19 de ls petición lnlolal de lO$ patlolonarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 14 de la comunicación del Estado 
de techa 29 de junio de 2001; Anexo 33, Resolución 63 del 17 de marzo de 1992. Anexo 20 de la pstlolón Inicial de los 
petlclonaflos de fecha 11 de .mayo de 2000; y Anexo 13 de la comunicación del Estado de fecha 29 de )LJnlo de 2001. 

Sl7 Corte IDH. Caso de le Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tfngnl Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costes. 
Sentencia de 31 de ogosto de 2001. Serie CNo. 79, p8rr. 153. 

3111 CIOH, Democracia y Derechos Humtmos en Venezuela, 2009. Doc. OEA/Ser.LIVIH, Deo. 54, 30 de diciembre da 
2009, pBrr. 1062. Ver tamblán.: ClDH. Acceso a la Justlc!a e Inclusión Social: El camino haa/a el fortalecimiento de la 
Democracia en BoUvla. Doo, OEA/Ser.L/V/11, Doo. 34, 2S do junio de 2007, párrs, 220, 297 ~Recomendación 4. CIDH, 
Informe de Segv/mlemo - ACC"8$P" a fa Justicia rJ Inclusión Social: El camino hacia el fortalecimiento de la Democrecla en 
Bolivia, Doc. 05AISer/LfVfll.136, Doo. 40, 7 de agosto de 2009, pt:irrs. 134, 149, 

31 \J Ver, entr-a otros: C!DH, Democracia y Derechos Humanos en Venezuela, 2009. Doc. OEA/Ser.UVJ/1, Doc. 54, 
30 de diciembre de 2009, párm. 1 052·1 061. CIDH, Acceso a la Justicia a lnotus!ón Soclill: E! camlno haota el fortalaclmlento 
de la Democracia an Bolivia. Doo. OENSe~.UV!11, Doc. 34, 28 de junio de 2007, párrs.218, 219. CIDH, Alegatos ente te 
Corte lnteramarloana de Derechos Humanos en al caso de Yokye Axa v. Paraguay. Referidos en: Corte IDH. Caso Comunfded 
lnrlfgena YHkye Axa Vs. Paraguay. ·Fondo, Reparaciones y Coatas. Santenola de 17 da junlo de 2005. Se!'ie C No. 126, párr. 
120{b). Ver también: C!OHr Quinto Informe sobre la Situación d& los .Derechos Humanos en Guatemala. Doc. 
OEA/Ser.l/V/11.111, Doc. 21 rav., 6 de abril de 2001. pá.rr. 36. CIDH, Tercer Informe sobre la Sltvsclón de/os Derechos 
Humenos en Paraguay, Doc. OEA/Sar./LIVI/.1 10, Doc. 52, 9 de marzo de 2001, párr. 28. 
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!a Corte lnteramerfcana ha explicado que "la legislación por sf sola no t!S suficiente para garantizar la 
plena efectividad de los derechos protegidos por la Convención, sino que comporta la necesidad de 
una conducta gubernamental que asegure la existencia, en la realidad/ de una eflca2. garantfa de1 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos''320

, 

227. En relación con el derecho a la propiedad territorial concretamente, no es suficiente 
con el mero reconocimiento abstracto del derecho a la propiedad comunitaria de los pueblos 
indfgenas y tribales, sino que los Estados deben adoptar medidas concretas para hacerlo efectivo 
materlalmente321 • En palabras da la Corte, "el reconocimiento meramente abstracto o ]ur(dlco de las 
tierras, territorios o recursos indfgenas carece prácticamente de sentido si no se ha establecido y 
delimitado flslcamente la propiedad"""· Según lo afirmado por la CIDH y la Corte, bajo el articulo 
21, es necesario que las normas legales y constltuclonales qUe reconocen a! derecho de tos 
miembros de las comunidades indígenas a la propiedad de su territorio ancestral se traduzcan en la 
restitución y protección efectiva de dichos terrltorios323• Aunque estén consagrados formalmente los 
derechos territoriales y otros de los puebtos indfgenas y tribales, el que los Estados no tomen !as 
medidas necesarias para reconocer y garantizar dichos derechos genera situaciones de Incertidumbre 
entre los miembros de sus comunídades324

• 

228. En virtud a lo anterior, la CJDH considera que el Estado de Panamá no ha garantizado 
el derecho de propiedad de los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del 6ayano, y sus miembros 
a su territorio ancestral y tradicional, privándolos en consecuencia no sólo de la posesión material de 
su territorio sino además de la base 1undamenta! para desarrollar su cultura, su vida espiritual, su 
Integridad y su supervivencia económica. Por lo expuesto, la Comlslón considera que el Estado vío(ó 
el artículo 21 de la Convención Americana, en perjuicio de los pueblos Kuna de Madungandí y 
Emberé del Bayano, y sus miembros. en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma. 

b) Obligación de protección frente a terceros det terr1torlo y recursos naturales de los 
pueblos indígenas Kuna de Madungandi y Emberá del Sayano, y sus miembros 

no Corte: !OH. Casa Camunidad lndlgena Ssw!Joyamoxo Vs. Psraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia do 
29 de mar.m de :2006. Serie C No. 146, párr. 167. Corta !DH. Caso de la Masacre de Pueblo Bello Vs. Colombia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2006. Serie C No. 140, párt, 142.. 

311 Corte IDH. Caso Comunidad /ndfgena Yakyt.: Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. sentanola 17 da 
junio de 2005. Serta C No. 125, párr. 141. 

~m Corte lDH. Caso Comunidad lndlgana Yakye Axa Vs. Paragu(Jy, Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencio i7 de 
¡unlo de 2005. Seria C No. 126, piirr. 143. 

323 CIDH, Tercer Informe sobre la situación de los detecllos humanos en Paraguay. Doc. OEA/Ser./LN11.110, Doc. 
62, 9 do marzo de 2001, párr. 60, Recomendación 1. 

324 CtOH,Informe No. 40/04, Caso 12.063, Comunidades lndlgenaa Mayas del Distrito de Toledo v. Balice, 12 de 
octubre de 2004, pá.rr. 170. Aplicando estas reglas, en el caso de la comunidad Awas Tlngnlla Corte lnte~amelicana e>i:presO 
que "es necesario hacer efeotfvos los deroohos reconocidos en la Constitución P'olftfca y en la Jaglsleclón nlcaragOanse, de 
conformidad con la Conveno16n Americana. En consecuencia, al Estado debe adoptar en su derecho Interno, de conformidad 
con el artfculo 2 de la Convanclón Americana, las medidas legislativas, adniinistratlves y de cualquier otro carácter que aeen 
necesarias para crear un mecanismo efectivo de delimitación, demarcación y tltulao!On de la propiedad de loa miembros de la 
Comunidad Awas'Tingnl, acorde con el derecho consuatudinar1o, valores, usos y costumbres de ésta" {Corte !DH. Caso da la 
Comunidad M.eyagna (Sumo) Awas Tingnl Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaclone~;~ y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2.001. Serie C No. 79, párr. 1381. En loe mismos t8rmlnos, en el caso de la comunidad Sawhoyemaxa v, Paraguay, la Corte 
lnteramer!cal'\8 explicó que e la luz de la obligación derivada del Artk:ulo 1,1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humat\Qs, lerda en conjunto con e! articulo 21, "si bien el Paraguay reconoce en su ordenamiento el derecho a la propiedad 
comunltar1a da las tierras y recursos naturales de los lndfgenas el reconocimiento meramente abstracta o ]urfdlco de dicho 
derecho careos prácticamente da sentida ai no se ha dallmltado ffslcamente y entregado las tierras por falta de medidas 
adecuadas da derecho interno necesarias para garantizar al uso y goce efectivo da tal derecho por parte de los miembros de 
la comunidad Sawh0yamaxa'1 [Corte lDH. Caso Comunidad lndrgana Sawhoyamax~ Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencla de 29 da marzo de 2006. Sede C No. 146, párr. 1431 
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229. La CiDH ha se~alado que los pueblos lndfgenas y tribales tienen derecho a que se les 
proteja de conflictos con terceros por !a tferra, a través de! otorgamlento pronto de un tftulo de 
propiedad, y de la delimitación y la demarcación de sus tierras sin demoras, para electos de prevenir 
conflictos y ataques por otros'"· En este mismo ámbito, los pueblos lndfgenas o tribales y sus 
miembros tienen derecho a que su territorio sea reservado para ellos, sin que existan dentro da sus 
tierras asentamientos o presencia de terceros o colonos no indfgenas. El Estado tiene una obligación 
correlativa de prevenir la Invasión o colonización del territorio lndfgena o tribal por parte de otras 
personas, y de realizar las gestiones y actuaciones necesarias para reubicar a aquellos habitantes no 
lndfgenas del territorio que se encuentren asentados alli325 • 

230. Siguiendo esta linea, la CIDH ha establecido que los Estados están obligados a 
"adopt[ar) medidas para delimitar, demarcar y titular o aclarar y proteger por otra vfa las 
correspondientes tierras del pueblo {lndfgena], sin perjuicio para otras comunidades indrgenas y, 
hasta tanto se adopten talos medidas, [abstenerse] de todo acto que pueda dar lugar a que agentes 
del propio Estado o terce.ros actuando con aquiescencia o tolerancia de éste, afecte la existencia., el 
valor, el uso o goce da los bienes ubicados en la zona geográfica ocupada y usada por el pueblo 
[lndfgenal""'· La CIDH ha calificado las invasiones e Intrusiones Ilegales de pobladores no indfgenas 
como amenazas, usurpaciones y reducciones de los derechos e la propiedad y posesión efectiva de! 
territorio por los pueblos indfgenas y tribales, que el Estado esté en la obligación de controlar y 
prevenlr32a. 

231. Asimismo, el desarrollo jurlsprudanclal del sistema imeramericano de derechos 
humanos sobre al derecho de propiedad comunal de los pueblos lndfgenas ha Incorporado 
axplfcltamente en el ámbito material de este derecho los recursos naturales tradicionalmente usados 
por los pueblos indfgenas y vinculados a sus culturas, Incluyendo usos tanto estrictamente 
materiales como otros usos de carácter esptritua! o culturaL Al respecto, le Corte tnteramertcana ha 
señalado que: 

[E]I derecho a usar y gozar del territorio carecerfa da sentido en el contexto de Jos miembros 
de los pueblos lndfgenas y tribales si dicho derecho no estuviera conectado con los recursos 
naturales que se encuentran dentro del territorio. Por ello, el reclamo por la titularidad de las 
tierras de los lntegrantee de Jos pueblos lndfgenas y tribales darlva de la necesidad de 
garantlzar ra seguridad y la permanencia del control y uso de los recursos naturales por su 
parte, lo que a su vez., rnantlene ase estilo de vida920 , 

~5 C!DH, Demoaracie y Derechos Humanas en Venezuefa. Doc. OEAfSer.LIV/!1, Dor::, 54, 30 de diciembre da 2009, 
párr. 1137- Recomendación 2. CIDH, Derechos de tos puablos lndrgenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recunioa 
naturales. Normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA/Ser.LJV/JI.Doc.56/09, 30 de 
diclambre, 2009, párr. 113. 

ns C!DH. Derechos de !os pueblos indlgenes y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 
Jurfsprudenola del Sistema Interamericano da Derechos Humanos. OEAfSer.lfV/I!.Doc.56/09, 30 de diciembre, 2.009, párr. 
114. 

321 CIDH, Informe No. 40/04, Caso 12.0&3, Comunidades lndlganes Mayas del Distrito de Toledo v. Belloe, 12 da 
octubre de 2004, pérr, 197 - Recomendación 2. 

tus CIDH, Informe sobre Jet Sltuaa;ón de los Dt:rechos Humanos en Brl$s//. Doc. OEA/Ser.l/V/11.97, Doc. 29 rev. 1, 
29 de sapthmlbre de 1997, Capitulo VI, párrs. 33, 40. CIPH, Derechos de los pueblos\ndrgenas y tribales sobre sus tierras 
.ancestrales y re<:ursoa naturales. Normas y jurlsprudencle del Sistema Interamericano de Derechos Hurnanos. 
OEAISer.l/V!II.Ooc.SS/09, 30 de diciembre, 2009, párr. 114. 

329 Corte !OH. Caso del Pueblo Saramaka, Vs. Surinem. Excepciones Prel!mlnareG, l=ondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 da noviembre de 2007, Serie C No. 172. Corte IDH, Caso Comunfded lndfgrma Yakye Axa Vs. Paraguay. 
Fondo, Reparaciones Y Costas. Sentencia 17 de Junio de 2.006, Serie C No. 126, párrs. 124, 137, Corte !OH. Caso 
Comunidad lndfgene S<1whoyemaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Santenc!a de 29 de marzo de 2006. Serie 

Cont!nóa.,. 
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232. Según la jurisprudencia de la Corte lnteramaricana, "los integrantes de los pueblos 
indfgenas y tribales tienen el derecho de ser titulares de los recursos naturales que han usado 
tradicionalmente dentro de su territorio por las mismas razones por las cuales tienen el derecho de 
ser titulares de la tierra que han usado y ocupado tradicionalmente durante siglos. Sin ellos, la 
supervivencia económica, social y cultura! de dichos pueblos está en riesgo:' 330• De este modo, el 
derecho de los pueblos lndfganas a la propiedad, el acceso y la utilización de los recursos naturales 
presentes en sus territorios tradicionales se encuentra estrechamente vinculado a la supervivencia 
de los pueblos lndfgenas como pueblos diferenciados, teniendo en cuenta aspectos tanto de 
subsistencia material como de supervivencia cultural. Como ha afirmado la Corte, ''esta conexión 
entra al territorio y los recursos naturales que han usado tradicionalmente los pueblos lndlgenas y 
tribales y que son necesarios para su supervivencia flslca y cultural, as( como el desarrollo y 
continuidad de su cosmovisión, es preciso protegerla bajo el articulo 21 de la Convención para 
garantizar qua puedan continuar viviendo su modo de vida tradicional y que su identidad cultural, 
estructura social, sistema económico, costumbres, creencias y tradiciones distintivas serán 
respetadas, garantizadas y protegidas por los Estados"'331

• 

233. Asimismo, aunque ni la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre ni la Convención Americana sobre Derechos Humanos incluyen referencias expresas a fa 
protección del medio ambiente, es claro que varios derechos de rango fundamental que en ellas se 
consagran requieren, como una precondición para su debido ejercicio, una calidad medioambiental 
mfnima, v se ven afectados en forma profunda por la degradación de los recursos naturales. 'La 
ClDH ha enfatizado en es:te sentido que existe una relación directa entre el entorno físico en el que 
viven las personas, y los derechos a la vida, a la seguridad y a la Integridad ffsica"'. Estos derechos 
resultan directamente afectados cuando se presentan episodios o situaciones de deforestación, 
contaminación de las aguas, polución u otros tipos de dafios ambientales en los territorios 
ancestrales333 • 

234. La ClDH considera qua los Estados tienen al deber ·de adoptar medidas para prevenir 
los da~os al medio ambiente en territorios lndigenas o tribales y adoptar aquellas que sean 
necesarias para proteger el hábitat de las comunidades indígenas, teniendo en cuenta las 
caracterfsticas especiales de los pueblos lndlgenas, y la especial y dnlca relación con sus territorios 

... oontlnuaclón 
C No. 146, párrs. 118, 121. Corta !OH. Caso Pueblo lnd!gena Klohws de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y repar~vlon\:Js. 
Sentencla de 27 de Junio da 2012. Serie C No. 245. párr. 146. 

331! Corte !OH. Coso del Pueblo SarEJma.ka. Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172. párr. 121. Véase también Corte IDH. Caso Comunidad lndi{J13nb 
Yakye Axa Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas. Sehtenola 17 de junio de 2006, Serie C No. 126, párr, 137. Corte 
lDH. Caso Comunidad lndfgena Sttwhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo da 
2006. Serie e No. 146, párr., 11 B. Corte !DH. Caso Pueblo lnd/g&na Kichwa de Sarllyoku Vs. Ecuador. FonOo y reparaciones. 
Sentencia de 2.7 de junlo de 2012. Ser!a C No. 246. párr. 147. 

Ul Corte lDH. Coso Pueblo lndlgenfl Kfchwa de Sar?yeku V.s. Ecuador, Fondo y reparaciones. Sentencia de 27 de 
junio de 2012.. Serie C No. 246. párr. 146. Véase también Corte !OH, Caso de la Comunidad lndlgsns YakyiJ Axa 
Vs.PQtoguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de j\mlo de 2005. Serie C No. 12:5, párrs. 126 y 136. Cofta 
!DH. Caso Comun;dad lndfgene Sewhoyamsxs Vs. Paraguay. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 2.9 dii~ marzo dl3 
.2006, Sarle C No. 146, párrs. '! 18 ~121. 

332 ClDH, Informe sobre lo situación de !os derechos humanos en Ecuador. Doc. OEA/Ser.LJV/!1.96, Doo. 10 rav. 1, 
24 de abril de 1997. 

:m Véase C\DH, Informe sobrG la situación de los derechos humanos en Ecuador. Doc. OEA/Ser.LN/!1.98, Doc. 10 
rev.t, 24 de abril de 1997. CIDH, lnforme sobre !a situación da los derechos hum!llnos en fouador. Doc. OEA/Ser.LN/!1.96, 
Doc. 10 rev.1, 24 de abrH de 1997. CIDH, Informe sobre la s!tuac16n de los ·derechos humanos en Ecuador. Doc. 
OE.A/Ser.LN/1!.96, OQc, 10 rev.1, 24 de abril da 1997. CIDH- La situación de !os Derechos Humanos en Cuba, Séptimo 
Informe. Doc. OEA/Ser.LJV/11.61, Doc.29 rev. 1, 4 da octubre de 19B3, párs. 1, 2, 41, 60, 61. 
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ancestrales y recursos naturales que en ellos se encuentran. Al adoptar est8s medidas, como ha 
se~alado la CIOH, los Estados deben poner "especial énfasis en la protección de los bosques Y las 
aguas, básicos para su salud y supervivencia corno comunidades'1334 , Asimismo, ha expresado 
anteriormente la Comisión que los Estados están en la obligación de controlar y prevenir la 
realización de actividades extractlvas Ilegales, tales como la tala, la pesca o la mlnerfa ilegal, en 
territorios ancestrales Indígenas o tribales, y de Investigar y sancionar a los responsables336

• 

235. La CIOH observa que, en esta misma linea, la propia Constitución panameña prohibe, 
en su articulo 127, la apropiación privada de las tierras indfgenas, y que existen en el ordenamiento 
Interno las referidas normas legales de reconocimiento del derecho a la propiedad colectiva de los 
pueblos lndfganas. Asimismo, nota qua en el ordenamiento jurldico panameño existen también 
disposiciones legales qua protegen los recursos forestales y permiten la aplicación de sanciones por 
actividades de tala ilegal y daño ambiental, en particular la Ley Forestal del 3 de febrero de 1994, y 
la Ley General del Ambiente del 1 • de julio de 1996336

• 

236. A la luz de las consideraciones precedentes, la CIOH considera que el Estado de 
Panamá estaba en la obligación Internacional de prevenir la Invasión y tala Ilegal de madera, y de 
proteger efectivamente el territorio y recursos naturales de las presuntas vfctimas. En el presente 
ceso, los pueblos lndfgenas Kuna da Madungandl y Emberá del Beyano y sus miembros denunciaron 
en forma constante y consistente que, de un lado,. colonos se apropiaban contlnuamente de sus 
territorios, y de otro, que personas no lndlganas realizaban actividades de tala y extracción ilegal de 
madera y otros recursos naturales, con: el resultado consiguiente de degradación medioambiental por 
deforestación. 

237. Estos hechos fueron puestos oportunamente en conocimiento de las autoridades 
estatales por los pobladores indfgenas en distintos ámbitos. En particular~ se suscribieron sucesivos 
acuerdos, a través de los cuales el Estado adquirió compromisos formales en los que les autoridades 
estatales anunciaron que realizarfan labores de control de la Invasión del territorio y extracción Ilegal 
de madera337

• No obstante, no se dGmostró ante la CIDH que tales acclones hubiesen sido 
adoptadas en forma efectiva y proporcional a la dimensión de la invasión da colonos, y al serio 
peligro da deforestación causado por los taladoras Irregulares dentro de sus territorios. 

238. De Igual modo, tales hechos fueron puestos a conocimiento del Estado a través de 
recursos administrativos y penales interpuestos ante las autoridades competentes. En concreto, 
como ha sido constatado en los hechos probados, las presuntas vlctlmas presentaron, en el ámbito 
administrativo, solicitudes de desalojo de ocupantes ante el Alcalde del Distrito de Chepa, la 

334 CIDH, T-eroet Informa sobra la sltuaclón de los derechos humanos en Paraguay. Doc. OEA/Ser.{LN\1.110, Doc. 
62, 9 de marzo de 2001, Capftulo IX, párrs. 38, 50- Recomendación 8. 

338 CIDH, Informe sobre hi Situación de los Derechos Humanos en Brasil, Doc. OEA/Ser.UV!11.97, Doc. 29 rev, 1, 
29 da septiembre de 1997, párr. 33; CIDH, Democracia y Derechos Humanos e11 Venazuéla, 2009. Doc. OEA/Ser,LJV/!1, Deo. 
64, 30 de diciembre de 2009. 

336 E! artfculo 98 de la Ley General de-l Ambiente dispone: "Se reconoce el dereoho de las comarcas y pueblos: 
lndfgenas con relación al uso, manejo y aprovecho\llmlento 1radlc!onal sostenible de los recursos naturales renovables, ubicados 
dentro de las comarcas y reservas lndfgenas creadas por ley. Estos recursos deberán utii!7.!HSB da acuerdo con loa fines de 
protaccl6n y conservao!ón del ambiente, establecidos en la Constltucl6n Polftica, le. presente Ley V las de-más leyes 
neolonalas." 

337 Véase Anexo 30. Acuerdo del 23 da marzo de 1990. Anexo 19 de la petición inicial de loo petlclonarlos de 
fecha 11 da mayo de 2.000; Ahexo 2.9. Resoluo16n No, 4 emitida por el Director de la Corporación de la Represa con facha 
16 da morzo de 1989. Anexo 17 de la petlo!6n Inicial de los patlclohar!os de feoha 11 de mayo de 2000; y Anexo 10 de la 
oomunleaolón del Estado de fQcha 29 de junio de 2001. Anexo 11. Documento final da dlagnóstloo de la Mesa de 
Concertación de Zono Bayano del 2 de julio de 1999. Anexo 31 de ls petlcldn inicial da loe petlclOharfos de facha 11 de 
mayo de 2000. p. 25. 
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Gobernadora de la Provincia de Panamá y la Presidencia de la República. Igualmente, una vez 
establecido y nombrado un corregidor para la Comarca Kuna de Madungandf, presentaron tal 
requerimiento ante esta autoridad. De otro lado, como ha sido dado por probado, las presuntas 
vfctimas denunciaron en más de una ocasión la extracción Ilegal de madera y los dafios ecológicos 
causados ante la Autoridad Nacional Ambiente. En el ámbito penal, se interpusieron múltiples 
denuncias ante las autoridades competentes, referidas tanto a la ocupación Ilegal del territorio 
lndfgana, como al dafio ambiental ocasionado por las actividades de tala Ilegal. 

2.39. La CIDH observa que, a pesar de las numerosas gestiones y acciones administrativas 
y judiciales intentadas por las presuntas vfctimas para lograr la reubicación de los colonos, Impedir la 
continuidad de las invasiones y detener la tala Ilegal, al Estado no adoptó medidas dirigidas a 
proteger los territorios y recursos naturales de las presuntas vlct!mas. Nota además que el Estado ha 
reconocido la existencia de este problema en el trámite del presente proceso y ha afirmado que 
adoptará acciones para prevenir y controlar su ocurrencia. No obstante, según se ha reportado 
reiteradamente ante la CIDH, la constante presencia de colonos y tala ilegal continda devastando la 
Integridad medioambiental de los territorios ocupados por los pueblos indígenas J<una de 
Madungandí y Embará del Bayano, generando un estado permanente de Incertidumbre y zozobra 
entre sus miembros. 

240. En opinión de la CIDH, la ocupación Ilegal de colonos y ·la tala ilegal en tierras 
indígenas se debió a que el Estado no adoptó medidas oportunas y efectivas para prevenir la 
ocurrencia de estos hechos. Asimismo, considera que la falta de protección efectiva de los 
territorios y recursos naturales trente a intervenciones exógenas, a través de la aplicación da sus 
propias normas constitucionales y legales, Impidió al pueblo lndfgena Kuna de Madungandí y Emberá 
del Bayano y sus miembros gozar libremente de su propiedad, de conformidad con su tradición 
comunitaria, así como también dificultó el uso y disfrut.e de los recursos naturales dentro de su 
territorio. 

241. Asimismo, la CIDH nota que el presente caso es ilustrativo de la vinculación que el 
oportuno reconocimiento, demarcación y delimitación tienen a efecto da prevenir y proteger el 
territorio lndlgena y sus recursos naturales. En efecto, el Incumplimiento por parte del Estado de sus 
obligaciones de reconocer, delimitar y demarcar oportunamente los territoriO$ reivindicádos por les 
presuntas vfctimasr permitió la invasión de colonos en tierras indígenas y trajo consigo la alteracl6n 
del normal desenvolvimiento de la vida espiritual y cultural de las presuntas vfctimas, as[ como el 
desarrollo de sus actividades tradicionales de supervivencia económica. 

242. La CIDH considera oportuno recordar que el que estos pueblos indígenas no contaran 
con un titulo de propiedad territorial formalmente reconocido por las autoridades no exime la 
responsabilidad Internacional del Estado, por cuanto según ha establecido la jurisprudencia del 
sistema, las garantías de protección del derecho a la propiedad bajo los Instrumentos 
lnteramer!canos de derechos humanos pueden hacerse plenamente efectivas por parte de los 
pueblos Indígenas y tribales respecto de territorios que les pertenecen poro que aán no han sido 
titulados formalmente, demarcados o delimitados por el Estado"'· De hecho, para la CIDH los 
Estados están en la obligación especial de proteger los territorios indfgenas no titulados frente a 
todo acto que pueda afectar o dtsmlnulr la existencia, valor, uso o goce de !os bienes, incluidos los 

:'!a& CIDH, Demanda presentada ante la Corte IDH en el caso del Pl,lebto Kiohwa da Sareyaku y sus miembros Vs. 
Ecuador, 26 de abril de 2010, párr 12.6. CIOH, Informe No. 40/04r Caso 12.063, Comunidades lndfgenss Mayas dat Distrito 
de Toledo v. Belice, 12 da octubre de 2004, párr. 142 Y 153. 

81



74 

recursos naturales existentes, ya que dichos pueblos tlenen derechos comunales de propiedad sobre 
tierras y recursos naturales con base en patrones tradlo!ona!es de uso y ocupación ancestral339

• 

243. En consecuencia, la CIDH considera que al haberse abstenido de emprender acciones 
efectivas para prevenir la invasión y deforestación ilegal del territorio lndlgena, asl como para 
proteger efectivamente el territorio y recursos naturales de las presuntas vlctimas, el Estado de 
Panamá Incurrió en responsabilidad Internacional por violación. del articulo 21 de la Convención 
Americana, en relación con el articulo 1.1 de la misma, en perjuicio de los pueblos indlgenas Kuna 
de Madungandf y Emberá del Beyano y sus miembros. 

2.3. Falta de provisión da un procedimiento adecuado y efectivo para el acceso a la 
propiedad territorial y la protección frente a terceros • Artfculos 8 y 2.5 de la 
Convención, en relación con los articulas 1.1 y 2 de la misma 

a) Obligación de proveer un procedimientO adecuado y efectivo para el reconocimiento, 
titu1ac16n, demarcación y delimitaoión de la propfedad colectiva de los pueblos 
lndlgenas 

2.44. Conforme a lo establecido por la Corte lnteramerlcana en su jurisprudencia, en lo que 
respecta a pueblos lndlgenas, las obligaciones contenidas en los artlculos 8 y 2.5 de la Convención, 
suponen que los Estados otorguen una protección efectiva que tome en cuenta sus particularidades 
propias, sus caracterfstlcas económicas y .sociales, asr como su situación de especial vulnerabilidad, 
su derecho consuetudinario, valores, usos y costumbres340

• Asimismo, la jurisprudencia del sistema 
Interamericano de derechos humanos ha determinado que los pueblos lndlgenas y tribales tienen 
derecho a que existan mecanismos administrativos efectivos y expeditos para proteger, garantizar y 
promover sus derechos sobre los territorios ancestrales, a través de los cuales se puedan llevar a 
cabo los procesos de reconocimiento, titulación, demarcación y delimitación de su propiedad 
territor!al341

• 

245. Los procedimientos en mención deben cumplir las reglas del debido proceso legal 
consagradas en los artfcu!os 8 y 25 de la Convención Americana342 • Al respecto, la Cort$ 
lnteramerlcana ha especificado que el debido proceso debe seguirse tanto en los procedimientos 
administrativos como en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de 
las personas34;¡;. A la luz de este requerimiento, la jurisprudencia del sistema Interamericano ha 

3~ ClDH, DertJchos de los PlJOblos lndlgenes y tribEIIes sobre sus tl'erras ancestro/es y recursos naturáles. Norm&s y 
jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos. OEA!Sar.LNI!!.Doc.56/09, 30 dé diciembre, 2009, páu, 
68. 

34° Corte 101-1. Ceso Comunlded lndfgena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Raparaclones y Costas. Sentencia da 17 
de junio de 2006, Serie C No. 126, párr, 63. Corte IDH. Caso Comunidad lndf.qena Sswhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costa$, Sentencia da 29 de marzo de 2006, Ser!e C No. 146, párrs. 92, S3. 

841 Corte IDH. CBso de la Comunidad Mayagna {Sumo) Awas Tingni Vs. NicarfJgua. Fondo1 Reperaclones y Costas. 
Sentencia de 31 da agosto de 2001. Sarle C No. 79, párr, 138, Ceso Comunidad lndfgenu Yakye AxB Vs, Paraguay. Fondo, 
Raparaclcnas y Costas. Sentenciad!!! 17 de junio de 2Ó05. Serie C No. 126, párr. 143. CIDH, Derechos de !os pueblos 
!ndlganes y tribales sobre sus tlarras ancestrales y recursos naturales. Normas y jurisprudencia del Sistema Interamericano da 
Derechos Humanos. OEA!Sar.LIV!I!.Ooo;Sa/09, 30 dé dlc!amb(e, 2009, pérr. 336. 

S>l~ Corte ·¡pH, Caso Comunid8d Jndfgena Sawhovflmaxa Vs. ParaomJY. Fondo, Reparaolones y Costas. Sentencia da 
29 de marz.o de 2.006. Serie C No. 14th párre. 61 1 132. 

M:t Corte IDH. Caso Comunidad Jnrffgena Yakye Axa Vs, Paraguay, Fondo, Reparticiones y Costas. Sentencia de 17 
de Junio do 2005. Sarie C No. 125, párr. 62, Corte IDH. Caso Barma R/cDtdo y otros Vs. Panamú, f!ondo, Aeparaclonee y 
CO$tas. Sentencia de 2 de febrero da 2001, Serie C No. 72, párr. 127. Corta IDH, Caso Comunidad lndfgena SewhoytJmáX8 
Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Ct~stas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Sarie C No. 146, pár(s. 82, 83. Los 
recursos efectivos que !os 'Estados deben ofrecer conforme al artfcu!o 25 de la Convención Americana "daban ser 
sustcnclados de conformidad oon las ·re:glas del debido proceso legal (artrcuto 8 de la Convención}" !Corto IDH. Ceso 

Contlnóa ... 
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Identificado una serie da caracterfsticas que deben cumplir estos mecanismos adminiStrativos bajo 
los artfculos B, 25, 1.1 y 2 de la Convención Americana. 

246. Estos mecanismos y procedimientos especiales deben ser efectivos. La Corte 
lnteramerlcana ha examinado, a la luz de los requisitos de efectividad y plazo razonable establecidos 
en el artfculo 25 de la Convención Americana, si los Estados han establecido procedimientos 
administrativos para la titulación, delimitación y demarcación de tierras lndlgenas, y de tenerlos, sí 
implementan tales procedimientos en la práctica344; y ha explicado que no es suficiente para dar 
cumplimiento a los requisitos establecidos en el articulo 25, que hayan normas jurldlces que 
reconozcan y protejan la propiedad indfgena - es necesario que existan procedimientos especfficos, 
y claramente regulados, para asuntos tales como la titulación de tierras ocupadas por los grupos 
lndfganas o su demarcación, atendiendo a sus caracterfstlcas partlculares34', y que tales 
procedimientos sean efectivos en la práctica para permitir el goce del derecho a la propiedad 
territorial - es decir, que además de !a existencia formal de los procedimientos, éstos den resultados 
o respuestas a las violaciones da los derechos legalmente reconocldos346, 

247. En el presente caso, la CIDH considera que el análisis de tales obligaciones debe 
hacerse analizando, en primer lugar, la existencia formal de un procedimiento para la titulación, 
demarcación y delimitación de la propiedad colectiva de los pueblos indCgenas Kuna de Madungandf 
y Emberá del Bayano que cumpla con las caracterfsticas ya señaladas. En segundo lugar, debe 
considerarse si los recursos presentados por el pueblo Emberá del Bayano al amparo de la Ley No. 
72, adoptada el 23 de diciembre de 2008, fueron resueltos de conformidad con los artlculos 8 y 25 
de la Convención. 

248. En cuanto a lo primero, la CIDH observa que, como se ha señalado, el articulo 127 
de la Constitución panameña de 1972 reconoce la propiedad colectiva de las comunidades indlgenas 
y establece que se determinarán por ley loa procedimientos específicos para su reoonoclmlento347 , 

La CIDH encuentra que existe en el ordenamiento )urfdlco Interno una disposición similar desde la 
Constitución de 1946348 • 

249. No obstante, hasta antes de la adopción de la Ley No. 72. la vla existente en el 
ordenamiento )urfdico panameño qua permitiera la aplicación práctica de tal reconocimiento 

••• continuación 
Comunidad Jndfgena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas, SentenCia de 17 de junlo de 2006. Serie C No, 
125, párr. G2J, La Corto lntcramerlcena ha Indicado qua entra los proeedtmlentos administrativos Internos qoo d&ben dar 
cumplimiento a las garantfas del debido proceso se cuentan, por ejemplo, los procedimientos de reconocimiento de lfderes 
lndfganas. los procedimientos de reconocimiento de !a personalidad jur(dlca, y Jos pfooedlmlentos d$ raatituolún de tierras 
(Corte IDH. Coso Comunidad lndfgona Sawhoyamaxa Vs. Parayuay. Fondo, Reparaciones y Costas. Seuteno!a de 29 da 
marLo de 2006. Serie C No. 146, párrs. 81, 82], 

3<'14 Corta IOH. Caso de fa Comunidad Mayagna (Sumo} Awss Tingni Vs. NioarMua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 ds agosto dé 2001. Serie C No, 79, párr. 115. 

3411 Corte IDH. Caso de la ·camunidod Mayagna (Sumo} Awas Tlngni Vs. Nfcsragua. Fondo, Aaparac:!ones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párrs. 12.2, 123. 

345 Corte IOH. Caso de /$ ComunldBd lndfgena Xákmok KBsek Vs. Paraguay. Fondo, Repataclones y Costas. 
Sentencia de 24 de agosto de 2010, Seria C No. 214, párr. 140. 

,a41 Dicha disposición establece, a la letra, que: "El 8ltado garantizará a las comunidades lndfgenas la reserva de las 
tle((ft6 necesarias y la propiedad colectiva de las mlsm~;>s para al logro de su bienestar económico y social. La Ley regulará los 
procedimientos que deban seguirse para lograr esta ttnaHdad y las delimitaciones correspondientes dentro de los cuales se 
prohfbe b;t ~;~probación prlvada de tierra", 

348 Articulo 94 de la Constftuclón da 1946; artículo 116 de la Constitución da 1972; artrculo 123 d¿ la Constitución 
de 1972 con reformas da i 978 y 1983; artfculo 123 de la Constltuclón de 1972 con reformas de 1978, 1983 y 1994; y 
artrcufo 127 de la Constitución de 1972 con reformas di3 2.004. 
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constitucional, lo constltufa obtener fa calificación como "comarca", a través de una ley adoptada 
por la Asamblea Legislativa. En opinión da la CIDH, ello conllevaba un largo proceso de reclamación 
de carácter principalmente polftlco - y de inherente dlscrecionalidad-, que debfan emprender los 
pueblos lndfgenas y sus miembros para que puedan ser reconocidos sus derechos territoriales. Como 
ha hecho referencia la ClDH en la sección precedente, en virtud a e\1o fueron creadas cinco 
comarcas entre los aflos 1938 y 2000, dejando fuera a numerosas comunidades lndfgenas qua, 
aunque compartfan el origen étnico de los pueblos favorecidos por leyes comarcales, no fueron 
Incluidas en las mismas. 

250. En el caso de los pueblos indfgenas Kuna da Madungandf y Embenl del Sayano, 
como ha dado por probado la CIDH, el proceso da reclamación territorial inició, al manos, en 1976 y 
1975, respectivamente, con la suscripción de los primeros acuerdos con el Estado, Dado el 
Incumplimiento de estos acuerdos iniciales, medit.~nte sus instituciones representativas, desde hace 
más de tres décadas, las presuntas vlctimas han realizado innumerables gestiones ante autoridades 
estatales a nivel nacional, provincial y local dirigidas a obtener el reconocimiento legal da sus 
territorios, tiempo que la Comisión estima por demás prolongado. 

' 
251. No puede dejar de advertir la CIDH que, la inexistencia da un procedimiento idóneo y 

efectivo claramente regulado para el acceso a la propiedad indfgena, conduJo en ocasiones a los 
pueblos lndfgenas a adoptar medidas que les permitan la suficiente notoriedad y presión pol1tlca para 
que sus rec1amos sean atendidos. Observa la CIDH de los hechos probados que, en reiteradas 
oportunidades tales acciones dlaron por resultado que el Estado adopte nuevos compromisos o tome 
medidas que no brindaban una respuesta integral y sostenible a las reclamaciones de fondo~ con el 
objetivo de poner fin a las acciones emprendidas por los pueblos lndfgenas, fomentando asl la 
utilización de estas práctlces. en lugar de crear vras legales permanentes para fa reclamación da sus 
derechos. 

252. En lo qua respecta al pueblo lndfgena Kuna de Madungandf, este largo proceso de 
reclamación territorial dio por resultado la adopción, el 12 de enero da 1996, de la Ley No. 24 "por 
la cual se crea la Comarca Kuna de Madugandl", veinte a~ os después de firmar el primer acuerdo 
con al Estado. Sin embargo, en el caso del pueblo lndfgena Emberá del Bayano, los Innumerables 
esfuerzos emprendidos no dieron lugar al reconocimiento de sus derechos territoriales. 
Adicionalmente, en ambos casos, sus territorios permanecieron sin ser efecttva y oportunamente 
demarcados y delimitados. 

263. De otro lada, la CIDH observa que, anta !a falta da un mecanismo idóneo y efectivo 
para el reconocimiento de la propleded lndfgena, las comunidades del pueblo Emberá del Bayano 
presentaron el 13 de junio de 1995 una solicitud da demarcación y titulación ante el Consejo de 
Gabinete de la Presidencia de la República, al amparo del artfculo 12 del Código Agrario, reiterada 
posteriormente el 27 de enero de 1999 ante la Presidencia da la República. Tal como ha dado por 
probado la CIDH, ninguno de tales requerimientos obwvo respuesta. 

254. la CIDH considera que, además da habar resultado inefectivo, tal procedimiento no 
puede ser considerado como idóneo para al reconocimiento de la propiedad indfgena, pues no 
constituya un mecanismo especifico que permita atender a la titulación de tierras ocupadas por los 
pueblos indfgenas o su demarcación y de!!mitaclón, teniendo en cuenta sus caracterrstlcas 
particulares, con base en la ocupación histórica ·de la tierra. Se trata, en cambio/ de un mecanism·o 
general de titulación da la propiedad individual, basado en al aprovechamiento productivo de la 
tierra, y en al cual se Ignore la relación especial, única a lntarnaclonalmenta protegida que tienen los 
pueblos indfgenas con sus territorios 81'lCestreles. En efecto, como ha advertido la Corte, an 
procedimientos de reivindicación territorial indfgena que se remiten a legislación agraria "[se] toma 
como punto de partida la explotación racfonal o no de las tierras reclamadas, sin entrar a considerar 
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aspectos propios de los pueblos indfgenas, como la significación especial que las tierras tienen para 
éstos"349 • 

255. En suma, en al caso bajo examen, la inexistencia de un procedimiento en la 
legislación panameña para hacer afectivo el derecho de propiedad de los pueblos lndlgenas ha 
significado concretamente que no se garantice por parte del Estado el derecho de propiedad de los 
pueblos Kuna y Emberá del Bayano a su territorio ancestral. En consecuencia, la Comisión considera 
que, al menos hasta antes de la adopción de la Ley No. 72, no existfa en al ordenamiento jurfdico 
panameño un mecanismo idóneo y efectivo para el reconocimiento, titulaclón, demarcación y 
delimitación de la propiedad territorial de los pueblos lndlgenas que atienda a sus caracterlstlcas 
particulares, en violación de los artfculos 8 y 25 de la Convención, en relación con los articulas 1 .1 
y 2 de la misma. ' 

256. r:n cuanto al segundo aspecto del análisis, como ha sido se~alado anteriormente, el 
23 de diciembre de 2008 fue aprobada la Ley No. 72, "que establece el procedimiento especial pera 
la adjudicación de la propiedad colectiva de tierras da los pueblos indlgenas que no están dentro de 
las comarcas". Posteriormente, dicha ley fue reglamentada mediante el Decreto Efecutlvo No. 223 
del 7 de·julio de 2010. SI bien el articulo 4 de la Ley No. 72 establece que la Dirección Nacional da 
Reforma Agraria del Ministerio de Desarrollo Agropecuario es la autoridad competente para llevar a 
cabo el mencionado procedimiento, con la adopción da la Ley No. 59 del 8 d.e octubre de 201 O, 
esta Dirección fue sustituida en sus competencias por la ANATI300

• 

257. Como ha sido dado por probado, en base a dicha normativa, el 27 de octubre de 
2009 los representantes da las comunidades del pueblo Emberá del llayano presentaron ante la 
Dirección Nacional de Reforma Agraria una solicitud de adjudicación de tierras. Luego de la 
sustitución de esta entidad por la ANA TI, las presuntas vfctimas reiteraron dicha solicitud el 26 da 
enero de 2011. No obstante, tras cerca da tres a~os de Iniciado el procedimiento en aplicación da la 
Ley No. 72, las comunidades qua conforman al pueblo Emberá del Bayano no han obtenido el 
reconocimiento formal de sus territorios, n! estos han sido efectivamente demarcados y delimitados. 
En opinión da la CIDH, el procedimiento establecido en la referida ley, ha demostrado ser Inefectivo 
en al presente caso con relación al pueblo Emberá del Bayano, en tanto hasta la fecha no ha sido 
brindada una solución definitiva y satisfactoria a su reclamo, 

258. La CIDH enfatiza que, de acuerdo a lo establecido reiteradamente en le jurisprudencia 
del sistema Interamericano de derechos humanos, las obligaciones del Estado en materia de 
derechos territoriales· de tos pueblos indrgenas supon.¡}n no solo al reconocimiento ·formal de su 
derecho a la propiedad colectiva, sino también la delimitación y demarcación de sus territorios, pues 
"el reconocimiento meramente abstracto o jurfdico de las tierras, territorios o recursos indfgenas 
carece prácticamente de sentido si no se ha establecido y delimitado ffsicamente la propiedad"'". 
No obstante, la Ley No. 72 y su reglamento establecen únicamente un "procedimiento de 
adjudicación de la propiedad colectiva de tierras de los puebl-os indfgenasu, sin hacer alusión a 
obligaciones de demarcación ffsica, una vez adjudicada la propiedad. 

a4!1 Corte !OH. Coso 'comunidad lndlgene SawhoyBmexa Vs. Pamguey. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
29 de marzo de 2006, Serié C No, 146, párr. 104. Asimismo, véase Caso Comunidad lnd!gena Xákmok KBsek. Vs. Paraguay. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sant~ncla de 24 da agosto do 2010 Serie e No. 214. párr. 146. 

350 Ley No. 69, de 8 de octubre de 201 O, "Ley que orea la Autoridad Naclonal'de Administmoión de Tierras, unifica 
las cotnpetenclas de la Dirección General de Catastro, la Dirección Nacional de Reforma Agrada, e! Programa Naclona! da 
Admlnlstraclón de Tierras, y ellnstltuto Geográfico Nacional Tommy G~ardla". 

asl Corte IDH. Caso Comunidad fndfgttna Yakv~ AXQ V$. Paraguay. Fondo, Raparaolones y Costas. Sentenola de 17 
de junio de 2006. Seria C No. 125, párr. 143. 
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259. Asimismo, la CIDH considera oportuno señalar que, a pesar da las anotadas falencias 
del proceso de adopción de leyes comarcales para el reconocimiento de derechos territoriales, desde 
el punto de vista sustancial, además de la titulación colectiva de los territorios ocupados 
ancestralmente por los pueblos lndfganas, éstas suponen el reconocimiento y garentfa da sus 
autoridades tradicionales en el marco de la respectiva comarca en distintos ámbitos de gobierno 352

, 

administración de justicia353, educaclón364, uso de recursos naturales356, entre otros. Si bien la CIDH 
valora positivamente el establecimiento de un mecanismo legal que permita el reconocimiento formal 
de la propiedad colectiva de los pueblos lndfgenas en Panamá, -aunque tiene presente que dicho 
mecanismo no fue consultado en forrna prevla con los pueblos lndfgenas~, entiende que el 
mecanismo no puede excluir derechos de los pueblos lndfgenas -vinculados principalmente al 
derecho al autogobierne según sus usos y costumbres tradicionales- salvaguardados a través de las 
leyes comarcales u otros Instrumentos, que como se mencionó, ha merecido valoración positiva a 
nivel internacional. 

260. A la luz de Jos artfculos 8.1 y 25 de la Convención, el Estado panameño tiene la 
obligación de proveer a las comunidades lndfganas del pueblo Emberá del Bayano un recurso 
efectivo y eficiente para solucionar su reclamación territorial, al deber de garantizar qua dichas 
comunidades sean ofdas con las debidas garantfas y al deber da determinar en un plazo razonable 
para garantizar los derechos y obligaciones de lee personas sometidas a sus jurisdicción. 

261. En virtud a lo anterior, la Comisión considera que el Estado no ha garantizado un 
recurso efectivo y eficaz para el recanoclmlento, titulación, demarcación y derlm!taclón de los 
territorios reivindicados por las presuntas vrctlmas, Impidiéndose! es ser ardas en un proceso con las 
debidas garantfas. Por lo tanto. la Comisión concluye que el Estado de Panamá violó los artrculos 26 
y 8 de la Convención Americana en perjuicio de Jos pueblos Kuna de Madungandr y Emberá del 
Bayano y sus miembros, en relación con los artfculos 1.1 y 2 de la misma. 

b) ObHgación de proveer un procedimiento adecuado y efectivo para la protección 
frente a terceros de -los territorios y recursos naturales de los pueblos indfgenas 

262. De acuerdo a la jurisprudencia del sistema Interamericano, los Estados están 
obligados a adoptar medidas pare garantizar y dar certeza jurfdica a los derechos de los pueblos 
lndfgenas y tribales respecto del dominio de sus propiedades 1 entre otras a través del 
Bstableclmiento de mecanismos y procedimlentos espaciales, rápidos y efectivos para resolver 
reclamos Jurfdicos sobre tal propiedad. Según ha se~alado la Corte lnteramerlcana, los 
procedimientos en mención deben cumplir las reglas del debido proceso legal asf como en cualquier 
otro procedimiento cuya decisión pueda afectar los derechos de las personas. Los recursos efectivos 
que los Estados deben ofrecer conforma al ertfculo 25 de le Convención Americana "deben ser 

3112 Véase artfculos 6 a 7 de la Ley No. 24 por la cual se orea la Comarca K una de Madugandi, artfoulo 10 de la Ley 
No. 22 que crea Gl régimen jurfdloo especial de la Comarca Emberá de barl&n: artfculos 3 a 6 da la Ley No. 34 qua orea la 
Comarca J<una de Wargandl; artfcu!os 17 a 39 da la Ley No. 1 O de! 11 de marzo de 1997 que crea la Comarca NgDbe-Buglé, 

353 Véose ertfc\.llo 12 de la Ley No. 16 mediante la cual nsa organiza la Comarca de San Bias", demomlnada 
pooterlol'ftlente Comarca 'da Kuha Yala; urtfcufo 16 da la Ley No, 22 que crea al régimen jurfdlco espacial da la Comarca 
Ernberá de Darién: artfculos 40 a 41 de la ley No. 1 O que crea la Comarca NgObé-Buglé; artfculo 7 de la Ley No. 34 ~ua. oree 
!a Comarca Kuna da Wargandl. 

354 Véase ~rtfcu1os i7 a 20 de la Ley No. 16 mediante la cual "se: organiza la Comarca de San Bias", denominada 
poste-riormente Comarca de Kuna Yala; a.rtfculo 21 de la Ley No, 22 qve crea el régimen jurfdloo especial de la Comarca 
Emberá de Datlén; articulo 16 da la Ley No. 24 por la cual ea crea la Comarol;l K!.lna d0 Madugandl; articulo 154 da la Ley NQ. 
10 que cree la Comen~a NgObe-Bugté; artículo 14 de la ley No, 34 que crea la Comarca Kuna de Wargandl. 

355 Véase artfcuto 19 de la ley No. 22 que crea el régimen jurfdlco espeolal de la Comaroa Cmberá de Darlén;. 
articulo 9 de la Ley No. 24 por la cual se "rea la Comarca K una de Madugandl; artrr:ulo 60 de de la Ley No. 1 O qua crea la 
Comarca Ng~ba-Buglé; artrculos 9 a 13 de la Ley No. 34 que crea la Comarca !<un~:~ de Wargandl. 
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sustanciados de conformidad con las reglas del debido proceso legal (artfculo 8 de la 
Convención} usas. 

263. Asimismo, !a CIDH ha señalado que cuando surgen conillctos con terceros por la 
tierra, los pueblos lndrgenas y tribales tienen derecho a obtener protección y reparación a través de 
procedimientos adecuados y efectlvos; a que se les garantice el goce efectivo de su derecho a la 
propiedad; a que se Investigue efectivamente Y se sancione a los responsables de dichos ataques; y 
a que se establezcan mecanismos especiales rápidos y eficaces para solucionar los conflictos 
jurfdlcos sobre el dominio de sus tierras367 • 

264. En el presente ceso, como ha constatado la CIDH, la abstención de emprender 
acciones efectivas para prevenir la invasión y deforestación ilegal del territorio lndfgena, asf como 
para proteger efectivamente el territon'o y recursos naturales de las presuntas vrctimas, permitió la 
Intromisión y paulatina apropiación da personas no lndfgenas en los territorios reivindicados por las 
presuntas vfctimas, asf como la. extracción llega! de madera por parte de terceros. 

265. Esto ocurrió a pesar da que las presuntas vfctlmas lograron la suscripción de 
numerosos acuerdos con autoridades estatales y la emisión de resoluciones en las qua se procuraba 
el desalojo de las personas no indfgenas y al cese de las actividades de tala Ilegal'"· Sin embargo, 
tales acuerdos y resoluciones no brindaron una protección efectiva a ~os territorios de fos pueblos 
Kuna y Emberá del Bayano. Adicionalmente, las presuntas vfctlmas presentaron recursos 
administrativos e Interpusieron denuncias penates con el objetivo de obtener la protección de sus 
territorios y recursos naturales, cuya conformidad con las obligaciones contenidas en el Convención 
Americana se analiza a continuación. 

Recursos administrativos para la protección del territorio ind!ge:ne y sus recursos naturales 
frente e la invasión de terceros 

266. Con relación .a los recursos administrativos interpuestos por las presuntas vfctimas, 
la CIDH ha constatado· qua el 5· de abril de 2002 las autoridades tradicionales de la Comarca K una 
de Madungandf Iniciaron un procedimiento da lanzamiento de ocupantes ilegales anta la Alcaldfa del 
Chepo. De acuerdo a la información obranta en el expediente ante la CIDH, dicha autoridad no 
brindó respuesta alguna a esta solicitud. La CIDH observa que la basa legal del requerimiento 
presentado ae encontraba en el artfculo 1409 del Código Judicial de Panamá, el cual establece lo 
siguiente: 

UG Corte lOH. Caso Comunidad lndfgene Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costíls. Sentencia de 17 
de junio de 2006. Serle C No. 125, párr. 62. C!Jso Comunidad !ndfgena Sawhoyamaxa Vs. Poreguay, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006, Serie C No, 146, párrs. 82, 83. 

aH CIDH, Derechos d<:~ loa pueblos lndfgenaB y tribales sobre sus tierras ancastríllas y recursos naturales. Normas y 
jurisprudencia del Sistema lnterametlcano de Derechos Humanos. OEA/Ser.LJV111.Doc.66109, 30 de diciembre, 2009, párr. 
113. CIDH, Democracia y Oerechos Humanos an Ven&Z/Jf)/a. Doc. OEAfSar.UV!ll, Doc. 54, 30 de diciembre de 2009, párrs. 
106201066; 1071; 1137- Recomendaciones 1 a 4. CIDH, Tercer Informe $Obre la Situación de los Derechos Humanos an 
Colombia. Doc. OEA/Ser.L/Vtu.102, Doc. 9 rev. 1, 26 de febrero de 1999, párr.s. 21·27 y Recomendación 3 

a511 Anexo 30. Acuerdo <!al 23 da mat<:a <le 1990. Aliaxo 18 de la petición Inicial de los peticionarlos de techa 11 de 
mayo de 2000; y Anexo 11 de la .comunicación del Estado de facha 29 da Junio de 2001; Anaxo 31. Acuerdo da Trabaja 
para el Reordcnamfento Terrltorial del Alto Bayano suscrito entre el Gobierno Provincial de Panamá y el Pueblo Kuna de 
Wacuco, lpetf y otras Comunidades del 16 da julio de 1991. Anexo del (esumen de la intarvenolón de los ~tlclonarios 
durante la audiencia da admlslblUdad del 12 de Mvlembre de 2001: Anex.o 32, Resolución ú02 del 24 de enero de 1992. 
Anexo 19 de la petición lnlcla:l da los peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 'l4 de la comunloaolón del Estado 
de fecha 29 de junlo de 2001; Anexo 33. Resolución 63 del 17 de marzo de 1992. Anexo :20 de 11:1 petlolón Inicial de los 
peticionarlos de fecha 11 de mayo de 2000; y Anexo 13 dé la comunicación del Estado de fecha 29 de Jur:t!o de 2001. 
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Cuando el bien se halle ocupado sln contrato de arrendamlento con el duefío o con su 
apoderado o su administrador, cualquiera de estas personas podrá solicitar del jefe de .pollera 
que la haga desocupar y se la entregue. Si el ocupante o los ocupantes no exhibieren tftulos 
explicativos de la ocupación, el lanzamiento se llevará a cabo lnmediatamente. 

267. La CIOH ha constatado qua, luego da un año sin obtenar respuesta da la autoridad 
local, el 17 de febrero de 2003 los representantes de la Comarca presentaron una solicitud de 
similar ante la Gobernación de la Provincia de Panamá. La Comisión observa que en esta 
procedimiento administrativo no se realizaron mayores diligencias. En efecto, a pesar de qua la 
citada disposición establece que #el lanzamiento se llevará a cabo inmediatamente" en caso de no 
tener tftulos explicativos de ocupación -como en al presente asunto· la primera actuación de la 
autoridad provincial se realizó el 6 de junio de 2003. Fue luego de más de 11 meses de presentada 
la solicitud que la Gobernadora Provincial requirió a la Procuradurfa de Administración opinión legal 
sobre su competencia. No obstante, según ha sido probado, las presuntas vfctimas reiteraron el 
pedido de desalojo, denunciaron nuevas Invasiones y requirieron el Impulso procesal. 

268. Dicho procedimiento se dio por concluido con la resolución de agosto de 2004 
mediante la cual la autoridad provincial se declaró incompetente con base en la nota emitida por la 
Procuradurla de Administración el 31 de marzo da 2004 y ordenó el archivo del expediente, 
considerando qua correspondfa su remisión a la Presidencia de la República. Sin embargo, según la 
Información al alcance da la CIDH, el expediente no fue remitido sino que fueron los mismos 
paticionarlos quienes presentaron, el 24 da enero da 2005, la solicitud de desalojo de ocupantes 
flagelas anta la Presidencia de la República. No obstante, de acuerdo a la información que obra ante 
la CIDH, esta solicitud no obtuvo respuesta alguna. 

269. En virtud a tales consideraciones, la CIDH considera que los procedimientos iniciados 
por la Comarca Kuna de Madungandf ante !as autoridades de carácter nacional, provincial y local al 
amparo del artfculo 1409 del Código Judicial de Panamá no constituyeron mecanismos especiales, 
oportunos y eficaces que permitiere a las presuntas vrctlmas obtener pr·otecclón efectiva sobre su 
territorio, resultando tal actuación estatal contraria a las obligaciones contenidas en los artfculos 8.1 
y 25.1 de la Convención Americana. 

270. De otro lado, la CIDH observa que la solicitud de desalojo de ocupantes Ilegales 
debió ser presentada e la Presidencia de la República ente la falta da un corregidor con competencia 
en la Comarca Kuna de Madungandf, autoridad con rango de pollcla administrativo facultada pare 
ordenar el desalojo de ocupantes Ilegales. En efecto, como afirmó el Estado en distintos escritos 
ante la CIDH, en el articulo 862 del Código Administrativo panamefto se seftala quienes son los jefes 
de pollcla en cada región359 • Sin embargo, en le Ley No. 24 que crea la Comarca Kuna de 
Madungandf se establece que el Congreso General es la máxima autoridad, sin disponerse 
autoridades de policfa360

• En aste mismo sentido se pronunció la Sala Tercera de la Corte Suprema 

.wu Articulo, 86.2 del Código Administrativo,- Son jefes da Pollofa, el Presidente da la Repóbl!oa en todo el territorio 
de ésta, los Gobernadores en sus Provincias, Tos Alcaldes t!O sus Distritos, los Corregidores en sus Corregimientos y Barrios, 
Jos juoces de Pollera Nocturnos cuando están en servicio, los Regidores en sus Regidurfas y los Comisarios en sus secciones 

seo Comunicación del Estado de fecha 18- de mayo de 2007, recibida por la CIDH el 22 de mayC> da 2007; 
Observaciones adicionales sobre el fondo presentadas por el Estado mediante escrito del 27 de abril de 201 O, rec1bldas por la 
CIDH el 3 de mayo de 2010, Asimismo, en le audiencia temátloá sobre derecho a la propiedad privada de Jos pueblos 
lm31genas en Panamá, el ·estado señaló que la Comisión de Alto Nivel Presldenolal reali~ó en mayo de 2.008 una gira a úreas 
lnv~dl<lae por oatonoa en la Comarca Kuna, oportunidad en la que se constató la problemátloa da la falta de una autoridad 
admlnlstratlv~ que atienda las solicitudes de desalojo, por \o que se consideró la necesidad de nombrar un corregidor. 
Audiencia temática sobre derecho a la propiedad privada de !os pueblos fndfgenas en Panamá, llevada a cabo en el 13311 

período de eeslonee, 28 de ootubre de 2008. Ver audiencia en http:f/www.oas,org/es/cldh/, 
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de Justicia, en sentencia emitida el 23 de marzo 2001, a la cual el Estado también hizo mención en 
el procedimiento ante la CIDH'". 

271. Como fue dado por probado, mediante Decreto Ejecutivo No. 247 del 4 de junio de 
2008 se adicionaron a la Carta Orgánica de la Comarca de Madungandr las disposiciones necesarias 
para el estableclmiento de un Corregidor. La ClDH nota que ello se realizó transcurridos más de siete 
afios desde la sentencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y más de cuatro años, 
desde la emisión de la opinión legal de la Procuradurra de Administración, actos que de modo 
irrefutable constataban la falta de una autoridad competente para la atención de la problemática de 
invasión de colonos en el territorio de le Comarca Kuna de Madungandf. 

272. Asimismo, la CIDH toma nota da los periodos de tiempo en los cuales, a pesar da 
haberse adoptado las disposiciones necesarias para el nombramiento da un Corregidor, esta 
autoridad no habla sido afectivamente designada. En particular, observa que, luego de la adopción 
del Decreto Ejecutivo No. 247, la Comarca Kuna de Madungandr no contó, al menos durante un año 
y nueve meses más, con una autoridad competente facultada legalmente para !lavar a cabo el 
desalojo da colonos dentro del territorio indfgena. Adicionalmente, da acuerdo a la Información al 
alcance de la CIDH, incluso cuando ya habla sido nombrado un Corregidor para la Comarca asta 
autoridad no realizó accionas determinantes para la obtención de una solución definitiva a la 
reclamación planteada por las presuntas vlctimas, mostrando inefectlvidad en los recursos 
Interpuestos. 

273. Según hizo ver el perito Alexis Oriel Alvarado Ávila lo anterior estwo relacionado con 
la falta de provisión de los recursos materiales que dicha autoridad requiera para brindar atención a las 
demandas Interpuestas"'. Sin negar tal hecho, el Estado manifestó anta la CIDH que "el Estado 
panamel\o aprueba a través de la ley, la principal ley que aprueba la Asamblea Nacional es la Ley del 
Presupuesto, y hace cinco meses cuando se nombra al corregidor lo único que pudo hacer el Ministerio 
[de Gobierno y Justicia] fue aprobar el salario de ál""'· La Comisión toma nota de la información 
presentada por Panamá, pero recuerda que los Estados no pueden alegar cuestiones de carácter 
interno para dejar de cumplir sus obligaciones Internacionales. Asimismo, la C!DH recuerde que la 
Corta lnteramericana ha manifestado que: 

[ ... ] el deber de asegurar que los trámites de esos procedimientos [refiriéndose a aquellos para 
procesar las relvlndloaolonas relacionadas a las tierras da los pueblos lndfgenas] sean 
accesibles v simples y que los órganos a su cargo cuenten con las condiciones técnicas y 
materiales necesarias para dar oportuna respuesta a las solicitudes que se les hagan en al 
marco de dichos proced!mientos364

, 

274. La CIDH considera positiva la emisión de la Resolución No. 5 de 2 de abril de 2012 
de la Corregidur!a Especial de la Comarca Kuna de Madungandl y la Resolución No. 197-R-63 de 22 

361 En ~~ oltsdo fallo, la Corto Suprema de Justicia aflrmó que la Comarca Kuna da Madungandf no es parte del 
Distrito de Chepo, y que para sedo tandrfa que disponerlo expresamente una ley. Eactito del Estado de f~cha 3 de octubre da 
2011, recibido por la CIOH el4 de octubre da 201 t, 

Sa2 CIDH, Audiencia Póbllce da tacha 23 de marzo -de 2012 sobra "Caso 12.354- Kun.a de Man.dungandl y Embera 
de Be.yanor Panamá'", f 44G parfodo ordinario de sesiones. Peritaje da Alexls Orfel Alvarado Áv!la. 

363 CIDH, Audif:lncla Pública da fecha 23 do marzo de 2012 sobra "Caso 12.384 - Kuna de Mandungandl y Embera 
de Bayano, Panamá", 144" pedodo ordinario de sesiones. Ver audiencia en.httP://www.oas.org/es/cldh/, 

364 Corte IDH. CIJSO Comunidad Jnd!geno Sawhayamaxa Vs. Paraguay. Fondo, ReparBclones y Costas. S~i>ntencia de 
29 de marzo de 2006. Serla C No. 146, párr. 109. Aslm!smo, !a C!DH ha indicado qua Jos Estados estiin obligados a 
asegurar los fondos y recursos nec-esarios para dar oumpllmlanto a sus ob!!gac!onas constitucionales e lnternaclonales frente 
a los derechos territoriales de los pueblos indígenas y tribales. CJDH, Tercer Informe sobte la Situación de los Dorochos 
Humllnos en Pataguay. Doc. 05A/Sar./UV!t.11 O, Doc. 52, 9 de marzo da 2001, párt. 50 - RecomendMlón 2. 
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de agosto de 2012 del Ministerio de Gobierno, pero recuerda que es necesaria, además, la adopción 
de medidas concretas que permitan hacer materialmente efectivo lo ordenado en tales resoluciones, 
de manera que se asegure la existencia, en la realidad, de une eficaz garantfe del libre y pleno 
ejercicio de los derechos da las presuntas vfctimas. 

Procesos administrativo sancíonatorlos y penates relativos a la protección del territorio 
indfgena y sus recursos naturales 

275. Como ha señalado la Corte reiteradamente, la obligación de investigar es una 
obligación de medios, y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como una obligación 
jurfdlca propia y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser Infructuosa"'· En eso 
sentido, la Investigación debe ser llevada a cabo con la debida diligencia, de forma efectlval seria e 
Jmparclal3", y dentro de los limites del plazo razonable"'· Asimismo, la Corte lnteramarlcana ha 
establecido que "se deben considerar Jos procedimientos Internos como un todo y que la función del 
tribuna) Internacional es determinar si la integra!ldad de los procedimientos estuvieron conformes a 
las disposiciones Internacionales"'", puesto que el derecho a la tutela judicial efectiva daba ser 
entendido de modo tal que "permita a evitar [ ... ) dilaciones y entorpecimientos Indebidos, [que] 
conduzcan a la impunidad, frustrando as! la debida protección judicial de Jos derechos humanos"'"'. 

276. La CIDH ha dado por probado que las presuntas vrctlmas Interpusieron, al menos, 
cinco denuncias penales con al objetivo da que se Investigue y sancione a los responsables de los 
ataques a sus territorios y recursos naturales; m querella penal interpuesta el 20 da diciembre de 
2006 ante la Procuradora General de la Nacional por los delitos de asociación llfcite para delinquir, 
usurpación, dano a la propiedad, enriquecimiento lllclto, delito ecológico y los demás que resulten da 
la ocupación Ilegal sobre las tierras da fa Comarca; (11) denuncie interpuesta el 16 de enero de 2007 
por los Caciques Generales de la Comarca J<una de Madungandf ante la Unidad Especializada del 
Delito contra el Ambienta de .la Pollera Técnica Judicial por delito contra el ambiente; {lil) denuncia 
Interpuesta el 1 de febrero de 2007 por la Corporación de Abogados lndlgenas de Panamá, en 
representación del Congreso J<una de Madungandl por delito contra el ambiente; {M denuncia 
presentada el 30 de enero de 2007 por Héctor Huertas, abogado de la Comarca Kuna, ante la 
Policía Técnica Judicial del Distrito da Chapo; y {v) denuncie Interpuesta el 16 de agosto de 2011 
por parte de Tito Jiménez, sehlla administrativo de la comunidad de Taberdl, por la Invasión y tala 
ilegal en !e Comarca Kuna de Madungandl. 

277. En cuanto a la primera denuncia, la CIDH no fue Informada de acciones tomadas 
para Investigar efectivamente las hechos alegados y determinar las responsabilidades pertinentes, 
sino que el mismo Estado afirmó no tener registro de la denuncia. De acuerdo a la Información al 
alcance de la CIOH, !as O os siguientes denuncias señaladas fueron acumuladas en un solo proceso, 

m Corte I.O.H., Caso Velásquez Rodrfguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, ):lárr. 
177¡ Corte J.D.H., Caso Cantora! HIJamanf y Garc;fa Santf! Cru:z Vs. Per4. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencla de 10 de jullo de 2007. Serie C No. 167, párr, 131; V Corte I.D.H., CtMo Zambrano Wlez y otros Vs. 
Ecuedor. Fondo, Reparaciones y Costas. Sr.mtancia de 4 de julio de 2007. Sar!a C No. 166, ptlrr. 120. 

an Corta I.D.H. Ceso Ga~(;fa Prl&to y otros Vs. Ef Salvador. Excepción Preliminar, Fondo, Repereclones y Costas. 
Sentencia dé 2.0 de 11t>Vlembre de 2007, Serie C No. 168, párr. 101; Corte l.D.H., Ceso de los Hermanos GómfJZ Paqvlyaurl 
Vs. Perú. Sentencia de 8 da julio de 2004. Serie C No. 110, párrs. 146; Corte l.D.H. 1 Caso Cantora! Huamanl y Garc/f) S<~nts 
Cruz Vs. Perú. Exaapc16n Preliminar, Fondo, R6paraclones y Coatas. Sal'lteno!a da 10 de julio de 2007. Serie C No. 167, párr. 
130. 

367 Corte I.D.H. Caso 8tJieclo Vs. ArgGntlna. Sentencia de 18 de septJambre de 2003. Serie C No. 1001 párr. 114; 
Corte I.O.H., Caso de la MasacrG de la Rochela Vs. Colombia. Sentellé!e de 11 de mayo da 2007. Sarta c. No. 163.Párr. 
146; Corte I.O.H., Caso del Psnol Mlguol Castro Castro Vs. PettJ. Sentencia de 26 de novlembre de 2006. Seria C No. 160, 
pátr. 382. 

3sa Corte I.D.H, Caso Baldeón f3ercfa V$, PeriJ, Sentencla de 6 de abril de 2006. Serie e No. 147, párr. 142. 
:l!ID Corte !.D,H. Cf1so Myma Mack Chung Vs, €1vatemala. Sentencia da 25 de noviembre de. 2003, Serie C No. 101, 

párr. 210. Corte l.D.H., Caso Bufaclo Vs. Argentlna. Ssntencla de 18 de septiembre de 2003. Seria C No, 100, pérr.115. 
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el cual se sigue ante la Fiscalla Undécima del Primer Circuito Judicial de Panamá, desde febrero de 
2007, A partir de esta fecha, se llevaron a cabo diversas dílígencias qua concluyeron en la emisión 
de la Vista Fiscal No. 161, el 29 de mayo de 2008, que solicita el sobreseimiento provisional de la 
investigación. Con relación a la cuarta denuncia presentada, de acuerdo a la prueba obranta en el 
expedienta ante la CIDH, ésta culminó con el sobreseimiento temporal de la causa dictado al 27 de 
diciembre da 2007 por el Juez del Décimo de Circuito de lo Penal del Primer Circuito Judicial de la 
Provincia de Panamá. En cuanto a le quinta denuncia, la CIDH no tiene conocimiento más que de su 
Interposición y ciertas diligencias, sin que haya sido Informada a la facha sobre la existencia de 
mayores actuaciones, ni de una decisión definitiva en el proceso. 

278. Da otro lado, con relación a las acciones de carácter administrativo sanclonetorio 
interpuestas para la protección de los recursos naturales ubicados en los territorios indfgenas, la 
CIDH ha constatado que los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá dal Bayano y sus miembros 
denunciaron la tala ilegal de madera ante la Autoridad Nacional del Ambiente, al manos en dos 
oportunidades, en los meses de enero y marzo de 2007. La CIDH nota que en ambos momentos 
dicha autoridad realizó visitas de inspección en las que constató la realización de actividades de tala 
Ilegal. En particular, las imágenes que tiene la CIDH a la vista, evidencian la desigualdad entre el 
área boscosa y el área Invadida por colonos370

• be acuerdo a la información al alcance de la CIDH, 
en el primer caso la ANAM dispuso la sanción a las cuatro personas encontradas responsables al 
pago de una multa de B/.500.00 (Quinientas balboas). En el segundo caso, no consta en el 
expediente prueba alguna de la aplicación de una sanción, a pesar de haberse constatado la 
violación del artfculo 80 de la Ley Forestal, según se afirmó en el respectivo Informe técnico. Cabe 
notar que el artfculo 81 de dicha ley dispone una pena de prisión de treinta días a seis meses por la 
Infracción del mencionado artfculo 80. 

que: 
279. Al respecto, cebe recordar lo señalado por la Corte lnteramericana consistente en 

( ... } (U]n procesamiento que se desa:rroJia hasta su conclusión y cumpla su cometido es la serial más 
clara de no tolerancia a las violaciones a los derechos humanos, contribuye a la reparación de las 
vrctlmas y muestra a la sociedad que se ha hacho justicia. La Imposición de una pena aproplada en 
función de la gravedad de los hechos, por la autoridad competente y con el debido fundamento, 
permite veríñcar que no sea arbitraria y controlar asf que no ae erija en une forma de hnpunldad de 
tacto. En este sentido, la Corte ha destacado que las sanolones administrativas o penales tienen un rol 
Importante para crear la clase de competencia y cultura institucional adecuada para enfrentar los 
factores que explican determinados contextos estructurales da v1olencia1m. 

280. A la luz de lo anterior, la Cl DH observa que lo prolongado y repetitivo de los actos de 
la invasión y tala ilegal. asr como la estrecha vinculación de !os recursos naturales presentes en los 
territorios tradicionales de los pueblos indfgenas en aspectos fundamentales pera su subsistencia 
material y cultural, hacen notar que los procedimientos seguidos resultaron insuficientes e 
inefectivos en la búsqueda de protección y de obtención de justicia de las presuntas vrctimas. La 
CIDH observa que, a pesar de las múltiples denuncias Interpuestas por las presuntas víctimas, las 
autoridades competentes no llevaron a cabo una investigación seria y efectiva dirigida a la 

310 Anexo 94. VIstas fotográficas de la diligencia da lnspacc!ón ocular realizada al dfa 14 da aeptlembre de 2007, 
por La Flsoatfa Undáolma da Circuito del Primer Circuito de Judicial de Panamá, follas 506 -513; VIstas fotográficas de la 
diligencia delnspaccl6n ocular reall;zada el dla 22 de agosto de 2007, por La FlscaHa Undécima de Circuito del Primer Circuito 
de JI.Jdlolal da Pannmá, iollos 468 - 503. Escrito de los peticionarlos de techa 13 de noviembre de 2007, recibida por la 
CIPH en la misma fecha. Asimismo, en e! procedimiento de medidas cautelares, se aportoron Imágenes sobre la tala en la 
zona. Anexo 95. Anexos del escrito de solicitud de medidas oautelares de fecha 14 de marzo da 2011, recibido por la CIOH 
el15 de marzo de 2011. 

31·1 Corte IDH. Caso Man(le/ Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepcionas Pral!mlnares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 do mlilyo de 2010. párr. 153. 
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averiguación de la verdad y la determinación de responsabilidad que permitiera detener la grave 
Invasión del territorio indrgena y,la extracción ilegal de sus recursos naturales372 • 

281. En opinión de le CIDH, la falta de atención a sus caractarfstlcas particulares, sumada 
a la In efectividad de los procedimientos Iniciados, deJó a las presuntas vrctlmas en una situación da 
dasprotección frente a la constante invasión de sus territorios y la destrucción de sus recursos 
naturales. No pasa Inadvertido para la CIDH qua alto colocó a los pueblos Kuna da Madungandf Y 
Emberá del Bayano y sus miembros en permanente incertidumbre, zozobra y temor, afectando asf su 
derecho a poseer y controlar su territorio srn ningún tipo de interferencia externa. 

282. En virtud a las anteriores consideraciones, la CIDH concluya que los recursos 
Iniciados por las presuntas vrctlmes para la protección de sus territorios ancestrales y recursos 
naturales no constituyeron mecanismos especiales, oportunos y efectivos para la tutela de los 
derechos de los pueblos K una de Madungandf y Emberá del Beyeno y sus miembros, en violación de 
las obligaciones contenidas en los artfculos 8.1 y 25.1 de la Convención, en relación con el articulo 
1.1 y 2 de la misma. 

c. Derecho de Igualdad ante la ley y de no discriminación - Artfculos 24378 y 1.1 de la 
Convención Americana 

283. La Convención Americana prohfbe la discriminación de cualquier tipo, noclón que 
incluye distinciones Injustificadas basadas en criterios de raza, color, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento, o cualquier otra condición social. El principio de igualdad y de no 
discriminación es una protección que subyace a la garantía de otros derechos y libertades, ya que e-n 
los términos del artfculo 1.1 de la Convención Americana, toda persona es titular de los derechos 
humanos consagrados en tales Instrumentos, y tiene derecho a que el Estado respete y garantice su 
ejercicio libre y pleno, sin discriminación de ninguna fndole. En palabras de la Corte lnteramerloana, 
"la no discriminación, junto con la igualdad ante la ley y le Igual protección de la ley a favor de todas 
las personas, son elementos constitutivos de un principio básico y general relacionado con la 
protección de los derechos humanos 11S74, 

284. Por su parte, el articulo 24 de la Convención, que consagra el derecho a la Igualdad 
ante le ley y a recibir Igual protección legal, sin discriminación, ha sido precisado en su alcance por 
la Corte lnteramerlcana en los términos siguientes: 

Aunque las nociones nó son ldénticM { ... ), dicha disposición reitera en cierta forma el principio 
establecido en el artfculo 1.1. En funolón del reconocimiento de la igualdad ante la ley se 
prohibe todo tratamiento dlscrimlnatorio de origen legal. De este modo la prohibición de 
dlsorimlnaclón ampliamente contenida en el artfoulo 1.1 respecto de los derechos y garantras 

:m Lo Infructuoso da los acciones intentadas llevó a que los peticionarlos señalaren en su solicitud de medidas 
cautelares ante la CIDH qua: "Se han Interpuesto accionas legales a lo Interno para Impedir las Invasiones a sus tanltorlos que 
van desde s.eclones administrativas y legales segón le Jur1adlcclón plir'lemetia, sin embargo estas lrwaGiones no han cesado y 
tacrudat:en cada v:az más ( .... ) Desesperados y a falta de autoridad en el área los indfgenaG han recurrido a la justicia penal, a 
sabiendas que tanto la penalidad, como las sanolones son Irrisorias para amedrentar a los oolonos que han Invadido más da 
mil haotáreas de bosques y eembradfos lndfgenas", Escrito da eollcitud de medidas cautelares, recibido por la CIDH el15 de 
marzo de 2011. 

~73 El artfculo 24 de la Convención Americana establece que: iodas las personas son iguales ante la ley, En 
consecuencia, tienen derecho, ain discrimlnaclón, e Igual protección de la ley. 

37" Corte I.D.H., Condición Jutfdlce y Derechos de los Mlgrantes Jndocumentados. Opinión Consultiva OC·18!03 del 
17 de septiembre de 2003. Serie A No, 18, párr. S3. El Comité da ~rechos Humeno5 he precisado en Idéntico eentidó que 
"(l)a no discriminación, junto con la Igualdad ante la ley y la Igual protección de la ley eln ninguna dlscrlmlnnción constituya 
t.Jn pr!no.lplo básloo y general relativo a la protección de los derechos humanos". Q.N.U, Comité da Derechos Humanos. 
Ohservacldn General No. 18. Na Dlscrimim;r;!ón. 1 O de noviembre de 1989. párr. 1. 
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estipulados por la Convenolón, se extiende al derecho Interno de los Estados Part~s. de tal 
manera que es posible concluir que, con bas(;l en esas disposiciones, estos se han 
comprometido, an virtud de la Convención, a no introducir en su ordenamiento Jurfdloo 
regulaciones dlfcríminator!as refer-entes a fa protección de la !ey37tl. 

285. En ese sentido, la Corte lnteramerlcana también se ha referido a las obligaciones que 
surgen para los Estados del principia de Igualdad y no discriminación, al afirmar que: 

Los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento jurídico regulaciones 
discriminatorias, de eliminar de d!oho ordenamiento las regulaciones de carácter 
dlsorlmlnatorlo y de combatir las prácticas dlscrimlnatorlas"376

, y que "[e]n curnp!lmiento de 
dicha obligación, los Estados deben abstenerse de re.:1lizar acciones que de oualquler manera 
vayan dirigidas. directa o indirectamente, a crear situaciones de discrlmlnaclón de jure o de 
facto. Esto se traduce, por ejemplo, en la prohibición de emitir leyes, an sentido amplio, de 
dictar disposiciones clvlles, administrativas o de cualquier otro carácter, as( como de favoreoer 
actua~iones y prácticas de sus funcionarios, en aplicación o interpretación de la ley, qua 
discriminen a determinado grupo de personas en razón de su raza, género, color, u otras 
oausalesm. 

286. Una manifestación especffica da! derecho a la Igualdad es el derecho de toda persona 
a no ser vfctlma de discriminación racial. Esta modalidad de discriminación constituye un atentado a 
la Igualdad y dignidad esencial de todos las seres humanos y ha sido objeta del reproche unánime da 
la comunidad lnternacional318

, asr como de una prohibición expresa en el artfculo 1.1 de la 
Convención Americana. 

2B7. Otros instrumentos de Derecho internacional, aplicables al Estada de Panamá, 
contienen el principio da na discriminación, tales como el Pacto Internacional de Derechas Civiles y 
Polfticos de Naciones Unldas379, la Carta Democrática lnteramerioana'", y la Declaración Americana 

3111 Corte I.D,K., Propuesto de Modific&ctén a la Constitución Pa/ltlca de Costa /ilca fle/ac/onada con la 
Nstura/kaaión. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párt. 54. En el mismo sentido, ver 
CIDH, Informe No. 40/041 Caso 12.063, Comunidades Indígenas Mayas del Distrito da Toledo v. Balice, 12 de octubre de 
2004, páns. 162 y ss. 

376 Corta I.D.H .. Condición Jurldloa y Derechos de los Migrsntes Indocumentados. Opinión Consultiva OC~1B/03 del 
17 de aeptlambra de 2003, Serie A. No. 1 S, .párt. SO. 

m Corte I.D.H., Cond;cltm Jur!d!oa y Derechos de los M;grantes lndocumentado!i. Opinión Consultiva OC-18/03 det 
17 da septiembre de 2003, Seria A. No. 18, párr. 103. 

m Ver, entre otras, 1~ Oeclo¡rac!án de las Naciones Unidas sobra la Ellmlnaclón de todas las Formas de 
D!scrimlnaclón Racial del 2.0 de noviembre de 1963 !resolución 1 904 {XVIII) de la Asamblea Generan. la cuat ailrma 
sclamnamente la necesldod de eliminar rápidamente en todas las partes del mundo !a discrlmlnMl6n racial en todas sus 
formas y manifestaciones y de asegurar la oompranslón y el respeto da le dignidad da la persona humana. Asimismo, la 
.Declaración y Programa de Acción de VIena, !lprobe.dos ·por la Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos 
Humanos el 12 de juUo de 1$93, establece: "El raspeto t!e los dereChos humanos y !as libertades f1.1ndamanta.les sin 
dlstlMión alguna es una regla fundamental de las normas internacionales de derechos humanos. La proma y amplia 
eliminación de todas las formas de ra<;:!smo y discrlm!nec!ón rac!al, de la xenofobia y da otrEJs mBnifestaclones conexas de 
lntoleranc!a as una tarea prioritaria da !a comunidad InternacionaL Los gobiernos deben adoptar medidas eficaces para 
prevenirlas y combatirlas. Los grupos, instltuclonas, organizaciones lntargubernamenta!es y no gubernamentales, saf como los 
particulares, deben Intensificar sus esfuerzos por cooperar entro af y coordinar sus actlvlda.des contra esos males". {párr. 1 5). 

379 El artfculo 2, párrafo 1, del Pacto !nternao!onal de Derechos Civiles y Politices est.ablece la obligación de nada 
Estado Parte de respetar y garantlzar a todoe !os Individuos ·que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su 
jurisdicción, los derechos reconocidos en el Pacto, sin dlstlnofOn alguna t!e raza, color, sexo, idioma, r.a!lgióo opinión polftloa o 
de otra fndole, orlgen nacional o social, ·posición económica, naclmlento o cualquier otra condición sociaL El Comité de 
t>Brschos Humanos da Naciones Unidas ha entendido que el término "dlscrlmlnso!dn" supon& "( •. ,] toda ·distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que se basan en determinados motivos, como la raza, el color, e! sexo, el Idioma, la religión, la 
opinión polrttoa o de otra índole, al origen nacional o soolal, la pos!e!ón económlt::a, el nacimiento o cualquier otra condición 
social, y qua tengan PQr objeto o por tesultado anular o menoscabar al reconocimiento, gooe o ejerolo!o, en oondlc!onas da 
Igualdad, de los derechos humanas y libertades f1.,1n.;lame:nta!es da todas las personas". O.N,U. Comité da Derechos Humanos. 

Contln(ra ... 

93



86 

de los Derechos y Deberes del Hombre, en cuyo preámbulo se se~ala que "[t]odos los hombres 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos" y en su artfculo 11 dispone que "todas les personas 
son Iguales ante la Ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin 
distinción de raza sexo, idioma, credo ni otra alguna", Especfflcamente. la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial -de la cual el Estado panameño as 
parta'"· define la discriminación como "toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada 
en motivos de raza, color, linaje u origen nac1onal o étnico que tenga por objeto o por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones da igualdad, da los 
derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas potftlca, económica, social, cultural o 
en cualquier otra esfera de la vida pública", y obliga a los Estados Partes, entre otras, a "no i.ncurrir 
en nlngCm acto o práctica de discriminación racial contra personas, grupos de personas o 
Instituciones y a valar por que todas les autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y 
locales, actúen en conformidad con esta obligación". 

288. Asf, a la luz del Derecho Internacional aplicable, las personas tienen un derecho 
fundamental a no ser vfctlmas da discriminación por su origen étnico o racial. Asimismo, los Estados 
están internacionalmente obligados a abstenerse da Incurrir en actos da discriminación racial, asf 
como a prohibir la realización de tales actos discriminatorios. 

289. Las personas y los pueblos indígenas también son titulares de los derechos 
fundamentales a la Igualdad y a verse libres de toda forma de diecrimlnaclón -en particular de toda 
forma de discriminaclóh raclaf fundada en su origen étnico·, derechos que adquieren un contenido 
especifico adicional en su caso. La Declaración de les Naciones Unidas sobra los Derechos de los 
Pueblos lndfgenas establece en su artfculo 2 que "[!)os pueblos y los Individuos lndfgenas son libres 
a iguales a todos los demás pueblos y personas y tienen derecho a no ·ser objeto da ninguna 
discriminación en el ejercicio de sus derechos que esté fundada, en particular, en su origen o 
Identidad lndfgena"; y en su artículo 9 dispone que "[l)os pueblos y las personas lndfgenas tienen 
derecho a pertenecer a una comunidad o nación lndfgena, de conformidad con las tradiciones y 
costumbres de la comunidad o nación de que se trate. No puede resultar ninguna discriminación de 
ningún tipo del ejercicio de ese derecho"382• 

290. De otro lado, el Comité pare le Eliminación da la Discriminación Racial "ha efirmad9 
reiteradamente que la discriminación contra los pueblos lndfgenas es una cuestión que Incumbe a la 
Convención [Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de D.lscrlmlnación Racial] y que 
daben tomarse todas las medidas aprop1adas para combatir y eliminar dicha dlscrimlnacl6n"3a.3, 

motivo por al cual ha llamado a los Estados e que "[g]aranticen que los miembros de los pueblos 

.•. cont!nuélclón 
Observación GenertJ! No. 18. No Discriminación. 1 O de noviembre dG 1'989. párr. 7. Panamá ratificO el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos el 8 de marzo 1977. 

380 El preámbulo de la Carta Democrática lnteramerlcana señala que la Declaración Amerlcena: de los Derechos y 
Deberes del Hombril y la Convención Americana sobre Derechos Humantls contienen Jos' valores y prlnclplos de llbertad, 
Igualdad y justicia social que son !ntrfnsaoos e la demooraola. Por otra parte, el artrculo 9 de la Carta establece que: "la 
etlm!naclón de toda forma de ólscr1mlnac!6n, especialmente la dlscrlmlnacl6n de género, étnica y racial, y de. las diversas 
formas de lntoleranola, as! oomo la promoción y pr-otección de Jos derechos humanos de los pueblos lndfgenas y los 
mlgrantes y el respeto a la dlvarsldad étnica, cultura! y religiosa en las Amérloas contribuyen al fortalacimlento de la 
democracia y la partlclpaclón cludadaMa", 

~~ Panamá la ratificó el 1 6 de agosto da 1967. 

asz Oeclarac!ón de Naciones Unidas sobra los Derechos de Jos Pueblos lndrgenas, adoptada por la Asamblea General 
de Naciones Unidas, con el voto fevorBbfa de Panamá, por medio de la resolución A/61/295, 61° periodo de sesiones {13 da 
saptlembre de 2007). 

3~ O.N.U. Comité para la Ellmlnactán de la Discriminación RaciaL Reoomendecl6n General No. XXIII reletlva o ros 
derechos de los pueblos lndlgenas. 1 S da agosto de 1997, pilrr. 1. 
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lndfgenas sean libres e Iguales en dignidad y derechos y libres de toda discriminación, en particular 
la que se base en el origen o la Identidad indfgena"354

• De esta manera~ cualquler persona Indígena 
tiene un derecho humano fundamental, internacionalmente reconocido y protegido, a gozar 
efectivamente de los derechos de todo ser humano en pie de Igualdad, y a no ser vfctlma de 
discriminación en el ejercicio de tales derechos por razón de su origen étnico. 

291. Respecto de los pueblos lndlgenas en Panamá en particular, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación Racial, en su Informe de Observaciones Finales de mayo da 201 O 
manifestó: 

9. El C<lmlté toma nota con preocupación de la persistencia de la disortmlnaclón racial y aus 
causas hlst6ricas que han provocado la marginación, pobreza y vulnerabilidad de[ ... ] los 
pueblos lndfgenas. 
[ ... ] 
11. El Comité expresa su preocupación por el hecho de que, a pesar de la adopción da 
políticas y la creación de instituciones nacionales, en la práctica los{ ... ] puebloS Indígenas 
siguen teniendo grandes dificultades para disfrutar de sus derechos y son vfctlmas eje una 
diaoriminaolón raola( de faato y do marginación,· y son particularmente vulnerables a 
violaciones de derechos humanos. También preocupan al Comité las causas estructurales que 
perpetúan fa discriminación y la exclusión del acceso a los derechos socioecon6mlcos y al 
desarrollo, Incluso en las esferas del empleo¡ la vivienda y la eduoac!6n[ ..• ). 

292. Vieculado a lo anterior, dicho Comité sefialó qua: 

12. El Comité expresa au seria preocupación por Información recibida según la que, a pesar de 
la existencia de la figura de la comarca que contempla autogoblerno y propiedad colectiva de 
la tierra por parte de los pueblos lndfgenas, existen comunidades indtgenas a quienes no se les 
ha reconocido una comarca o un estatus stmllar, citando como ejemplo la exclusión de 
algunas comunidades y emberá y el hecho que las comunidades brl brl y naso se les ha 
negado dicho estatus. [ .•. ] El Comité también desea expresar su preocupación por el bajo nivel 
de vlda que tienen !as comarcas panameñas~ con poco acceso a servicios básicos y a po!rtlcaa 
públicas para erradicar la pobreza, por ejemplo en el área del Darlén. El Comité recomienda 
que el Estado parte finalice los proce:?OS pendientes para asegurar que todas las comunidades 
indígenas panameñas sean reconocidas con una comarca o un as1atus similar. Asimismo, urge 
al Estado parte a extremar sus esfuerzos para asegurar que sus polí1icas públicas para la 
errad1caclón de la pobreza sean efectivas en todo el territorio nar:ional, incluyendo las 
comarcas lndfgenas38!1, 

293. Por su parta, al Comité de Derechos Humanos en su Informe da Observaciones 
Finales de abril de 2.008 señaló: 

El Comité manifiesta su preocupación anta las Informaciones Incluidas en al informe del Estado 
parte y recibidas de fuentes no gubemamantales sobre la extstencta entre la población en 
general de prejuicios raciales con respecto a los Indígenas, así como los numerosos problemas 
que afectan a las comunidades lndfganae, Incluidas las graves deficiencias en los servicios de 
salud y educación; la falta da presencia Institucional en sus territorios; la ausencia de un 
proceso de consultas con miras a buscar el consentimiento previo, llbra e informado de !as 
comuntdades para !,a explotación de los recursos naturales de sus territorios; los malos tratos, 
amenazas y hostigamiento da que miembros de las comunidades habrían sido objeto con 

384 O.N.U,·Comité para la Ellminaclón de la Dlacrlminaolón Racial. Recomendación Genera/ No. XXIII relativa a los 
det9Chos de los pueblos lndlgsnas. 18 d& agosto de 1997. párr, 1. 

ass O.N.U. Comité para la Eliminación de la Olsctlmlnacfón Racial. Examen de los fnformes presentedos por Jos 
Estados partes de conformidad con o/ fJrt/culo 9 de la Convención. Observaciones finales. CEADIC/PAN/C0/15~20. 19 da 
mayo de 201 O. pérrs. 9 w 12. 
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ocasión de protestas contra la construcción de obras de infraestructura hidroefáctrlca o de 
explotación minera o turfstlca en su territorio; y el no reconocimiento de estatus espeolal a las 
comunidades lndrgenas que no se encuentran dentro de una comarca. (Artfculos 1, 26 y 27 
de! P'acto)3811 • 

294. En sentldo similar, el comlté de Derechos Económicas, Sociales y Culturales en su 
Informe de Observaciones Finales sobre Panemé de septiembre de 2001 expresó que: 

12. { •.• ) Preocupa profundamente al Comité la persistente situación desfavorable en que viven 
los miembros da las comunidades ind(genas en Panamá y en particular las acentuadas 
desigualdades en la tasa de pobreza y alfabetización y en el acceso al agua potable1 el empleo, 
la salud, la educación y otros servlclos sociales básicos. También preocupa al Comité que en 
muchos casos no se haya resuelto la cuestión los derecho$ de los pueblos indrganas sobre las 
tierras y que dlohos derechos se vean amenazados a consecuencia de la explotación minera o 
ganadera emprendidas con la aprobación del Estado Parte y que han dado logar al 
desplazamiento de grupos indfgcmas de sus tierras ancestrales y ag:rrcolas tradicionales. 
[ ... ] 
28.( ••• ]EI Comité insta al Estado Parte a prestar especial atención al mejoramiento de las tasas 
de pobreza y alfabetización y del aoceso de las pob!eciones indígenas al agua potable, el 
empleo, la sanidad y la educactón, asr como a otros servlclos sociales básicos. El Comité 
recomtenda que se resuelva plenamente la cuestión de los derechos de tenencia da !e tierra de 
loa pueblos ·lndfgenae para impedir que se vean amenazados por las actividades mineras o 
ganaderas que provocan un desplazamiento de sus tierras ancestrales y agrfcolas 
tradh::ionales337• 

295. En el presente caso, los peticionarlas alegaron la reiterada denegación del 
cumplimiento de las obligaciones relativas a los derechos territoriales de las pueblos Indígenas Kuna 
de Madungandí y Emberá del Bayena como expresión de dlscrlmlnaclón fundada en su origen étnico, 
Señalaron la existencia de una atención distinta y más preferente a la propiedad privada individual, 
que contrasta con la situación de despratecclón de la propiedad indígena. El Estado, por su parte, no 
co11trovlrtl6 los alegatos especfflcamente relacionados con la violación del derecho a la no 
discriminación. 

296. Asimismo, la Comisión lnteramericana dio por probado el Impacta perjudicial en las 
formes de subsistencia tradicionales de los pueblos indfgenas Kuna de Madungandí y Emberá de 
Bayano que provocó la Hidroeléctrica del Bayano y la Carretera Panamericana. En específico, se 
refirió a la falte de servicios básicos, coma agua y electricidad, la proliferación de enfermedades 
como la malaria, los altas índices de desnutrición de las niños y las niñas menores de 5 años y la 
deforestación del territorio, entre otros. 

297. En relación con la obligación del Estado de eliminar del ordenamiento jurfdlco 
regulaciones discrlmlnatorias, !a Comisión observó que la Constitución de Panamá contiene 
disposiciones que reconocen ciertos derechos a los pueblos indfgenas, como el de la propiedad 
colectiva. Asimismo, observa que en la misma Constitución, el articulo 126 sobre polftlca agraria, 
establece en su último Inciso que dicha polftica "será aplicable a las comunidades indígenas de 
acuerda con los métodos clentlficos da cambio cultural"'. 

m O.N.U. Comité da Derechos Humanos. Exemon de los informes presentados por los Estados partes con arreglo o/ 
articulo 40 de! Pacto. ObservfJc/ones finales. CCPR/C/PAN/C0/3. 17 de abrll de ::wos. párr. 21, 

367 O.N.U •. Comlté de Derechos Económicos, Soclales y Culturales. Examen de los informes presentadol!i por los 
Estados portes de contormidfld con los ertfculos 16 y 17 del Pacto. Observaciones finales. EJC.12J1!Add.64. 24 de 
septlembre de 2001. párrs. 1 2 y 28. 
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298. En opinión de la CIDH, la citada norma responde a una política de carácter 
asimilacionlsta de los pueblos indfgenas que ha sido superada con el desarrollo del derecho 
internacional de tos derechos humanos y su mantención en al orden jurrdico interno con!levarfa a la 
persistencia de factores discriminatorios, en lo que respecta a la protección del derecho a la 
propiedad del territorio ancestral y los recursos naturales de los pueblos indfgenas. En especifico, 
porque no serfa compatible con el derecho de Jos pueblos ind(genas y sus miembros a pertenecer a 
un grupo étnico diferenciado con sus propias caracterfstícas sociales y culturales, tradiciones y 
costumbres; y en cambio, apunta a su asimilación con el objetivo de cump[lr ·con los fines de la 
polftlca agraria. 

2.99. En relación con la obligación del Estado de combatir las prácticas dlscrlmlnstorlas, la 
CJDH observa en el presente caso que en el ordenamiento iurfdico interno no habrfan recursos 
adecuados y eficientes para la protección del derecho de propiedad comunitaria o colectiva de los 
pueblos lndfgenas~ to que explica !os numerosos obstáculos encontrados por fos pueblos Kuna de 
Madungandf y Emberá del Bayano para la realización de sus derechos y las dificultades atravesadas 
para el acceso a !a justicia. 

300. Por otro lado, la Comisión se ha pronunciado respecto al sistemático 
desconocimiento e incumplimiento de los compromisos adquiridos con los pueblos indfganas Kuna 
de Madungandl y Embará del 13ayano, luego de carca da cuarenta años desde la reubicación a 
inundación de sus territorios ancestrales para la construcción da la Hidroeléctrica Ascanlo Vlilalaz, 
Ignorando durante décadas los reclamos de las presuntas vfctlmas. Además de privar a los pueblos 
indrgenas presuntas vrctlmas de su derecho al reconocimiento, delimitación y demarcación del 
territorio, la CIDH ha constatado qua el Estado no adoptó medidas de prevención y protección ·frente 
a la permanente invasión de colonos y la continua realización de actividades extractivas Ilegales. 

301. La Comisión observa que esto sa produjo a pasar de las numerosas comunicaciones 
enviadas, y recursos administrativos y judiciales Iniciados~ colocando asta las presuntas vfctlmas en 
una situación de desprotección e Incertidumbre permanente. La CIDH considera que en el presente 
caso la taita de protección igualitaria da la propiedad indlgena se manifestó, entre otros, en la 
desatención a las numerosas notas cursadas por las máximas autoridades lndfgenas, la falta de 
respuesta efectiva da ·las entidades administrativas frente a las solicitudes presentadas, la tardía o 
inexistente respuesta de las autoridades judiciales frente a la constante y prolongada violación del 
territorio y recursos naturales de !as presuntas vrctlmas~ y la inexistencia de autoridades o su 
designación tardfa para proteger las tierras indlgenes. Tal actuación estatal contrasta co.n las 
medidas adoptadas para favorecer la apropiación de tierras por parta de personas no lndlgenas que 
afectaron directa e indirectamente los territorios de los pueblos Kuna de Madungandf y Emberá del 
Bayano, tales como la creación de vfas de acceso a la zona habitada por estos pueblos indfgenas y 
la adjudicación da tierras a tftulo Individual en áreas declaradas previamente como de propiedad 
estatal y en otras reivindicadas por las presuntas vlctimas. 

302. La CIDH y la Corte lnteramericana han afirmado conslstentemente que la 
preservación de la conexión particular entre las comunidades lndfgenas y sus tierras y recursos se 
vincula a la existencia misma de estos pueblos/ y por lo mismo "amerita medidas especiales de 
protección11388

• Por ello es necesario que ·e! derecho a !a propiedad de los pueblos indfgenas y tribales 

388 CIDH, Informa No. 76!02, Caso 11,140, Mary y Carrle Dann v. Estado¡¡ Unidos, 27 de diciembre de 2002, párr. 
128. Corte 1.0.1-1 •• Csso d9 ID Comunidad Mayagna (Sumo} Awas Tlngn! Vs. Nicaragua. Sentencia de 31 de agosto da 2001. 
Sér!e C No. 7!3. Pál't'. 149. Véase también en: Corte I.D.H., Cf/so Comunidad Jndfgena Sawhoyomaxs Vs. Pars¡¡u"ay. 
Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serle e No. 146, párt. 222. 
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proteja esta vinculación estrecha que guardan con sus territorios y con los recursos naturales 
ligados a su cultura que aiH se encuentran389

• 

303. Al respecto, la CIDH recuerda que los derechos e le Igualdad ante la ley, a la 
igualdad de trato y a la no discriminación Implican que los Estados establezcan los mecanismos 
legales necesarios para aclarar y proteger el derecho a la propiedad comunal de los pueblos 
lndlgenas, al igual que se protegen los derechos de propiedad en general bajo al sistema )urldico 
doméstico390• Los Estados violan los derechos a la igualdad ante la ley, a la igual protección de la ley 
y a la no dlscrlmlnaoión cuando, como en este caso, no otorgan a los pueblos indfgenes ~'las 
protecciones necesarias para ejercer su derecho de propledad plena y equitativamente con los 
demás miembros de la pob!acl6n"31H. 

304. En sentido similar, el Comité de Derechos Humanos se ha referido al derecho a la 
igualdad ante los tribunales y cortes de justicia, Indicando que "[u]na situación en la que los Intentos 
del individuo de acceder a las cortas o tribunales competentes se vean sistemáticamente frustrados 
de jure o de facto va en contra de la garantfa reconocida en la primera oración del párrafo 1 del 
artfcuio 14 [referida a dicho derecho]""". Igualmente, el actual Relator Especial sobre los Derechos 
de los Pueblos !ndfgenas de Naciones Unidas, ha advertido como parte de un contexto caracterizado 
por la falta de acceso efectivo de los pueblos lndfgenas al sistema de justicia, "la existencia da una 
clara disparidad entre la respuesta institucional ante las denuncias en contra de miembros de tas 
comunidades indfgenas y la Impunidad de muchos de los actos reportados de abusos, hostigamiento 
y violencia tlslca[ ... ]"'"· 

305. En virtud a tales consideraciones, la Comisión concluye qua el Estado da Panamá es 
responsable por la violación de su obligación de garantizar y respetar los derechos sin discriminación 
alguna de raza u origen étnico y el derecho a la Igualdad de protección ante la ley, contenidas en Jos 
artloulos 24 y 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los pueblos indfgenas Kuna de 
Madungandf y Embará del Bayano y sus miembros. 

asg: CIDH, Informe de Seguimiento - Acceso a .la Justlcla e Inclusión Social: El camino hacia el fortalaclmlento d~ la 
Democracia en Bolivia. Doc. OEA!SerJLIV/11. 136, Doc. 40, 7 de agosto de 2009, párr, 156. Corte IDH. C;¡so do/a CQmunld&d 
Mayagna (Sumo} Awas Tlngnl Vs. Nlcetagua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia ·de 31 de agosto da 2001, Serie C 
No. 79, párr. 148. Corte !OH. Ceso Comunldad /nd{gena Yakye Axa Vs, Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costes. Sentencia 
17 de Junio de 2.005. Serie C No. 126, párr. 137, Corte IDH. Caso Comunidad lndfgena Sawhoyamsxa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaolone$ y Costa¡¡;, Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 146, párrs. 118, 121. 

aoo CIDH, Informe No. 40/04, Caso 12.063, Comunidades lndfgenas Mayas del Distrito de Toledo {Ba!Jca), 12 de 
octubre de 2004, párr. 166. CJDH, Derechos de los pueblos lndfgenas y tribales sobre sus tierras ahcGstrales y recursos 
.naturalas. Normas y jurtsprudencla de! Sistema Interamericano de DGrechos Humanos. OEA/Ser.L/VJII.Doo.56/09, 30 de 
diciembre de 2009, párr. 61. 

~1 CIDH, Informe No. 40/04, Caso 12.053, Comunidades Jndfgenas Mayas del Distrito da Toledo (Bellce), 12 de 
octubre de 2004, pérr. 171. CIDH 1 Derechos de los pueblos lndfgenas y tribales sobre sus tierras anoestrales y recursos 
naturales. Normas y jurisprudencia -del Sistema Interamericano de Derechos HumaMs. OEA/Ser.LNI!l.Doc,56/09, 30 de 
·dlolambre de 2009, párr. 61. 

m. O.N.U. Comité de Oarechos Humanos, Observoción Gener€JI32- Articulo 14. El derecho a un julo/o Imparcial y 
a la Igualdad snte los trlbunatGs y cort.es de justfcia. Doc. ONU CCPR/C/GC/32, 23 de agosto de 2007, párr. B. 

~s~ O.N.U. Relator Especla! sobre los Derechos .de los Pueblos lndfganas, Jamas Anr~ya. Dbservsc!onet; $obre le 
·sftu8oldn de IOI$ derechos de loa pueblot; lndlgenss de Guatemala en releclón con los proyectos extractlvos.,. y otro tipo dfl 
proyectos.,. an ous territodos tr<Jdicloneles. A/HRC/18/G6/Add.3. 7 de junio de 2011. párt. 65. Igualmente, véaso o.N.U, 
Relator Especl61 sobre los Derechos de los Pueb!oa lndfgena~>, RQdo!fo Stavenhagen. Los derechos humanos y las cues"don&s 
lndfgenas. EICN.4/2004/80. 26 de enero de .2004. párr. 9·43. 
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VI. CONCLUSIONES 

306. En virtud de las consideraciones de hecho y de derecho establecidas en el presente 
informe, la Comisión lnteramericana de Derechos Humanos concluye qua: 

1. El Estado de Panamá violó el artfculo 21 de la Convención, en relación con el articulo 
1. 1 de la misma, en perjuicio de los pueblos indfgenes Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano y 
sus miembros, al haberse abstenido de otorgar una justa y pronta Indemnización, luego de más de 
cuatro décadas de enaienados sus territorios ancestrales. 

2. El Estado de Panamá violó el derecho a la propiedad consagrado en el articulo 21 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con Jos articulas 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio del pueblo Emberá del Bayano y sus miembros, por no haberlas provisto acceso 
efectivo a un titulo de propiedad colectiva sobre sus territorios; asf como por haberse abstenido de 
delimitar~ demarcar y proteger efectivamente sus territorios. 

3. El Estado da Panamá violó el derecho a la propiedad consagrado en el artfculo 21 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con los artfculos 1.1 y 2 de la 
misma, en perjuicio del pueblo lndlgena Kuna de Madungandl y sus miembros, al haberse abstenido 
de reaUzar prontamente el reconocimiento, delimitación y demarcación; asr como de brindar 
protección efectiva de los territorios de la Comarca Kuna de Madungandr frente a terceros. 

4. El Estado de Panamá violó los artfculos 8 y 25 de la Convención Americana, en 
conexión con los articulas 1.1 y 2 de la Convención, debido a la falta de provisión de un 
procedimiento adecuado y efectivo para acceder a le propiedad del terr~orlo ancestral y para su 
protección frente a terceros, en perjuicio de los pueblos Kuna de Madungandf y Embará del Bayano 
y sus miembros. 

5. El Estado de Panamá violó el artfculo 24 de la Convención Americana, en conexión 
con el articulo 1.1 da la Convención, por el Incumplimiento de su obligación de garantizar y respetar 
los derechos sin discriminación por origen étnico y de brindar protección igualitaria ante la ley, en 
perjuicio da los pueblos indlgenas Kuna de Madungandf y Emberá del Bayano y sus miembros. 

VIl. RECOMENDACIONES 

307. Con fundamento en el análisis y las conclusiones del presente Informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICAJIIA DE DERECHOS HUMANOS RECOMIENDA AL ESTADO 
DE PANAMÁ: 

1. Concluir prontamente el proceso da formalización, delimitación y demarcación trslca 
da los territorios de Jos pueblos Kuna de Madungandf y Emberá del Bayeno y sus miembros, 
teniendo en cuenta los estándares interamerlcanos señalados en el presente informe. 

2. Cumplir con otorgar a los pueblos indlgenas Kuna de Madungandl y Emberá del 
Sayano y sus miembros una pronta y justa Indemnización por ·el traslado, reasentamlento e 
immdación de sus territorios ancestrales, cuyo monto adeudado sea determinado a través de un 
proceso que asegure su particlpaclón, ·acorde con su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres. 

3. Adoptar las medidas necesarias para proteger efectivamente el territorio de los 
pueblos Kuna de Madungandf y Embará del Bayano con el objeto de garantizarles su supervivencia 
ffslca y cultural, asf como el desarrollo y continuidad de su cosmovlslón, pare que puedan continuar 
viviendo su modo de vida tradicional, y conservar su ldenttdad cultural, estructura social, sistema 
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económico, costumbres, creencias, tradic!ones distintivas y sistema de justicia. Asimismo, adoptar 
las medidas necesarias para asegurar a los pueblos Kuna de Madungandl y Emberá del Bayano el 
acceso a programas da salud y educación culturalmente pertinentes. 

4. Detener la entrada ilegal de personas no lndfgenas en los territorios de los pueblos 
Kuna de Madungandf y Emberé del Beyano y trasladar a los actuales colonos ocupantes a territorios 
qua no pertenezcan a pueblos lndfgenas. Asimismo, garantizar el consentimiento libra, previo e 
Informado de los pueblos Kuna de Madungandf y Emberá del Bayano de los planas, programas y 
proyectos que se pretendan desarrollar en sus territorios:. 

5. Establecer un recurso adecuado y eficaz qua tutele al derecho de los pueblos 
indfgenas de Panamá a reivindicar y acceder a sus territorios tradicionales, asf como a proteger sus 
territorios y recursos naturales frente a terceros, Incluyendo el respeto del derecho de los pueblos 
indígenas a aplicar sus normas consuetudinarias a través de sus sistemas de justicia. 

6. Reparar en el ámbito colectivo e Individual las consecuencias de las violaciones a los 
derechos humanos determinadas en el presente Informe. En especial, reparar la falta de protección 
de los territorios ancestrales de los pueblos Kuna de Madungandf y Emberá del Bayano, la falta de 
respuesta eficaz y oportuna por parte de las autoridades y el trato discriminatorio al que fueron 
sometidos. 

7. Adoptar las medidas necesarias para evitar que en el futuro se produzcan hechos 
similares, conforme al deber de prevención y garantfa de los derechos fundamentales reconocidos en 
la Convención Americana. 

Dado y firmado en la ciudad da Washington, D.C., a los 13 dlas del mes de noviembre de 
2012. (Firmado): José de Jesús Orozco Henr!quaz, Presidenta: Tracy Roblnson, Primar VIcepresidenta; 
Felipe González, Segundo VIcepresidente; Dlnah Shelton; Rosa Marra Ortiz, y Rose-Maria Antolna, 
Miembros de la Comisión. 

El que suscribe, Emlllo Álvarez lcaza L., en su carácter de Secretario Ejecutivo de ta Comisión 
lnteramericana de Derechos Humanos, de conformidad con el articulo 49 del Reglamento de la 
Comisión, certifica que es copla fiel del original depositado en los archivos de la Secretaria de la 
CIDH. 
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